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9 de mayo de 2026

1.	 Jurisprudencia 

[España]

El Tribunal Supremo resuelve un recurso de casación en el que se examina la com-
petencia para sancionar la introducción de cláusulas abusivas en contratos con con-
sumidores y concluye que corresponde a las autoridades autonómicas del lugar de 
celebración del contrato 

Sentencia del Tribunal Supremo, Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 4.ª, de 5 de 
marzo de 2026 (Recurso n.º 7239/2023)

El litigio trae causa del recurso de casación interpuesto por la Junta de Andalucía (la “Junta”) con-
tra la sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía (el “TSJA”) que anuló la resolución 
de la Consejería de Salud de 29 de noviembre de 2018 por la que se impuso a una mercantil una 
sanción de 530.001 € como responsable de la infracción consistente en introducir cláusulas abu-
sivas en sus contratos. 

El TSJA había estimado la falta de competencia territorial de la Administración andaluza, al consi-
derar que la infracción no se había consumado en Andalucía, sino en el lugar donde la empresa 
adoptó la decisión de incorporar esas cláusulas a sus contratos tipo, que era en Madrid (que es 
donde radica su sede social). Para fundamentar esta conclusión, el TSJA se apoyó en la inter-
pretación realizada por el Tribunal Superior de Justicia de Madrid, que considera que, cuando el 
presunto infractor es una persona jurídica, la infracción se entiende cometida en el lugar donde 
radica su sede social si la conducta deriva de una decisión adoptada por sus órganos directivos, de 
modo que solo cabría desplazar la competencia si la infracción pudiera ser decidida autónoma-
mente por una sucursal territorial.

La cuestión que presenta interés casacional objetivo para la formación de la jurisprudencia con-
siste en determinar qué Comunidad Autónoma posee competencia sancionadora cuando una 
empresa, con domicilio social en una Comunidad Autónoma, introduce cláusulas abusivas en sus 

*  Esta sección ha sido coordinada por Roberto Fernández Castilla , y en su elaboración han participado Miguel García Prieto, Joana Sutil Pires, Francisca 
Matos, Maria Inês Paredes y Luísa Almeida Dias, de las áreas de Derecho Mercantil, Público, Procesal y Arbitraje de Uría Menéndez (Madrid y Lisboa). 
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condiciones generales de contratación y estas se imponen después a consumidores en otras Co-
munidades Autónomas al celebrarse allí los contratos concretos. En particular, se trata de dilucidar 
si dicha competencia corresponde únicamente a la Comunidad Autónoma donde radica la sede 
social de la empresa —por ser el lugar en que se adoptó la decisión de incluir las cláusulas— o si 
puede ejercerla también la Comunidad Autónoma donde se formalizó el contrato con el consu-
midor —por ser el lugar de consumación de la infracción—, sin que ello vulnere el principio non 
bis in idem.

El Tribunal Supremo (“TS”), tras analizar esta cuestión, declara que la consumación de la infrac-
ción requiere de la existencia de un contrato, por lo que es en el momento de su celebración 
cuando quedan incorporadas las cláusulas abusivas y producen efectos, y que la competencia 
autonómica no puede quedar desplazada por el hecho de que la empresa tenga su domicilio 
social en otra Comunidad Autónoma. La competencia se atribuye por el lugar de comisión de la 
infracción, que coincide con el lugar de celebración del contrato y, por tanto, con el domicilio del 
consumidor en este caso. En consecuencia, el TS estima el recurso de casación de la Junta y anula 
la sentencia del TSJA.

El Tribunal Supremo desestima la reclamación de responsabilidad patrimonial del 
Estado legislador por la prohibición de nuevas concesiones de explotación de hi-
drocarburos introducida por la Ley de Cambio Climático, al considerar que los titu-
lares de permisos de investigación no tienen un derecho adquirido, sino una mera 
expectativa, y que la quiebra de la confianza legítima no puede sostenerse desde la 
publicación del anteproyecto de la norma

Sentencia del Tribunal Supremo, Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 5.ª, de 9 de 
marzo de 2026 (Recurso n.º 238/2023)

El TS resuelve el recurso contencioso-administrativo interpuesto por una sociedad mercantil del 
sector de los hidrocarburos contra la desestimación por silencio administrativo de su solicitud de 
responsabilidad patrimonial del Estado legislador y, subsidiariamente, de indemnización a título 
de expropiación forzosa, por los daños causados por la Ley 7/2021, de 20 de mayo, de cambio cli-
mático y transición energética (“LCCTE”). A la entrada en vigor de esta ley, la recurrente era titular 
de cinco permisos de investigación de hidrocarburos que, conforme a la legislación sectorial, con-
fieren el derecho en exclusiva a obtener la concesión de explotación de los recursos descubiertos. 
La LCCTE frustró la posibilidad de otorgar nuevas concesiones de explotación, lo que, a juicio de la 
recurrente, privó de valor económico y de finalidad a los permisos de los que era titular.

El TS rechaza la pretensión de la mercantil. En relación con la inexistencia de un derecho adqui-
rido a obtener la correspondiente concesión de explotación de hidrocarburos, considera que la 
prohibición de otorgar nuevas concesiones no tiene efectos retroactivos, pues no afecta a ningún 
derecho consolidado de la recurrente. Para adquirir el derecho a explotar los recursos, el titular 
de un permiso de investigación habría necesitado, adicionalmente, concluir los trabajos con un 
resultado favorable a la existencia de hidrocarburos en cantidades explotables y obtener el otor-
gamiento del derecho concesional. En consecuencia, no se estaba ante la privación de un derecho 
incorporado al patrimonio de la recurrente, sino ante la frustración de una mera expectativa.
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En cuanto a la confianza legítima, el TS mantiene que la confianza que pudiera mantener la re-
currente hubo de quebrar necesariamente con la publicación del anteproyecto de la LCCTE, so-
metido a información pública a partir del 22 de febrero de 2019, que ya recogía la prohibición de 
conceder nuevas explotaciones de hidrocarburos. En materia regulatoria, recuerda que el princi-
pio de confianza legítima y de seguridad jurídica es compatible con cambios normativos justifica-
dos, sin que pueda invocarse como freno a modificaciones normativas adoptadas en atención a las 
circunstancias técnicas, económicas, sociales o medioambientales de cada momento.

Sobre la antijuridicidad del daño, el TS considera que la prohibición de explotar en el futuro los 
hidrocarburos investigados y la consiguiente pérdida de valor económico de los permisos es una 
consecuencia que debe soportar la recurrente como uno de los riesgos inherentes a su activi-
dad, sin que concurra un sacrificio especial, singular e injustificado, sino uno consecuente con la 
necesidad de acometer reformas legales destinadas a reducir el empleo de combustibles fósiles, 
producto de una evolución normativa generalizada y notoria. 

El resultado contrasta con el de la STS 1188/2025, de 25 de septiembre, en la que el TS estimó 
una reclamación de responsabilidad patrimonial por vulneración de la confianza legítima en el 
sector energético (en aquel caso, por la frustración de proyectos de plantas de regasificación de 
gas natural licuado en Canarias). La diferencia entre los supuestos resueltos por ambas sentencias 
radica esencialmente en la densidad y continuidad de las señales previas imputables a la Admi-
nistración y al legislador: en el asunto de las plantas de regasificación, concurrían autorizaciones 
otorgadas, propuestas de resolución favorables, inclusión en la planificación obligatoria como 
infraestructuras de categoría A y una obligación legal de adquisición de la sociedad promotora, 
lo que generó una confianza legítima que fue frustrada de forma sorpresiva e incoherente. En el 
asunto de los permisos de investigación de hidrocarburos, en cambio, el TS aprecia que la prohi-
bición de nuevas concesiones de explotación introducida por la LCCTE afecta únicamente a una 
mera expectativa (no a un derecho adquirido) y que la confianza legítima no podía sostenerse 
desde la publicación del anteproyecto de la norma en febrero de 2019.

El Tribunal Supremo establece que, en los contratos de concesión de servicio público 
de transporte terrestre regular de viajeros por carretera, las condiciones de solven-
cia técnica y económica en una UTE se cumplen cuando al menos una de las empre-
sas integrantes las satisface individualmente, por aplicación preferente de la nor-
mativa sectorial de transportes sobre las normas generales de contratación pública

Sentencia del Tribunal Supremo, Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 4.ª, de 15 
de abril de 2026 (Recurso n.º 8325/2023)

El TS resuelve el recurso de casación núm. 8325/2023 interpuesto por una asociación sectorial del 
ámbito del transporte contra la Sentencia de 3 de octubre de 2023 del Tribunal Superior de Justicia 
de la Comunidad Valenciana (“TSJCV”).

El proceso de instancia traía causa de la impugnación de un anuncio de licitación de la Conseje-
ría de Política Territorial, Obras Públicas y Movilidad de la Generalidad Valenciana relativo a un 
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contrato de concesión para la prestación del servicio de transporte público regular interurbano de 
viajeros por carretera, así como del pliego de prescripciones administrativas particulares.

La sentencia de instancia estimó parcialmente el recurso y anuló la cláusula 12.2.1 del pliego re-
lativa a la antigüedad de los vehículos, pero confirmó la legalidad de la cláusula 13.1, que fue el 
objeto central del recurso de casación.

La cuestión de interés casacional identificada por el TS consistía en determinar si, en los contra-
tos de concesión de transporte regular de viajeros de uso general por carretera, las condiciones 
de solvencia económica de una unión temporal de empresas solo pueden cumplirse cuando las 
ostenta al menos una de sus integrantes, o si es posible acreditarlas mediante la suma de las ca-
pacidades de las empresas que concurren, incluidos los medios externos.

La cláusula 13.1 del pliego impugnado establecía una remisión al artículo 80.2 del Reglamento 
de la Ley de Ordenación de los Transportes Terrestres, aprobado por Real Decreto 1211/1990, de 
28 de septiembre, conforme al cual al menos una de las empresas integrantes de la proposición 
conjunta debía cumplir individualmente las condiciones mínimas de solvencia económica, y cada 
una de las exigencias de solvencia técnica y profesional debía ser satisfecha, al menos, por una 
de ellas.

Por el contrario, el artículo 75.1 de la Ley de Contratos del Sector Público permite al empresario 
basarse en la solvencia y en los medios de otras entidades, con independencia de la naturaleza ju-
rídica de los vínculos que mantenga con ellas. Además, los empresarios que concurran agrupados 
en uniones temporales pueden recurrir a las capacidades de entidades ajenas a la unión temporal.

El TS resuelve la cuestión mediante la aplicación de la doctrina de la norma especial. En este caso, 
la Ley de Ordenación del Transporte Terrestre establece que los transportes públicos regulares de 
viajeros de uso general tienen el carácter de servicios públicos de titularidad de la Administración 
y se rigen prioritariamente por sus disposiciones específicas y, en lo no previsto, por las normas 
generales de contratación pública.

A juicio del TS, la normativa especial del ámbito sectorial del transporte terrestre de viajeros por 
carretera resulta de aplicación preferente cuando se trata de contratos de servicio público, por 
contener una regulación específica cuyo fundamento radica en la naturaleza del objeto (el trans-
porte de personas) y en su caracterización como servicio público, que precisa de garantías refor-
zadas respecto del sistema general previsto en las normas de contratación pública. Precisamente, 
entre estas normas se encuentra la exigencia de solvencia técnica y económica en, al menos una, 
de las empresas integrantes de la unión temporal de empresas.

En consecuencia, el TS fija como doctrina casacional que, en los contratos de concesión de servi-
cio público de transporte terrestre regular de viajeros por carretera, las condiciones de solvencia 
técnica y económica de una unión temporal de empresas se cumplen cuando al menos una de las 
empresas integrantes satisface tales condiciones. Ello en virtud de la aplicación preferente de las 
normas de la Unión Europea y de las normas legales y reglamentarias especiales de ordenación 
del transporte terrestre sobre las normas generales de contratación pública.
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[Portugal]

Reprivatização da TAP – autorização para convite à terceira etapa da venda direta 
de referência

Resolução do Conselho de Ministros n.º 75-B/2026, de 27 de abril (DR 81, Série I, Suple-
mento, de 27 de abril de 2026)

Através da Resolução n.º 75-B/2026, de 27 de abril, o Conselho de Ministros resolveu – para 
efeitos de integração na terceira etapa da venda direta de referência a realizar no âmbito do 
processo de reprivatização da TAP – Transportes Aéreos Portugueses, S. A. (“TAP”) (cfr. BUM de 
24 de setembro de 2025, disponível no seguinte link) – selecionar as propostas não vinculativas 
apresentadas pela Air France-KLM, S. A., e pela Deutsche Lufthansa Aktiengesellschaft.

Para o efeito, o Conselho de Ministros determinou que:

i.	 A PARPÚBLICA – Participações Públicas (SGPS), S.A. deveria proceder ao envio da carta 
convite a cada uma das entidades selecionadas, para apresentação das respetivas propos-
tas vinculativas; e bem assim,

ii.	 Os documentos e informações relativos às propostas vinculativas poderiam ser apresenta-
dos em língua inglesa sem necessidade de tradução certificada para português.

A presente resolução entrou em vigor no passado dia 28 de abril de 2026.

Ensino superior desenvolvido em território nacional por entidades estrangeiras não 
integradas no sistema de ensino superior português

Decreto-Lei n.º 83/2026, de 7 de abril (DR 67, Série I, de 7 de abril de 2026)

O Decreto-Lei n.º 83/2026, de 7 de abril (“DL 83/2026”) veio definir o regime jurídico relativo ao 
desenvolvimento de atividades de ensino superior em território nacional, por entidades estrangei-
ras não integradas no sistema de ensino superior português.

O DL 83/2026 abrange duas categorias de entidades:

i.	 Entidades legalmente estabelecidas noutro Estado-Membro da União Europeia ou num 
Estado Parte no Acordo sobre o Espaço Económico Europeu que, cumulativamente:

•	 prestem serviços de ensino superior em território nacional; 

•	 emitam diplomas reconhecidos ou válidos no Estado de estabelecimento; 

•	 não pretendam integrar o sistema de ensino superior português. 

https://www.uria.com/pt/publicaciones/newsletter/1960-boletim___.YXAxZTpjZWdlZ2xvYmFsOmM6b2ZmaWNlMzY1X2VtYWlsc19hdHRhY2htZW50OmE1MjQ1NjU0NmQ1ODZjMTcxMmE1MmZhNWEzZDkxMmNkOjc6MmIwNTo2Y2YwM2NiOTc2OTBjNjNmNjgzZDllZjBjNTRjZjY0ZmI4NzliOGJlMjViYzA3NGNhZGFkY2VmNmViYTEzNjQxOnA6RjpG#6


12

Administrativo

ii.	 Entidades legalmente estabelecidas em Estado ou território terceiro, desde que:

•	 preencham os requisitos acima referidos;

•	 estejam acreditadas por uma agência membro da International Network for 
Quality Assurance Agencies in Higher Education (INQAAHE). 

As entidades que pretendam desenvolver atividades de ensino superior em Portugal devem re-
gistar-se obrigatoriamente junto do Instituto para o Ensino Superior, I. P. (“IES, I. P.”), mediante 
requerimento instruído com:

i.	 identificação da requerente e contactos; 

ii.	 atividades a desenvolver em território nacional; 

iii.	 identificação da entidade emissora dos diplomas; 

iv.	 prova de autorização para ministrar ensino superior e emitir diplomas. 

O IES, I. P. aprecia o pedido de registo no prazo máximo de 30 dias.

A concessão do registo não implica reconhecimento em território nacional da requerente, das 
atividades ou dos diplomas.

O decreto-lei entrou em vigor a 7 de maio de 2026.
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Arbitraje y Mediación*

9 de mayo de 2026

1.	 Jurisprudencia

[España]

El Tribunal Superior de Justicia de Asturias declara que no es exigible acudir a un 
MASC con carácter previo a la interposición de una acción de anulación de laudo 
arbitral fundada en la vulneración del orden público. El orden público no es una 
materia transigible y no puede someterse a acuerdo o medio alternativo distinto de 
una decisión jurisdiccional

Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Asturias, Sala de lo Civil y Penal, de 23 de 
marzo, n.º 2/2026

El Tribunal Superior de Justicia de Asturias (“TSJAS”) desestima una demanda de anulación del 
laudo arbitral n.º 145/2025, de 29 de octubre de 2025, dictado por la Junta Arbitral de Transporte 
del Principado de Asturias, formulada por la empresa demandante (la “Demandante”) frente a 
otra mercantil (la “Demandada”).

La Demandante interpuso demanda de anulación del laudo alegando que era contrario al orden 
público, al amparo del artículo 40.1.f) de la Ley 60/2023, de 23 de diciembre, de Arbitraje (la “Ley 
de Arbitraje”), por considerar que se había omitido un “hecho determinante” y vulnerado con ello 
el derecho a la tutela judicial efectiva.

Por su parte, la Demandada opuso, como óbice procesal, la falta de cumplimiento del requisito de 
procedibilidad consistente en la necesidad de acudir con carácter previo a un medio alternativo de 
resolución de conflictos (“MASC”), de conformidad con el artículo 5 de la Ley Orgánica 1/2025, 
de 2 de enero (“LO 1/2025”). 

Con carácter previo al análisis del fondo del asunto, la Sala analiza el requisito de procedibilidad 
invocado, que desestima sobre la base de tres argumentos. 

*  Esta sección ha sido coordinada por María Álvarez Soler, del Área Derecho Público, Procesal y Arbitraje de Uría Menéndez (Madrid), y en su elaboración 
han participado Esperanza Cots Salvador, Cristina Egea Comas, María Blasco Jordán, Miguel Herraiz Sanchís, Javier Toro Torcal, Guillermo Bermejo Pérez, 
Germán Garrido Cardoso, Francisco Romero Brenlla, Susana Bradford Ferreira, Liliana Silveira de Freitas y Andreia Morais Lourenço, del Área Mercantil y 
Laboral de Uría Menéndez (Madrid, Valencia y Lisboa).
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En primer lugar, la Sala señala que la exigencia de MASC previo se circunscribe a los procesos 
declarativos del Libro II de la LEC, con las exclusiones previstas en el artículo 5.2 LO 1/2025. No 
obstante, precisa —en línea con su Decreto de fecha 14 de enero de 2026 dictado en el procedi-
miento de exequatur n.º 9/2025— que el listado de excepciones contenido en el referido artículo 
“no es un listado de números clausus (sic)”. 

En segundo lugar, y como argumento determinante, el TSJAS subraya que “el orden público [mo-
tivo de anulación invocado] no es transigible y por tanto no puede ser sometido a acuerdo o a 
medio alternativo alguno distinto de una decisión jurisdiccional” (énfasis nuestro). Añade que 
“[n]o sería viable someter a negociación o transacción la vulneración del orden público en la forma 
en el que el mismo está confirmado por nuestra legislación arbitral […]. 

En tercer lugar, la Sala considera que la sumisión de la controversia a arbitraje ya supone, por sí 
misma, que las partes han acudido a un medio alternativo de resolución de conflictos.

En cuanto al fondo del asunto, el TSJAS parte de la asentada jurisprudencia sobre el concepto de 
orden público, y recuerda que la acción de anulación no permite reexaminar cuestiones de fondo, 
sino que debe ser entendida como un “control externo sobre la validez del laudo” en el que la clave 
reside en analizar si concurre “una motivación exhaustiva y pormenorizada [...] que resulte fundada 
y razonada”. 

El TSJAS concluye que el laudo no puede tildarse de arbitrario, ilógico o irrazonable, en la me-
dida en que resuelve sobre los hechos sometidos a controversia y lo hace de manera motivada, 
exponiendo a lo largo de su fundamentación las razones que conducen al dictado de su parte 
dispositiva. 

Por todo ello, la Sala desestima la demanda de anulación e impone las costas del procedimiento 
a la Demandante.

El Tribunal Superior de Justicia de Madrid estima la excepción procesal relativa al in-
cumplimiento del requisito de procedibilidad de MASC previo en un procedimiento 
de nombramiento judicial de árbitro, por no haberse respetado el plazo de treinta 
días para que la contraparte diera respuesta a la propuesta de negociación

Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Madrid, Sala de lo Civil y Penal, de 10 de 
marzo, n.º 8/2026 

El Tribunal Superior de Justicia de Madrid (“TSJM”) ha dictado una sentencia por la que se estima 
la excepción procesal relativa al incumplimiento del requisito de procedibilidad de acudir a un 
medio alternativo de resolución de conflictos (“MASC”) en un procedimiento de nombramiento 
judicial de un árbitro. 

La empresa demandante interpuso una demanda ante el TSJM en la que solicitaba el nombra-
miento judicial de un árbitro para resolver una disputa sometida a arbitraje tras haber enviado a la 
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parte demandada una propuesta para someter la disputa a la Corte Internacional de Arbitraje de 
Madrid (“CIAM”) a través de un correo electrónico y no haber recibido respuesta.

En su escrito de contestación a la demanda, la demandada opuso como excepción procesal el 
incumplimiento del requisito de procedibilidad previsto en los artículos 2, 5 y 7 de la Ley Orgánica 
1/2025, de 2 de enero, de medidas en materia de eficiencia del Servicio Público de Justicia (“LO 
1/2025”). Antes de resolver sobre la solicitud de nombramiento de árbitro, el TSJM examina si se 
dio cumplimiento al referido requisito de procedibilidad.

En primer lugar, el TSJM recuerda que, aunque “el arbitraje parte de la libertad civil de las partes en 
la resolución de sus conflictos sobre derechos disponibles sin intervención de los tribunales”, el pro-
cedimiento de nombramiento judicial de árbitro “se judicializa en relación con ese exclusivo objeto” 
y, en la medida en que estos procedimientos no están expresamente excluidos de cumplir este 
requisito de procedibilidad en la LO 1/2025, es necesario acudir a un MASC con carácter previo. 

En segundo lugar, el TSJM analiza si una comunicación por correo electrónico puede entenderse 
suficiente como para entender que se inició la actividad negociadora, y concluye que sí, puesto 
que (i) “la ley no limita los instrumentos que pueden ser utilizados” y (ii) “las normas han de ajus-
tarse a la realidad social del tiempo en que han de ser aplicadas (artículo 3.1 del Código Civil), siendo 
evidente que actualmente es un medio habitual y ordinario de comunicación (…) por lo que nada 
impide su utilización como medio adecuado de solución de controversias”.

Por último, el TSJM constata que la demandante no había cumplido con “el plazo de treinta días 
legalmente previsto para atender al requerimiento de la parte demandante” porque el correo elec-
trónico de 8 de abril de 2025, remitido a las 12:58 horas, otorgaba a la demandada un plazo para 
dar respuesta a la propuesta que expiraba a las 12:00 horas del día siguiente (9 de abril), y la 
demanda se interpuso ese mismo día 9 de abril a las 13:59 horas. 

La demandante justificaba este plazo en que, tras haber acordado el Juzgado de Primera Instancia 
n.º 29 de Barcelona las medidas cautelares, solo disponía de veinte días para acudir al arbitraje. 
Sin embargo, el TSJM advierte que el artículo 7.3 in fine de la LO 1/2025 prevé que “si las medidas 
cautelares se hubieran acordado antes del inicio del proceso negociador, el plazo de veinte días para 
presentar la demanda se suspenderá y reanudará, respectivamente, en los términos previstos en el 
apartado 1”.

En consecuencia, el TSJM estima la excepción procesal por no haberse respetado el requisito tem-
poral del MASC y acuerda el archivo de la demanda, con imposición de costas a la demandante.
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1.	 Jurisprudencia

[Unión Europea]

El Tribunal de Justicia interpreta el concepto de empresa aplicable a las personas 
físicas

Sentencia del Tribunal de Justicia de 19 de marzo de 2026, asunto C-870/24, Outletico

En su sentencia de 19 de marzo de 2026, el Tribunal de Justicia resuelve la cuestión prejudicial 
planteada por el Tribunal Regional de lo Contencioso-Administrativo de Letonia, que tiene por 
objeto la interpretación del concepto de empresa y de actividad económica en el contexto de una 
persona física con participaciones en distintas personas jurídicas. 

En particular, la petición trae causa de la decisión de la administración tributaria letona por la que 
se ordena a SIA OUTLETICO (la “Sociedad”) la devolución de las ayudas recibidas en el contexto 
de la crisis sanitaria del COVID-19. Concretamente, al formar parte de un grupo empresarial, que 
a su vez está formado por entidades participadas por una misma persona física, se consideraría 
que la Sociedad está comprendida en la categoría de gran empresa.

En esencia, la cuestión planteada solicita que se determine si la Sociedad forma parte del mis-
mo grupo empresarial que el resto de las entidades participadas mayoritariamente por la misma 
persona física. Al respecto, el Tribunal considera que la participación de control que posee una 
persona física en una empresa no implica por sí sola que dicha persona física ejerza una actividad 
económica ni, por tanto, que las entidades participadas den lugar a una unidad económica. De 
acuerdo con la sentencia, la calificación de una persona física como empresa requiere del ejercicio 
efectivo del control que le confiere la participación, de manera que intervenga, directa o indirec-
tamente, en la gestión de las sociedades participadas.

Esta sentencia tiene importantes repercusiones en cuanto a las condiciones que deberá reunir una 
persona física para ejercer una actividad económica y, con ello, para ser considerada como una 

*  Esta crónica ha sido dirigida por Alfonso Gutiérrez Hernández, y han participado en su redacción Jokin Beltrán de Lubiano, Isaque Leite Mendes, Tânia 
Luísa Faira, Tomás Carvalho, Barbara Montanari, Beatriz Sastre, Alejandro Pernía Jaén, Pablo Monrabal Espejo y Alina Riedel, del Área de Derecho Público, 
Procesal y Arbitraje de Uría Menéndez (Madrid y Lisboa).
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empresa. De acuerdo con el criterio del Tribunal de Justicia, el ejercicio efectivo del control es un 
requisito necesario para acreditar esta actividad económica, sin que baste la mera tenencia de 
participaciones de control.

El Tribunal de Justicia declara el efecto inmediato de aquellas disposiciones nacio-
nales de trasposición que fijen la fecha de producción del perjuicio como dies a quo 
para el cálculo de intereses

Sentencia del Tribunal de Justicia de 30 de abril de 2026, asunto C-191/25, Wenzel

En su sentencia de 30 de abril de 2026, el Tribunal resuelve una cuestión prejudicial en el contexto 
de una reclamación de daños y perjuicios derivados de la participación de Mercedes-Benz en el 
cártel de camiones. Concretamente, el órgano remitente solicita del Tribunal tanto la determina-
ción de aquellas acciones que, ratione temporis, se benefician de la norma de cálculo de intereses 
contenida en el artículo 3.2 de la Directiva de Daños (Directiva 20154/104(UE)) como la fecha en 
que el perjuicio deba entenderse causado a los efectos del cálculo de intereses.

En este sentido, el Tribunal de Justicia aclara que las disposiciones nacionales de transposición 
del artículo 3.2 de la Directiva de Daños deberán aplicarse con efecto inmediato a todas aquellas 
acciones comprendidas en el ámbito de aplicación de la Directiva de acuerdo con el artículo 22.2. 
Así, se beneficiarán de las reglas de cálculo contenidas en la Directiva todas las acciones incluidas 
en el ámbito de aplicación según los términos de la propia Directiva. 

Respecto al cálculo de intereses en este caso concreto, se beneficiarán de estas reglas tanto las 
acciones interpuestas a partir de la transposición del artículo 3.2 dentro del plazo establecido por 
la Directiva (27 de diciembre de 2026) como, en general, todas aquellas acciones interpuestas 
tras la expiración del plazo de transposición, con independencia de que el artículo 3.2 haya sido 
transpuesto al derecho nacional.

Por otro lado, la sentencia aclara que, a los efectos del cálculo de intereses, la fecha de causación 
del perjuicio deberá entenderse como la fecha en que el perjudicado comenzó a sufrir el daño 
emergente y el lucro cesante. En el caso de los bienes adquiridos a precios excesivos como conse-
cuencia de un cártel, el Tribunal señala como fecha relevante el momento en el que los fondos del 
perjudicado dejan de estar disponibles para él por haber sido destinados al pago de dichos precios 
(y no en el momento de la adquisición del bien).

El Tribunal de Justicia aclara los criterios para calificar un acuerdo de no captación 
como restricción por el objeto

Sentencia del Tribunal de Justicia de 30 de abril de 2026, asunto C-133/24, CD Tondela

En su sentencia de 30 de abril de 2026, el Tribunal de Justicia interpreta los criterios para deter-
minar si un acuerdo con un contenido restrictivo constituye una restricción por el objeto. Con-
cretamente, la sentencia resuelve la cuestión prejudicial planteada en relación con una decisión 
de la autoridad portuguesa de competencia que consideró como restrictivos por el objeto a los 
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acuerdos de no captación de jugadores concluidos en el seno de la liga portuguesa (LPFP) en el 
contexto de la crisis sanitaria del COVID-19.

La sentencia recalca que la determinación de un acuerdo como restrictivo por el objeto requiere 
analizar, además de su contenido, el contexto económico y jurídico real en el que se inscribe. En 
particular, el Tribunal considera que, si bien el contenido del acuerdo de no captación controverti-
do es manifiestamente restrictivo, deberán tenerse en cuenta las particularidades del sector en el 
que se inscribe, el contexto de la pandemia y la finalidad consistente en garantizar la estabilidad 
de las plantillas y la integridad de los campeonatos. En consecuencia, la calificación del acuerdo 
como restrictivo por objeto exige determinar si el acuerdo presenta un grado de nocividad sufi-
ciente a la luz de los elementos de hecho y de derecho pertinentes. 

En este sentido, el Tribunal de Justicia añade que, al mismo tiempo que un fin objetivamente con-
trario a la competencia en materia de contratación de personal, el acuerdo en cuestión también 
perseguía un fin objetivamente favorable a la competencia: garantizar la estabilidad de las planti-
llas de jugadores que participaban en los campeonatos nacionales de primera y segunda división, 
en caso de reanudación de la temporada deportiva. 

El Tribunal de Justicia también examinó la posible justificación del acuerdo en cuestión y afirmó 
que el objetivo de garantizar la integridad de las competiciones deportivas es un objetivo legítimo 
de interés general que reviste especial importancia en el caso del fútbol y que puede justificar, 
en su principio, las normas establecidas por el acuerdo en cuestión. No obstante, considera que 
corresponde al tribunal portugués llevar a cabo un examen en profundidad de la aptitud, la nece-
sidad y la proporcionalidad en sentido estricto de dicho acuerdo.

El Tribunal de Justicia confirma la decisión del Tribunal General de anular la decisión 
de la Comisión Europea que aprobó las ayudas de Estado de cerca de 6000 millones 
de euros concedidas a Lufthansa por la República Federal de Alemania

Sentencia de 23 de abril de 2026, asunto C-457/23

En su sentencia de 23 de abril de 2026, el Tribunal de Justicia confirmó la anulación de la ayuda 
de Estado de hasta 6000 millones de euros de recapitalización concedida a Lufthansa por la Re-
pública Federal de Alemania en el contexto de la pandemia de COVID-19.

Este caso se remonta a junio de 2020, cuando Alemania notificó a la Comisión Europea una medi-
da de ayuda consistente en una recapitalización de 6000 millones de euros en favor de Deutsche 
Lufthansa AG (DLH), destinada a hacer frente a las consecuencias económicas de la pandemia de 
COVID-19. La Comisión aprobó dicha medida en junio de 2020, considerándola compatible con  
el mercado interior, pero las compañías aéreas Ryanair y Condor impugnaron esta decisión ante el 
Tribunal General de la UE. En mayo de 2023, el Tribunal General anuló la decisión de la Comisión, al 
apreciar una serie de errores en su análisis. Ante este resultado, DLH interpuso un recurso de casa-
ción ante el Tribunal de Justicia en el que solicitaba la anulación de la sentencia del Tribunal General.

El Tribunal de Justicia confirmó la sentencia del Tribunal General. Pese a haber estimado cinco de 
los seis motivos de casación presentados por DLH, el Tribunal desestimó uno. Concretamente, dio 
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la razón al Tribunal General al señalar que la Comisión no podría aplazar a un momento posterior 
el análisis de la conformidad del mecanismo de fijación del precio de conversión de los instrumen-
tos híbridos de capital. Dado que la decisión de la Comisión podía anularse autónomamente por 
diferentes motivos, solo cabía la anulación en casación de la sentencia del Tribunal General si esta 
hubiera considerado erróneamente todos los motivos de anulación. Sin embargo, y al haber acer-
tado en la consideración de uno de ellos, el Tribunal de Justicia desestimó el motivo de casación co-
rrespondiente y, por tanto, el recurso en su totalidad, con lo que confirmaba la sentencia recurrida.

Consecuentemente, Lufthansa quedó obligada a la devolución de la ayuda recibida. No obstante, 
según información pública, en 2021 Lufthansa afirmó que ya había reembolsado toda la ayuda 
recibida, si bien Ryanair sigue alegando que Lufthansa no reembolsó la totalidad y que continuó 
beneficiándose de cerca de 200 millones de euros, incluido el impago de intereses1. 

[España]

El Tribunal Supremo establece cómo debe fijarse la duración y el alcance de la pro-
hibición de contratar con la Administración impuesta a empresas sancionadas por 
infracciones de competencia 

Sentencia del Tribunal Supremo, de 5 de marzo de 2026, en el recurso de casación núm. 
3715/2023 

Una empresa de transporte de viajeros fue sancionada por la autoridad catalana de competencia 
por participar en un acuerdo supuestamente colusorio en la licitación del servicio de autobús 
entre Barcelona y el aeropuerto del Prat. La sanción incluye una multa de cerca de 1,5 millones 
de euros y la prohibición de concurrir a futuras licitaciones del Área Metropolitana de Barcelona 
en el sector del transporte de viajeros por carretera durante dieciocho meses. El TSJ de Cataluña 
redujo posteriormente la multa a 750.000 euros y la prohibición a seis meses, aplicando para ello 
los mismos criterios que se emplean habitualmente para calcular las multas en materia de compe-
tencia. La Generalitat de Catalunya recurrió ante el Tribunal Supremo.

El Tribunal Supremo establece que la prohibición de contratar no es en sí misma una sanción, sino 
una consecuencia que se anuda automáticamente a la existencia de una sanción firme. Por ello, 
los criterios propios del régimen sancionador no son directamente aplicables para determinar 
cuánto tiempo debe durar ni hasta dónde debe llegar esa prohibición. En su lugar, las autoridades 
competentes deben aplicar el principio de proporcionalidad teniendo en cuenta factores específi-
cos: la mala fe del operador económico, la estructura del mercado afectado por la prohibición, la 
viabilidad de las licitaciones futuras y la gravedad y duración de la infracción cometida.

En el caso concreto, el Tribunal Supremo estima parcialmente el recurso de la Generalitat de Ca-
talunya al rechazar la reducción de la prohibición de contratar que efectúa el TSJ por no apreciar 
ninguna infracción del principio de legalidad en la prohibición de dieciocho meses impuesta ini-
cialmente y mantener la reducción de la multa a 750.000 euros.

1   Ver https://corporate.ryanair.com/news/ryanair-welcomes-final-eu-court-ruling-on-lufthansas-illegal-e6-billion-state-aid/

https://corporate.ryanair.com/news/ryanair-welcomes-final-eu-court-ruling-on-lufthansas-illegal-e6-billion-state-aid/
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El Tribunal Supremo confirma que, para acreditar la existencia de un cártel, no es 
imprescindible delimitar con exactitud el mercado geográfico afectado, aunque sí lo 
es a efectos de calcular la sanción 

Sentencia del Tribunal Supremo, de 2 de febrero de 2026, en el recurso de casación núm. 
9042/2022 

La CNMC sancionó a la Federación Empresarial Balear de Transportes por su participación como 
colaboradora necesaria en un cártel de transporte escolar en las Islas Baleares, mediante la fijación 
de precios mínimos y el reparto de las rutas licitadas por el Gobierno balear entre los años 2005 
y 2013. La Audiencia Nacional anuló la sanción al considerar que las empresas de las distintas islas 
no podían ser competidoras entre sí, dada la realidad insular del archipiélago, que hace inviable 
que un transportista de Mallorca compita con uno de Menorca o Formentera, de modo que no era 
posible que formaran parte de un único cártel. A juicio de la Audiencia Nacional, la CNMC habría 
confundido el ámbito administrativo de la convocatoria de las licitaciones, que abarcaba a toda la 
Comunidad Autónoma, con el verdadero mercado geográfico afectado.

El Tribunal Supremo revoca esta decisión y establece que, en los acuerdos anticompetitivos cuya 
propia naturaleza ya resulta perjudicial para la competencia, como los cárteles, no es imprescin-
dible delimitar con exactitud el mercado geográfico para acreditar que existe infracción. Lo que 
determina la existencia del ilícito es, fundamentalmente, el contenido del acuerdo y la voluntad de 
las empresas de coordinar su comportamiento. La delimitación del mercado geográfico sí resulta 
relevante, en cambio, a otros efectos: para determinar qué autoridad correspondiente tiene com-
petencia para sancionar y para calcular el importe de la multa.

El Tribunal Supremo estima el recurso de la CNMC, anula la sentencia de la Audiencia Nacional 
y le devuelve el asunto para que, con arreglo a esta doctrina, resuelva el resto de las cuestiones 
planteadas por las partes.

2.	 Decisiones en materia de expedientes sancionadores

[Unión Europea]

La Comisión Europea multa a Gucci, Chloé y Loewe por un total de más de 157 millo-
nes de euros por prácticas de fijación de precios de reventa

Decisiones de la Comisión Europea de 14 de octubre de 2025 en los casos AT.40840 Gucci, 
AT.40880 Chloé y AT.40881 Loewe

La Comisión Europea ha sancionado a Gucci, Chloé y Loewe —empresas activas en el diseño, 
producción y distribución de productos de moda de alta gama— por prácticas de fijación de pre-
cios de reventa (“RPM”, por sus siglas en inglés). Las multas, reducidas en los tres casos debido a 
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la cooperación de las empresas con la Comisión Europea, ascendieron a más de 157 millones de 
euros en total.

Según la Comisión Europea, las empresas sancionadas interfirieron en las estrategias comerciales 
de sus minoristas (terceros independientes) al imponerles restricciones, como exigirles que no se 
desviaran de (i) los precios de venta recomendados, (ii) los porcentajes máximos de descuento y 
(iii) los períodos específicos para las rebajas. En ciertos casos, y al menos temporalmente, también 
prohibieron a los minoristas ofrecer cualquier descuento. 

Además, las empresas sancionadas se esforzaron por hacer que sus minoristas aplicaran los mis-
mos precios y condiciones de venta que ellas aplicaban en sus propios canales de venta directa. 
Para garantizar el cumplimiento de sus políticas de precios, supervisaban los precios de los mino-
ristas y hacían seguimiento de los minoristas que se desviaban.

Los tres asuntos se resolvieron mediante un procedimiento de cooperación (settlement), en el 
marco del cual las empresas reconocieron expresamente los hechos y su calificación jurídica, 
aportando pruebas de valor añadido significativo en una etapa temprana de la investigación. 

Así, las empresas sancionadas obtuvieron reducciones del 50 % (en los casos de Gucci y Loewe) 
y del 15 % (en el caso de Chloé).

[España]

La CNMC archiva la denuncia de Vodafone contra Telefónica y Disney por la distribu-
ción en exclusiva de Disney+ durante diecisiete meses

Acuerdo de no incoación y archivo de las actuaciones de la Sala de Competencia del Consejo 
de la CNMC en el expediente S/0010/20, de 17 de marzo de 2026

En marzo de 2020, Vodafone España, S.A.U. y Vodafone Ono, S.A.U. presentaron ante la Dirección 
de Competencia una denuncia contra Telefónica, S.A. y The Walt Disney Company Iberia, S.L. por 
presuntas prácticas restrictivas de la competencia relacionadas con el acuerdo mediante el cual 
Disney+ se integraba en la oferta convergente de Telefónica. En virtud de dicho acuerdo, suscrito 
el 6 de marzo de 2020, Telefónica adquirió el derecho y la obligación de distribuir Disney+ en sus 
ofertas residenciales desde el lanzamiento de la plataforma en España, lo que implicó que fuera 
el único operador de telecomunicaciones en comercializar dicho contenido durante aproximada-
mente diecisiete meses, aunque los consumidores podían también contratarlo directamente, en 
modalidad stand alone, directamente a la propia Disney.

La Sala de Competencia analizó las presuntas infracciones de los artículos 1, 2, 3 y 62.4.c) de la Ley 
de Defensa de la Competencia y 101 y 102 del TFUE, y concluyó que no existían indicios suficientes 
de prácticas anticompetitivas que justificaran la apertura de un expediente sancionador.

En cuanto a las supuestas prácticas colusorias y el abuso de posición dominante, la Sala estimó que 
la ventaja temporal de Telefónica como primer operador en ofrecer Disney+ respondió a cues-
tiones de negociación —concretamente, el momento de aceptación de la mecánica de canje de 
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códigos—, sin indicios de que el acuerdo persiguiera excluir a terceros. La ausencia de cláusulas 
de exclusividad en los contratos entre Telefónica y Disney, unida a la disponibilidad de Disney+ 
en modalidad stand alone desde el inicio, descartó cualquier efecto de cierre de mercado. Tanto 
la relativa exclusividad de Telefónica durante diecisiete meses como el período de descuentos de 
aproximadamente trece meses se consideraron acotados en el tiempo y sin aptitud para afectar 
negativamente a operadores como Vodafone.

En cuanto al alegado incumplimiento de los compromisos impuestos en el marco de la auto-
rización de la operación Telefónica/DTS —relativos a la adquisición y explotación de derechos 
exclusivos de contenidos audiovisuales no deportivos—, la Sala constató que los contratos entre 
Telefónica y Disney no contenían cláusulas de exclusividad ni limitaban la posibilidad de que otros 
operadores ofrecieran Disney+. La propia existencia del esquema de descuentos constituyó un 
signo inequívoco de que el contrato contemplaba expresamente esa posibilidad.

Finalmente, en lo relativo al falseamiento de la libre competencia por actos desleales al amparo 
del artículo 3 de la LDC, la Sala descartó igualmente esta infracción al no apreciar indicios de 
ningún acto desleal, derivado de haber excluido previamente el incumplimiento de compromisos.

La Sala de Competencia del Consejo de la CNMC acordó no incoar procedimiento sancionador y 
archivar las actuaciones al no existir indicios de infracción.

[Portugal]

AdC aplica coima de 4,5 milhões de euros a associação do setor do trabalho tempo-
rário por cláusula de no-poach de trabalhadores

Decisão da Autoridade da Concorrência, 10 de marçBo de 2026, PRC/2025/2

A Autoridade da Concorrência (“AdC”) aplicou uma coima de 4.519.000 euros à Associação Por-
tuguesa das Empresas do Setor Privado e Recursos Humanos (“APESPE RH”) por esta ter incluído 
no seu Código de Ética uma cláusula de no-poach de trabalhadores temporários entre as empresas 
de trabalho temporário (“ETTs”) suas associadas.

Com efeito, de acordo com a investigação da AdC, a cláusula em causa impedia as ETTs de abordar 
os trabalhadores temporários umas das outras, eliminando a concorrência entre essas empresas 
pela captação desses trabalhadores. Trata-se, segundo a AdC, de um acordo do tipo no-poach, ou 
seja, de não-solicitação de trabalhadores entre concorrentes no mercado da contratação de traba-
lhadores temporários por ETTs, pelo menos no território nacional, mas com impacto no mercado 
da UE.

A APESPE RH é uma associação empresarial de âmbito nacional, que tem por finalidade, nos 
termos dos respetivos estatutos, a defesa e promoção dos interesses coletivos das entidades em-
presariais privadas que atuem em todas as dimensões dos recursos humanos, nomeadamente nas 
atividades de disponibilização de trabalho temporário. Segundo a AdC, as associadas da APESPE 
RH (as ETTs) representarão 70% do mercado de trabalho temporário organizado em Portugal.
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A AdC concluiu que a conduta constitui uma infração única, permanente e continuada ao artigo 
9.º, n.º 1, alínea c), da Lei da Concorrência e ao artigo 101.º, n.º 1, alínea c), do Tratado sobre o 
Funcionamento da União Europeia (“TFUE”), classificando-a como uma restrição por objeto. Se-
gundo a AdC, esta restrição teve uma duração de cerca de 37 anos, com início em 22 de dezembro 
de 1987 e fim em março de 2025, data em que a APESPE RH, após ter sido notificada do processo, 
alterou o seu Código de Ética, eliminando a cláusula em causa.

A coima aplicada à APESPE RH pela infração foi fixada em EUR 4.519.000,00 como montante fixo.

AdC arquiva processo contra a Federação Portuguesa de Padel mediante aceitação 
de compromissos e imposição de condições

Decisão de 6 de abril de 2026 (Processo PRC/2025/9) – AdC

Em 13 de novembro de 2024, a AdC iniciou um procedimento de supervisão relativo ao funciona-
mento do setor da organização de eventos desportivos e da formação de agentes desportivos. No 
decurso desse procedimento, foram remetidas à AdC três denúncias anónimas relativas a alegadas 
práticas anticoncorrenciais da Federação Portuguesa de Padel (“FPP”), entidade reguladora da 
modalidade em Portugal, que também desenvolve atividades económicas nos mercados da for-
mação de treinadores e da organização de eventos desportivos.

No que respeita à formação de treinadores, a AdC identificou indícios de que a FPP discriminava 
negativamente os treinadores formados por empresas privadas certificadas, designadamente me-
diante a imposição de custos adicionais de €500 para acesso ao módulo de coaching, detendo em 
exclusivo a sua ministração e priorizando os treinadores por si formados. Adicionalmente, foram 
reportadas situações de alegado exercício de pressões por parte da FPP sobre formadores, no 
sentido de os impedir de lecionar em cursos de empresas de formação privadas. No que respeita 
à organização de eventos, a AdC constatou a insuficiente transparência das regras que regulam o 
procedimento de aprovação de eventos sociais com prémio superior a €100, bem como a existên-
cia de restrições à participação de jogadores de nível superior em eventos oficiais privados.

Em 23 de dezembro de 2025, a FPP apresentou, nos termos do artigo 23.º da LdC, à AdC um con-
junto de compromissos com vista a responder às preocupações concorrenciais identificadas. Em 
12 de janeiro de 2026, foi lançada uma consulta pública, que decorreu até 9 de fevereiro de 2026, 
na sequência da qual a AdC decidiu arquivar o processo, impondo à FPP, entre outras condições, a 
abstenção de qualquer intervenção na certificação do módulo de coaching por entidades terceiras 
que cumpram os critérios da FIP, a não discriminação de formandos na inscrição nesse módulo, a 
revisão do respetivo custo e a inclusão de cláusulas de não exclusividade em contratos de forma-
ção. No âmbito dos eventos desportivos, a FPP ficou ainda obrigada a não celebrar protocolos que 
limitem a participação de jogadores e a promover de forma equitativa todas as provas integrantes 
do seu calendário oficial.
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TCRS confirma coima de 3 milhões de euros aplicada pela AdC ao Grupo Inetum por 
acordo de no-poach de especialistas em software SAP

Sentença - 192/25.6YUSTR - Tribunal da Concorrência, Regulação e Supervisão

O Tribunal da Concorrência, Regulação e Supervisão (“TCRS”) julgou totalmente improcedente 
o recurso interposto pelas sociedades do Grupo Inetum (i.e., Inetum Holding Business Solutions 
Portugal, Inetum e Inetum Tech Portugal) e confirmou a decisão da Autoridade da Concorrência 
(“AdC”) que havia aplicado uma coima de EUR 3.092.000,00 ao Grupo Inetum por uma violação 
do artigo 9.º da Lei n.º 19/2012 (“Lei da Concorrência”), na forma de um acordo de no-poach com 
a SAP Portugal.

A AdC havia concluído que a Inetum e a SAP estabeleceram um plano comum de atuação me-
diante o qual se comprometeram mutuamente a não contratar especialistas em software SAP que 
mantivessem um vínculo laboral permanente com a contraparte, obstaculizando, deste modo, 
processos de recrutamento através da exclusão e recusa de candidatos, durante 7,5 anos, entre 
março de 2014 e agosto de 2021.

A SAP Portugal, que participou nas mesmas práticas, não recorreu da decisão, uma vez que apre-
sentou um pedido de clemência durante a investigação — tendo a prova documental por si entre-
gue voluntariamente, nomeadamente trocas de correio eletrónico entre 2018 e 2021, constituído 
um dos elementos probatórios fulcrais na condenação do Grupo Inetum — e celebrou subsequen-
temente um acordo de transação com a AdC, no âmbito do qual renunciou ao direito de recurso 
em troca de uma redução da respetiva coima, fixada em EUR 1.323.000,00. O Grupo Inetum, ao 
contrário, não recorreu ao programa de clemência nem ao regime de transação previstos na Lei 
da Concorrência, tendo sido sancionado com uma coima no montante de EUR 3.092.000,00.

Na sequência do referido recurso da Inetum, o Tribunal confirmou a decisão da AdC, qualificando 
a conduta como uma restrição da concorrência por objeto, equiparável a um cartel de compra no 
mercado de trabalho, sendo desnecessária a prova de efeitos concretos no mercado.

O TCRS confirmou integralmente a decisão da AdC, aplicando uma coima à Inetum Holding Busi-
ness Solutions Portugal no montante de EUR 3.092.000,00, e declarando as sociedades Inetum e 
Inetum Tech Portugal solidariamente responsáveis pelo respetivo pagamento.

Com efeito, o TCRS rejeitou todos os argumentos das recorrentes, incluindo as invocadas nulida-
des relativas às diligências de busca e apreensão à utilização da prova de clemência apresentada 
pela SAP e a alegadas omissões instrutórias, bem como o pedido subsidiário de redução da coima 
que assentava na violação dos princípios da proporcionalidade e da adequação.
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TRL rejeita recurso da AdC no que concerne a confidencialidade de processos judi-
ciais e alarga o âmbito de definição de informação confidencial

Acórdão de 15 de abril de 2026 (Processo DIV/2025/14, PRC/2022/6) – TRL

No âmbito de um recurso interlocutório, no contexto do processo contraordenacional PRC/2022/6, 
a SAP Portugal – Sistemas, Aplicações e Produtos Informáticos, Sociedade Unipessoal, Lda. (“SAP 
Portugal”) requereu ao Tribunal da Concorrência, Regulação e Supervisão (“TCRS”) que os autos 
fossem classificados como confidenciais ao abrigo do artigo 81.º da LdC, por os mesmos se encon-
trarem intrinsecamente ligados ao pedido de dispensa ou redução de coima por si apresentado. 

O TCRS admitiu o pedido de confidencialidade, determinando que as partes procedessem à jun-
ção de versões não confidenciais das peças processuais. A SAP Portugal preparou as versões não 
confidenciais abrangendo três categorias de informação: (i) informação legalmente protegida ao 
abrigo do pedido de clemência; (ii) segredos de negócio; e (iii) dados pessoais.

A AdC considerou, todavia, que tal metodologia extravasava o âmbito dos fundamentos do pedi-
do de confidencialidade admitido pelo TCRS, arguindo que a proteção deveria circunscrever-se 
aos elementos do pedido de clemência, não podendo abranger segredos de negócio e dados 
pessoais, que seguem regime próprio nos termos dos artigos 30.º e seguintes da LdC. O TCRS in-
deferiu o requerimento da AdC, por entender que não lhe competia imiscuir-se no entendimento 
de quem requereu a atribuição de confidencialidade, uma vez que a versão original era sempre 
consultável para as partes. A AdC interpôs recurso para o TRL, invocando a nulidade do despacho 
recorrido por falta de fundamentação e omissão de pronúncia, bem como erro de direito nos 
critérios de determinação da metodologia de confidencialização.

O TRL negou provimento ao recurso na sua totalidade. Apesar de não acompanhar o despacho 
recorrido na sua afirmação de que não compete à requerente imiscuir-se no entendimento de 
quem requereu a atribuição de confidencialidade, o TRL concluiu que, no momento em que foi 
proferido o despacho recorrido, não se impunha ao TCRS que procedesse à reapreciação da me-
todologia adotada na elaboração das versões não confidenciais, dado que o despacho anterior 
havia admitido o pedido de confidencialidade e estabelecido um modelo de funcionamento com 
expressa ressalva de ulterior ponderação, após contraditório, em função de pedidos concretos de 
consulta por terceiros. 

Assim, o TRL, sublinhou que as garantias de salvaguarda da confidencialidade dos segredos de 
negócio e dos dados pessoais não se resumem ao estatuído nos artigos 30.º e seguintes da LdC, 
antes resultando de um conjunto alargado de normas de natureza constitucional, administrati-
va, civil, penal e de propriedade industrial. Ademais, considerou que o momento certo para o 
escrutínio da metodologia de confidencialização só se desencadeia quando terceiros requeiram 
concretamente o acesso ao processo.
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3.	 Decisiones en materia de control de concentraciones

[Unión Europea]

La Comisión Europea autorizó con compromisos la adquisición de Downtown por 
Universal Music Group tras identificar riesgos derivados del acceso a datos comer-
cialmente sensibles

Universal Music Group N.V. (UMG) notificó a la Comisión Europea la adquisición del control exclu-
sivo de Downtown Music Holdings LLC, grupo especializado en servicios de distribución musical, 
servicios a artistas y sellos independientes, administración editorial y gestión de royalties a través 
de su plataforma tecnológica Curve. Aunque la operación no alcanzaba los umbrales de dimen-
sión comunitaria del Reglamento de concentraciones, fue sometida al escrutinio de la Comisión 
tras la remisión formulada al amparo del artículo 22 por la autoridad neerlandesa de competen-
cia, a la que se adhirió Austria.

La Comisión recabó información de competidores, plataformas digitales de música (incluidas pla-
taformas de streaming), sellos, artistas y asociaciones musicales nacionales e internacionales.

En los mercados con solapamientos horizontales, las conclusiones de la Comisión fueron favo-
rables a la operación una vez que la cuota combinada de las partes seguía siendo moderada en 
los mercados relevantes identificados. La existencia de competidores consolidados como Sony 
Music Entertainment y Warner, así como de proveedores independientes de servicios a artistas y 
sellos como Believe, Distrokid, IDOL, Kontor u ONErpm, junto con la posibilidad real de cambio 
de proveedor por parte de artistas y sellos, permitieron descartar la existencia de un obstáculo 
significativo a la competencia efectiva en el plano horizontal. La Comisión también concluyó que 
la operación no modificaría sustancialmente la posición negociadora de UMG frente a plataformas 
digitales de streaming como Spotify, Apple Music o Amazon Music.

Las preocupaciones identificadas por la Comisión fueron de carácter no horizontal. Curve, la pla-
taforma tecnológica de Downtown, procesa información comercialmente sensible generada por la 
propia actividad de clientes competidores de UMG, incluidos datos relativos a la relación comercial 
entre artistas y sellos. Tras la operación, UMG habría podido acceder a datos confidenciales de 
sellos rivales almacenados en Curve y utilizarlos para evaluar con mayor precisión la rentabilidad 
de artistas contratados por competidores, identificar tendencias de mercado por región o grupos 
demográficos y adaptar su estrategia competitiva con una ventaja informativa no replicable. La 
Comisión consideró que dicho acceso podía perjudicar la competencia en el mercado de distribu-
ción mayorista de música grabada, afectando a la capacidad e incentivos de los sellos rivales para 
competir con UMG. 

Para neutralizar estos riesgos, las partes ofrecieron la desinversión del negocio Curve mediante la 
transmisión de Curve Royalty Systems, Ltd. a un comprador aprobado por la Comisión, incluidos 
clientes, datos, contratos, personal, plataforma tecnológica, código fuente, algoritmos y hardware, 
junto con acuerdos de servicios transitorios para garantizar la continuidad operativa. Los compro-
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misos finales aseguraron que ningún cliente de Curve permaneciera con las partes, que la reten-
ción de datos se limitara a los supuestos legalmente exigidos con exclusión expresa de datos sobre 
la relación artista-sello y que el comprador concediera a la entidad fusionada únicamente una 
licencia transitoria sobre la plataforma, sin acceso a datos de clientes y limitada a usos internos. 

La Comisión consideró que estos compromisos eliminaban las preocupaciones identificadas, al 
impedir que UMG accediera a información comercialmente sensible de sus rivales almacenada en 
Curve. La ejecución de los compromisos quedará sometida a la supervisión de un trustee indepen-
diente, y la Comisión aprobará al comprador adecuado de Curve en un procedimiento separado.

La Comisión autorizó la concentración mediante decisión de 13 de febrero de 2026 y condicionó 
su eficacia al cumplimiento íntegro de los compromisos asumidos, conforme al artículo 8(2) del 
Reglamento de concentraciones.

[España]

La CNMC autoriza en primera fase con compromisos la adquisición de Logista Publi-
caciones por parte de Boyacá

Resolución del Consejo de la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia e infor-
me y propuesta de resolución de la Dirección de Competencia, 11 de marzo de 2026, en el 
Expediente C/1648/26 Boyacá / Logista Publicaciones

La CNMC ha analizado la operación consistente en la adquisición por parte de Boyacá S.L. (“Bo-
yacá”) del control exclusivo sobre la Compañía de Distribución Integral de Publicaciones Logista 
(“Logista Publicaciones”) y sus filiales mediante la compra del 100 % de sus acciones. La opera-
ción afecta principalmente a los mercados de distribución mayorista de publicaciones periódicas, 
tanto en prensa diaria como en revistas y coleccionables, y al mercado de transporte nacional de 
publicaciones periódicas. La Dirección de Competencia (“DC”) identificó riesgos de efectos uni-
laterales horizontales, de cartera, verticales y coordinados, derivados del refuerzo de la posición 
de Boyacá como principal operador nacional y de la desaparición de la competencia entre dos de 
los tres únicos distribuidores con cobertura nacional en revistas, en un sector caracterizado por 
elevadas barreras de entrada y declive estructural continuado.

Para resolver los obstáculos identificados, la notificante presentó compromisos, en su versión de-
finitiva de 25 de febrero de 2026, articulados en cinco bloques con una duración general de 
cuatro años. Frente a editores, Boyacá se obliga a mantener las condiciones comerciales vigentes, 
a limitar las exclusividades a un máximo de tres años y a no vincular la contratación de transpor-
te y distribución. Frente a distribuidores mayoristas, se compromete a mantener los acuerdos 
existentes y a suscribir o mantener acuerdos de compartición de estructuras de transporte local. 
Frente a puntos de venta, se obliga a no empeorar sus condiciones ni a imponerles la contratación 
conjunta de los fondos de ambas partes. Adicionalmente, se compromete a mantener el servicio 
en provincias sin competidores y a suprimir los gastos de apertura. Finalmente, en relación con su 
participación en la distribuidora regional Beralán, Boyacá se compromete a cesar a sus actuales 
representantes en el Consejo de Administración, nombrar nuevos consejeros sin vinculación or-



33

 Competencia

gánica con Boyacá e imponerles obligaciones de confidencialidad. Este último bloque tendrá una 
duración de seis años.

La DC concluyó que los compromisos son adecuados, suficientes y proporcionados para resolver 
los riesgos identificados, y la CNMC autorizó la concentración en primera fase con compromisos, 
en aplicación del artículo 57.2.b) de la Ley de Defensa de la Competencia.

4.	Decisiones en materia de ayudas de Estado y FSR 
(Foreign Subsidies Regulation)

[Unión Europea]

Primera autorización sujeta a compromisos en materia de contratación pública en 
virtud del FSR: la Comisión Europea autoriza la participación del consorcio liderado 
por Mota-Engil en la licitación de la nueva línea de metro de Lisboa

Nota de prensa de la Comisión Europea de 21 de abril de 2026 en el caso [FS.100XXX – POR-
TUGAL CRRC TANGSHAN ROLLING STOCK UNIPESSOAL]

La decisión es consecuencia de una investigación iniciada por la Comisión Europea, en virtud del 
FSR, a raíz de una notificación presentada por un consorcio liderado por Mota-Engil (el “Consor-
cio”), que contaba entre sus subcontratistas Portugal CRRC Tangshan Rolling Stock Unipessoal 
(“Portugal CRRC”), parte del grupo chino CRRC. 

El Consorcio participó en el procedimiento de licitación convocado en abril de 2025 por Metropo-
litano de Lisboa, la empresa de metro de Lisboa, para la adjudicación de un contrato de diseño, 
construcción y mantenimiento de la nueva línea “Violeta”. El plazo para la presentación de ofertas 
a esta licitación finalizaba el 14 de julio de 2025.

Sin embargo, el 5 de septiembre de 2025, la Comisión Europea tuvo conocimiento de oficio de la 
existencia de la licitación. Por ello, dirigió una invitación a Metropolitano de Lisboa, en su calidad 
de entidad adjudicadora, para solicitar que los licitadores presentaran sus notificaciones/declara-
ciones FSR, que fueron finalmente presentadas el 9 de octubre de 2025.

Tras un análisis preliminar, el 5 de noviembre de 2025, la Comisión Europea abrió una investiga-
ción en profundidad sobre la base de indicios de que Portugal CRRC podría haber recibido sub-
venciones extranjeras que distorsionaron el procedimiento de contratación, permitiendo al Con-
sorcio presentar una oferta indebidamente ventajosa. La investigación en profundidad confirmó 
estas conclusiones preliminares y reveló que estas subvenciones habían otorgado efectivamente 
al Consorcio una ventaja competitiva injusta, en detrimento de los demás participantes y de la 
integridad del mercado interior.



34

Competencia

La Comisión Europea ha adoptado ahora una decisión, aún no publicada, por la que acepta los 
compromisos asumidos por el Consorcio de sustituir a Portugal CRRC por Pojazdy Szynowe PESA 
Bydgoszcz Spółka Akcyjna (“PESA”), fabricante polaco de material rodante que no ha recibido 
subvenciones extranjeras distorsionadoras. Estos compromisos eliminan la distorsión de la com-
petencia en el mercado interior. En consecuencia, la Comisión Europea ha dado su aprobación a 
la participación del Consorcio en la licitación. No obstante, la decisión definitiva sobre la adjudi-
cación del contrato corresponde a Metropolitano de Lisboa, que deberá valorar si la oferta, que 
incluye al nuevo subcontratista, cumple los requisitos técnicos y de calidad establecidos en los 
pliegos de la licitación.

Esta constituye la primera decisión definitiva de autorización sujeta a compromisos tras una inves-
tigación en profundidad en materia de contratación pública en virtud del FSR. 

5.	DMA

[Unión Europea]

La Comisión Europea concluye que Apple no debe ser designada como guardián de 
acceso en virtud de la DMA en relación con los servicios Apple Maps y Apple Ads

Decisión de la Comisión Europea de 5 de febrero de 2026 en los casos DMA.100014 – Apple –  
Online intermediation services – Verticals, y DMA.100045 – Apple – Online advertising  
services 

El 27 de noviembre de 2025, Apple notificó a la Comisión, conforme al artículo 3(3) DMA, que 
cumplía en su totalidad los umbrales cuantitativos del artículo 3(2) en relación con su servicio de 
intermediación en línea Apple Maps y, solo en parte, respecto a su servicio de publicidad en línea 
Apple Ads. 

En particular, en lo relativo a Apple Ads, Apple sostenía que, si bien cumplía los umbrales del artículo 
3(2)(a) a (c) DMA en relación con la capitalización de mercado y los usuarios finales activos, no 
cumplía los umbrales del artículo 3(2)(b) y (c) DMA en relación con los usuarios profesionales ac-
tivos anuales si se calculaban siguiendo una metodología adecuada (no obstante, estos umbrales 
sí se cumplirían siguiendo una metodología alternativa).

Apple presentó argumentos al amparo del artículo 3(5) DMA para rebatir su condición de “guar-
dián de acceso” con respecto a Apple Maps y Apple Ads. Con ellos trataba de demostrar que, 
aun en caso de que la Comisión Europea considerase que se cumplían los umbrales cuantitativos 
para los dos servicios, no se satisfacían en realidad los requisitos sustantivos del artículo 3(1) DMA 
—que determinan la condición de guardián de acceso— debido a las circunstancias en las que 
operan dichos servicios. 
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Con respecto a Apple Maps, la Comisión Europea rechaza el argumento de que el servicio no se 
presta “normalmente a cambio de remuneración”. Siguiendo la interpretación amplia del concepto 
de remuneración realizada por el Tribunal de Justicia de la UE, la Comisión Europea señala que 
Apple Maps se monetiza indirectamente a través de la venta de dispositivos Apple, en los que 
viene preinstalada como aplicación predeterminada. Pese a ello, la Comisión Europea entiende 
que los argumentos presentados por Apple al amparo del artículo 3(5) DMA son suficientemente 
fundados, y concluye que Apple Maps no satisface el requisito de ser “puerta de acceso importante” 
del artículo 3(1)(b) DMA. Esta conclusión se sustenta en los siguientes factores: (i) el número de 
usuarios finales activos mensuales y de usuarios profesionales activos anuales de Apple Maps es 
significativamente inferior al de Google Maps; y (ii) Apple Maps es prácticamente inexistente en 
los navegadores.

Con respecto a Apple Ads, la Comisión Europea considera que Apple Ads supera los umbrales 
de usuarios profesionales activos anuales del artículo 3(2)(b) y (c) DMA, optando por el método 
de cálculo de filtrado —frente a las metodologías basadas en declaraciones o en IA propuestas 
por Apple, que, a juicio de la Comisión Europea, son defectuosas—. Sin embargo, la Comisión 
Europea entiende que los argumentos presentados por Apple al amparo del artículo 3(5) DMA 
con respecto a Apple Ads son suficientemente fundados y concluye que Apple Ads no satisface el 
requisito de ser “puerta de acceso importante” del artículo 3(1)(b) DMA. Esta conclusión se sustenta 
en los siguientes factores: (i) la cuota de ingresos de Apple Ads en el mercado de publicidad en 
línea de la UE es de apenas 0-5 % en móvil y en todos los soportes; (ii) en 2024, únicamente el 
0-5 % de las instalaciones de apps en el App Store procedían directamente de Apple Ads, frente al 
90-100 % provenientes de otras fuentes; y (iii) Apple Ads no se beneficia de ventajas basadas en 
datos ni de efectos de red, ya que su inventario se limita al App Store y sus controles de privacidad 
restringen considerablemente la segmentación publicitaria.
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9 de mayo de 2026

1.	 Legislación

[España]

El Gobierno presenta el Proyecto de Ley de Protección y Resiliencia de las Entidades 
Críticas, que desplaza el foco del sistema desde la protección de activos físicos hacia 
la resiliencia integral de las entidades que prestan servicios esenciales

121/000088 Proyecto de Ley de Protección y Resiliencia de las Entidades Críticas

El Gobierno ha presentado ante el Congreso de los Diputados el Proyecto de Ley de Protec-
ción y Resiliencia de las Entidades Críticas (el “Proyecto de Ley”), que transpone la Directiva (UE) 
2022/2557, relativa a la resiliencia de las entidades críticas, y deroga íntegramente la Ley 8/2011, 
de 28 de abril, por la que se establecen medidas para la protección de las infraestructuras críticas. 
El Proyecto de Ley presenta un cambio de enfoque sustancial respecto a la normativa anterior, ya 
que antes esta se centraba en la protección de activos físicos (i. e., infraestructuras críticas) y ahora 
el Proyecto de Ley se centra en la entidad proveedora de servicios esenciales e impone obligacio-
nes de resiliencia integral frente a incidentes de cualquier naturaleza.

El capítulo I del Proyecto de Ley recoge las definiciones esenciales y delimita el ámbito de apli-
cación a las entidades críticas que operen en territorio nacional en ciertos sectores estratégicos. 
Quedan excluidas de su ámbito de aplicación las entidades dependientes del Ministerio de Defen-
sa y de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, el Banco de España y las materias cubiertas 
por la futura transposición de la Directiva NIS2, así como aquellas entidades sujetas a normas 
sectoriales que impongan obligaciones de resiliencia equivalentes.

El capítulo II establece el marco nacional de resiliencia. El Consejo de Seguridad Nacional apro-
bará una Estrategia Nacional de Protección y Resiliencia de las Entidades Críticas, elaborada por 
la Secretaría de Estado de Seguridad, que se actualizará cada cuatro años y que fijará objetivos 

*  Esta sección ha sido coordinada por Leticia López-Lapuente, y en su elaboración han participado Ignacio Esteban Avendaño, Mirian Goitia de Gustín, 
Martín Montilla Castilla, Martín Brokelmann Álvarez, Filipa de Matos y Francisco Luiz Gomes, del Área de Mercantil de Uría Menéndez (Madrid y Lisboa).
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estratégicos, un marco de gobernanza y los mecanismos de coordinación con las autoridades 
competentes en materia de ciberseguridad. La Secretaría de Estado de Seguridad elaborará asi-
mismo una Evaluación Nacional de Amenazas y Riesgos que servirá de base para identificar a las 
entidades críticas y adoptar medidas de resiliencia individuales. Cada entidad designada deberá 
elaborar su propia evaluación de riesgos en nueve meses y adoptar un Plan de Resiliencia con 
medidas de protección física, continuidad de la actividad, gestión de crisis, formación del personal 
y realización de simulacros. 

El capítulo II prevé, además, un esquema nacional de certificación en materia de resiliencia, con 
validez máxima de dos años, y un Catálogo Nacional de Entidades Críticas y Estratégicas custo-
diado por la Secretaría de Estado de Seguridad, cuya información relativa a infraestructuras crí-
ticas tendrá calificación de secreto. La identificación de las entidades críticas corresponderá a la 
Comisión Nacional para la Protección y Resiliencia de las Entidades Críticas, conforme a criterios 
de efecto perturbador significativo que atienden, entre otros factores, al número de usuarios afec-
tados, la cuota de mercado, las interdependencias sectoriales y las repercusiones transfronterizas. 
Los incidentes que perturben o puedan perturbar significativamente la prestación de servicios 
esenciales deberán notificarse en 24 horas, y posteriormente se deberá presentar un informe 
detallado en un mes.

El capítulo III regula el marco institucional. La Secretaría de Estado de Seguridad se designa como 
autoridad nacional competente y al Centro Nacional para la Protección y Resiliencia de las Enti-
dades Críticas (“CNPREC“) como punto de contacto único con los homólogos de otros Estados 
miembros. Para banca, mercados financieros, seguros e infraestructuras digitales, las funciones 
de autoridad competente corresponderán a sus supervisores sectoriales. 

El capítulo IV regula las entidades críticas de especial importancia europea, aquellas que prestan 
servicios esenciales en seis o más Estados miembros.

El capítulo V establece el régimen de supervisión y sancionador. La Secretaría de Estado de Segu-
ridad dispondrá de amplias potestades de supervisión, auditoría y requerimiento de medidas co-
rrectoras. Las infracciones muy graves se sancionarán con multas de hasta 10.000.000 de euros 
o el 2 % del volumen de negocios mundial anual si fuera superior; las graves, con multas de hasta 
1.000.000 de euros; y las leves, con multas de hasta 100.000 euros. 

Una vez presentado el Proyecto de Ley en las Cortes, se someterá a debate parlamentario para 
su posterior aprobación. Por lo tanto, el Proyecto de Ley aún puede sufrir cambios durante su 
tramitación parlamentaria.

[Portugal]

Execução do regulamento dos serviços digitais na ordem jurídica portuguesa

Lei n.º 12-A/2026, de 15 de abril (DR 73, Série I, de 15 de abril de 2026)

Foi publicada a Lei n.º 12-A/2026, de 15 de abril (a “Lei”), que assegura a execução na ordem 
jurídica portuguesa do Regulamento (UE) 2022/2065 do Parlamento Europeu e do Conselho, de 
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19 de outubro de 2022, relativo a um mercado único para os serviços digitais (Digital Services Act) 
(o “Regulamento”). 

A Lei designa a ANACOM - Autoridade Nacional de Comunicações (“ANACOM”) como Coorde-
nador dos Serviços Digitais, atribuindo competências setoriais à Entidade Reguladora para a Co-
municação Social - ERC e à Comissão Nacional de Proteção de Dados - CNPD. A supervisão e 
execução do Regulamento cabem ao Coordenador dos Serviços Digitais, exceto nas matérias atri-
buídas a outras autoridades, assumindo ainda o papel de ponto de contacto único com a Comissão 
Europeia, o Comité Europeu dos Serviços Digitais e os coordenadores dos serviços digitais dos 
restantes Estados-Membros.

No plano da investigação, o Coordenador dos Serviços Digitais dispõe de poderes para exigir 
informações a prestadores de serviços e a terceiros com conhecimento de eventuais infrações, so-
licitar às autoridades judiciais a realização de inspeções às instalações dos prestadores, e solicitar 
explicações a membros do pessoal ou representantes destes, podendo registar as respostas.

No plano da execução, pode aceitar e tornar vinculativos os compromissos assumidos pelos pres-
tadores, ordenar a cessação de infrações e impor medidas corretivas proporcionais, aplicar coi-
mas, impor sanções pecuniárias compulsórias e solicitar ao tribunal competente a adoção de 
medidas provisórias para evitar prejuízos graves.

Quando as competências ordinárias se revelem insuficientes e a infração persista causando prejuí-
zos graves, o Coordenador pode recorrer a medidas adicionais, incluindo a notificação do órgão 
de direção do prestador para apresentar um plano de ação, ou solicitar ao tribunal que ordene 
a restrição temporária do acesso ao serviço ou à interface em linha quando a infração implique 
crimes com ameaça à vida ou à segurança das pessoas.

A Lei impõe a todos os prestadores de serviços intermediários a obrigação de cumprir, dentro dos 
prazos fixados, as determinações emitidas por autoridades judiciárias ou entidades administrativas 
competentes, nomeadamente para atuar sobre conteúdos ilegais, para prestar informações sobre 
destinatários específicos dos seus serviços, e para fornecer listas ou informações sobre grupos de 
destinatários não identificados.

As determinações para atuação sobre conteúdos ilegais estão sujeitas a requisitos formais míni-
mos, devendo identificar a entidade emitente, especificar os conteúdos em causa de forma clara 
e localizável, indicar o âmbito territorial de execução, apresentar a fundamentação jurídica, fixar 
prazo de execução e informar sobre os mecanismos de reparação disponíveis. Exigências análo-
gas aplicam-se às determinações para prestação de informações sobre destinatários individuais, 
incluindo, em particular, a demonstração da necessidade e proporcionalidade da informação soli-
citada, com a ressalva relativa a processos de prevenção ou investigação criminal.

É criado um Conselho Consultivo integrado na estrutura do Coordenador dos Serviços Digitais, 
composto por representantes da comunidade científica, da sociedade civil – incluindo associações 
de consumidores – e de associações empresariais. O Conselho Consultivo tem por missão aconse-
lhar e emitir recomendações às autoridades administrativas competentes, alertando-as igualmen-
te para questões que mereçam estudo no âmbito do Regulamento.
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Quanto ao regime sancionatório, preveem-se coimas até 1% (infrações menos graves) ou 6% (in-
frações mais graves) do volume de negócios global anual das pessoas coletivas, ou do rendimento 
anual das pessoas singulares, reduzidas a metade em caso de negligência ou tentativa, e sanções 
pecuniárias compulsórias até 5% do volume de negócios médio diário, por dia, até ao máximo 
de 30 dias.

Das decisões do Coordenador em processos de contraordenação cabe recurso para o Tribunal da 
Concorrência, Regulação e Supervisão; das sentenças deste tribunal cabe recurso para o Tribunal 
da Relação de Lisboa, que decide em última instância.

A Lei prevê ainda a criação de uma plataforma de comunicação, gerida pela ANACOM, destinada 
a centralizar e tornar mais eficiente a troca de comunicações entre autoridades e prestadores de 
serviços intermediários, constituindo um canal único e estruturado para o envio de determinações 
e recebimento de comunicações dos prestadores.

A Lei entrou em vigor a 20 de abril de 2026.

2.	 Jurisprudencia

[España]

El Tribunal Supremo establece que la mera solicitud de datos personales constituye 
un “tratamiento” a efectos del RGPD

Sentencia del Tribunal Supremo, Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección Tercera, 
390/2026, de 26 de marzo de 2026

El Tribunal Supremo (el “TS”) ha resuelto un recurso de casación interpuesto por la Agencia Espa-
ñola de Protección de Datos (“AEPD”) contra la sentencia de 24 de mayo de 2024 de la Audiencia 
Nacional, que había desestimado el recurso contencioso-administrativo de la AEPD contra su re-
solución sancionadora.

Los hechos se remontan a abril y mayo de 2019, cuando un funcionario de un centro peniten-
ciario (el “Centro”) justificó varias ausencias laborales mediante partes médicos que consignaban 
“indisposición” y asistencia a consulta médica. La directora del Centro le requirió que aportase el 
diagnóstico médico y el tratamiento correspondiente, a lo que el funcionario se negó alegando 
que esos datos pertenecían a su intimidad personal, lo que motivó la deducción en nómina de 
los días de ausencia. Tras presentar una reclamación por estos hechos, la AEPD consideró que el 
Centro había vulnerado el principio de minimización de datos del artículo 5.1.c) del Reglamento 
General de Protección de Datos (“RGPD“) al haber solicitado datos de salud del funcionario.

Tras recurrir la resolución de la AEPD, la Audiencia Nacional anuló la sanción al considerar que 
no había existido tratamiento de datos personales, puesto que el Centro nunca llegó a recibir los 
datos ante la negativa del afectado. La cuestión de interés casacional admitida por el TS consistía 
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en determinar si la mera solicitud de aportación de datos personales constituye per se un “trata-
miento“ en los términos del artículo 4 del RGPD.

La AEPD defendía el concepto amplio de tratamiento del artículo 4.2 del RGPD, y que la juris-
prudencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea (“TJUE“) avalaba que la mera solicitud de 
datos personales constituye un tratamiento sujeto a las exigencias del RGPD, incluido el principio 
de minimización como obligación apriorística, anterior a la obtención física del dato. 

El TS estimó que existía tratamiento en el momento en que el Centro solicitó la entrega de datos 
personales, aunque estos no llegaran a ser entregados, lo que obliga al responsable a respetar 
desde ese momento los principios del artículo 5 del RGPD, y en particular el de minimización de 
datos. El TS consideró que el Centro podía ejercer el control del absentismo con los justificantes 
ya aportados, sin que resultase necesario ni pertinente solicitar adicionalmente el diagnóstico 
médico, dato que tampoco se comunica al centro de trabajo en los partes de baja por incapacidad 
temporal.

El TS declaró que la adecuada salvaguarda de los derechos fundamentales a la protección de 
datos y a la intimidad personal exige una interpretación amplia del concepto de tratamiento del 
artículo 4.2 del RGPD, de modo que el responsable queda sujeto a los principios del artículo 5 
del RGPD (incluido el de minimización) desde el momento en que solicita la aportación de datos 
personales, con independencia de que estos lleguen a ser efectivamente facilitados.

La Audiencia Nacional confirma la sanción a un colegio de arquitectos por no asegu-
rar la independencia del delegado de protección de datos 

Sentencia de la Audiencia Nacional, Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección Prime-
ra, 1355/2026, de 18 de marzo de 2026

La AEPD, mediante resolución de 6 de junio de 2023, impuso a un colegio de arquitectos (el 
“Colegio”) diversas sanciones por infracciones en materia de protección de datos, entre las que 
destaca la infracción del artículo 38.6 del RGPD, al apreciar un conflicto de intereses en la persona 
designada como delegado de protección de datos (“DPD”).

El Colegio impugnó la resolución ante la Audiencia Nacional alegando, en síntesis, la inexistencia 
de conflicto de intereses del secretario designado como DPD, la falta de culpabilidad y la imposi-
bilidad de imponer multas a una corporación de derecho público.

En cuanto al conflicto de intereses del DPD, la Audiencia Nacional constató que el secretario del 
Colegio designado como tal participaba, con voz y voto, en la junta de gobierno y en la comisión 
permanente, e intervenía en decisiones sobre incorporación de colegiados, administración de 
fondos, función disciplinaria y medidas cautelares, entre otras. La Audiencia Nacional confirmó 
que tales funciones incurrían en conflicto de intereses con las del DPD, de conformidad con el ar-
tículo 38.6 del RGPD, al no poder supervisar con objetividad el cumplimiento de la normativa de 
protección de datos quien al mismo tiempo participa en la determinación de los fines y medios del 
tratamiento. Asimismo, rechazó el argumento de que la AEPD hubiera contravenido sus propios 
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actos al haber aceptado previamente el nombramiento, por cuanto no se acreditó que en aquella 
ocasión se examinase la eventual existencia de conflicto de intereses.

Por último, respecto a la posibilidad de imponer multas a colegios profesionales, el Colegio in-
vocó el régimen especial del artículo 77.1.g) de la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de 
Protección de Datos Personales y garantía de los derechos digitales (“LOPDGDD”), que excluye las 
sanciones de multa para las corporaciones de derecho público cuando el tratamiento se vincule al 
ejercicio de potestades de derecho público. Sin embargo, la Audiencia Nacional también rechazó 
esta interpretación al constatar que las infracciones apreciadas no afectaban exclusivamente a 
tratamientos vinculados con el ejercicio de tales potestades, sino que incidían sobre el conjunto de 
actividades del Colegio.

En consecuencia, la Audiencia Nacional desestimó el recurso contencioso-administrativo inter-
puesto por el Colegio y confirmó la resolución sancionadora de la AEPD.

3.	 Otros

La AEPD sanciona a un hospital con 1,2 millones de euros por destruir resonancias 
magnéticas aportadas por un paciente y carecer de protocolo de gestión de soportes 
con datos de salud

Resolución de la AEPD en el procedimiento sancionador EXP202402851

La AEPD impuso a un hospital una sanción de 1.200.000 euros por destruir un CD con resonancias 
magnéticas que un paciente había entregado en noviembre de 2021 a efectos de comparación 
diagnóstica. El hospital le indicó que disponía de un mes para retirar el soporte y que, pasado 
dicho tiempo, sería remitido a un archivo central. Sin embargo, cuando el paciente acudió a re-
cogerlo cuatro meses después se le comunicó que había sido eliminado en una limpieza por falta 
de espacio.

Frente a la reclamación, el hospital alegó, en esencia, que corresponde al facultativo decidir si 
incorpora material externo a la historia clínica; que el CD no constituía documentación clínica a 
efectos de la Ley 41/2002, de 14 de noviembre, básica reguladora de la autonomía del paciente 
(“LAP“); y que, agotada la finalidad asistencial, la destrucción del soporte resultaba exigible con-
forme al principio de minimización del RGPD. Además, el hospital también expuso que su capaci-
dad de almacenamiento de los registros era limitada. 

Sin embargo, la AEPD desestimó íntegramente estos argumentos. Partiendo del artículo 17.1 de 
la LAP, que obliga a los centros sanitarios a custodiar toda la documentación clínica sin distinguir 
entre la generada internamente y la aportada por el paciente, concluyó que las resonancias enca-
jaban en el concepto de documentación clínica del artículo 3 de la LAP. Como resultado de esto, 
las resonancias del CD debían haberse conservado durante un plazo de cinco años, tal y como 
establece el artículo 17 de la LAP. 
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Por ello, su destrucción antes de transcurrir el plazo mínimo legal de cinco años dio lugar a un 
tratamiento de datos de salud (es decir, categorías especiales de datos conforme al artículo 9 del 
RGPD) sin la debida legitimación conforme al artículo 6 del RGPD. Además, la AEPD también con-
sideró que no se apreciaba ninguna de las excepciones establecidas en el artículo 9.2 del RGPD 
para el tratamiento de categorías especiales de datos. Por ello, la AEPD consideró que, al haber 
suprimido datos de salud sin base jurídica habilitante ni excepción del artículo 9.2 del RGPD, el 
hospital había incumplido los artículos 6 y 9 del RGPD. 

La AEPD apreció, además, una tercera infracción, al constatar que el hospital carecía de protocolo 
alguno para la gestión, conservación o devolución de soportes físicos con datos de salud aporta-
dos por los pacientes. En este sentido, la AEPD consideró que el hospital no había implementado, 
desde el propio diseño del tratamiento, unos procedimientos que aseguraran la debida conser-
vación de los datos personales de conformidad con la normativa aplicable. Por ello, la AEPD 
consideró que el hospital también había vulnerado el principio de privacidad desde el diseño del 
artículo 25 del RGPD.

Por todas estas infracciones, la AEPD impuso dos multas de 100.000 euros por las infracciones de 
los artículos 9 y 6.1 del RGPD y una multa de 1.000.000 de euros por la infracción del artículo 25 
del RGPD, teniendo como resultado una sanción total de 1.200.000 euros. Para graduar la san-
ción, la AEPD valoró como agravantes la negligencia grave en el deber de custodia de los datos 
personales, la especial sensibilidad de los datos afectados y la vinculación intrínseca de la actividad 
del hospital con el tratamiento de datos de salud.

La AEPD sanciona con 500.000 euros a un club de fútbol por no realizar la evalua-
ción de impacto preceptiva antes de implantar un sistema de reconocimiento facial 
y biometría de voz para la actualización del censo de socios

Resolución de la AEPD en el procedimiento sancionador PS/00450/2024

La AEPD impuso una sanción de 500.000 euros a un club de fútbol por no haber realizado una 
evaluación de impacto del tratamiento de datos personales conforme exige el artículo 35 RGPD 
antes de implantar un sistema de reconocimiento facial en el marco de un proceso de actualiza-
ción del censo de socios. El procedimiento sancionador se inició a raíz de varias reclamaciones de 
socios contra el club por este proceso llevado a cabo en 2023, en el que, tras acceder a una plata-
forma digital mediante clave y PIN, se solicitaba a los socios escanear su DNI o pasaporte, realizar 
una captura facial con movimientos de cabeza (denominada “prueba de vida“) y, opcionalmente, 
grabar su voz. 

Tras el traslado de la reclamación al club, este defendió el sistema alegando razones de seguridad 
y antifraude, así como la necesidad de disponer de un censo veraz y fidedigno. Asimismo, el club 
afirmó que el proceso consistía en una comparación facial 1:1 entre la fotografía del documento de 
identidad y una imagen captada en tiempo real, que el movimiento de cabeza era exclusivamente 
una “prueba de vida“, y que, tras la comparación, se eliminaba la fotografía del documento y se 
conservaba únicamente la imagen actualizada sin “vector biométrico“, de modo que en ningún 
caso se registraban datos biométricos en sus bases de datos. 
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En relación con la legitimación del tratamiento y un potencial incumplimiento del artículo 9 del 
RGPD, la AEPD estimó las alegaciones del club, indicando que en el momento en que este ideó y 
ejecutó el proceso existía un criterio previo conforme al cual no todo tratamiento biométrico tenía 
la consideración de categoría especial de datos, y que el criterio del Comité Europeo de Protección 
de Datos contenido en las Directrices 05/2022 fue asumido por la AEPD el 23 de noviembre de 
2023, es decir, con posterioridad al diseño y la ejecución del sistema. Por lo tanto, en el momento 
en que se implementó el sistema, el tratamiento de datos realizado por el club no estaba califica-
do por la AEPD como un tratamiento de datos del artículo 9 RGPD, por lo que la AEPD acordó el 
archivo de la infracción del artículo 9 del RGPD.

Por otro lado, el núcleo sancionador de la resolución se mantiene en la infracción del artículo 
35 del RGPD, que impone la obligación de realizar una evaluación de impacto de protección de 
datos (“EIPD“) antes de iniciar un tratamiento cuando sea probable que entrañe un alto riesgo 
para los derechos y libertades de las personas físicas. En este sentido, la AEPD consideró que era 
preceptivo realizar una EIPD para ambos tratamientos —el reconocimiento facial para el censo y 
la biometría de voz— atendiendo al enfoque de riesgo y los diversos factores de riesgo que con-
currían (e. g., relativos a decisiones automatizadas, tratamiento biométrico para la identificación 
unívoca de personas, tratamiento a gran escala, afectación de sujetos vulnerables y uso de nuevas 
tecnologías).

La AEPD descartó que los análisis de riesgos aportados por el club constituyeran una EIPD válida, 
al no haberse realizado con carácter previo al inicio material del tratamiento y al presentar diver-
sas deficiencias de fondo, tales como la falta de respaldo documental, la ausencia de distinción 
entre riesgo inherente y residual, y la omisión de elementos propios de una EIPD como la consulta 
a los interesados y la elaboración de un plan de seguimiento.

En consecuencia, la AEPD apreció una infracción del artículo 35 del RGPD por no haber realizado 
la EIPD preceptiva con carácter previo al tratamiento. Para graduar la sanción, tuvo en cuenta que 
la segunda fase del sistema de biometría de voz no llegó a implementarse y que el club manifestó 
haber suprimido los registros de voz. La AEPD impuso al club una multa de 500.000 euros por 
infracción del artículo 35 del RGPD y declaró el archivo de la infracción del artículo 9 del RGPD.

La AEPD sanciona a una entidad financiera con 240.000 euros por una brecha de 
seguridad que comprometió los datos personales de más de 1,2 millones de clientes 
y potenciales clientes de una entidad absorbida por la entidad financiera

Resolución de la AEPD en el procedimiento sancionador EXP202406208

La AEPD impuso una sanción a un banco por una brecha de seguridad que sufrió otra entidad 
financiera que posteriormente fue absorbida por ese banco. Esta brecha supuso que los datos de 
más de 1,2 millones de interesados quedaran expuestos. 

El incidente tuvo su origen en una vulnerabilidad introducida durante un proceso de migración, en 
el que la entidad absorbida, a través de un cambio aprobado por su comité de cambios el 8 de fe-
brero de 2024, introdujo un error de configuración que afectó a los controles de acceso de la API 
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empleada para el alta de nuevos clientes en el portal web de contratación. Como consecuencia de 
dicho error, entre el 23 y el 27 de marzo de 2024 se registraron más de 5,4 millones de peticiones 
a los sistemas de la entidad absorbida, de las cuales aproximadamente 1,27 millones resultaron 
exitosas, lo que permitió el acceso a los registros de clientes y potenciales clientes sin credenciales 
válidas. La brecha no fue detectada hasta el 8 de abril de 2024, cuando los servicios de ciberinte-
ligencia contratados por la entidad absorbida identificaron una publicación en un foro de la deep 
web en la que un actor malicioso anunciaba disponer de una base de datos con 1,3 millones de 
clientes de un banco español.

El informe forense elaborado por una empresa especializada confirmó que la información com-
prometida incluía datos de naturaleza tanto identificativa como financiera: nombres y apellidos, 
DNI o NIE, número de teléfono, régimen económico, número IBAN, firma, código de productos 
contratados, declaración del IVA del último ejercicio, años trabajados, situación laboral e ingresos 
mensuales, entre otros. Este alcance era superior al declarado inicialmente por la entidad absor-
bida en su notificación de brecha, que no había incluido datos de carácter económico y financiero. 
Asimismo, quedó acreditado que el atacante exfiltró efectivamente datos de al menos 958 clientes 
y 4 empleados en el marco de una campaña de extorsión dirigida contra el banco.

Desde el punto de vista de la imputación de responsabilidad, la AEPD tuvo en cuenta que, con 
efectos desde el 1 de abril de 2025, la entidad absorbida había sido absorbida por el banco, lo 
que determinó que la responsabilidad por las infracciones cometidas recayera sobre la entidad 
absorbente, cuya personalidad jurídica incluía, tras la absorción, a la extinguida. 

La infracción apreciada consistió en la vulneración del principio de integridad y confidencialidad 
establecido en el artículo 5.1.f) del RGPD, al no haberse adoptado las medidas técnicas y orga-
nizativas necesarias para garantizar una protección adecuada de los datos de los interesados, en 
particular, la ausencia de controles que verificasen la denegación de accesos a usuarios no auto-
rizados durante los procesos de validación de cambios en el software, así como la falta de cifrado 
de los datos personales afectados.

La AEPD valoró como circunstancias agravantes el elevado número de personas afectadas (más 
de 1,27 millones), la publicación efectiva en la deep web de datos de 958 de ellas y la amplitud 
y sensibilidad de los datos comprometidos; en particular, la exposición del número del DNI y la 
combinación de datos financieros que habilitan la construcción de perfiles individuales detallados 
con alto potencial de fraude. A ello se añadió, como agravante, la vinculación de la actividad de 
la entidad infractora con el tratamiento masivo y continuo de datos personales, habida cuenta de 
la naturaleza de una entidad financiera. Como atenuante, la AEPD tomó en consideración la exis-
tencia del proceso de fusión por absorción posterior a los hechos, de conformidad con el artículo 
76.2.e) de la LOPDGDD.

Por todo esto, la AEPD impuso una sanción inicial de 400.000 euros al banco, que se redujo a la 
cuantía de 240.000 euros tras el pago voluntario de la sanción y el reconocimiento de la respon-
sabilidad del banco.
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La AEPD cuestiona que el delegado de Protección de Datos de una entidad pueda ser 
también el responsable del sistema de información

Resolución de la AEPD en el procedimiento sancionador EXP202316729

La AEPD dictó una resolución en la que cuestionaba la compatibilidad del cargo de DPD con el 
del responsable del sistema de información. El procedimiento tuvo su origen en una reclamación 
presentada por dos delegados sindicales que pusieron de manifiesto la existencia de una brecha de 
datos personales en una carpeta digital de una diputación (la “Diputación”), a la que habrían podido 
acceder, de manera no autorizada, sus empleados. La reclamación ponía asimismo de manifiesto 
que la DPD de la Diputación era también la responsable de su sistema interno de información, esto 
último en cumplimiento de la Ley 2/2023, de 20 de febrero, reguladora de la protección de las per-
sonas que informen sobre infracciones normativas y de lucha contra la corrupción (la “Ley 2/2023”).

En relación con la brecha de seguridad, la AEPD señaló que la Diputación, como responsable del 
tratamiento, debía haber garantizado que los datos personales resultasen accesibles única y exclu-
sivamente a los empleados públicos autorizados para ello. Por ello, la posibilidad de que accedieran 
otros empleados no autorizados a esta carpeta digital suponía una infracción del artículo 5.1.f) del 
RGPD, ya que se había visto comprometida la confidencialidad de los datos, independientemente 
de que los empleados públicos que hubieron podido acceder tuvieran firmados acuerdos de con-
fidencialidad.

Adicionalmente, la AEPD analizó si el hecho de que la DPD fuera, a su vez, la responsable del sis-
tema interno de información podía provocar un incumplimiento del artículo 38 del RGPD. En este 
sentido, el artículo 38 del RGPD persigue garantizar la independencia del DPD, así como la ausencia 
de conflicto de intereses. La AEPD declaró que la exigencia de que otras funciones asignadas al DPD 
no den lugar a conflicto de intereses tiene carácter preventivo, por lo que el responsable del trata-
miento debe evitar asignar al DPD funciones que puedan originar un conflicto de intereses con las 
tareas que ya desarrolla como tal. La Diputación alegó que, bajo la Ley 2/2023, el responsable del 
sistema interno de información desarrolla sus funciones de forma independiente y autónoma, sin 
recibir instrucción alguna y disponiendo de todos los medios necesarios para llevarlas a cabo, notas 
de independencia y autonomía idénticas a las predicables del DPD, por lo que no existía conflicto 
en el ejercicio de ambas funciones por la misma persona. No obstante, a efectos de determinar si se 
produjo dicho conflicto, la AEPD razonó que la ausencia de conflicto de intereses debía analizarse 
caso por caso, de modo que el DPD no podía ocupar un cargo en la organización que le llevara a 
determinar los fines y medios del tratamiento de datos personales (p. ej., en el marco de una inves-
tigación interna). Aplicando estos criterios al caso concreto, la AEPD concluyó que el hecho de que 
una misma persona física haya de representar dos roles diferentes (es decir, DPD de la Diputación y 
responsable del sistema interno de información) que, en ocasiones, podían ser contrapuestos, pue-
de dar lugar a conflictos de intereses, circunstancia que debe ser evitada. Para reforzar su argumen-
tación, la AEPD señaló que la Ley 2/2023 diferencia las figuras de responsable del sistema y DPD, y 
considera que son dos roles separados y que no pueden recaer en la misma persona.

Por todo lo expuesto, la AEPD consideró que se había producido una infracción del artículo 38 del 
RGPD, dado que con la designación del DPD como responsable del sistema no se había asegurado 
su independencia ni la ausencia de conflictos de interés.
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La AEPD aclara que el carácter “interno” de un documento no habilita a denegar el 
ejercicio del derecho de acceso

Resolución de la AEPD en el procedimiento de derechos EXP202519883

La AEPD estimó la reclamación formulada por un trabajador frente a su compañía empleadora 
por la denegación parcial de su solicitud de ejercicio del derecho de acceso de conformidad con 
el artículo 15 del RGPD. 

Como resumen de los hechos, el reclamante había solicitado, el 15 de septiembre de 2025, copia 
de todos los datos personales tratados durante su relación laboral, con especial interés en aque-
llos que hubieran podido influir en la decisión de no superar el período de prueba y extinguir su 
contrato. La compañía respondió dentro del plazo legal facilitando información general sobre las 
categorías de datos tratados, sus finalidades, destinatarios y plazos de conservación, pero denegó 
expresamente el acceso a cualquier informe, valoración u observación interna elaborada durante 
el período de prueba que pudiera haber influido en la extinción de la relación contractual.

La compañía justificó su negativa apoyándose en tres motivos. Por un lado, sostuvo que el derecho 
de acceso no ampara, con carácter general, la obtención de documentos que recojan valoraciones 
subjetivas o datos de terceros. Alegó también que el artículo 14.2 del Estatuto de los Trabajadores 
faculta a ambas partes para desistir libremente durante el período de prueba sin necesidad de 
justificación, de modo que no cabría exigir la documentación ni la entrega de las apreciaciones 
que motivaron la extinción contractual. Por último, invocó resoluciones previas de la propia AEPD 
en las que se habría señalado que el derecho de acceso opera con independencia de los derechos 
reconocidos en normativas sectoriales y no habilita, sin más, para reclamar documentos vincula-
dos a la relación laboral.

Sin embargo, la AEPD descartó todos estos argumentos. Respecto del alcance del derecho de 
acceso del artículo 15 del RGPD, recordó que este abarca la totalidad de los datos personales 
tratados, cualquiera que sea el soporte, siempre que contengan datos del interesado y se hayan 
empleado en el contexto de la relación laboral. Que un documento se califique como “interno” 
no basta, a juicio de la AEPD, para denegar el acceso; el responsable debe facilitar los datos o, en 
su defecto, justificar de forma expresa y motivada la denegación conforme a los límites del RGPD, 
pudiendo anonimizar aquella información que afecte a terceros. En cuanto al artículo 14 del Esta-
tuto de los Trabajadores, la AEPD concluyó que dicho precepto se limita a regular la extinción del 
contrato durante el período de prueba y no puede erigirse en límite de los derechos de protección 
de datos que asisten a los trabajadores.

En consecuencia, la AEPD estimó la reclamación al constatar la infracción del artículo 15 del RGPD 
y requirió a la compañía para que, en el plazo de diez días hábiles desde la notificación, remitiera 
al reclamante una certificación que atendiera íntegramente su derecho de acceso o, alternativa-
mente, denegara la solicitud de forma motivada, con identificación de las causas concretas de 
dicha denegación.
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La AEPD emite un informe con observaciones sobre el proyecto de Real Decreto de 
gestión de bajas temporales de la Guardia Civil, con recomendaciones sobre minimi-
zación de datos de salud

Informe del Gabinete Jurídico de la AEPD núm. 002/2025

La AEPD ha emitido un informe en relación con el proyecto de Real Decreto que regula la gestión, 
el control y la supervisión de las situaciones de incapacidad temporal del personal del Cuerpo de la 
Guardia Civil (el “Proyecto de RD”), en desarrollo de los artículos 102 y 103 de la Ley 29/2014, de 
28 de noviembre, de Régimen del Personal de la Guardia Civil, y del artículo 21 del Real Decreto 
Legislativo 1/2000, de 9 de junio. El informe constata que el Proyecto de RD se somete expre-
samente a la normativa de protección de datos —RGPD, LOPDGDD y LAP— y que su artículo 3 
incorpora una cláusula de salvaguarda general que reafirma el principio de minimización, lo que 
la AEPD valora positivamente.

En cuanto a la legitimación del tratamiento, la AEPD identifica como bases jurídicas aplicables el 
cumplimiento de una obligación legal (artículo 6.1.c del RGPD) y la realización de una misión de 
interés público (artículo 6.1.e del RGPD), al considerar que la conservación de la aptitud psicofísica 
del personal que porta armas constituye un interés público de primer orden, tanto para la segu-
ridad ciudadana como para la protección de los propios agentes. Para levantar la prohibición de 
tratamiento de datos de salud del artículo 9.1 del RGPD, el informe invoca las letras b), referida 
a obligaciones en el ámbito del derecho laboral y la protección social; g), concerniente al interés 
público esencial, en atención a la especial naturaleza de las funciones de la Guardia Civil; y h), 
relativa a medicina preventiva y evaluación de la capacidad laboral. La AEPD señala asimismo a la 
Sanidad de la Guardia Civil como responsable del tratamiento conforme al artículo 4.7 del RGPD, 
y recuerda que todos los intervinientes quedan sujetos al deber de secreto profesional previsto en 
la Ley Orgánica 11/2007, de 22 de octubre, reguladora de los derechos y deberes de los miembros 
de la Guardia Civil, y en la LAP.

No obstante, el informe formula varias observaciones sobre preceptos concretos del Proyecto 
de RD. Respecto al artículo 6.e), que encomienda a la Sanidad de la Guardia Civil comunicar al 
mando datos de absentismo “clasificados por causa”, la AEPD advierte de que esa expresión podría 
permitir identificar enfermedades concretas, excediendo lo necesario para la gestión de recursos 
humanos, y sugiere suprimirla. En relación con el artículo 12.3.d), que autoriza al mando a cono-
cer la “clasificación de la limitación dictaminada” del personal a sus órdenes, la AEPD lo considera 
contrario al principio de minimización y propone limitar el acceso del mando a la mera disponi-
bilidad para el servicio (apto o no apto para determinados puestos), sin revelar diagnósticos ni 
detalles médicos. 

Sobre el artículo 11.f), que obliga al guardia civil de baja a aportar documentación médica para 
mantener esa situación, el informe entiende que la exigencia resulta desproporcionada, dado que 
los órganos médicos ya disponen de la facultad de revisión en cualquier momento, y propone 
transformarla en una mera carga, concediendo al interesado un plazo para aportar voluntaria-
mente la documentación y formular alegaciones. Por último, la AEPD observa que el artículo 
21, al atribuir al mando la función de proponer la especialidad médica del reconocimiento “de 
acuerdo con la patología o lesión“ del afectado, implica que el mando acceda a información clínica 
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que debería quedar reservada a los órganos sanitarios, y recomienda que tales solicitudes sean 
gestionadas exclusivamente por la Sanidad de la Guardia Civil.

La CNMC y la AEPD analizan conjuntamente los mecanismos de garantía de edad del 
artículo 28 del Reglamento de Servicios Digitales y abogan por soluciones respetuo-
sas con la privacidad

Entrada del blog de la AEPD “Descifrar el artículo 28 de la DSA: Garantía de la edad y diseño 
de servicios ofrecidos por plataformas online”, de 24 de marzo de 2026

La Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia (la “CNMC”), como coordinador de  
servicios digitales en España, y la AEPD, como autoridad competente para la aplicación del artícu-
lo 28.2 del Reglamento (UE) 2022/2065 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 19 de octubre 
de 2022, relativo a un mercado único de servicios digitales (“Reglamento de Servicios Digitales”), 
han publicado una entrada en el blog de la AEPD en la que analizan los mecanismos de garantía 
de edad que las plataformas accesibles a menores deben implementar conforme al Reglamento 
de Servicios Digitales y las Directrices adoptadas por la Comisión Europea sobre medidas para 
garantizar un elevado nivel de privacidad, seguridad y protección de los menores en línea, de 
conformidad con el artículo 28, apartado 4, del Reglamento de Servicios Digitales (las “Directrices 
de la Comisión”).

La publicación se enmarca en un contexto de profunda evolución regulatoria en materia de identi-
dad digital. La Cartera Europea de Identidad Digital (European Digital Identity Wallet), desarrollada 
al amparo del Reglamento eIDAS2 y concebida como el estándar de referencia para la verifica-
ción de edad respetuosa con la privacidad, se encuentra actualmente en fase de despliegue: la 
aplicación de verificación de edad ha sido declarada técnicamente lista por la Comisión Europea, 
y España figura entre los Estados miembros más avanzados en su implementación. Dado que la 
plena disponibilidad de la Cartera para el conjunto de los ciudadanos de la UE se prevé para 2026, 
la Comisión trabaja en paralelo en el desarrollo de un mecanismo transitorio de verificación de 
edad de alcance europeo que permita a los Estados miembros contar con una solución común y 
coherente en tanto aquella no alcance su pleno despliegue. Es en este contexto en el que cobra 
pleno sentido la entrada conjunta de la CNMC y la AEPD sobre el artículo 28 del Reglamento de 
Servicios Digitales.

El motivo de esta acción es que el artículo 28.1 del Reglamento de Servicios Digitales exige a las 
plataformas accesibles a menores medidas “apropiadas y proporcionadas” para garantizar un alto 
nivel de privacidad, seguridad y protección de estos usuarios. Asimismo, el artículo 28.3 del Re-
glamento de Servicios Digitales precisa que esta obligación no obliga a recopilar datos personales 
adicionales para acreditar la edad, con lo que resuelve la denominada “paradoja privacidad-pro-
tección” mediante soluciones de privacidad desde el diseño y por defecto.

De acuerdo con la CNMC y la AEPD, el concepto de garantía de edad abarca tres enfoques: la 
autodeclaración, poco fiable y fácil de eludir; la estimación de edad, basada en métodos algorít-
micos como el análisis facial o el perfil conductual; y la verificación de edad, apoyada en fuentes 
verificadas como documentos de identidad. La verificación resulta exigible cuando se accede a 
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contenidos de alto riesgo (pornografía, juego, drogas, alcohol o tabaco, entre otros), cuando los 
términos y condiciones requieren mayoría de edad o cuando la legislación fija una edad mínima. 
La autodeclaración se considera insuficiente en escenarios de riesgo alto o medio.

Así, las plataformas deben evaluar cada solución de garantía de edad conforme a cinco crite-
rios: precisión, fiabilidad, robustez frente a elusión, respeto de los derechos de los usuarios y no 
discriminación. En esta línea, las Directrices de la Comisión promueven métodos tokenizados de 
doble ciego en los que la plataforma recibe únicamente un token anonimizado que confirma que 
el usuario supera el umbral de edad, sin acceder a datos de identidad, mientras que el proveedor 
que verifica la edad desconoce a qué plataforma accede el usuario. La Cartera de Identidad Digital 
de la UE se perfila como la solución de referencia en esta materia.

La CNMC y la AEPD destacan también que las Directrices de la Comisión exigen, además, que las 
plataformas designen un equipo de protección con acceso directo a la alta dirección y realicen 
evaluaciones periódicas de impacto en derechos de la infancia para evaluar cómo los cambios de 
diseño afectan a los usuarios más jóvenes. El principio rector es que siempre debe priorizarse el 
interés superior del menor, que la protección no puede conseguirse a costa de su privacidad y que 
ambas deben garantizarse desde el diseño y por defecto.

4.	Otros

El Comité Europeo de Protección de Datos publica unas directrices sobre el trata-
miento de datos personales con fines de investigación científica

Directrices 01/2026 del Comité Europeo de Protección de Datos sobre el tratamiento de da-
tos personales con fines de investigación científica

El Comité Europeo de Protección de Datos (el “CEPD“) ha publicado sus Directrices 01/2026 sobre 
el tratamiento de datos personales con fines de investigación científica (las “Directrices 01/2026”), 
con el propósito de aclarar cómo deben interpretarse las disposiciones específicas que el RGPD 
dedica a esta materia. El CEPD interpreta el concepto de investigación científica de forma amplia 
(abarcando la investigación fundamental, la aplicada, el desarrollo tecnológico y la investiga-
ción financiada con fondos privados), aunque subraya que toda actividad debe ser genuinamente 
científica y ajustarse a los estándares metodológicos y éticos del sector. Para ello, las Directrices 
01/2026 establecen seis factores indicativos que deben valorarse conjuntamente: (i) enfoque me-
tódico y sistemático; (ii) adhesión a estándares éticos; (iii) verificabilidad y transparencia; (iv) au-
tonomía e independencia; (v) contribución al conocimiento o al bienestar social; y (vi) potencial 
aportación de nuevo conocimiento. Si concurren todos los factores, se presume que la actividad 
es investigación científica; en caso contrario, el responsable deberá justificar dicha calificación.

En materia de principios del RGPD, las Directrices 01/2026 recuerdan que el artículo 5.1.b) del 
RGPD establece una presunción de compatibilidad para el tratamiento ulterior con fines de inves-
tigación científica, sin necesidad de realizar el test de compatibilidad del artículo 6.4 del RGPD, si 



53

 Comercio Electrónico, Protección de Datos y Privacidad

bien el responsable sigue obligado a verificar la licitud del tratamiento ulterior y a comprobar si 
puede apoyarse en la misma base jurídica que amparó la recogida inicial.

En cuanto a las bases de legitimación, las Directrices 01/2026 subrayan que no basta un consen-
timiento genérico para investigación científica, sino que el responsable debe especificar el área 
y las finalidades con la mayor precisión posible, prestando especial atención a las situaciones de 
desequilibrio de poder o vulnerabilidad de los interesados. En ningún caso puede condicionarse 
la prestación de un servicio —como el sanitario— al consentimiento para investigación. Respecto 
al interés público, el CEPD señala que esta base exige habilitación expresa en una norma europea 
o nacional, y puede aplicarse también a entidades privadas. En relación con los derechos de los 
interesados, las Directrices 01/2026 recuerdan que, si el responsable anticipa que aplicará ex-
cepciones al deber de supresión (artículo 17.3 del RGPD), deberá informar de ello al cumplir sus 
obligaciones de transparencia. En cuanto al derecho de oposición, el artículo 21.6 del RGPD per-
mite rechazarlo cuando el tratamiento sea necesario para una tarea de interés público, debiendo 
interpretarse el requisito de necesidad de forma restrictiva.

Por otro lado, el CEPD subraya que la determinación de responsabilidades entre responsable, 
encargado y corresponsable es funcional y atiende a los roles reales de cada entidad. Con carácter 
general, es la persona jurídica (e. g., el instituto, la universidad o la empresa), y no el investigador 
individual, quien ostenta la condición de responsable. Finalmente, las Directrices 01/2026 señalan 
que la adopción de salvaguardas conforme al artículo 89.1 del RGPD es un requisito ineludible, 
que deben utilizarse los datos preferentemente en formato anonimizado o, en su defecto, seudo-
nimizado, y que debe justificarse el uso de datos directamente identificativos mediante un análisis 
de riesgos o una evaluación de impacto.

El Comité Europeo de Protección de Datos publica un modelo para la realización de 
evaluaciones de impacto de protección de datos de manera homogénea en toda la UE

Modelo de EIPD del Comité Europeo de Protección de Datos

El 14 de abril de 2026, el CEPD publicó un primer borrador de su modelo para la realización de 
EIPD (el “Modelo de EIPD”) por parte de los responsables del tratamiento, sujeto a consulta pú-
blica hasta el 9 de junio. 

El propósito del Modelo de EIPD es poner a disposición de los responsables del tratamiento un 
modelo común para la elaboración de EIPD, de conformidad con el artículo 35 del RGPD. En este 
sentido, las autoridades de control de los distintos Estados miembros deberán utilizar el Modelo 
de EIPD (una vez que se apruebe definitivamente) para, en su caso, adaptarlo a las exigencias de 
su normativa nacional y ponerlo a disposición de los responsables del tratamiento como modelo 
a utilizar para la realización de EIPD.

El Modelo de EIPD posee la siguiente estructura: 

i.	 En primer lugar, se debe incluir información técnica sobre el documento, como la identifi-
cación de responsable, encargado, historial de versiones y planificación. 
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ii.	 En segundo lugar, se debe realizar una descripción sistemática del tratamiento.

iii.	 En tercer lugar, se realizará un análisis del tratamiento, en particular sobre su legitimación, 
el cumplimiento con los principios de protección de datos del artículo 5 del RGPD y las 
medidas de privacidad desde el diseño y de seguridad. En este apartado, el CEPD señala la 
necesidad de apoyar cada afirmación con soporte documental.

iv.	 En cuarto lugar, se realizará un análisis sobre la necesidad y la proporcionalidad del tra-
tamiento.

v.	 En quinto lugar, se debe evaluar el riesgo inherente (identificando las amenazas y su po-
tencial impacto) y residual (es decir, el que permanece después de haber implementado 
las medidas de seguridad y los diversos controles) y definir un plan de acción.

vi.	 En sexto lugar, se deben incluir las recomendaciones del DPD y la opinión de los interesa-
dos (o la justificación de su ausencia). 

vii.	 Por último, se debe indicar la decisión adoptada sobre el tratamiento tras realizar la EIPD. 
Para este apartado, el CEPD concede cuatro opciones: rechazo del tratamiento, plantea-
miento de consulta a la autoridad de control, aprobación o aprobación condicional.

Adicionalmente, el CEPD ha publicado una guía explicativa sobre los distintos apartados del Mo-
delo de EIPD, que contiene como anexo un listado de los recursos de las autoridades de control 
de los distintos Estados miembros para dar apoyo a los responsables del tratamiento para que 
cumplan con las obligaciones establecidas en el artículo 35 del RGPD.
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9 de mayo de 2026 

1.	 Legislación

[Portugal]

Licenças de utilização privativa do domínio público para pontos de carregamento 
elétrico

Portaria n.º 130/2026/1, de 27 de março (DR 61, Série I, de 27 de março de 2026)

A Portaria n.º 130/2026/1, de 27 de março estabeleceu o regime aplicável às licenças de utilização 
privativa do domínio público para instalação de pontos de carregamento de veículos elétricos em 
locais de acesso público no domínio público, previstos no artigo 8.º do Decreto-Lei n.º 93/2025, 
de 14 de agosto, que estabelece o regime jurídico da mobilidade elétrica, aplicável à organização, 
acesso e exercício das atividades relativas à mobilidade elétrica (as “Licenças de Utilização”), pro-
cedendo à revogação da Portaria n.º 222/2016, de 11 de agosto (a “Portaria”).

As Licenças de Utilização são atribuídas pela entidade responsável pela gestão do bem dominial 
em causa e devem abranger, pelo menos, a área necessária à instalação dos pontos de carrega-
mento e ao estacionamento dos veículos durante o respetivo carregamento. 

Os titulares das Licenças de Utilização beneficiam dos seguintes direitos: 

i.	 Utilização exclusiva do espaço para exploração dos pontos de carregamento; 

ii.	 Instalação de todos os equipamentos e infraestruturas necessárias à exploração dos postos 
de carregamento; 

iii.	 Exercício de atividades acessórias permitidas na Licença de Utilização; e

iv.	 Colaboração das autoridades competentes na defesa e proteção do bem dominial objeto 
da licença de utilização.

*  Esta sección ha sido coordinada por Roberto Fernández Castilla, y en su elaboración han participado Miguel García Prieto, Joana Sutil Pires, Francisco 
Matos y Luísa Almeida Dias, de las áreas de Derecho Mercantil, Público, Procesal y Arbitraje de Uría Menéndez (Madrid y Lisboa).
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Em contrapartida, os titulares das Licenças de Utilização ficam sujeitos, entre outros, aos seguintes 
deveres: 

i.	 Assegurar o fornecimento de energia elétrica para carregamento de veículos aos utiliza-
dores;

ii.	 Garantir a manutenção, segurança e limpeza das instalações e dos equipamentos existen-
tes;

iii.	 Realizar os estudos, projetos e as obras necessárias à atividade de operação dos pontos de 
carregamento e obtenção das necessárias autorizações legais;

iv.	 Permitir a inspeção e fiscalização das instalações pelas entidades competentes; assim como,

v.	 Não proceder à transmissão da licença de utilização sem autorização prévia.

A duração das Licenças de Utilização não pode ser superior à da licença de operação dos pontos 
de carregamento, extinguindo-se automaticamente com o termo desta. 

Quando os pontos de carregamento sejam instalados sobre domínio público hídrico, serão tam-
bém aplicáveis os regimes previstos na Lei n.º 54/2005, de 15 de novembro e na Lei n.º 58/2005, 
de 29 de dezembro.

A Portaria entrou em vigor em 28 de março de 2026.

2.	 Jurisprudencia

[España]

El Tribunal Supremo fija doctrina sobre la determinación de la “potencia nominal” 
de las instalaciones de generación eléctrica a efectos del régimen retributivo es-
pecífico y declara que los factores de corrección del artículo 3.1 del Real Decreto 
661/2007 deben aplicarse exclusivamente en el momento de la inscripción registral 
inicial y que la potencia así inscrita rige a efectos retributivos durante toda la vida 
útil de la instalación, sin que sus fluctuaciones posteriores puedan alterar la retribu-
ción percibida en cada periodo

Sentencia de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Supremo (Sección 3.ª) de 
26 de marzo de 2026 (rec. 3200/2023)

La sentencia resuelve el recurso de casación interpuesto por una sociedad mercantil del sector del 
embalaje y el reciclaje (la “Recurrente”) contra la sentencia de la Sección Cuarta de la Sala de lo 
Contencioso-Administrativo de la Audiencia Nacional de 13 de octubre de 2022, que desestimó el 



59

 Energía

recurso contencioso-administrativo deducido contra la resolución de la Sala de Supervisión Re-
gulatoria de la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia (la “CNMC”) de 29 de mayo 
de 2019 (LIQ/DE/094/18) (la “Resolución Impugnada”), que aprobó la liquidación definitiva del 
régimen retributivo específico correspondiente al ejercicio 2014 de una planta de cogeneración 
con dos turbinas de gas situada en Dueñas (Palencia) titularidad de la Recurrente (la “Planta”). 
Esta liquidación se debía a la falta de coincidencia entre los importes abonados en la liquidación 
provisional y los resultantes de las actuaciones de inspección y verificación llevadas a cabo por la 
CNMC, tras detectar que la potencia instalada de la planta (9442 kW) era superior a la potencia 
inscrita en el Registro de Régimen Retributivo Específico (8866 kW), circunstancia que determinó 
una producción de energía eléctrica mayor que la que correspondía a la potencia inscrita.

En su recurso de casación, la Recurrente sostuvo, en esencia, que la sentencia de la Audiencia Na-
cional había interpretado erróneamente el artículo 3.1 del Real Decreto 661/2007, de 25 de mayo, 
por el que se regula la actividad de producción de energía eléctrica en régimen especial (el “RD 
661/2007”). A juicio de la Recurrente, la potencia que debe tomarse como valor en el régimen 
retributivo específico no es solo la que figura en la placa del equipo, sino la resultante de aplicar 
los factores de corrección de la potencia nominal establecidos en dicho precepto (carga, altitud, 
temperatura ambiente, pérdidas de carga y pérdidas por ensuciamiento y degradación). Y esos 
factores deben tenerse en cuenta no solo en el momento de la inscripción registral inicial, sino 
de forma continua durante la vida útil de la instalación, de modo que sus fluctuaciones se reflejen 
en la retribución de cada periodo, puesto que la potencia entregada varía en función de ellos 
(por ejemplo, en los meses fríos la temperatura desciende por debajo de los 15 ºC de referencia, 
lo que incrementa la producción). En apoyo de esta tesis, la Recurrente señaló que las propias 
reglas de funcionamiento del mercado de producción eléctrica reconocen la posibilidad de que la 
producción de una instalación de cogeneración sea hasta un 20 % superior a la que resultaría de 
la potencia inscrita mediante la aplicación de un coeficiente de 1,2.

En segundo lugar, la Recurrente denunció la vulneración del procedimiento de liquidación esta-
blecido en las Circulares 3/2011 y 1/2017 de la CNMC, al entender que estas normas no contem-
plan la posibilidad de que las conclusiones de una inspección puedan servir como fundamento 
para modificar las liquidaciones provisionales.

Por su parte, la Administración General del Estado se opuso al recurso y sostuvo que la cuestión 
relativa a los factores de corrección no había sido objeto de controversia en la instancia, pues la 
propia recurrente admitió que la potencia se había inscrito tras aplicar dichos factores sobre la 
potencia de la placa y que esa potencia inscrita constituía el límite determinante a efectos retri-
butivos. Respecto del procedimiento de liquidación, la demandada subrayó que tanto el apartado 
decimoctavo de la Circular 1/2017 como el apartado decimoquinto de la Circular 3/2011 contem-
plan expresamente que la CNMC podrá realizar nuevas liquidaciones como resultado de las com-
probaciones e inspecciones llevadas a cabo en el ejercicio de sus competencias.

El Tribunal Supremo desestima ambos motivos de casación. En cuanto al primero, concluye que la 
“potencia nominal” de una instalación de producción de energía eléctrica debe ser el resultado de 
aplicar, cuando proceda (en función de si la tecnología de la instalación puede verse efectivamen-
te afectada por ellos), los factores de corrección del artículo 3.1 del RD 661/2007 a la “potencia 
teórica” especificada en la placa de características del equipo. La potencia nominal así calculada 
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debe incluirse en la inscripción de la instalación en el registro correspondiente, y ese es el dato 
que la CNMC debe tomar en consideración para calcular la retribución específica de la instalación 
durante toda su vida útil regulatoria. De esta manera, la Sala descarta el planteamiento de la Recu-
rrente y rechaza que las eventuales fluctuaciones de los factores de corrección durante la vida útil 
de la instalación puedan reflejarse en la retribución percibida. Declara que, en su caso, si lo que 
se pretende es alterar la potencia nominal de la instalación, debe tramitarse la correspondiente 
modificación registral, sin que pueda prescindirse mientras tanto del dato inscrito de cara al cál-
culo de la retribución.

En lo que respecta al segundo motivo de casación, relativo al procedimiento de liquidación, la 
Sala declara que tanto el apartado decimoquinto de la Circular 3/2011 como el apartado deci-
moctavo de la Circular 1/2017 contemplan expresamente las inspecciones como mecanismo de 
verificación y control que habilita a la CNMC a practicar nuevas liquidaciones, de manera que no 
puede oponerse ninguna objeción al hecho de que, en el caso de la Recurrente, los resultados de 
la inspección practicada se utilizasen para ajustar las liquidaciones provisionales en la definitiva. 
Además, el Tribunal destacó que la liquidación definitiva controvertida no se sustentó únicamente 
en el informe de la inspección practicada, sino también en otros datos que revelaban que la Planta 
estaba produciendo electricidad por una potencia considerablemente superior a la inscrita.

Por todo ello, la sentencia desestima el recurso de casación y confirma la sentencia de la Audiencia 
Nacional. Se trata, en definitiva, de un pronunciamiento de gran relevancia práctica para los titu-
lares de instalaciones de producción renovable que se encuentren acogidas al régimen retributivo 
específico, pues la doctrina jurisprudencial que establece cierra la posibilidad de reclamar retribu-
ción adicional con base en variaciones de los factores de corrección durante la vida operativa de 
la instalación y consolida la facultad de la CNMC para realizar ajustes en la liquidación definitiva 
sobre la base de los resultados de sus actuaciones inspectoras.

El Tribunal Supremo establece que la extinción de la habilitación para actuar como 
comercializador de energía eléctrica prevista en el artículo 47.2 de la Ley 24/2013, 
de 26 de diciembre, del Sector Eléctrico, no tiene naturaleza sancionadora al enmar-
carse en las funciones de control otorgadas a la autoridad administrativa a modo de 
suspensión provisional del ejercicio de la actividad y que, en consecuencia, no re-
sulta aplicable el principio constitucional non bis in idem cuando este procedimiento 
coexista con la sustanciación de un procedimiento de carácter sancionador

Sentencia de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Supremo (Sección 3.ª) de 
16 de marzo de 2026 (rec. 2000/2023)

La sentencia resuelve el recurso de casación interpuesto por una mercantil del sector de la dis-
tribución eléctrica (la “Recurrente”) contra una sentencia 2022 dictada por la Sala de lo Con-
tencioso-Administrativo de la Audiencia Nacional, que desestimó la impugnación judicial de la 
resolución sancionadora de la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia (“CNMC”).

En virtud de dicha resolución, de octubre de 2019, la CNMC declaró a la Recurrente responsable 
de una infracción muy grave del artículo 64.39 de la Ley 24/2013, del Sector Eléctrico (“LSE”), por 
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incumplir su obligación de adquisición de energía suficiente durante los meses de diciembre de 
2017 a febrero de 2019, por la que le impuso una multa de 150.000 euros; y de una infracción 
leve, al amparo del artículo 66.2 de la misma Ley, por incumplir lo establecido en relación con la 
constitución de garantías para operar en el mercado eléctrico desde agosto de 2017 hasta octubre 
de 2018, por la que le impuso una multa de 10.000 euros.

Esta resolución sancionadora estuvo precedida por una Orden, también en 2019, de la ministra 
para la Transición Ecológica, que, al amparo del artículo 47.2 de la LSE, inhabilitó a la Recurren-
te para el ejercicio de la actividad de comercialización de energía eléctrica durante un año, por 
incumplimiento de los requisitos legales para su desarrollo, con el consiguiente traspaso de sus 
clientes a otro comercializador de referencia.

El auto de admisión del recurso de casación declaró que la cuestión planteada con interés casa-
cional consiste en interpretar los artículos 47 y 68 de la LSE, a fin de determinar si la inhabilitación 
regulada en ellos tiene naturaleza de sanción administrativa y, sobre esa base, si se ha incurrido en 
una vulneración del principio constitucional non bis in idem al ser sancionada la Recurrente tanto 
por el Ministerio para la Transición Ecológica como por la CNMC.

En su escrito de interposición del recurso, la Recurrente sostuvo que la inhabilitación acordada 
por el Ministerio tiene carácter sancionador, dado que concurrían la identidad de sujeto, hechos 
y fundamento entre dicha inhabilitación y las sanciones de la CNMC, sin que la conducta que 
dio lugar a ambas medidas lesionara bienes jurídicos distintos. La Administración del Estado se 
opuso con el argumento de que la finalidad de la inhabilitación prevista en el artículo 47 de la 
LSE es garantizar el cumplimiento de las obligaciones impuestas a los comercializadores y evitar 
perjuicios a los consumidores, lo que la aleja de toda finalidad sancionadora. Destacó, asimismo, 
que el procedimiento de inhabilitación no evalúa directamente la conducta de la empresa, sino el 
cumplimiento de los requisitos para el ejercicio de la actividad.

El Tribunal Supremo, por razones de unidad de doctrina y de respeto al principio de igualdad en 
la aplicación de la ley, reproduce la argumentación contenida en su sentencia del previo 9 de mar-
zo, que resolvió el recurso de casación número 866/2023 —interpuesto contra la sentencia de 
la Audiencia Nacional que confirmó la inhabilitación ministerial—, en el que se planteó la misma 
cuestión relativa al principio non bis in idem.

La Sala concluye que el procedimiento de extinción de la habilitación del artículo 47 de la LSE 
no tiene finalidad punitiva, pues no persigue el castigo de conductas incardinadas en los tipos 
infractores de los artículos 64 y 65 de la LSE —potestad que corresponde a la CNMC conforme al 
artículo 73 de la misma norma—, sino velar por el adecuado funcionamiento del mercado de su-
ministro eléctrico y verificar que los operadores cumplen los requisitos legalmente exigidos para el 
ejercicio de la actividad comercializadora. A la vista de lo anterior, el Tribunal Supremo desestima 
el recurso de casación y confirma la sentencia de la Audiencia Nacional.

La sentencia cuenta con un voto particular discrepante del magistrado D. Córdoba Castroverde, 
al que se adhiere el magistrado D. Calvo Rojas. Aunque admite que la inhabilitación temporal no 
necesariamente tiene naturaleza sancionadora, considera que no tendrá dicho carácter solo cuan-
do lo que se persiga sea impedir el ejercicio de la actividad por quien no cumple los requisitos, 
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mientras no los vuelva a satisfacer, o cuando se adopte como medida cautelar. A juicio del magis-
trado discrepante, la inhabilitación tendrá naturaleza sancionadora cuando persiga censurar un 
previo incumplimiento mediante la imposición de un plazo fijo con independencia de la conducta 
posterior de la empresa, pues en ese supuesto no persigue restablecer la legalidad, sino castigar 
el incumplimiento, concurriendo una finalidad represiva que exige las garantías del procedimiento 
sancionador y veda la imposición de una nueva sanción por los mismos hechos.

En el supuesto concreto enjuiciado, el magistrado considera que la inhabilitación impuesta a la 
Recurrente por un plazo fijo de un año tiene carácter sancionador, lo que habría obligado a res-
petar todas las garantías propias de todo procedimiento sancionador e imposibilitado la ulterior 
imposición de las multas de la CNMC por los mismos hechos.

Se trata de un pronunciamiento de relevancia práctica significativa para los operadores del sector 
eléctrico, pues la doctrina jurisprudencial que establece cierra la vía para invocar el principio non 
bis in idem frente a la acumulación de la extinción de la habilitación ministerial y de las sanciones 
impuestas por la CNMC. No obstante, la existencia de un voto particular suscrito por dos magis-
trados que califican la medida de inhabilitación como sancionadora en atención a su concreta 
aplicación (por plazo fijo e independientemente de la regularización de la empresa) indica que la 
cuestión no está exenta de controversia doctrinal y que podrían surgir matices en su aplicación a 
supuestos futuros.

El Tribunal Supremo anula el Real Decreto 662/2024, sobre plantas fotovoltaicas 
flotantes en embalses del dominio público hidráulico, por omisión indebida del trá-
mite de consulta pública previa, con lo que se consolida la doctrina que exigía la con-
currencia acumulativa —y no meramente alternativa— de los presupuestos legales 
habilitantes para prescindir de dicho trámite bajo la redacción anterior del artículo 
26.2 de la Ley del Gobierno

Sentencia de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Supremo (Sección 5.ª) de 
29 de abril de 2026 (rec. 671/2024)

La sentencia resuelve la impugnación por la Comunidad Autónoma de Aragón del Real Decreto 
662/2024, de 9 de julio, por el que se establece el régimen al que ha de estar sometida la insta-
lación de plantas fotovoltaicas flotantes en embalses situados en el dominio público hidráulico en 
las cuencas hidrográficas cuya gestión corresponde a la Administración General del Estado, y por 
el que se modifica el Reglamento del Dominio Público Hidráulico, aprobado por el Real Decreto 
849/1986, de 11 de abril (el “RD 662/2024”). 

El principal motivo sobre el que Aragón basó su impugnación fue la nulidad de pleno derecho 
del RD 662/2024. Su argumento fue que, durante su elaboración, se omitió el trámite de consulta 
previa y se redujo a la mitad el plazo del trámite de audiencia e información pública, todo ello 
indebidamente, puesto que no concurrían las circunstancias legalmente establecidas que habilitan 
para ello —a saber, la existencia de un acuerdo del Consejo de Ministros para acordar la trami-
tación de urgencia o la concurrencia de las causales enumeradas en el artículo 26.2 de la Ley 
50/1997, de 27 de noviembre, del Gobierno (la “Ley del Gobierno”)—.
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Por su parte, el Estado opuso, en primer lugar, la supuesta falta de legitimación activa de Aragón 
para impugnar el RD 662/2024, y defendió la validez de la norma con el argumento de que la 
omisión del trámite de consulta previa y la reducción del plazo del trámite de audiencia e infor-
mación pública se justificaron en la Memoria del Análisis de Impacto Normativo (“MAIN”) del pro-
yecto, sobre la base de la concurrencia de razones graves de interés público —una de las causales 
previstas en los artículos 26.2 y 6 de la Ley del Gobierno—, concretadas en una “extraordinaria 
situación de encarecimiento y restricción del suministro de energía”. 

El Tribunal Supremo desestima la alegación relativa a la falta de legitimación activa de Aragón, 
tanto porque la ejecución del RD 662/2024 afecta a los intereses y al “ámbito de la autonomía” 
de las Comunidades Autónomas, e incluso requiere su intervención en virtud de sus propias com-
petencias, como porque el propio Estado reconoció esta legitimación durante la tramitación de 
la norma al permitir a otras Comunidades Autónomas participar en ella de manera pacífica, sin 
cuestionar su intervención en ningún momento.

En cuanto al fondo, la sentencia estimó el primer motivo esgrimido por la actora, al entender 
que la omisión del trámite de consulta previa y la reducción a la mitad del plazo del trámite de 
audiencia e información pública se produjeron indebidamente, puesto que ni se había acordado 
formalmente la tramitación urgente al amparo del artículo 27 de la Ley del Gobierno ni concu-
rrían los requisitos legalmente establecidos para omitir y reducir estos trámites por la vía del 
artículo 26.2 de esa norma. Para ello, la Sala reiteró su doctrina jurisprudencial (con cita de las 
SSTS 931/2024, de 28 de mayo, rec. 815/2022; 1182/2022, de 22 de septiembre, rec. 418/2022; 
y 150/2024, de 31 de enero, rec. 911/2022) sobre el artículo 26.2 de la Ley del Gobierno —en su 
redacción aplicable al caso, anterior a la actualmente vigente—, que interpreta que, para poder 
prescindir del trámite de consulta pública conforme a dicho precepto, es necesaria la concurrencia 
acumulativa —y no alternativa— de dos condiciones: que la norma sea de índole presupuestaria 
u organizativa y que, además, concurra alguna de las restantes circunstancias enumeradas en 
el precepto (razones graves de interés público, ausencia de impacto significativo en la actividad 
económica, no imposición de obligaciones relevantes a los destinatarios o regulación de aspectos 
parciales). En el caso enjuiciado, el RD 662/2024 incumplía el primero de esos requisitos, pues 
carecía de naturaleza presupuestaria ni organizativa, de manera que no podía ampararse en el 
artículo 26.2 para prescindir del trámite de consulta previa. El resto de los motivos formulados por 
Aragón fueron desestimados.

Por todo ello, la sentencia estima parcialmente el recurso contencioso-administrativo interpuesto 
por Aragón y declara la nulidad de pleno derecho del RD 662/2024. Con ello, el Tribunal Supre-
mo consolida su doctrina jurisprudencial acerca del artículo 26.2 de la Ley del Gobierno, en su 
redacción anterior a la actualmente vigente. No obstante, debe tenerse en cuenta que la relevan-
cia práctica de este pronunciamiento es limitada, dado que el tenor literal de este precepto fue 
modificado recientemente por la disposición final 11.2 de la Ley Orgánica 1/2025, de 2 de enero. 
Al introducir una enumeración de las circunstancias en que puede prescindirse del trámite de 
consulta pública y especificar que basta con que concurra cualquiera de ellas, la nueva redacción 
del artículo 26.2 de la Ley del Gobierno, excluye la interpretación del Tribunal Supremo y estipula 
que el requisito de que la norma tenga carácter presupuestario u organizativo no es acumulativo, 
sino alternativo, a la concurrencia de alguna otra de las demás causales.





9 de mayo de 2026

Inmobiliario y 
Urbanismo





67

Inmobiliario y Urbanismo*

9 de mayo de 2026

1.	 Legislación

[España] 

Prórroga extraordinaria de los contratos de arrendamiento de vivienda habitual y 
limitación de actualización anual de la renta en arrendamientos de vivienda

Real Decreto-Ley 8/2026, de 20 de marzo, de medidas en el alquiler en respuesta a las 
consecuencias económicas y sociales de la Guerra de Irán (BOE de 21 de marzo de 2026)

El Real Decreto-ley 8/2026, de 20 de marzo, introdujo medidas extraordinarias en materia de 
arrendamientos urbanos como respuesta al impacto económico derivado de la guerra de Irán, 
con el objetivo de reforzar la protección de los arrendatarios en un contexto de fuerte tensión del 
mercado del alquiler.

La norma se articulaba esencialmente sobre dos medidas temporales:

i.	 Prórroga extraordinaria de contratos de vivienda habitual: permitía al arrendatario solicitar 
una extensión obligatoria del contrato de hasta dos años adicionales, mediante prórrogas 
anuales, manteniéndose las condiciones pactadas, salvo excepciones tasadas (necesidad 
de ocupación por el arrendador, nuevo acuerdo entre las partes, etc.).

ii.	 Limitación extraordinaria de actualización de renta: fijaba un tope máximo del 2 % en la 
revisión anual de la renta hasta el 31 de diciembre de 2027, especialmente vinculante para 
grandes tenedores.

Su breve vigencia ha generado un relevante debate doctrinal y práctico sobre los efectos produci-
dos durante ese periodo, especialmente respecto de solicitudes de prórroga ya ejercitadas.

*  Esta sección ha sido coordinada por Felipe Iglesias, del Área de Mercantil de Uría Menéndez (Madrid), y en su elaboración han participado Esperanza 
Cots, Cristina Egea, María Blasco, Miguel Herráiz, Javier Toro, Guillermo Bermejo, Germán Garrido, Francisco Romero, Pedro Teixeira de Sousa y Andreia 
Morais Lourenço, del Área de Mercantil de Uría Menéndez (Madrid, Valencia y Lisboa).
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Plan estatal de vivienda 2026 - 2030

Real Decreto 326/2026, de 22 de abril, por el que se regula el Plan Estatal de Vivienda 
2026-2030 (BOE de 23 de abril de 2026)

El Plan Estatal de Vivienda 2026-2030 configura el nuevo marco estatal de financiación y ayu-
das públicas en materia de vivienda para el período 2026-2030, en desarrollo de la Ley por el 
Derecho a la Vivienda. Su finalidad principal es ampliar el parque de vivienda social y asequible, 
impulsar la rehabilitación residencial y facilitar el acceso a la vivienda, especialmente a jóvenes y 
colectivos vulnerables.

Desde una perspectiva estructural, el Plan pivota sobre tres grandes ejes: (i) incremento de la 
oferta de vivienda protegida y asequible; (ii) rehabilitación y regeneración urbana y rural; y (iii) 
apoyo directo al acceso y mantenimiento de la vivienda habitual.

El sistema se articula mediante convenios entre el Estado y las comunidades autónomas, con co-
financiación estatal y autonómica. El presupuesto global previsto asciende a aproximadamente 
7000 millones de euros.

Entre las principales novedades regulatorias destacan las siguientes: (i) la consolidación del carác-
ter permanente o de muy larga duración de la vivienda protegida financiada con fondos públicos, 
evitando su descalificación y posterior incorporación al mercado libre; (ii) la priorización de actua-
ciones en zonas de mercado residencial tensionado conforme a la Ley 12/2023, con intensificación 
de ayudas y límites reforzados de renta; y (iii) el impulso de la construcción industrializada y de 
fórmulas de cesión de uso y colaboración público-privada.

En cuanto a las ayudas, el Real Decreto establece diversas subvenciones, entre las que destacan:

i.	 Promoción de vivienda asequible en alquiler o cesión de uso: ayudas de hasta 1000 €/m² 
útil (1100 €/m² en zonas tensionadas o promociones industrializadas), con límite del 70 % 
de la inversión.

ii.	 Adquisición de viviendas destinadas al alquiler asequible: subvención de hasta el 70 % del 
coste de adquisición, ampliable al 85 % en zonas tensionadas.

iii.	 Movilización de vivienda vacía: ayudas para rehabilitación y puesta en alquiler asequible 
de inmuebles desocupados, condicionadas al mantenimiento del destino arrendaticio du-
rante varios años.

iv.	 Ayudas al alquiler para jóvenes y colectivos vulnerables: subvenciones periódicas al pago 
de renta, con especial atención a menores de 35 años y hogares con ingresos limitados.

v.	 Rehabilitación energética, accesibilidad y regeneración urbana: subvenciones para rehabi-
litación integral de edificios, viviendas unifamiliares y actuaciones de renovación urbana, 
incluidas obras de urbanización y eficiencia energética.
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Andalucía. Vivienda. Corrección de errores

Corrección de errores de la Ley 5/2025, de 16 de diciembre, de Vivienda de Andalucía (BOJA 
de 12 de marzo de 2026)

Mediante esta disposición se corrige el error detectado en la letra f) de la disposición derogatoria 
única de la Ley 5/2025, de 22 de diciembre, de Vivienda de Andalucía.

Asturias. Mercado residencial tensionado

Resolución de 24 de abril de 2026, de la Consejería de ordenación de Territorio, urbanismo, 
Vivienda y Derechos Ciudadanos, por la que se declaran diversos ámbitos como zonas de 
mercado residencial tensionado (BOPA de 30 de abril de 2026)

Esta Resolución declara como zonas de mercado residencial tensionado los núcleos urbanos de 
Llanes, Posada de Llanes, Arenas y Poo, de conformidad con las memorias justificativas anexadas 
a la Resolución. Esta declaración tiene una duración de tres años y produce efectos desde el día 
siguiente de su publicación, sin perjuicio de su posible prórroga en los términos previstos en la 
normativa aplicable.

Baleares. Mallorca. Estancias turísticas en viviendas. Bolsa temporal de plazas

Acuerdo de la Junta Rectora del Consorcio Bolsa de Alojamientos Turísticos (Mallorca) por la 
cual se regula aquello previsto en la Disposición transitoria segunda del Decreto Ley 4/2025, 
en cuanto a bolsas temporales de plazas turísticas para estancias turísticas en viviendas 
(BOIB de 14 de marzo de 2026)

Mediante este Acuerdo se aprueba el procedimiento, condiciones, requisitos y precio para la ad-
quisición de plazas turísticas de la bolsa temporal para estancias turísticas en viviendas, según lo 
previsto en la disposición transitoria segunda del Decreto Ley 4/2025. Asimismo, se indica que 
para todo lo no previsto se aplicará de manera subsidiaria el Acuerdo de la Junta Rectora de este 
Consorcio de día 3 de diciembre de 2024 (BOIB número 5, de 9 de enero de 2025).

Baleares. Beneficios fiscales. Vivienda habitual. Zonas de precio de mercado elevado

Orden 5/2026, del consejero de Economía, Hacienda e Innovación, de 16 de marzo, por la 
que se desarrolla la disposición adicional quinta del Texto refundido de las disposiciones 
legales de la Comunidad Autónoma de las Illes Balears en materia de tributos cedidos por 
el Estado, aprobado por el Decreto legislativo 1/2014, de 6 de junio (BOIB de 17 de marzo 
de 2026)

Esta Orden desarrolla la disposición adicional quinta del Texto refundido de las disposiciones le-
gales de la Comunidad Autónoma que habilita al consejero competente en materia de hacienda 
para incrementar el límite para aplicar tipos reducidos en el Impuesto sobre Transmisiones Patri-
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moniales y Actos Jurídicos Documentados, así como reducciones en el Impuesto sobre Sucesiones 
y Donaciones por adquisición de vivienda habitual. Así, el nuevo límite queda fijado en 307.089 € 
para Mallorca (incremento del 14 %), se mantiene en 270.151,20 € para Menorca (sin incremento, 
dado que su precio medio es inferior al umbral), y se eleva a 378.212 € tanto para Ibiza como para 
Formentera (incremento máximo del 40 %).

Baleares. Guerra en Oriente Medio. Medidas anticrisis

Decreto-Ley 1/2026, de 1 de abril, por el que se adoptan medidas extraordinarias y urgen-
tes para paliar la crisis económica producida por los efectos de la guerra en Oriente Medio 
(BOIB de 1 de abril de 2026)

Este Decreto ley responde a la situación de emergencia económica derivada del conflicto bélico en 
Oriente Medio, cuyos efectos se han traducido en un alza significativa del precio de los combus-
tibles, con repercusiones sobre el transporte, la logística, la agricultura, la industria y la construc-
ción, y un aumento de los precios de la cesta de la compra. De esta manera, se establecen medidas 
para agilizar la tramitación de subvenciones y los procedimientos de gasto y para asegurar el 
equilibrio económico de los contratos públicos. Asimismo, regula medidas en materia de liquidez, 
fiscalidad, función pública, agricultura, ganadería y pesca, transportes, industria, construcción y 
comercio.

Mediante Resolución del Parlamento de las Illes Balears el 21 de abril de 2026 se acordó la con-
validación de este Decreto-ley 1/2026 (BOIB 53/2026, publicado el 25 de abril).

Canarias. Registro público de demandantes de vivienda protegida

Decreto 23/2026, de 9 de marzo, por el que se regula la inscripción y funcionamiento del 
Registro Público de Demandantes de Vivienda Protegida de Canarias, así como el régimen 
de adjudicación de viviendas protegidas de promoción pública y sus anejos no vinculados 
(BOC de 18 de marzo de 2026)

Este Decreto regula el Registro Público de Demandantes de Vivienda Protegida de Canarias y el 
régimen de adjudicación de viviendas protegidas de promoción pública. De esta manera, estable-
ce los requisitos particulares de nivel de ingresos y patrimonio, las modalidades de adjudicación y 
la formalización de las adjudicaciones.

Canarias. Calificación de viviendas o alojamientos protegidos. Documentación

Resolución de 18 de marzo de 2026, de la Directora del Instituto Canario de la Vivienda, por 
la que se determina la documentación que habrá de acompañarse a la solicitud de califica-
ción de viviendas o alojamientos protegidos (BOC de 4 de mayo de 2026)

Esta Resolución establece qué documentación debe acompañarse a la solicitud de calificación de 
vivienda o alojamiento protegido provisional y definitiva, tanto de promoción pública como de 
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promoción privada, de autoconstrucción y otras viviendas protegidas. Deberá constatarse que 
la urbanización está recibida antes de conceder la calificación definitiva en el caso de ejecución 
simultánea de las obras de edificación y urbanización.

Asimismo, deja sin efecto la Resolución de 21 de noviembre de 2025, por la que se determina la 
documentación que habrá de acompañarse a la solicitud de calificación de viviendas o alojamien-
tos protegidos.

Castilla-La Mancha. Medidas administrativas y tributarias 2026

Ley 1/2026, de 26 de marzo, de Medidas Administrativas y Tributarias de Castilla-La Man-
cha (DOCM de 30 de marzo de 2026)

En términos administrativos, esta Ley introduce medidas de simplificación administrativa y de ges-
tión de personal, como la regulación del depósito de fianzas arrendaticias y la sustitución de la 
autorización administrativa por la declaración responsable para obras en zonas de servidumbre 
de carreteras. 

Desde el punto de vista tributario, esta Ley incrementa los límites máximos de las deducciones 
por arrendamiento de vivienda habitual en el IRPF para menores de 36 años, familias numerosas, 
monoparentales y personas con discapacidad.

Por otra parte, se suprime el organismo autónomo Agencia del Agua de Castilla-La Mancha, cuyas 
funciones y competencias pasan a ser desempeñadas directamente por la Consejería competente 
en materia de aguas.

Cataluña. Reserva pública de solares

Resolución TER/742/2026, de 12 de marzo, por la que se aprueba el procedimiento para 
la inscripción de suelos en la reserva pública de solares para el año 2026 (DOGC de 18 de 
marzo de 2026)

Mediante esta Resolución se aprueba el procedimiento para la inscripción de suelos en la reserva 
pública de solares para el año 2026. De esta manera, se establecen los requisitos que deben cum-
plir los suelos para acceder a esta reserva y la documentación acreditativa que deben presentar los 
solicitantes. Por otra parte, define los regímenes de tenencia admisibles de las viviendas construi-
das en los solares inscritos, es decir, las condiciones de los contratos de alquiler y las determinacio-
nes de la transmisión de los derechos de superficie a los adjudicatarios. Asimismo, se determinan 
las ayudas para la promoción y rehabilitación de estas viviendas.

Mediante disposición de 26 de marzo, se procede a la corrección de erratas en el punto 7.1 del 
anexo de esta Resolución (DOGC 9636/2026, publicado el 31 de marzo).
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Cataluña. Fiscalidad, urbanismo y vivienda. Medidas urgentes

Decreto-ley 3/2026, de 24 de marzo, de medidas urgentes en materia fiscal, de simplificación 
y agilización en la gestión, en el ámbito del urbanismo y la vivienda, en el ámbito de personal 
y otras medidas urgentes en prórroga presupuestaria (DOGC de 25 de marzo de 2026)

Este Decreto-ley adopta un conjunto de medidas urgentes en seis ámbitos principales, justifica-
das por la situación de prórroga presupuestaria y el contexto socioeconómico actual. Entre otras 
medidas, se refuerza la transparencia del mercado del alquiler y los mecanismos de control de las 
rentas, se crea el Registro de personas grandes tenedoras de vivienda y se habilita la automatiza-
ción de actuaciones de fiscalización mediante sistemas informáticos.

Mediante disposición de 27 de marzo, se corrigen erratas en el artículo 18.2 de este Decreto-ley 
(DOGC 9636/2026, publicado el 31 de marzo). Del mismo modo, mediante disposición de 28 de 
abril, se corrigen erratas en la exposición de motivos, artículo 4 y artículo 19 de este Decreto-ley 
(DOGC 9658/2026, publicado el 5 de mayo). Asimismo, mediante Resolución 686/XV del Parla-
mento de Cataluña, se convalida este Decreto-ley 3/2026 (DOGC 9648/2026, publicado el 20 de 
abril).

Cataluña. Conflicto en Oriente Medio. Medidas económicas y sociales

Acuerdo GOV/63/2026, de 24 de marzo, por el que se aprueba un paquete de medidas para 
hacer frente a las consecuencias económicas y sociales derivadas del conflicto en Oriente 
Medio (DOGC de 26 de marzo de 2026)

Este Acuerdo aprueba el paquete de medidas para hacer frente a las consecuencias económicas 
y sociales derivadas del conflicto en Oriente Medio para fortalecer la resiliencia del tejido empre-
sarial, proteger a las familias y colectivos vulnerables, paliar los efectos del conflicto en el ámbito 
energético y acelerar la transición a las energías renovables. Así, para el cumplimiento de este 
Acuerdo se movilizarán hasta un total de 400 millones de euros.

Cataluña. Barrios y villas. Mejora urbana, ambiental y social

Resolución TER/872/2026, de 24 de marzo, por la que se aprueba el Plan de evaluación 
del despliegue de la Ley 11/2022, de 29 de diciembre, de mejora urbana, ambiental y social 
de los barrios y las villas, y de los proyectos que financia (DOGC de 27 de marzo de 2026).

Esta Resolución aprueba el Plan de evaluación del despliegue de la Ley 11/2022 y define la compo-
sición y funcionamiento de los comités de evaluación y seguimiento de los programas de memoria 
de intervención integral. De esta manera, se establece un sistema jerárquico de gobernanza a dos 
niveles: un Comité Estratégico y un Comité Operativo. El Comité Operativo elaborará anualmente 
un informe de seguimiento que analizará los avances en cada eje estratégico, el cumplimiento de 
los indicadores y las posibles desviaciones. Dicho informe será evaluado por el Comité Estratégico, 
que valorará la necesidad de acciones correctoras y aprobará las actualizaciones necesarias del 
Plan.
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Cataluña. Suelos públicos inscritos en la reserva pública de solares. Transmisión de 
un derecho real de superficie o una concesión administrativa

Resolución TER/977/2026, de 31 de marzo, por la que se da publicidad al concurso público 
para la transmisión de un derecho real de superficie o una concesión administrativa sobre 
suelos públicos inscritos en la reserva pública de solares (DOGC de 2 de abril de 2026)

Esta Resolución da publicidad complementaria al concurso público para la transmisión de un 
derecho real de superficie o una concesión administrativa sobre suelos públicos inscritos en la 
Reserva Pública de Solares. Asimismo, se establece que el proceso de adjudicación se efectuará en 
régimen de concurrencia y que el plazo para presentar ofertas finaliza el día 15 de abril de 2026.

Cataluña. Municipios rurales. Medidas urgentes en el ámbito urbanístico y de la con-
tratación

Decreto-ley 6/2026, de 5 de mayo, de medidas urgentes en el ámbito urbanístico y de la 
contratación en relación con los municipios rurales (DOGC de 6 de mayo de 2026)

Este Decreto-ley adopta medidas urgentes en el ámbito urbanístico y de la contratación en re-
lación con los municipios rurales de Cataluña. En este sentido, introduce el plan de ordenación 
urbanística municipal rural y la posibilidad de aprobar normas de planeamiento urbanístico de 
vigencia indefinida que pueden tramitar los municipios o solicitar su elaboración y aprobación 
al departamento competente en materia de urbanismo de la Administración de la Generalitat. 
Asimismo, crea un inventario de construcciones en suelo no urbanizable y la figura de los vecin-
darios rurales tradicionales, que permiten regularizar situaciones consolidadas de edificaciones 
con criterios paisajísticos.

Madrid. Apartamentos turísticos

Decreto 27/2026, de 25 de marzo, del Consejo de Gobierno, por el que se modifica el De-
creto 79/2014 sobre apartamentos turísticos y viviendas de uso turístico de la Comunidad de 
Madrid (BOCM de 6 de abril de 2026)

Mediante este Decreto se adapta el marco normativo a los pronunciamientos del Tribunal Superior 
de Justicia de Madrid que habían anulado varios preceptos del Decreto 79/2014. Asimismo, se 
actualizan los requisitos mínimos de calidad exigibles a los apartamentos turísticos, se modifican 
las condiciones de las viviendas de uso turístico y se amplía la información que debe facilitarse 
a los usuarios. Por otra parte, se incorpora expresamente la posibilidad de que las comunidades 
de propietarios limiten, condicionen o prohíban la actividad turística conforme a la normativa de 
propiedad horizontal.
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Madrid. Viviendas de concesión demanial

Decreto 31/2026, de 8 de abril, del Consejo de Gobierno, por el que se modifica el Decreto 
84/2020 sobre viviendas construidas al amparo de concesión demanial (BOCM de 9 de abril 
de 2026)

Este Decreto modifica el Decreto 84/2020, de 7 de octubre, para agilizar el procedimiento de 
asignación y el uso de viviendas construidas al amparo de concesión demanial, en tanto actualiza 
los requisitos de acceso, simplifica el proceso de adjudicación y amplía el ámbito de aplicación del 
régimen.

País Vasco. Zona de mercado residencial tensionado. Mondragón

Orden de 3 de marzo de 2026, del consejero de Vivienda y Agenda Urbana, por la que se 
declara el municipio de Mondragón como zona de mercado residencial tensionado (BOPV 
de 12 de marzo de 2026)

Esta Orden declara Mondragón como zona de mercado residencial tensionado y resuelve consi-
derar como gran tenedor a la persona física o jurídica que sea titular de cinco o más inmuebles 
urbanos de uso residencial en el municipio, excluidos, en todo caso, garajes y trasteros. Adicional-
mente, se resuelve aplicar a los contratos de arrendamiento de vivienda de inmuebles ubicados 
en esta zona la limitación de la renta prevista en el apartado 7 del artículo 17 de la Ley 29/1994.

País Vasco. Plan territorial sectorial de la red ferroviaria

Orden de 11 de abril de 2026, de la consejera de Movilidad Sostenible, por la que se inicia la 
formulación de la modificación del Plan Territorial Sectorial (PTS) de la Red Ferroviaria de 
la Comunidad Autónoma del País Vasco (BOPV de 22 de abril de 2026)

Mediante esta Orden se inicia el procedimiento de revisión y adaptación del Plan Territorial Sec-
torial de la Red Ferroviaria en la Comunidad Autónoma de Euskadi. A tales efectos, se aprueba el 
Programa de Participación Ciudadana anexo a la Orden y se acuerda recabar toda la información 
general y específica necesaria para la redacción del Plan.

Valencia. Medidas urgentes contra la hiperregulación, la agilización de procedimien-
tos y garantía de unidad de mercado

Resolución de 26 de febrero de 2026, de la Dirección General de Coordinación de la Acción 
del Gobierno, por la que se publica el Acuerdo de la Comisión Bilateral de Cooperación 
Administración general del Estado-Generalitat, en relación con el Decreto Ley 14/2025, de 
26 de diciembre, del Consell, de medidas urgentes contra la hiperregulación, la agilización 
de procedimientos y la garantía de la unidad de mercado (DOGV de 25 de marzo de 2026)

Mediante esta Resolución se publica el Acuerdo de la Comisión Bilateral de Cooperación Adminis-
tración General del Estado-Generalitat, de inicio de negociaciones en relación con los artículos 23, 
25, 26, 42, 45 y 83 y la disposición transitoria segunda del Decreto-ley 14/2025.
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Valencia. Medidas fiscales, de gestión administrativa y financiera

Resolución de 9 de marzo de 2026, de la Dirección General de Coordinación de la Acción 
del Gobierno, por la que se publica el Acuerdo de la Comisión Bilateral de Cooperación Ad-
ministración General del Estado-Generalitat Valenciana en relación con el artículo 64 de la 
Ley 5/2025, de medidas fiscales, de gestión administrativa y financiera, y de organización 
de la Generalitat (DOGV de 25 de marzo de 2026)

Mediante esta Resolución se publica el Acuerdo de la Comisión Bilateral de Cooperación Admi-
nistración General del Estado-Generalitat en relación con la resolución de discrepancias con el 
artículo 64 de la Ley 5/2025. Las discrepancias relacionadas con los artículos 127, 129, 130, 136, 
139, 140, 142 y 195 de la Ley 5/2025, no se consideran objeto de este Acuerdo.

Valencia. Protección y ordenación de la costa

Resolución de 9 de marzo de 2026, de la Dirección General de Coordinación de la Acción del 
Gobierno, por la que se publica el Acuerdo de la Comisión Bilateral de Cooperación Adminis-
tración general del Estado-Generalitat, en relación con la Ley 3/2025, de 22 de mayo, de la 
Generalitat, de protección y ordenación de la costa valenciana (DOGV de 25 de marzo de 2026)

Mediante esta Resolución se publica el Acuerdo de la Comisión Bilateral de Cooperación Admi-
nistración General del Estado-Generalitat, en relación con la resolución de discrepancias con los 
artículos 1, 2, 3, 4, 7, 9, 14, 15, 20, 21, 31, 37, 41, 42, 43, 47, 48, 49, 52, 53, 54, 55, 56, 57, 58, 59, 
disposición adicional segunda, disposición adicional sexta y disposición adicional octava de la Ley 
3/2025. Las discrepancias relacionadas con el artículo 17, la disposición adicional cuarta y la dis-
posición final primera, no se consideran objeto de este Acuerdo.

Valencia. Consellería de Medio Ambiente, Infraestructuras, Territorio y de la Recu-
peración

Decreto 49/2026, de 10 de abril, del Consell, de aprobación del Reglamento orgánico y 
funcional de la Vicepresidencia Tercera y Conselleria de Medio Ambiente, Infraestructuras, 
Territorio y de la Recuperación (DOGV de 16 de abril de 2026)

Este Decreto adapta el Reglamento orgánico y funcional de la Vicepresidencia Tercera y Conselle-
ria de Medio Ambiente, Infraestructuras, Territorio y de la Recuperación, ante la nueva estructura 
departamental establecida. De esta manera, atribuye competencias a la Vicepresidencia Tercera 
y la estructura en la Secretaría Autonómica de Medio Ambiente y Territorio, la Secretaría Auto-
nómica de Infraestructuras y Transportes y el Comisionado o Comisionada para la Recuperación, 
además de la Subsecretaría, y once direcciones generales que cubren áreas como urbanismo, 
medio natural o calidad ambiental. 

Deroga el Decreto 104/2025, de aprobación del Reglamento orgánico y funcional de la Conselle-
ria de Medio Ambiente, Infraestructuras y Territorio.
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Valencia. Plan de acción territorial de la infraestructura verde del litoral

Edicto por el que se publica el fallo de la Sentencia número 523/2024, de 6 de septiembre de 
2024, de la Sección Primera de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Supe-
rior de Justicia de la Comunitat Valenciana, en el procedimiento ordinario número 114/2018 
(DOGV de 8 de mayo de 2026)

Mediante este Edicto se publica el fallo de la Sentencia 523/2024, que declara contraria a dere-
cho —y, en consecuencia, anula y deja sin efecto— la disposición adicional primera del Decreto 
58/2018, de 4 de mayo, del Consell, por el que se aprueba el Plan de acción territorial de la 
infraestructura verde del litoral de la Comunitat Valenciana y el Catálogo de playas de la Comu-
nitat Valenciana (PATIVEL), en su primer inciso, conforme al cual “Se podrá aplicar un factor de 
flexibilidad del índice de ocupación de suelo para actividades económicas, tal y como se define en 
la estrategia territorial de la Comunitat Valenciana de hasta el 100 %, siempre que se justifique la 
necesidad de mayor superficie para la implantación de usos hoteleros en la franja del término mu-
nicipal incluida en el ámbito del presente plan”.

[Portugal]

Balcão único do prédio — alteração ao regime jurídico

Decreto-Lei n.º 87/2026, de 15 de abril (DR 73, Série I de 15 de abril de 2026)

O Decreto-Lei n.º 87/2026, de 15 de abril, procede à segunda alteração ao regime jurídico do Bal-
cão Único do Prédio (“BUPi”). Lançado em 2017, o BUPi tem por objetivo mapear a propriedade 
rústica e mista, identificando os respetivos titulares em municípios sem cadastro predial, contri-
buindo para uma melhor gestão do território e para o combate aos incêndios rurais. 

Entre as principais alterações introduzidas destacam-se: (i) o reforço da obrigatoriedade de rea-
lização da representação gráfica georreferenciada (“RGG”) aquando da transmissão de prédios 
rústicos e mistos; (ii) a criação de um mecanismo simplificado para a anexação de prédios rústicos; 
(iii) a abertura à partilha de dados do BUPi com entidades privadas que desempenhem funções 
de interesse público; (iv) a determinação de que a RGG validada pelos proprietários confinantes 
passa a ter valor de cadastro predial para todos os efeitos legais; (v) a manutenção da gratuitidade 
dos procedimentos até 30 de setembro de 2026, para prédios com área não superior a cinquenta 
hectares; (vi) a fixação de emolumentos, a partir de 1 de outubro de 2026, pela realização de RGG 
por técnicos municipais inscritos no BUPi, no valor de quinze euros por cada uma das primeiras 
nove RGG e de dez euros a partir da décima; e (vii) a extensão do alcance do sistema a municípios 
das Regiões Autónomas dos Açores e da Madeira.

O diploma produziu efeitos a partir de 16 de abril de 2026.
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2.	 Jurisprudencia

[España]

El retracto arrendaticio urbano y el cómputo del plazo de caducidad del artículo 25.3 
LAU

Sentencia del Tribunal Supremo de 19 de enero de 2026 (STS 28/2026)

La STS 28/2026, de 19 de enero, analiza la determinación del dies a quo del plazo de caducidad 
de treinta días naturales para el ejercicio de la acción de retracto arrendaticio urbano prevista 
en el artículo 25.3 de la Ley de Arrendamientos Urbanos, de 24 de noviembre de 1994. En par-
ticular, se examina si la mera comunicación verbal por agentes policiales de la transmisión de la 
vivienda arrendada, unida a la constancia registral de la compraventa, puede suplir la notificación 
fehaciente que el precepto impone al adquirente, haciendo correr el plazo de caducidad frente al 
arrendatario.

En el caso resuelto, el demandante era arrendatario de una vivienda en virtud de contrato suscrito 
el 20 de octubre de 2016 con Banco de Caja España de Inversiones Salamanca y Soria, S.A. (Caja 
España). Dicha vivienda fue vendida por Caja España a la sociedad Obras Tabiur, S.L., mediante 
escritura pública de 28 de septiembre de 2018, sin que se practicara al arrendatario notificación 
alguna de la transmisión. La entidad vendedora declaró en la escritura que la vivienda se encon-
traba libre de arrendamientos, pese a la existencia del contrato vigente. La adquirente, al constatar 
la ocupación efectiva de la vivienda, formuló denuncia por un presunto delito de usurpación, que 
concluyó con sentencia absolutoria al quedar acreditado que la ocupación se hallaba ampara-
da por justo título. Fue en el acto del juicio por delito leve, celebrado el 11 de febrero de 2019, 
cuando, a instancia de la defensa del arrendatario, la adquirente exhibió su título de propiedad. 
El arrendatario interpuso demanda de retracto el 5 de marzo de 2019, consignando el precio 
escriturado de 8.237 euros.

Tanto el Juzgado de Primera Instancia como la Audiencia Provincial desestimaron la demanda 
por caducidad de la acción. Ambas instancias fijaron el dies a quo del plazo de caducidad en el 16 
de octubre de 2018, fecha en la que agentes de la Policía Nacional comunicaron verbalmente al 
arrendatario que la vivienda había sido transmitida, sobre la base de que la compraventa constaba 
inscrita en el Registro de la Propiedad y de que el arrendatario podía conocer las condiciones de 
la venta mediante la correspondiente consulta registral.

Frente a la sentencia de la Audiencia, el arrendatario interpuso recurso de casación por interés 
casacional, denunciando la infracción del art. 25.3 LAU y la vulneración de la doctrina jurispruden-
cial que exige, para el inicio del cómputo del plazo de caducidad, un conocimiento real, efectivo y 
perfecto de la venta y sus circunstancias esenciales. 

El Tribunal Supremo estima el recurso. En su razonamiento, la Sala declara que resulta incon-
trovertido que la adquirente incumplió el deber legal de notificación fehaciente impuesto por el 



78

Inmobiliario y Urbanismo

artículo 25.3 LAU, al no haber comunicado al arrendatario las condiciones esenciales de la com-
praventa mediante entrega de copia de la escritura o documento equivalente. Asimismo, el Alto 
Tribunal afirma que la mera manifestación verbal de un agente policial relativa a la titularidad 
dominical del inmueble no puede equipararse al conocimiento pleno, cabal y exacto de las condi-
ciones esenciales de la transmisión exigido por la jurisprudencia para suplir la falta de notificación 
legal, pues carece, por definición, de los elementos necesarios —precio y restantes condiciones 
esenciales— para permitir el ejercicio consciente y fundado del derecho de retracto.

En este sentido, el Tribunal Supremo recuerda la doctrina jurisprudencial consolidada conforme 
a la cual solo cuando resulte probado que el arrendatario ha tenido un conocimiento completo y 
exacto de la venta puede iniciarse el cómputo del plazo de caducidad en ausencia de notificación 
fehaciente, y que la publicidad registral no desplaza el deber legal de notificación ni puede erigir-
se en una ficción de conocimiento sustitutiva de aquel. 

La sentencia recurrida, al imponer al arrendatario una carga de indagación que la ley no contem-
pla y sustituir el deber legal del adquirente por la supuesta posibilidad de acceso al Registro de la 
Propiedad, vulnera dicha doctrina y entra en contradicción con los principios generales del dere-
cho conforme a los cuales nadie puede beneficiarse de su propio incumplimiento. En consecuen-
cia, la Sala fija como dies a quo el 11 de febrero de 2019, fecha del juicio por delito leve en que el 
arrendatario tuvo conocimiento efectivo y completo de la transmisión, y declara que la demanda 
de retracto, interpuesta el 5 de marzo de 2019, fue ejercitada de forma tempestiva. Asumiendo 
la instancia, el Tribunal Supremo desestima las restantes excepciones opuestas por la demandada  
—inoponibilidad del arrendamiento no inscrito, venta conjunta ex artículo 25.7 LAU e impugna-
ción del precio escriturado— y estima íntegramente la demanda, fijando como precio del retracto 
los 8237 euros consignados en la escritura de compraventa, más 247,30 euros en concepto de 
gastos reembolsables conforme al artículo 1518.1 CC.

En conclusión, el Tribunal Supremo reafirma que el plazo de caducidad del artículo 25.3 LAU 
no puede computarse desde la mera noticia de la transmisión ni desde la posibilidad abstracta 
de consultar el Registro de la Propiedad, sino únicamente desde que el arrendatario tenga un 
conocimiento efectivo, completo y exacto de las condiciones esenciales de la compraventa, bien 
por la notificación fehaciente del adquirente, bien por cualquier otro medio que acredite dicho 
conocimiento pleno, sin que quepa trasladar al arrendatario la carga de indagar unas condiciones 
que el adquirente estaba legalmente obligado a comunicarle.

Efectos de la resolución contractual ex artículo 1124 CC sobre las anotaciones pre-
ventivas de embargo

Sentencia del Tribunal Supremo de 21 de enero de 2026 (STS 47/2026)

La Sentencia del Tribunal Supremo de 21 de enero de 2026, dictada por el Pleno de la Sala de lo 
Civil, analiza los efectos de la resolución de un contrato de compraventa de una finca urbana por 
incumplimiento del comprador al amparo del artículo 1124 CC y, en particular, si dicha resolución 
comporta la cancelación de las anotaciones preventivas de embargo practicadas sobre la finca a 
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favor de la Agencia Estatal de la Administración Tributaria y del Ayuntamiento de Girona durante 
el período en que la compradora figuró como titular registral.

El caso resuelto parte de la compraventa de un edificio urbano (finca registral 30.383 de Girona) 
formalizada el 25 de noviembre de 2002 entre la demandante, Explotaciones Recreativas e Inmo-
biliarias, S.L. (ERIMSA), como vendedora, y Prohabitat de L’Empordà, S.A. (PROHABITAT), como 
compradora. La operación se articuló mediante una escritura pública de compraventa y un contra-
to privado complementario de la misma fecha, en el que se establecían obligaciones adicionales a 
cargo de la compradora, entre ellas la rehabilitación del inmueble, la gestión con los arrendatarios 
y la entrega de un local en los bajos del edificio. La escritura pública, que fue la que accedió al 
Registro de la Propiedad, no contenía referencia alguna a dichas obligaciones adicionales ni a 
condición resolutoria alguna. Ante el incumplimiento grave y reiterado de PROHABITAT, ERIMSA 
ejercitó la acción de resolución contractual y amplió la demanda contra la AEAT y el Ayuntamien-
to de Girona para solicitar la cancelación de las anotaciones de embargo que ambas entidades 
habían practicado sobre las fincas resultantes de la división horizontal del edificio por deudas de 
PROHABITAT.

El Juzgado de Primera Instancia estimó parcialmente la demanda, declaró resuelto únicamente el 
contrato relativo al local de los bajos y desestimó las pretensiones frente a la AEAT y el Ayunta-
miento de Girona. La Audiencia Provincial de Girona estimó parcialmente el recurso de apelación 
y extendió la resolución al contrato de compraventa del edificio en su conjunto, pero mantuvo la 
desestimación de la pretensión de cancelación de las anotaciones de embargo. Para ello, la Au-
diencia se apoyó en el artículo 1230 CC, conforme al cual los documentos privados hechos para 
alterar lo pactado en escritura pública no producen efecto contra tercero, y razonó que las enti-
dades acreedoras habían confiado en la publicidad registral derivada de una escritura pública que 
reflejaba una compraventa consumada y sin condiciones, y que no podían quedar perjudicadas 
por pactos privados que las partes contratantes mantuvieron deliberadamente reservados.

El Tribunal Supremo estima parcialmente el recurso de casación. En primer lugar, declara la inapli-
cabilidad del artículo 1230 CC al caso, al entender que la demandante no pretendía que el con-
trato privado surtiera efectos frente a terceros, sino que la resolución contractual —fundada en el  
artículo 1124 CC— desplegara sus consecuencias jurídicas inherentes, cuestión ajena al pacto pri-
vado. No obstante, la Sala precisa que la estimación de este motivo carece de efecto útil por sí sola, 
pues la procedencia de la cancelación depende de los efectos de la resolución por incumplimiento. 

A continuación, el Pleno aborda la cuestión nuclear: los efectos de la resolución contractual ex 
artículo 1124 CC sobre las anotaciones preventivas de embargo. La Sala reafirma la doctrina juris-
prudencial conforme a la cual la resolución produce efectos ex tunc, retroactivos al momento de 
la celebración del contrato, lo que supone volver al estado jurídico preexistente como si el negocio 
no se hubiera concluido. Sin embargo, matiza que dicho efecto retroactivo no es absoluto y distin-
gue entre la condición resolutoria explícita inscrita —oponible erga omnes— y la resolución por 
incumplimiento ex artículo 1124 CC, en la que la titularidad del comprador es plena, pero suscep-
tible de retroceso, debiendo respetarse los derechos adquiridos por terceros conforme al último 
párrafo del artículo 1124 CC, los artículos 1295 y 1298 CC y las disposiciones de la Ley Hipotecaria.
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En lo que respecta específicamente a las anotaciones preventivas de embargo, el Tribunal Supre-
mo, con apoyo en una consolidada doctrina jurisprudencial, declara que el embargo otorga un 
privilegio y no un derecho real, y que la anotación preventiva cumple la función de hacer público 
ese privilegio frente a terceros, sin atribuir al anotante la condición de tercero a los efectos del ar-
tículo 34 LH ni los beneficios protectores de la fe pública registral que otorgan los artículos 32, 34 
y 37 LH. En consecuencia, la anotación de embargo resulta afectada por el retroceso patrimonial 
que entraña la resolución, al haberse verificado sobre un bien que, por efecto de la retroacción, 
no pertenecía al deudor embargado. No obstante, la Sala introduce una importante matización: 
quedan excluidas de la cancelación aquellas anotaciones que respondan a deudas respecto de las 
cuales la ley establece una afección real de la finca en caso de transmisión o cambio de titularidad, 
como las cuotas del Impuesto de Bienes Inmuebles o las deudas tributarias con afección real ex 
artículo 79 de la Ley General Tributaria, al tratarse de cargas que siguen al bien con independencia 
del cambio de titularidad y que, por su naturaleza, sí están amparadas por los principios registrales 
de prioridad e inoponibilidad del acto no inscrito.

En conclusión, el Tribunal Supremo establece que la resolución de un contrato de compraventa in-
mobiliaria por incumplimiento del comprador ex artículo 1124 CC produce efectos ex tunc y deter-
mina, como regla general, la cancelación de las anotaciones preventivas de embargo practicadas 
sobre la finca durante el período en que el comprador figuró como titular registral, al no gozar el 
titular del embargo de la protección del tercero hipotecario. No obstante, dicha cancelación no 
alcanza a las anotaciones que obedezcan a supuestos en que la ley establece una afección real de 
la finca vinculada a la transmisión o cambio de titularidad de los derechos sobre ella.

La Administración que declara la protección de un inmueble puede ser responsable 
por la modificación de planeamiento que ocasione dicha declaración

Sentencia del Tribunal Supremo (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 5.ª), núm. 
300/2026, de 11 marzo 2026

El Tribunal Supremo establece que puede exigirse responsabilidad patrimonial a la Administración 
que declara la protección de un inmueble con base en la legislación de patrimonio histórico por 
los posibles daños y perjuicios que puedan ocasionar, así como, en su caso, por las restricciones al 
derecho a edificar reconocido previamente a favor de los propietarios, o por cualquier otro perjui-
cio que, de forma inmediata —y, sin necesidad de modificación del planeamiento urbanístico—, 
derive de la declaración de protección del inmueble.

Existe la posibilidad de declarar la nulidad parcial de un instrumento de planea-
miento cuando sea posible individualizarse en una zona concreta

Sentencia del Tribunal Supremo (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 5.ª), núm. 
444/2026, de 15 abril 2026

Es posible declarar la nulidad parcial del instrumento de planeamiento cuando sea posible indi-
vidualizarse una concreta zona o sector, de modo que las determinaciones declaradas nulas no 
afecten al resto del territorio planificado.
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Además, en esta sentencia, el Tribunal Supremo establece que, para determinar si un instrumento 
de ordenación urbanística provisional que rescata las previsiones contenidas en un instrumento de 
planificación general anterior comporta nuevas demandas de recursos hídricos, a los efectos de lo 
establecido en el artículo 25.4 del Texto Refundido de la Ley de Aguas, debe tenerse en cuenta la 
suficiencia de estos, así como la disponibilidad material y jurídica de tales recursos hídricos.

Las declaraciones responsables y comunicaciones previas no pueden ser objeto de 
recurso administrativo o jurisdiccional

Sentencia del Tribunal Supremo (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 5.ª), núm. 
473/2026, de 20 abril 2026

El Tribunal Supremo establece que las declaraciones responsables y comunicaciones previas (en 
el caso enjuiciado, título habilitante requerido para el desarrollo de una actividad) no son actos 
administrativos ni expresan la voluntad de la Administración, por lo que no se puede interponer 
frente a ellas recurso alguno, ni administrativo ni judicial. Según el Alto Tribunal, la presentación 
de estos escritos no se considera acto de inicio de un procedimiento administrativo, sino que su 
eficacia se despliega desde el momento de su presentación. Todo ello, sin perjuicio de las potes-
tades de comprobación, control e inspección que la Administración tiene encomendadas y las 
posibilidades que tienen los terceros para acudir a aquella para que ejerza dichas potestades.

Al expediente de liquidación definitiva de la reparcelación forzosa debe aplicarse la 
regulación de la caducidad dispuesta en el Reglamento de Gestión Urbanística

Sentencia del Tribunal Supremo (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 5.ª), núm. 
476/2026, de 20 abril 2026

El Tribunal Supremo declara que a los expedientes de liquidación definitiva de la reparcelación 
forzosa no debe aplicarse la regulación de la caducidad dispuesta en la Ley 39/2015, de 1 de oc-
tubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, sino que debe 
estarse a lo dispuesto en el Reglamento de Gestión Urbanística, que regula un plazo de caducidad 
de cinco años. No obstante, el transcurso de este plazo constituye una mera irregularidad no in-
validante.

Las actuaciones sobre el medio urbano ordenadas a través de un instrumento de 
planeamiento urbanístico deben siempre incluir una memoria de viabilidad econó-
mica 

Sentencia del Tribunal Supremo (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 5.ª), núm. 
521/2026, de 27 abril 2026

El Tribunal Supremo concluye que, en las actuaciones sobre el medio urbano ordenadas a través 
de un instrumento de planeamiento urbanístico, siempre resulta preceptivo incluir una memoria 
de viabilidad económica. Dicha memoria deberá incluir los datos y elementos que sean necesarios 
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en relación con las determinaciones de la norma urbanística de que se trate para poder efectuar, 
razonablemente, una estimación aproximada del impacto económico que, en su caso, podría te-
ner la aprobación de la citada norma reglamentaria. En los supuestos en que la actuación urba-
nística no exija transformación y, por tanto, no tenga impacto económico, deberán hacerse constar 
en la memoria las razones o los datos que avalan dicha conclusión. En todo caso, en la exigencia 
de los requisitos formales que deban observarse en la tramitación de los planes —sean estos de 
ordenación territorial o urbanísticos— y, por ende, en la concreción de las consecuencias que 
quepa deducir de su incumplimiento, debe procederse siempre con absoluto respeto al principio 
de proporcionalidad.

3.	 Resoluciones de la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública

Nulidad parcial de compraventa de plaza de garaje protegida con sobreprecio

Resolución de 23 de diciembre de 2025 (BOE de 24 de marzo de 2026)

Se presenta en el Registro de la Propiedad una escritura de compraventa de una plaza de garaje 
protegida por el régimen VPO, en la que el precio de venta excedía del precio máximo fijado en la 
cédula de calificación de dicho régimen. El registrador deniega la inscripción por razón de dicho 
sobreprecio, si bien invoca como fundamento normativa derogada. Por su parte, el notario auto-
rizante interpone recurso en el que alega la doctrina del propio Centro Directivo —Resolución de 
24 de abril de 2017— y la jurisprudencia consolidada del Tribunal Supremo, conforme a la cual los 
contratos de compraventa de VPO con precio superior al oficial no son nulos al no estar prevista 
tal sanción de nulidad en la legislación específica, siendo el sobreprecio únicamente determinante 
de sanciones administrativas y pérdida de beneficios, sin que tampoco se pueda sostener la nuli-
dad parcial de la cláusula de precio, puesto que el precio pactado es el elemento decisivo para el 
acuerdo de voluntades.

La DGSJyFP desestima el recurso y confirma la calificación negativa. Si bien el centro directivo 
reconoce que no existe causa de nulidad expresamente prevista por la ley y reconoce su propia 
doctrina en esta línea, recalca que la jurisprudencia del Tribunal Supremo ha evolucionado en 
este sentido. Así, el centro directivo recuerda que la jurisprudencia del Tribunal Supremo sostenía 
hasta 1992 que, en una situación con un bien en régimen VPO, el comprador únicamente estaba 
obligado a pagar el precio máximo impuesto por dicho régimen y que, a partir de dicho año, ad-
mitió que el comprador debía pagar todo el precio pactado (aunque superara el precio máximo), 
sin perjuicio de las sanciones administrativas que pudieran aplicarse al vendedor, de manera que 
la mera infracción de normas administrativas no podía ser motivo de nulidad civil del acto, que 
debe desplegar plenos efectos jurídico-privados. 

El centro directivo sostiene que esta línea jurisprudencial ha quedado superada y cita para ello la 
STS de 25 de marzo de 2011, dictada en un supuesto de arrendamiento de VPO en el que se había 
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pactado una renta con sobreprecio. En dicha sentencia, el Tribunal Supremo declaró la nulidad 
parcial del precio pactado y obligó a las partes a acomodar la renta al máximo legal aplicable a 
las VPO. De esta forma, el centro directivo considera aplicable al presente caso dicha sentencia 
por analogía y concluye que se estaría ante un caso de nulidad parcial que ampara la calificación 
negativa.

Pacto de compensación de créditos en préstamo hipotecario: su validez no implica 
su inscribilidad, al carecer de trascendencia real

Resolución de 26 de diciembre de 2025 (BOE de 27 de abril de 2026)

Mediante escritura, se formalizó un préstamo hipotecario concedido por una entidad de crédito 
a dos personas físicas, en el que se estipulaba la facultad de la entidad de crédito de compensar 
las deudas impagadas con los derechos de crédito o valores depositados por la parte deudora. 
Presentada la escritura en el Registro de la Propiedad, la registradora inscribió el derecho real de 
hipoteca, pero suspendió la inscripción del referido pacto de compensación de créditos, por su 
carácter abusivo —conforme a la STS de 16 de diciembre de 2009— y por tratarse de un pacto 
que trasciende a la garantía hipotecaria y carece de eficacia real. 

El notario autorizante interpuso recurso en el que alegaba que la citada sentencia del Tribunal 
Supremo no contiene un rechazo absoluto de las cláusulas de compensación, sino que las admite 
siempre que sean transparentes, claras, concretas y sencillas, si bien se mostró conforme con que 
el pacto carece de trascendencia real y, por tanto, no es inscribible. En su informe, la registradora 
rectificó la nota con reiteración del argumento de abusividad, pero mantuvo la suspensión por 
falta de eficacia real. Por su parte, el notario eleva la cuestión al centro directivo a meros efectos 
doctrinales.

La DGSJyFP desestima el recurso y confirma la nota de calificación. Reiterando la doctrina sentada 
por el centro directivo, declara que el pacto de compensación de créditos constituye una garantía 
personal válida de conformidad con los artículos 1195 y siguientes y 1772 del Código Civil, pero 
que carece de trascendencia real, por lo que no resulta inscribible en aplicación de los artículos 12 
y 98 de la Ley Hipotecaria y 9 y 51.6.ª de su Reglamento. Precisa que dicho pacto no determina la 
extensión del derecho real de hipoteca, no menoscaba su eficacia y prioridad, ni limita las faculta-
des de su titular, y que sus consecuencias económicas operan al margen de la hipoteca. 

En cuanto al control de abusividad —argumento retirado por la registradora en su informe—, la 
DGSJyFP recuerda que, conforme al artículo 258.2 de la Ley Hipotecaria, el registrador puede re-
chazar cláusulas contrarias a normas imperativas, declaradas nulas por abusivas por sentencia del 
Tribunal Supremo con valor de jurisprudencia o inscritas en el Registro de Condiciones Generales 
de la Contratación, así como apreciar objetivamente la abusividad sin necesidad de ponderación 
del caso concreto. Concluye que la cláusula examinada ha sido redactada con sumo cuidado y 
claridad, y que se asemeja a las que el Alto Tribunal declaró válidas en su STS de 16 de diciembre 
de 2009. No obstante, aclara que la transparencia de la cláusula no implica su inscribibilidad y que 
basta su falta de trascendencia real para desestimar el recurso.
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9 de mayo de 2026

1.	 Legislación

[España]

El Real Decreto-ley 7/2026 determina la nulidad de los despidos objetivos practi-
cados por empresas perceptoras de las ayudas que establece y adelanta un año la 
obligación de disponer de un plan de movilidad sostenible al trabajo

Real Decreto-ley 7/2026, de 20 de marzo, por el que se aprueba el Plan Integral de Res-
puesta a la Crisis en Oriente Medio (BOE de 21 de marzo de 2026)

El Real Decreto-ley 7/2026 (“RDL 7/2026”), aprobado en respuesta a la crisis energética derivada 
del conflicto bélico en Irán, incorpora dos medidas de relevancia laboral. En primer lugar, las em-
presas beneficiarias de las ayudas directas que establece el RDL 7/2026 quedan sometidas, hasta 
el 30 de junio de 2026, a una prohibición de despedir por causa de fuerza mayor o por causas 
económicas, técnicas, organizativas o de producción cuando dichas causas deriven de la citada 
crisis energética. El incumplimiento de esta prohibición conlleva una doble consecuencia: el rein-
tegro de las ayudas percibidas y la calificación del despido como nulo. La prohibición se extiende, 
en el caso de los contratos fijos-discontinuos, al fin anticipado del periodo de actividad y a la falta 
de llamamiento; y, en el caso de las cooperativas, impide que sus asambleas generales acuerden, 
al amparo del artículo 85.1 de la Ley 27/1999, de 16 de julio, de Cooperativas, la reducción defini-
tiva de puestos de trabajo o la modificación de la proporción de cualificaciones profesionales por 
las causas señaladas.

En segundo lugar, el RDL 7/2026 adelanta en doce meses la obligación —originalmente previs-
ta en el artículo 26 de la Ley 9/2025, de 3 de diciembre, de Movilidad Sostenible (“LMS”)— de 
elaborar y negociar planes de movilidad sostenible al trabajo, que ahora deberá cumplirse en 
el plazo de doce meses desde la entrada en vigor de la LMS. La obligación afecta a empresas y 

*  Esta sección ha sido coordinada por Raúl Boo, del Área de Laboral de Uría Menéndez (Madrid), y en su elaboración han participado Jesús Mercader 
Uguina, Susana Bradford Ferreira, Liliana Silveira de Freitas, Francisca Esteves Moura y João Maria Esteves Dias, del Área Fiscal y Laboral de Uría Menéndez 
(Madrid y Lisboa). 
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entidades del sector público con centros de trabajo de más de doscientos trabajadores o cien por 
turno. Para las empresas beneficiarias de las ayudas directas establecidas en el RDL 7/2026, el 
incumplimiento de esta obligación comportará el reintegro de las ayudas recibidas.

Sale a la luz el anteproyecto de Ley por la que se modifican la Ley de Prevención de 
Riesgos Laborales, el Estatuto de los Trabajadores y el Reglamento de los Servicios 
de prevención

Anteproyecto de Ley por la que se modifican la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Pre-
vención de Riesgos Laborales; el Texto Refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, 
aprobado por el Real Decreto Legislativo 2/2015, de 23 de octubre; y el Reglamento de los 
Servicios de Prevención, aprobado por el Real Decreto 39/1997, de 17 de enero

El Ministerio de Trabajo y Economía Social ha dado a conocer un anteproyecto de ley de modi-
ficación de la Ley 31/1995, de Prevención de Riesgos Laborales, el Estatuto de los Trabajadores 
y el Reglamento de los Servicios de Prevención, que tiene por objeto modernizar el régimen de 
Prevención de Riesgos Laborales tras sus más de treinta años de vigencia. La propuesta parte de 
la constatación de que, pese al avance que supuso en su día la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, 
de Prevención de Riesgos Laborales, la experiencia acumulada en su aplicación ha evidenciado 
disfunciones que exigen adaptar el marco preventivo a los cambios del mercado de trabajo y a la 
aparición de riesgos emergentes. En ese contexto, adquieren especial protagonismo los riesgos 
asociados a la digitalización, al cambio climático, al envejecimiento de la plantilla y, de forma des-
tacada, los riesgos psicosociales.

En cuanto a las modificaciones sustantivas más relevantes, el anteproyecto amplía las definiciones 
de daños derivados del trabajo y condición de trabajo para incluir expresamente la salud mental, 
la organización del trabajo y los factores climáticos, y se impone que tanto la evaluación como 
la planificación preventiva incorporen de forma explícita los riesgos psicosociales y los derivados 
del cambio climático. Se refuerza asimismo el principio de adaptación del trabajo a la persona, 
mediante la introducción de nuevas figuras, como la “ausencia prolongada por motivos de salud” 
—fijada en seis meses o más—, y la obligación de articular procedimientos de retorno al trabajo 
tras ese tipo de ausencias, incluida la actualización de la formación preventiva. La perspectiva 
de género y de edad, junto con otras características personales relevantes, deberá integrarse de 
forma transversal en toda la acción preventiva, y la vigilancia de la salud —que pasa a abarcar 
tanto la física como la mental— se extiende a reconocimientos iniciales, periódicos y posteriores 
a ausencias prolongadas.

En el plano organizativo, la posibilidad de que el empresario asuma personalmente la prevención 
queda restringida a empresas de hasta diez trabajadores con un único centro de trabajo. Para las 
empresas de menos de diez trabajadores sin representación legal, se crea la figura de los agentes 
territoriales de prevención, designados por las organizaciones sindicales y empresariales más re-
presentativas de cada Comunidad Autónoma. 
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Por último, en el plano sancionador, se suprime la reducción de la multa por pronto pago cuando 
la infracción esté relacionada causalmente con un accidente de trabajo o una enfermedad profe-
sional.

Condiciones laborales transparentes y previsibles en la Unión Europea

Proyecto de Real Decreto por el que se transpone la Directiva (UE) 2019/1152, relativa a 
unas condiciones laborales transparentes y previsibles en la Unión Europea

El Ministerio de Trabajo y Economía Social ha publicado un proyecto de Real Decreto de transpo-
sición parcial de la Directiva (UE) 2019/1152, relativa a unas condiciones laborales transparentes y 
previsibles, que sustituirá al vigente Real Decreto 1659/1998. La norma responde al mandato de 
la Directiva de actualizar la lista de elementos esenciales del contrato de trabajo sobre los que los 
trabajadores deben recibir información por escrito al inicio de la relación laboral.

En materia salarial, deberán desglosarse el salario base y cada uno de los complementos, indi-
cando su periodicidad, método de pago y, cuando sean variables, los criterios que determinan su 
percepción y el modo de cálculo. En materia de tiempo de trabajo, la información requerida se 
vuelve considerablemente más detallada: distribución horaria diaria, semanal y anual, regímenes 
de trabajo nocturno o a turnos, procedimientos para modificar la jornada, horas extraordinarias, 
fijación del periodo de vacaciones y, en el caso de jornada irregular, las horas y días en que puede 
exigirse la prestación y los periodos mínimos de preaviso. El proyecto exige también informar 
sobre la existencia de sistemas algorítmicos o automatizados que traten datos personales para la 
determinación o modificación de condiciones de trabajo, así como sobre el plan de igualdad apli-
cable. La norma se aplica igualmente a las relaciones laborales vigentes, respecto de las cuales la 
empresa deberá facilitar la información en el plazo de quince días hábiles desde que el trabajador 
la solicite.

Salarios mínimos adecuados en la Unión Europea y reglas de aplicación del salario 
mínimo interprofesional

Proyecto de Real Decreto por el que se transpone la Directiva (UE) 2022/2041, sobre unos 
salarios mínimos adecuados en la Unión Europea, y se desarrollan aspectos relacionados 
con las reglas de aplicación del salario mínimo interprofesional

El Ministerio de Trabajo y Economía Social ha sometido a audiencia pública un proyecto de Real 
Decreto de transposición de la Directiva (UE) 2022/2041, sobre unos salarios mínimos adecuados 
en la Unión Europea. El proyecto establece un procedimiento de revisión anual del salario mínimo 
interprofesional (“SMI”) encomendado a una nueva Comisión asesora adscrita al Ministerio, que 
elaborará la propuesta de fijación y evaluará si su cuantía alcanza el sesenta por ciento del salario 
medio neto nacional, umbral que la Directiva considera indicativo de un salario mínimo adecuado.

Asimismo, el proyecto modifica las normas de compensación y absorción del SMI. Se excluyen del 
cómputo de salario, a efectos de verificar el cumplimiento del SMI, los pluses por condiciones de 
la actividad —nocturnidad, toxicidad, penosidad, peligrosidad, turnicidad o disponibilidad—, los 
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ligados a características intrínsecas de la persona trabajadora —antigüedad, formación o residen-
cia—, los de cantidad o calidad del trabajo —incentivos, primas de productividad o comisiones— 
y aquellos cuyo carácter no compensable prevea el convenio colectivo aplicable.

[Portugal]

Tempo de trabalho — transporte rodoviário 

Decreto-Lei n.º 84/2026, de 13 de abril (DR 71, Série I, de 13 de abril de 2026)

O Decreto-Lei n.º 84/2026, de 13 de abril, vem concentrar num único diploma toda a matéria 
social no domínio dos transportes rodoviários com relevo laboral – bem como o respetivo regime 
contraordenacional –, unificando legislação anteriormente dispersa por vários diplomas, e trans-
pondo várias diretivas europeias e revogando, em particular, os Decretos-Leis n.os 237/2007, de 19 
de junho, e 117/2012, de 5 de junho (“Decreto-Lei n.º 84/2026”).

O Decreto-Lei n.º 84/2026 disciplina, ainda, o regime de instalação, funcionamento e utilização 
do tacógrafo, matéria que ficará de fora desta análise por não se revestir de relevância a nível de 
Direito Laboral.

Do ponto de vista laboral, relevam essencialmente as seguintes matérias:

i.	 Organização do Tempo de Trabalho.

ii.	 Dever de informação: sem prejuízo do regime estabelecido no Código do Trabalho, o dever 
de informação passa a incluir os limites à duração do trabalho e os intervalos e períodos 
de repouso, sob pena de contraordenação grave.

iii.	 Registo de tempos de trabalho: o empregador fica obrigado a manter os suportes de re-
gisto de trabalho em condições de leitura durante cinco anos, à disposição das entidades 
fiscalizadoras, e a entregar cópia ao trabalhador no prazo de 10 dias úteis a contar do 
respetivo pedido. 

iv.	 No caso de trabalhador sujeito a tacógrafo (aparelho de controlo sobre a marcha dos veícu-
los e sobre os períodos de atividade dos condutores), a obrigação de registo prevista no 
artigo 202.º do Código do Trabalho considera-se cumprida através desse aparelho.

v.	 Duração do trabalho semanal dos trabalhadores móveis: Não pode exceder 60 horas, nem 
48 horas em média num período de quatro meses, incluindo trabalho suplementar, sendo 
o período de referência extensível a seis meses por intermédio de instrumento de regula-
mentação coletiva de trabalho. 

vi.	 Duração do trabalho em caso de pluriemprego: quando o trabalhador móvel exerça a sua 
atividade para vários empregadores, a duração semanal corresponde à soma dos períodos 
prestados a todos eles, recaindo sobre o empregador a obrigação de solicitar por escrito, 
aquando da admissão, a indicação dos períodos prestados a outros empregadores, e sobre 
o trabalhador a obrigação recíproca de informação.
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vii.	 Duração do trabalho noturno: A duração do trabalho que abranja, no todo ou em parte, o 
intervalo entre as 0 e as 5 horas da manhã não pode exceder 10 horas por cada período 
de 24 horas após um período de repouso, podendo este limite ser afastado por convenção 
coletiva por motivos objetivos (i.e., razões técnicas ou de organização do trabalho).

viii.	 Intervalos de descanso: O período de trabalho é interrompido por intervalo de, pelo me-
nos, 30 minutos, se o número de horas de trabalho estiver compreendido entre 6 e 9, ou 
de 45 minutos, caso aquele número seja superior a 9 horas.

ix.	 Limite de horas consecutivas de trabalho: Os trabalhadores móveis não podem prestar mais 
de 6 horas de trabalho consecutivo, podendo o intervalo de descanso ser dividido em 
vários períodos com duração mínima de 15 minutos.

x.	 Tempo de disponibilidade: O tempo de disponibilidade não é considerado tempo de tra-
balho. Constitui “tempo de disponibilidade” os períodos não correspondentes a pausas ou 
repouso, em que o trabalhador móvel, sem estar obrigado a permanecer no posto de tra-
balho, se mantém disponível para responder a solicitações relacionadas com a condução 
ou com outras tarefas de transporte rodoviário, desde que o âmbito e a duração previsível 
desses períodos sejam previamente conhecidos. 

xi.	 Incluem-se, ainda, neste conceito os períodos de acompanhamento do veículo em fer-
ry-boat ou comboio, de espera nas fronteiras ou devido a restrições à circulação; bem 
assim, para os condutores inseridos em equipa, considera-se tempo de disponibilidade o 
tempo passado pelo trabalhador ao lado do condutor ou num beliche durante a marcha 
do veículo.

xii.	 Destacamento de condutores (artigos 28.º a 31.º)

xiii.	 Direitos do condutor destacado: 	O condutor destacado tem direito às condições previstas 
no artigo 7.º do Código do Trabalho, que determina a aplicação da lei portuguesa aos 
trabalhadores destacados em Portugal relativamente a determinadas matérias (e.g., se-
gurança no emprego, duração máxima dos tempos de trabalho, períodos mínimos de 
descanso, férias, retribuição mínima, entre outras). 

xiv.	 Duração do destacamento: O período de destacamento não pode ser acumulado com pe-
ríodos anteriores efetuados pelo mesmo condutor ou pelo condutor que este substitua.

xv.	 Formação: O empregador deve promover formação e disponibilizar informação relativa 
a direitos e obrigações em matéria de destacamento, constituindo a violação deste dever 
contraordenação grave.

xvi.	 Declaração de destacamento: A empresa transportadora que destaque um condutor nas 
condições previstas no Decreto-Lei n.º 84/2026 está obrigada a apresentar uma decla-
ração de destacamento utilizando, para o efeito, o formulário normalizado e multilingue.

xvii.	 Aplicação Subsidiária: Em tudo o que não esteja previsto no Decreto-Lei n.º 84/2026 apli-
ca-se subsidiariamente o Código do Trabalho.
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xviii.	Regime contraordenacional.

xix.	 Violação dos limites de duração do trabalho semanal: 

•	 Contraordenação leve: se inferior a 65 horas semanais ou a 56 horas em média no 
período de referência;

•	 Contraordenação grave: se se situar entre 65 e 70 horas semanais, ou entre 56 e 60 
horas em média no período de referência;

•	 Contraordenação muito grave: se igual ou superior a 70 horas semanais ou a 60 horas 
em média.

xx.	 Contraordenações especiais: é estabelecido um regime de contraordenações especiais, 
tipificadas, relativas à violação das regras sobre, entre outras matérias, tempo diário e 
semanal de condução, pausas, períodos de repouso diário e semanal, alojamento, e pré-
mios ou outras prestações complementares que comprometam a segurança rodoviária ou 
incentivem o incumprimento da regulamentação europeia aplicável.

xxi.	 Responsabilidade do empregador: o empregador é responsável por qualquer infração co-
metida pelo condutor, ainda que fora do território nacional, salvo quando consiga de-
monstrar que organizou o trabalho de modo que o condutor pudesse cumprir o disposto 
na legislação europeia relevante. 

xxii.	 Responsabilidade de outros intervenientes: a responsabilidade de outros intervenientes, que 
de algum modo participem na organização do trabalho da operação de transporte (e.g., 
expedidores, transitários ou operadores turísticos), é punida a título de comparticipação.

O Decreto-Lei n.º 84/2026 entra em vigor 90 dias após a sua publicação (12 de julho de 2026).

2.	 Jurisprudencia

[España]

La nulidad del acuerdo de no competencia postcontractual no da derecho a la em-
presa a reclamar la devolución de la compensación que abonó al trabajador en for-
ma de incremento salarial

Sentencia del Tribunal Supremo, Sala de lo Social, de 25 de febrero de 2026

El litigio trae causa de una demanda interpuesta por la empresa empleadora frente a uno de sus 
trabajadores por incumplimiento de pacto de no competencia poscontractual. En virtud de dicho 
pacto, el trabajador se comprometía a no prestar servicios para ninguna empresa de la competen-
cia ni que vendiese productos similares durante un período de veinticuatro meses a contar desde 
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la fecha de su baja en la empresa. Sin embargo, tan solo dos días después de que las partes alcan-
zaran un acuerdo de conciliación ante el Servicio de Mediación, Arbitraje y Conciliación que puso 
fin a la relación laboral, el trabajador comenzó a prestar servicios para la única empresa compe-
tidora de la provincia dedicada a la misma actividad. La empresa reclamó entonces la devolución 
de todas las cantidades abonadas en concepto de compensación por el pacto incumplido.

El Tribunal Supremo (“TS”) confirma la sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña, 
que falló a favor del trabajador. El pacto de no competencia establecía que cualquier incremento 
de salario que el trabajador percibiera por encima del salario de convenio durante la vigencia del 
contrato se consideraría compensación por el pacto de no competencia. A juicio de la Sala, ello 
determina que la compensación pactada tenía naturaleza salarial —y no indemnizatoria—, por lo 
que no puede ser objeto de reintegro.

Es nula la cláusula que priva del incentivo a los trabajadores sancionados por faltas 
graves o muy graves durante el periodo de devengo. También es nula la cláusula 
que permite el ajuste discrecional del incentivo sin establecer criterios objetivos y 
determinables

Sentencia del Tribunal Supremo, Sala de lo Social, de 17 de febrero de 2026

La sentencia analiza la validez de dos cláusulas contenidas en los planes de incentivos elaborados 
unilateralmente por la empresa para determinadas categorías de su personal.

En primer lugar, se declara nula la cláusula que priva del bonus a los trabajadores a los que se les 
haya notificado una sanción por infracción grave o muy grave en la comercialización de productos 
durante el periodo de devengo del incentivo. La Sala considera que dicha cláusula constituye una 
multa de haber proscrita por el artículo 58.3 del Real Decreto Legislativo 2/2015, de 23 de octu-
bre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores (“ET”), en 
la medida en que priva al trabajador de una retribución que ha devengado mediante la prestación 
efectiva de sus servicios. A ello se suma que la pérdida del incentivo no está tipificada como san-
ción en el convenio colectivo aplicable y que el régimen disciplinario no puede ser impuesto de 
forma unilateral por el empleador al margen de la negociación colectiva, ni siquiera como contra-
prestación a las ventajas que el plan de incentivos pudiera reportar.

En segundo lugar, se declara igualmente nula la cláusula que faculta al director de Área de Ne-
gocio para ajustar discrecionalmente el importe del bonus calculado en un porcentaje de hasta el 
15 %, con posibilidad de superar dicho umbral en supuestos excepcionales, sin que se establezcan 
criterios objetivos y determinables que rijan dicha decisión. La Sala aprecia que tal previsión deja 
la cuantificación del incentivo al arbitrio exclusivo del empleador, en contravención del artículo 
1256 del Código Civil, y vulnera el principio de transparencia y previsibilidad retributiva que impo-
nen tanto el ordenamiento interno como la Directiva (UE) 2019/1152.
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Es discriminatorio excluir los periodos de incapacidad temporal por contingencias 
comunes del cómputo del umbral mínimo de permanencia requerido para acceder 
a retribución variable. No obstante, es válido reducir proporcionalmente la retribu-
ción variable según los periodos efectivamente trabajados

Sentencia del Tribunal Supremo, Sala de lo Social, de 12 de febrero de 2026

El litigio trae causa de una demanda de impugnación interpuesta contra un convenio colectivo 
de empresa. Se impugna, entre otros, el artículo del convenio que regula la prima general por 
objetivos y permanencia. Dicho artículo excluía los periodos de incapacidad temporal derivada 
de contingencias comunes del cómputo del tiempo trabajado a efectos del devengo de la prima, 
salvo que la duración acumulada de tales procesos en el año valorado no superase los treinta 
días naturales. El sindicato demandante sostiene que esta exclusión constituye una discriminación 
directa por razón de enfermedad, prohibida por la Ley 15/2022, de 12 de julio, integral para la 
igualdad de trato y la no discriminación (“Ley 15/2022”).

El TS estima parcialmente el recurso y declara la nulidad parcial del precepto convencional impug-
nado, distinguiendo dos supuestos con distinto tratamiento jurídico. Por un lado, aprecia que la 
cláusula actúa como requisito de permanencia o asistencia en lo que respecta al umbral mínimo 
de tres meses de trabajo efectivo que da acceso al cobro de la prima, pues, en la medida en que los 
periodos de incapacidad temporal por contingencias comunes no computan para alcanzar dicho 
umbral, la cláusula penaliza al trabajador enfermo con la pérdida total del incentivo, lo que consti-
tuye una discriminación directa por razón de enfermedad contraria al artículo 2 de la Ley 15/2022.

Por otro lado, la Sala concluye que no es ilícita la previsión que, una vez superado el umbral míni-
mo de permanencia, reduce la prima de forma proporcional a los periodos efectivamente traba-
jados, excluyendo del cálculo las ausencias por incapacidad temporal de contingencias comunes 
superiores a treinta días. En este caso, la reducción no responde a un requisito de asistencia, sino 
a la aplicación proporcional de un concepto salarial de devengo anual durante los periodos de 
suspensión del contrato. Ahora bien, para que dicha reducción resulte lícita, los parámetros de 
rendimiento individual fijados para el devengo de la prima deben reducirse en la misma propor-
ción, excluyendo la parte correspondiente a los periodos de suspensión. Con estas condiciones, la 
previsión resulta conforme con el artículo 45.1.c) del ET y no vulnera la Ley 15/2022.

Existe sucesión de empresas en los supuestos de reversión de arrendamiento de 
explotación turística, con independencia de si el propietario decide continuar con la 
actividad

Sentencia del Tribunal Supremo, Sala de lo Social, de 9 de febrero de 2026

Una empresa adquirió un complejo de apartamentos turísticos que venía siendo explotado por 
otra en virtud de un contrato de arrendamiento de industria. Al finalizar el contrato, la empresa 
propietaria optó por no renovarlo, recuperando la posesión de la explotación turística, pero se 
negó a subrogarse en los contratos de los trabajadores. La empresa arrendataria, que había co-
municado a su plantilla que la reversión constituía un supuesto de sucesión de empresa, procedió 
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a extinguir las relaciones laborales ante la negativa de la nueva propietaria a asumirlas. Una de las 
trabajadoras afectadas impugnó su despido.

El TS estima el recurso y declara que la reversión de una unidad productiva plenamente equipada 
tras la finalización de un contrato de arrendamiento de industria opera ope legis como sucesión de 
empresa ex artículo 44 del ET, con independencia de la decisión del propietario sobre la continui-
dad de la actividad y del estado de deterioro en el que se entregue la industria.

No es discriminatorio conceder un régimen de teletrabajo más generoso al personal 
fuera de convenio

Sentencia del Tribunal Supremo, Sala de lo Social, de 5 de febrero de 2026

La controversia tiene su origen en la decisión de una empresa de permitir exclusivamente al per-
sonal fuera de convenio trabajar a distancia desde un domicilio distinto al habitual durante los 
periodos estival (1 de julio a 31 de agosto) y navideño (24 de diciembre a 5 de enero), sin extender 
este beneficio al personal sujeto a convenio. Un sindicato consideró discriminatoria la medida, por 
lo que interpuso demanda de conflicto colectivo contra la empresa.

El TS desestima el recurso y confirma la sentencia de la Audiencia Nacional (“AN”). La Sala precisa 
que el artículo 14 de la Constitución española (“CE”) contiene dos mandatos distintos: por un lado, 
la interdicción de discriminación por causa odiosa o ilícita —sexo, raza, religión, afiliación política 
o sindical—, que vincula a todo sujeto público o privado; y, por otro, la exigencia de igualdad de 
trato, que solo alcanza a los poderes públicos y a quienes ejercen potestades normativas, como 
los negociadores de convenios colectivos. Al no estar el trabajo a distancia regulado en ninguna 
norma colectiva que impusiera a la empresa obligaciones concretas en esta materia, no existe un 
parámetro homogéneo de comparación entre ambos colectivos que exija una igualdad de trato 
absoluta. En este caso, además, concurrían circunstancias objetivas que justifican el trato desigual, 
pues el propio convenio colectivo establecía una distinción entre dos grupos de personal —el per-
sonal “dentro” y “fuera” del convenio—, distinción que no había sido impugnada. En añadidura, 
el personal fuera de convenio desempeñaba funciones críticas y de mayor responsabilidad, en 
régimen de dedicación exclusiva, plena disponibilidad y horario flexible, condiciones que lo sitúan 
en una posición jurídica y fáctica cualitativamente distinta de la del personal sujeto a convenio.

No se puede vincular el inicio del permiso por cuidado de familiares a la fecha del 
suceso del que trae causa

Sentencia del Tribunal Supremo, Sala de lo Social, de 4 de febrero de 2026

La empresa emitió una nota interna en la que establecía que el permiso por accidente o enfer-
medad graves, hospitalización o intervención quirúrgica con reposo domiciliario previsto en el 
artículo 37.3.b) del ET debía comenzar a disfrutarse a partir del primer día laborable siguiente al 
suceso causante. Varios sindicatos impugnaron esta instrucción en conflicto colectivo.
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Ni el ET, ni el convenio colectivo aplicable, ni la Directiva 2019/1158 contienen regla alguna sobre 
el momento en que puede hacerse efectivo el permiso, por lo que la Sala acomete su interpreta-
ción desde una perspectiva exclusivamente teleológica. El Alto Tribunal declara que la finalidad de 
este permiso es la atención y asistencia al familiar, necesidades que no se agotan en los días inme-
diatamente posteriores al suceso, sino que pueden extenderse durante un periodo prolongado e 
indeterminado. Del mismo modo que el permiso no puede desvincularse de la asistencia efectiva 
al enfermo, tampoco puede limitarse en su fecha de inicio mientras subsistan esas necesidades 
asistenciales. La vinculación forzosa del inicio al hecho causante impide una distribución racional 
del permiso que permita una asistencia planificada y más eficaz, devaluando así su potencial pro-
tector. Por ello, el TS desestima el recurso de casación de la empresa y confirma la sentencia de la 
AN, que había declarado contraria a derecho dicha instrucción.

Es nulo el artículo de un convenio colectivo que determina su pérdida automática de 
vigencia si se producen determinadas modificaciones normativas

Sentencia del Tribunal Supremo, Sala de lo Social, de 3 de febrero de 2026

El convenio colectivo de un sector de actividad de ámbito autonómico incluía una cláusula por la 
que perdería automáticamente su vigencia si la Comunidad Autónoma correspondiente aprobaba 
determinadas disposiciones normativas, pasando en tal caso a regir el convenio marco estatal. Un 
sindicato no firmante impugnó dicha cláusula, que fue declarada nula en primera instancia por 
el Tribunal Superior de Justicia. La asociación empresarial y el sindicato firmantes recurrieron en 
casación.

El TS, en Pleno, confirma la nulidad de la cláusula, al considerar que someter la vigencia de un 
convenio colectivo a una condición resolutoria de esta naturaleza resulta incompatible con el ca-
rácter normativo que el artículo 37.1 de la CE atribuye al convenio colectivo. La amplia regulación 
del título III del ET —‍que establece mecanismos específicos para la inaplicación, la modificación y 
la revisión del convenio, y que exige que su ámbito temporal figure como contenido mínimo esen-
cial— impide el recurso a fórmulas contractuales civiles mediante las que se someta la vigencia 
normativa del convenio a condiciones resolutorias. Adicionalmente, la Sala advierte que el esta-
blecimiento de una condición resolutoria de esta naturaleza dejaría sin efecto la previsión legal 
imperativa según la cual la revisión del convenio solo puede llevarla a efecto quien ostente plena 
capacidad negocial en el momento de dicha revisión, lo que excluye que los sujetos firmantes del 
convenio original puedan predeterminar su extinción.

La sentencia cuenta con un voto particular de la magistrada ponente inicialmente designada, que 
defiende que la libertad de contratación, como contenido esencial del derecho a la negociación 
colectiva, ampara la facultad de las partes de prever anticipadamente causas de pérdida de vigen-
cia del convenio cuando las circunstancias objetivas que motivaron su negociación desaparecen.
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La elaboración de criterios de utilización de dispositivos digitales exige la participa-
ción de la representación de los trabajadores, pero no es necesaria una negociación 
o acuerdo al respecto

Sentencia de la Audiencia Nacional, Sala de lo Social, de 18 de febrero de 2026

Varios sindicatos impugnaron en conflicto colectivo el Anexo a la Política Global de Seguridad del 
Usuario Final implantado por las empresas demandadas, alegando, en lo que aquí interesa, que 
su elaboración sin negociación con la representación de los trabajadores vulneraba el artículo 87.3 
de la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y garantía de 
los derechos digitales (“LOPD”).

La Sala desestima las demandas y precisa el alcance del deber de participación que impone el 
artículo 87.3 de la LOPD. A diferencia del artículo 88.3 de la LOPD —que exige expresamente “au-
diencia previa” para la política de desconexión digital—, el precepto relativo al uso de dispositivos 
digitales emplea la fórmula abierta “participar en su elaboración”, que no puede identificarse con 
negociar ni exige acuerdo, pero que tampoco se satisface con la mera información pasiva. Una 
interpretación sistemática con el artículo 64.5.f) del ET —que reconoce a la representación de los 
trabajadores el derecho a emitir informe previo en materia de sistemas de control— conduce a 
concluir que ese es el umbral mínimo exigible. En el caso concreto, la empresa solicitó no uno, 
sino dos informes previos, postergó la entrada en vigor del Anexo más de dos meses y medio para 
estudiar las alegaciones y elaboró una segunda versión en la que incorporó parte de ellas, lo que 
la Sala considera cumplimiento suficiente de la obligación de participación, sin que la no asunción 
total de las alegaciones suponga incumplimiento alguno.

[Portugal]

Despedimento ilícito – reincidência – adequação da sanção disciplinar 

Acórdão de 18 de março de 2026, Processo n.º19799/22.7T8PRT.P1.S1 – STJ

O presente acórdão tem origem numa impugnação judicial da regularidade e licitude do despe-
dimento intentada por um trabalhador (“Autor”) contra a sua entidade empregadora (“Ré”), na 
qual peticionou que o despedimento por facto imputável ao trabalhador contra si movido fosse 
declarado ilícito, por inexistência de justa causa, por alegada desproporcionalidade da sanção.

No procedimento disciplinar promovido pela Ré, imputavam-se duas infrações disciplinares ao 
Autor: por um lado, que o Autor, após ter regressado de serviço externo, conduziu uma viatura da 
Ré, estacionada no parque exterior das instalações, apesar de não possuir carta de condução, em-
batendo numa parede e causando danos superficiais; por outro, que cerca de um mês após esse 
episódio, tendo sido chamado ao gabinete do gerente da Ré para prestar esclarecimentos sobre 
o seu desempenho mensal, o Autor respondeu ao seu superior hierárquico “aos berros”, em tom 
exaltado e com linguagem desadequada, grosseira e imprópria.



98

Laboral y Seguridad Social

O Autor era reincidente disciplinar, tendo sido sujeito a procedimento disciplinar anterior que 
concluiu com a aplicação de uma sanção de suspensão do trabalho com perda de retribuição e 
antiguidade por 15 dias.

Em sede de 1.ª instância o tribunal julgou o despedimento ilícito por inexistência de justa causa, 
condenando a Ré no pagamento de indemnização e demais créditos laborais. O TRP reverteu 
essa decisão, tendo considerado lícito o despedimento e, consequentemente, absolveu a Ré dos 
pedidos contra si formulados. Inconformado, o Autor interpôs recurso de revista para o STJ.

A questão central apreciada pelo STJ foi a da existência ou não de justa causa de despedimento. 

No acórdão em apreço, o STJ começou por clarificar o papel da reincidência disciplinar, afirmando 
que a mesma pode ser ponderada na apreciação da adequação da sanção, não podendo, contu-
do, servir de fundamento autónomo para o despedimento, por força do princípio ne bis in idem. 
No que respeita ao peso de registo disciplinar anterior, o STJ concluiu que a reincidência per se 
não afasta a exigência de um comportamento culposo que, pela sua gravidade e consequências, 
torne imediata e praticamente impossível a subsistência da relação de trabalho.

Quanto à primeira infração disciplinar, o STJ considerou que a condução sem habilitação legal 
ocorreu no parque exterior das instalações da empresa, fora da via pública, o que atenuou a sua 
relevância para efeitos de qualificação como justa causa de despedimento. Os danos causados na 
viatura foram superficiais e o prejuízo apurado não foi quantificado. Ademais, não ficou provado 
que o Autor se encontrava em estado de embriaguez no momento dos factos, não sendo suficien-
te a perceção do gerente nem a admissão de consumo de álcool pelo Autor. O STJ destacou ainda 
que este incidente, durante mais de um mês, não produziu quaisquer consequências relevantes 
na empresa.

Quanto à segunda, o STJ reconheceu que a resposta exagerada do Autor integra uma violação do 
dever de urbanidade previsto no Código do Trabalho, mas entendeu que tal infração não atinge 
o limiar de gravidade necessário para justificar o despedimento, contribuindo, para o efeito: (i) o 
facto de a linguagem utilizada, embora desadequada, não ter sido insultuosa para com a Ré; (ii) a 
condição de saúde do Autor, que padecia de ansiedade e se encontrava medicado desde 2017; e 
(iii) a necessidade de contextualizar o grau de formalidade das relações no seio da empresa. Mais 
acrescentou o STJ que as referências constantes da nota de culpa a comportamentos semelhantes 
em relação a outros superiores hierárquicos eram de cariz genérico e destituídas da descrição 
circunstanciada exigida, pelo que não podiam ser valoradas.

Em face do exposto, o STJ concluiu pela ilicitude do despedimento por ausência de justa causa, 
repristinando a decisão da 1.ª instância.
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Ação de impugnação do despedimento — omissão de junção do relatório final do 
inquérito prévio

Acórdão de 8 de abril de 2026, Processo n.º 1921/24.0T8CSC-A.l1.S1 – STJ

O presente acórdão, proferido no âmbito de uma ação de impugnação da regularidade e licitude 
do despedimento, versa sobre a questão de saber se a falta de junção do relatório final do inqué-
rito prévio (o “Relatório Final”) ao articulado motivador do despedimento determina a aplicação 
da cominação prevista no artigo 98.º-J, n.º 3, do Código de Processo do Trabalho (“CPT”), i.e., a 
imediata declaração de ilicitude do despedimento pelo tribunal, sem necessidade de apreciação.

Nos presentes autos, a trabalhadora (“Autora”) impugnou o seu despedimento e a empregadora 
(“Ré”) juntou o procedimento disciplinar (“PD”) com o seu articulado, conforme exigido pelo CPT. 
Porém, do PD não constava a deliberação que determinou a realização do inquérito prévio nem o 
respetivo Relatório Final (que tinha sido elaborado).

O Tribunal de 1.ª instância declarou imediatamente a ilicitude do despedimento, por considerar 
que a referida omissão equivalia à falta de apresentação do PD na sua globalidade. O Tribunal da 
Relação de Lisboa reverteu esta decisão, julgando ser desproporcional equiparar aquela omissão 
à falta de apresentação do PD. A Autora interpôs recurso de revista para o Supremo Tribunal de 
Justiça (“STJ”).

O STJ começou por afirmar que todo o PD, tal como elaborado, deve ser junto com o articulado 
motivador, não competindo ao empregador selecionar as peças que pretende apresentar (confor-
me jurisprudência assente). No entanto, clarificou que esta exigência não pode ser reduzida a um 
“mero formalismo”, destituído de conteúdo. 

Assim, a omissão de elementos cuja junção não é obrigatória por lei (como o Relatório Final do 
procedimento prévio de inquérito) só determina a imediata declaração de ilicitude do despedi-
mento quando, no caso concreto, se revelem relevantes para (i) assegurar ao trabalhador o pleno 
exercício do direito de defesa e (ii) permitir ao tribunal a sindicância da legalidade do PD. 

No caso concreto, o STJ concluiu que as imputações constantes da nota de culpa não se revestiam 
de especial complexidade, sendo claras e compreensíveis, e considerou que os atos do inquérito 
prévio – essencialmente inquirições de testemunhas, juntas ao PD – não eram extensos nem assu-
miam complexidade técnica ou probatória que justificasse recorrer ao Relatório Final para a sua 
adequada compreensão. 

Ressalvou, ainda, que a lei não prevê a obrigatoriedade de um relatório final no âmbito do inqué-
rito prévio, sendo que, para efeitos de contagem do prazo de 30 dias previsto no artigo 352.º do 
Código do Trabalho, tanto doutrina como jurisprudência entendem que a conclusão do inquérito 
coincide com o último ato ou diligência relevante, e não com a (sublinhe-se) eventual elaboração 
de um relatório final.

Por considerar evidente que a omissão não teve qualquer relevo para a defesa da Autora nem 
para a apreciação do tribunal, o STJ julgou improcedente a revista e confirmou a decisão recorrida.
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9 de mayo de 2026

1.	 Legislación

[España]

Transporte aéreo y terrestre

Real Decreto 182/2026, de 11 de marzo, por el que se modifican el Reglamento de la Ley de 
Ordenación de los Transportes Terrestres, aprobado mediante el Real Decreto 1211/1990, de 
28 de septiembre; el Real Decreto 123/2015, de 27 de febrero, por el que se regula la licencia 
y habilitaciones del piloto de ultraligero; y el Real Decreto 765/2022, de 20 de septiembre, 
por el que se regula el uso de aeronaves motorizadas ultraligeras (ULM) (BOE de 12 de 
marzo de 2026)

El Real Decreto modifica la normativa en materia de transporte terrestre y aviación ultraligera, con 
el objetivo de modernizar su regulación, adaptarla al marco europeo y reducir cargas administra-
tivas innecesarias, respetando los principios de buena regulación establecidos en la Ley 39/2015.

En el ámbito del transporte terrestre, se facilita que varias empresas presenten proposiciones con-
juntas en concursos de concesiones de transporte regular de viajeros por carretera, acreditando la 
solvencia de forma acumulada, con el compromiso de constituir una persona jurídica antes de la 
adjudicación si resultan seleccionadas.

Para ello se modifica el Reglamento de la Ley de Ordenación de los Transportes Terrestres, modi-
ficación que entró en vigor al día siguiente de su publicación en el BOE, es decir, el 13 de marzo de 
2026. No obstante, los expedientes de contratación iniciados antes de esa fecha —entendiéndose 
así cuando ya se hubiera publicado la correspondiente convocatoria del procedimiento de adjudi-
cación— se rigen por la normativa anterior.

En cuanto a las licencias de piloto de ultraligero, se permite que los titulares de licencias europeas 
(Reglamento UE 1178/2011) operen aeronaves ULM en España sin licencia nacional adicional, se 
otorga carácter indefinido a las habilitaciones —sustituyendo la revalidación bienal— y se facilita 
la obtención simultánea de la licencia de piloto y la habilitación de radiofonista.

*  Esta sección ha sido coordinada por Luz Martínez Azcoitia, del Área de Mercantil de Uría Menéndez, y en su elaboración han participado Joana Sutil 
Pires y Francisca Matos, del Área Fiscal y Laboral de Uría Menéndez (Madrid, Lisboa).
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Finalmente, en el régimen operativo de las aeronaves ULM se refuerzan las medidas de seguridad 
—uso de casco, suministro de oxígeno, restricciones de espacio aéreo—, se regulan las obligacio-
nes de las escuelas de vuelo y se autoriza el registro electrónico del diario de a bordo. Los artícu-
los sobre aviación entran en vigor a los veinte días de su publicación en el BOE, mientras que la 
modificación sobre transporte terrestre es de aplicación inmediata.

Para ello, se modifican el Real Decreto 123/2015 sobre licencias y habilitaciones del piloto de ul-
traligero y el Real Decreto 765/2022 sobre el uso de aeronaves motorizadas ultraligeras (ULM), 
cuyas modificaciones entraron en vigor el 1 de abril de 2026.

[Portugal]

Medidas Preventivas e Área de Incidência para Salvaguarda do Troço Soure/Carre-
gado da Linha de Alta Velocidade Porto – Lisboa.

Resolução do Conselho de Ministros n.º 53/2026, de 12 de março (DR 50, Série I, de 12 de 
março de 2026)

A Resolução do Conselho de Ministros n.º 53/2026, de 12 de março estabelece as medidas pre-
ventivas e define a respetiva área de incidência para salvaguarda da situação excecional de reco-
nhecido interesse nacional da ligação ferroviária de alta velocidade do troço Soure / Carregado 
(“Resolução 53/2026”).

De entre as principais medidas, destaca-se a obrigatoriedade de parecer prévio vinculativo da 
Infraestruturas de Portugal, S.A. (“IP, S.A.”), a emitir no prazo de 45 dias úteis contados desde a 
apresentação do pedido, para realização de: 

i.	 Operações de loteamento e obras de urbanização, construção, ampliação e reconstrução, 
com exceção das que sejam isentas de controlo administrativo prévio; 

ii.	 Trabalhos de remodelação de terrenos; 

iii.	 Obras de demolição de edifícios existentes, exceto se dispensadas de controlo administra-
tivo prévio;

iv.	 Derrube de árvores ou destruição do solo vivo e do coberto vegetal.

A realização destas atividades sem parecer prévio da IP, S.A. constitui contraordenação grave, 
punível com coimas de valor entre € 2.000,00 e €  40.000,00 para pessoas singulares, e de 
€ 12.000,00 a € 216.000,00 para pessoas coletivas.

A violação deste regime pode ainda determinar: 

i.	 Nulidade dos atos administrativos praticados sem precedência de parecer favorável ou 
desconformes ao parecer proferido; 
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ii.	 Embargo ou demolição das obras realizadas e necessidade de reposição da situação ante-
rior, incluindo a configuração do terreno.

Estas medidas aplicam-se nos municípios de Pombal, Leiria, Marinha Grande, Porto de Mós, Al-
cobaça, Rio Maior, Azambuja e Alenquer, mantendo-se em vigor até 13 de março de 2028, com 
possibilidade de prorrogação por um ano adicional.

A Resolução 53/2026 entrou em vigor a 13 de março de 2026.

2.	 Jurisprudencia

[España]

Transporte marítimo

Sentencia del Tribunal Supremo núm. 529/2026 de 7 de abril

La sentencia interpreta el artículo 16.3 del Convenio de Atenas de 1974 en su redacción dada por 
el Protocolo de 1 de noviembre de 2002 —ratificado por España con entrada en vigor el 11 de 
septiembre de 2015 y ya aplicable como Estado miembro de la UE en virtud del Reglamento (CE) 
392/2009—, con el fin de determinar el alcance y la forma de computar los plazos máximos de 
tres y cinco años que dicho precepto establece para reclamar daños por lesiones en el transporte 
marítimo de pasajeros. El supuesto de hecho trae causa de un accidente ocurrido a bordo de un 
buque en agosto de 2016, durante la travesía Barcelona-Ciutadella, cuando un pasajero resbaló 
por una escalera exterior de la embarcación.

La Sala subraya que la remisión al derecho nacional que realiza el artículo 16.3 del Convenio de 
Atenas se circunscribe únicamente a la determinación de los motivos de suspensión e interrupción 
del plazo de prescripción bianual, pero con la limitación de que la aplicación de la legislación 
interna no puede permitir la interposición de la demanda más allá de los plazos máximos de 
cinco o tres años que el propio Convenio establece. El Tribunal precisa que ninguno de los dos 
plazos máximos es prorrogable —pues el precepto establece literalmente que operan “en ningún 
caso”—, de tal modo que, si el de tres años desde el conocimiento de la lesión expira antes que 
el quinquenal desde el desembarco, el pasajero no podrá interponer ninguna acción frente al 
transportista.

La trascendencia de esta resolución viene determinada por la propia Sala, que desestima la alega-
ción de que el acto de conciliación previa pudiera interrumpir el plazo máximo: aunque, conforme 
al derecho interno español, el acto de conciliación pueda tener virtualidad interruptiva, no puede 
salvar el agotamiento de los plazos máximos establecidos taxativamente en el artículo 16.3 del 
Convenio de Atenas.
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Sentencia del Tribunal Supremo núm. 173/2026 de 5 de febrero

La sentencia del Pleno de la Sala de lo Civil del Tribunal Supremo dirime la naturaleza jurídica  
—de prescripción o de caducidad— del plazo de la acción de responsabilidad contra el porteador 
en el transporte marítimo internacional de mercancías en régimen de conocimiento de embarque, 
a la luz del artículo 286 de la Ley de Navegación Marítima de 2014, precepto que, al regular la 
responsabilidad del porteador, se refiere expresamente a la prescripción de la acción. El supuesto 
de hecho trae causa de un transporte de productos farmacéuticos entre el puerto de Valencia y 
Durban (Sudáfrica), en cuya fase de depósito previo a la carga se reprogramó erróneamente la 
temperatura del contenedor, lo que ocasionó la destrucción irreversible de la mercancía.

El Pleno concluye que el artículo 286 LNM resulta irrelevante para el caso, puesto que no es de 
aplicación al transporte marítimo internacional de mercancías en régimen de conocimiento de 
embarque, cuya norma aplicable es el artículo 3.6.IV de las Reglas de La Haya-Visby, tal como 
imponen tanto el artículo 277.2 LNM como el artículo 2 LNM, que ordenan interpretar la ley de 
conformidad con los tratados internacionales vigentes en España y promover la uniformidad re-
gulatoria. Reafirma así que el plazo de un año del artículo 3.6.IV RLHV es un plazo de caducidad 
—dada la rotundidad de sus términos, que exoneran al porteador “en todo caso” y “de cualquier 
responsabilidad”—, por lo que no puede interrumpirse; solo es posible su prórroga mediante 
acuerdo entre las partes.

De esta manera, el Pleno zanja definitivamente la incertidumbre generada por la entrada en vigor 
de la LNM: al no haber contradicción entre el artículo 286 LNM y la jurisprudencia dominante 
sobre el artículo 3.6.IV RLHV, la Sala no advierte razón para cambiar su interpretación del plazo 
como de caducidad.

Transporte terrestre

Sentencia del Tribunal Supremo núm. 450/2026 de 15 de abril

La sentencia, resuelve si, en los contratos de concesión de servicio público de transporte regular 
de viajeros de uso general por carretera, las condiciones de solvencia económica exigidas en los 
pliegos pueden cumplirse mediante la suma de las capacidades de todas las empresas integrantes 
de una UTE —incluidos los medios externos— o si, por el contrario, es preciso que al menos una 
de dichas empresas cumpla individualmente las condiciones mínimas de solvencia económica 
exigidas. El litigio tiene su origen en la impugnación del anuncio de licitación y del pliego de 
cláusulas administrativas particulares para la adjudicación del contrato de concesión de transporte 
público regular de viajeros mediante autobús en la línea CV-302 Valencia-Alicante/Elche, licitado 
por la Generalitat Valenciana.

El Tribunal Supremo afirma que debe ser una norma con rango de ley la que establezca la pre-
ferencia de las normas especiales en materia de transporte terrestre de viajeros por carretera, y 
que el Reglamento (CE) n.º 1370/2007 y la LOTT son los que determinan la regulación aplicable 
con carácter preferente, con exclusión de las Directivas generales de contratación pública cuando 
se trate de contratos de servicio público. La caracterización del servicio como servicio público im-
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pone unas garantías reforzadas respecto del sistema general de contratación pública. Entre esas 
garantías se encuentra la exigencia de que la solvencia técnica y económica concurra al menos en 
una de las empresas integrantes de la UTE, con el fin de salvaguardar los intereses generales y el 
correcto desenvolvimiento del servicio público.

La Sala fija como doctrina, por tanto, que, en los contratos de concesión de servicio público de 
transporte terrestre regular de viajeros por carretera, las condiciones de solvencia técnica y eco-
nómica se cumplen cuando al menos una de las empresas integrantes de la UTE cumpla tales 
condiciones, en aplicación preferente de las normas de la Unión Europea y de las normas legales 
y reglamentarias especiales de ordenación de transporte terrestre, con desplazamiento de las 
normas generales de contratación pública.





9 de mayo de 2026
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1.	 Legislación

[Unión Europea]

Directiva (UE) 2026/805 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 30 de marzo 
de 2026, por la que se modifica la Directiva 2000/60/CE por la que se establece un 
marco comunitario de actuación en el ámbito de la política de aguas, la Directiva 
2006/118/CE relativa a la protección de las aguas subterráneas contra la contami-
nación y el deterioro y la Directiva 2008/105/CE relativa a las normas de calidad 
ambiental en el ámbito de la política de aguas

La Unión Europea ha aprobado la Directiva (UE) 2026/805, por la que se modifican la Directiva 
Marco del Agua, la Directiva 2006/118/CE relativa a la protección de las aguas subterráneas contra 
la contaminación y el deterioro y la Directiva 2008/105/CE sobre normas de calidad ambiental 
(la “Directiva”). La nueva norma introduce importantes novedades en materia de aguas, espe-
cialmente en relación con el control de contaminantes, la calidad ambiental y los mecanismos de 
seguimiento.

En primer lugar, la Directiva amplía y actualiza las listas de sustancias contaminantes. En concreto, 
incorpora un subgrupo de sustancias perfluoroalquiladas y polifluoroalquiladas (PFAS) y diversas 
sustancias farmacéuticas a las listas de sustancias prioritarias y contaminantes de aguas subterrá-
neas. Además, indica que las sustancias recientemente identificadas con los números 46 a 70 del 
anexo I, parte A, de la Directiva 2008/105/CE surtirán efecto a partir del 22 de diciembre de 2027, 
con el objetivo de alcanzar el buen estado químico de las aguas superficiales en relación con di-
chas sustancias a más tardar el 22 de diciembre de 2039. 

La Directiva refuerza asimismo las obligaciones para los Estados miembros. Entre otras cosas, es-
tos deben poner a disposición del público y de la Agencia Europea de Medio Ambiente los datos 
de seguimiento sobre indicadores de calidad biológicos cada tres años y los datos sobre indicado-
res de calidad químicos de aguas superficiales y subterráneas cada dos años. 

*  Esta sección ha sido coordinada por Jesús Sedano, y en su elaboración han participado Íñigo Ormaeche Lendínez, Patricia Pareja Pérez, Val del Valle 
Aguiar, María Er-Rahali García, Pedro Lluch Bayona y Eribo Corona Triviño, de las áreas Derecho Público y Medio Ambiente de Uría Menéndez (Madrid).



112

Medio Ambiente

Respecto de los microplásticos, la Directiva establece que estos deben incluirse en las listas de 
observación de aguas superficiales y subterráneas y ser objeto de seguimiento tan pronto como 
se disponga de métodos adecuados para ello. 

Además de lo anterior, la Directiva introduce la definición de deterioro del estado de una masa 
de agua: se trata de la disminución del estado de al menos uno de los indicadores de calidad del 
agua en el sentido del anexo V en una clase —1 a 5 en función de la dureza del agua—, aunque 
dicha disminución no dé lugar a una rebaja de la clasificación de la masa de agua en su conjunto. 

Por último, la Directiva establece que la Comisión deberá publicar antes del 11 de mayo de 2029 
un informe sobre la posibilidad de introducir un mecanismo de responsabilidad ampliada del pro-
ductor que exija a los fabricantes contribuir a los costes de los programas de seguimiento. 

La Directiva entró en vigor el 10 de mayo de 2026 y los Estados miembros deben transponer sus 
disposiciones a más tardar el 21 de diciembre de 2027.

[España]

Ajuste de la asignación gratuita de derechos de emisión de gases de efecto inverna-
dero en el periodo 2021-2030

Real Decreto 127/2026, de 18 de febrero, por el que se modifica el Real Decreto 1089/2020, 
de 9 de diciembre, por el que se desarrollan aspectos relativos al ajuste de la asignación 
gratuita de derechos de emisión de gases de efecto invernadero en el periodo 2021-2030 
(BOE de 20 de febrero de 2026)

El Gobierno ha aprobado el Real Decreto 127/2026, de 18 de febrero, por el que se modifica el 
Real Decreto 1089/2020, de 9 de diciembre, que desarrolla el régimen de ajuste de la asignación 
gratuita de derechos de emisión de gases de efecto invernadero para el periodo 2021-2030 (el 
“RD 127/2026”). La modificación responde a la necesidad de adaptar la normativa nacional al pa-
quete “Objetivo 55” de la Unión Europea, que pretende reducir las emisiones de gases de efecto 
invernadero en al menos un 55 % respecto a los niveles de 1990 de cara a 2030. 

Entre los cambios más relevantes introducidos por el RD 127/2026 destaca, en primer lugar, el 
condicionamiento del 20 % de la asignación gratuita al cumplimiento de las recomendaciones 
de eficiencia energética contenidas en auditorías energéticas o sistemas de gestión de la energía 
certificados, así como a la elaboración de planes de neutralidad climática y al cumplimiento de los 
objetivos fijados en ellos. 

Asimismo, el RD 127/2026 introduce nuevas obligaciones de información para el periodo 2026-
2030, principalmente la obligación de elaborar y presentar informes de neutralidad climática con 
su correspondiente informe de verificación, exigibles a las instalaciones que hayan presentado un 
plan de neutralidad climática junto con su solicitud de asignación gratuita. El primer informe de 
neutralidad climática deberá presentarse a más tardar el 28 de febrero de 2026 y los sucesivos 
cada cinco años. 
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Si se constata el incumplimiento de los requisitos de eficiencia energética o de los requisitos de 
neutralidad climática —esto es, la presentación del informe de neutralidad climática o el cum-
plimiento de los objetivos fijados en el plan de neutralidad climática—, la Oficina Española de 
Cambio Climático podrá reducir la asignación de la instalación en un 20 % respecto al total de la 
asignación gratuita aprobada para el periodo 2026-2030, sin que ambas reducciones sean acu-
mulables. 

Además de lo anterior, el RD 127/2026 introduce un nuevo procedimiento de corrección de la 
asignación gratuita para los casos en que se constate la existencia de errores materiales de ca-
rácter evidente y objetivo en el informe sobre datos de referencia derivados de una aplicación 
incorrecta de la metodología europea sobre reglas de asignación gratuita.

Plan Integral de Respuesta a la Crisis en Oriente Medio 

Real Decreto-ley 7/2026, de 20 de marzo, por el que se aprueba el Plan Integral de Res-
puesta a la Crisis en Oriente Medio (BOE de 21 de marzo de 2026)

El Plan Integral de Respuesta a la Crisis en Oriente Medio, que moviliza de 5.000 millones de eu-
ros, se aprueba como respuesta a las consecuencias económicas y sociales derivadas del conflicto 
armado desencadenado en la región el 28 de febrero de 2026 y de sus efectos sobre los mercados 
energéticos internacionales. La norma combina medidas de carácter coyuntural —bajada de la 
fiscalidad energética, ayudas directas a colectivos vulnerables, al sector del transporte y al sector 
agrario y pesquero— con medidas de naturaleza estructural orientadas a reducir la dependencia 
energética exterior mediante el impulso de las energías renovables, el almacenamiento y los gases 
verdes. Desde el punto de vista medioambiental, destacan las siguientes disposiciones. 

En primer lugar, el artículo 26 establece un mandato expreso al Gobierno para que fije, mediante 
real decreto, objetivos anuales obligatorios de penetración de biometano en los sectores distintos 
al transporte, con la determinación de los sujetos obligados, la metodología de acreditación y 
seguimiento, y el régimen de garantías de origen y trazabilidad. Se prevé asimismo la creación de 
un sello de excelencia social, territorial y ambiental aplicable a las plantas de producción que con-
tribuyan al cumplimiento de dichos objetivos, que acreditará aspectos como el aprovechamiento 
de residuos locales, el impacto económico en el territorio y las medidas de protección ambiental 
adoptadas.

En segundo lugar, el artículo 23 introduce especialidades en los procedimientos de evaluación 
ambiental de proyectos de generación de energía eléctrica y de almacenamiento, así como de ins-
talaciones de transporte y distribución, con el objetivo declarado de reducir los cuellos de botella 
que con frecuencia lastran la tramitación de este tipo de proyectos. En el ámbito de la evaluación 
de impacto ambiental, en relación con los informes sectoriales preceptivos que no hayan sido 
emitidos en plazo, el órgano sustantivo efectuará un requerimiento adicional para su emisión 
en el plazo de diez días y, en caso de persistir el silencio, el órgano ambiental podrá continuar la 
tramitación y formular la declaración de impacto ambiental (“DIA”) sin contar con dicho informe, 
salvo en aquellos supuestos en los que el proyecto pueda afectar de forma apreciable a la Red 
Natura 2000. Asimismo, se reconoce al promotor un trámite de audiencia específico por un plazo 
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de diez días hábiles sobre la propuesta de DIA, con carácter previo a su formulación definitiva, a fin 
de que pueda formular las alegaciones que estime oportunas y garantizar su participación efectiva 
en el procedimiento antes de su resolución final, con lo que se evitarán modificaciones posteriores 
innecesarias de la declaración.

En tercer lugar, en relación con las repotenciaciones de instalaciones existentes, se establece un 
régimen específico para aquellos supuestos en los que el incremento de capacidad no supere el 
25 %, en virtud del cual la evaluación ambiental se circunscribe exclusivamente al análisis del im-
pacto ambiental incremental derivado de la modificación proyectada, sin necesidad de reiterar la 
evaluación íntegra de la instalación preexistente. Adicionalmente, el Plan prevé una reducción a 
la mitad de los plazos ordinarios de tramitación del procedimiento, con la salvedad del trámite de 
información pública, y habilita la posible reutilización de estudios, mediciones, informes y carto-
grafía previamente elaborados en relación con la instalación original, siempre que resulten válidos 
y actualizados a los efectos de la nueva evaluación.

En cuarto lugar, el Plan establece el marco normativo básico para la definición y designación de 
zonas de aceleración renovable (“ZAR”), concebidas como áreas de menor sensibilidad ambien-
tal para el despliegue de instalaciones renovables, con designación a cargo de las Comunidades 
Autónomas o de la Conferencia Sectorial cuando afecten a varias de ellas. Los proyectos ubicados 
en una ZAR podrán quedar, con carácter general, eximidos de evaluación de impacto ambiental 
ordinaria o simplificada, salvo en supuestos excepcionales.

Finalmente, la disposición adicional primera habilita al Consejo de Ministros para fijar criterios de 
sostenibilidad energética aplicables a los centros de datos que aún no hayan obtenido permisos de 
acceso y conexión, tales como adicionalidad y correlación en el consumo eléctrico, eficiencia en el 
uso del agua o beneficios económicos y sociales. El incumplimiento de estas obligaciones podrá 
provocar la pérdida de los correspondientes permisos de acceso y conexión o penalizaciones. 

Si bien se encuentran pendientes de desarrollo reglamentario, el Plan no aclara si los menciona-
dos criterios irán en la dirección apuntada por el proyecto de Real Decreto por el que se regula 
la eficiencia energética y la sostenibilidad para los centros de datos, publicado el pasado mes de 
agosto, ni tampoco se menciona explícitamente su cuestionada interacción con los principios fija-
dos en la Directiva (UE) 2023/1791 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 13 de septiembre de 
2023, relativa a la eficiencia energética.

Plan de Acción para la Gestión Sostenible de las Materias Primas Minerales 2026-
2030, aprobado por el Consejo de Ministros el 10 de marzo de 2026

El I Plan de Acción para la Gestión Sostenible de las Materias Primas Minerales 2026-2030 (el 
“Plan”) tiene por objeto sentar las bases para transformar la industria de materias primas minera-
les, de acuerdo con la Estrategia Española de Economía Circular 2030. El Plan desarrolla la Hoja 
de Ruta para la Gestión Sostenible de las Materias Primas Minerales, aprobada el 30 de agosto 
de 2022, y se alinea con el Reglamento europeo de Materias Primas Fundamentales (“CRMA”). 

El Plan hace suyos los objetivos del CRMA e incluye 34 actuaciones interdepartamentales, agrupa-
das en cuatro categorías: regulatorias, sectoriales, transversales y de impulso a la I+D+i.
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En el ámbito regulatorio, las principales actuaciones previstas por el Plan son la modificación de 
la Ley 22/1973, de 21 de julio, de Minas, y de su desarrollo reglamentario, así como la aproba-
ción de un nuevo Reglamento de Seguridad Minera. También se prevé actualizar el Real Decreto 
975/2009, relativo a la gestión de residuos de las industrias extractivas y a la protección y rehabi-
litación de los espacios afectados por actividades mineras.

En el ámbito sectorial, destaca por su dotación presupuestaria el Programa Nacional de Explora-
ción Minera 2026-2030, orientado a mejorar el conocimiento de los recursos minerales del país, 
especialmente de las materias primas fundamentales. El programa, liderado por el IGME-CSIC, 
dará lugar a cartografías temáticas y bases de datos de ocurrencias minerales identificadas, que 
serán públicas y de acceso libre.

En materia de economía circular, el Plan prevé identificar y caracterizar las instalaciones de resi-
duos de extracción que contengan materias primas fundamentales económicamente valorizables, 
así como establecer ayudas e incentivos para realizar estudios preliminares de evaluación econó-
mica sobre su posible valorización.

Para recuperar zonas degradadas por la actividad minera, se prevé restaurar instalaciones mineras 
abandonadas peligrosas incluidas en el inventario del Real Decreto 975/2009. 

Por último, entre las actuaciones transversales, son especialmente relevantes las relativas a ener-
gía, logística y cohesión social. El Plan prevé un programa de incentivos para implantar proyectos 
innovadores de energías renovables en espacios afectados por la actividad minera y contempla 
analizar las necesidades logísticas del transporte de materias primas minerales con el fin de me-
jorar su competitividad y reducir sus impactos. Para ello, se formularán propuestas de mejora de 
las infraestructuras de productos a granel, orientadas a diversificar los medios de transporte y 
contribuir a la reducción de emisiones.

2.	 Jurisprudencia

[Unión Europea]

Especies protegidas

Sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea (Sala Quinta), de 16 de abril de 2026 
(Asunto C-58/24)

El Tribunal de Justicia de la Unión Europea (la “Sala”) resuelve una petición de decisión prejudicial 
elevada por el Tribunal Superior de Irlanda (el “Remitente”) en el marco de un litigio relativo a 
los plazos y modalidades procesales para la impugnación por el público interesado de una auto-
rización excepcional concedida con arreglo al artículo 16 de la Directiva 92/43/CEE del Consejo 
(“Directiva Hábitats”), que permite establecer excepciones a las medidas de protección rigurosa 
de determinadas especies.
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El litigio trae causa de un proyecto de construcción de viviendas en un antiguo monasterio habita-
do por una especie de murciélagos —protegida en virtud del Anexo IV de la Directiva Hábitat—. 
En este contexto, el proyecto requería la obtención de dos autorizaciones concedidas por autori-
dades distintas: una autorización excepcional en materia de protección de especies que habilitaba 
al promotor a apartarse de las prohibiciones de perturbación y destrucción de lugares de descan-
so previstas en la Directiva Hábitats, y una licencia de obra concedida por la autoridad urbanísti-
ca, que constituía la autorización principal del proyecto en el sentido de la Directiva 2011/92/UE 
del Parlamento Europeo y del Consejo (“Directiva EIA”). Varios particulares interpusieron recurso 
para anular ambas resoluciones.

El Remitente señaló que, en derecho irlandés, la autorización excepcional constituye una resolu-
ción de fondo autónoma que debe impugnarse individualmente dentro de un plazo de tres meses 
desde que los demandantes tuvieron o pudieron razonablemente haber tenido conocimiento de 
ella. Dado que dicho plazo habría comenzado a correr desde la presentación de la solicitud de 
licencia de obra —cuyo expediente incluía la citada autorización excepcional— y los recurrentes 
no la impugnaron dentro de ese plazo, el Remitente consideró que la demanda era extemporá-
nea. No obstante, al estimar que dicha conclusión no estaba exenta de duda, por cuanto una regla 
de derecho de la Unión podría imponer un resultado distinto al de la extemporaneidad, decidió 
plantear la cuestión ante la Sala.

El Remitente planteaba las siguientes cinco cuestiones prejudiciales:

i.	 Si la autorización excepcional del artículo 16.1 de la Directiva Hábitats forma parte del pro-
cedimiento de autorización del proyecto a efectos distintos de los relativos al alcance de las 
cuestiones que deben ser consideradas o evaluadas conforme a la Directiva EIA.

ii.	 Si el artículo 11 de la Directiva EIA se opone a que el plazo para impugnar la autorización 
excepcional del artículo 16.1 de la Directiva Hábitats comience a correr antes de la adop-
ción de la autorización principal del proyecto.

iii.	 Si la Directiva EIA exige que el plazo de recurso sea razonablemente previsible, aun cuan-
do no esté expresamente especificado en la legislación ni en la información práctica puesta 
a disposición del público, de modo que la existencia en el derecho interno de un plazo 
general aplicable a las acciones de derecho público no afecte a la respuesta a la cuestión 
anterior.

iv.	 Si el artículo 16.1 de la Directiva Hábitats exige que la autoridad competente examine efec-
tivamente soluciones alternativas antes de concluir que no existe “ninguna otra solución 
satisfactoria” que la de autorizar excepciones a las medidas de protección de las especies.

v.	 Si el artículo 16.1 de la Directiva Hábitats impide considerar que una excepción se adopta 
“con el fin de proteger la fauna y flora silvestres y de conservar los hábitats naturales” cuan-
do la protección de las especies no es resultado de una protección concreta creada por la 
propia excepción, sino únicamente de medidas de atenuación adoptadas para reducir o 
compensar los perjuicios ocasionados por las actuaciones autorizadas por la excepción.
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La Sala resuelve conjuntamente las tres primeras cuestiones prejudiciales, sin entrar a analizar 
la cuarta y la quinta. No obstante, cabe destacar las siguientes apreciaciones formuladas en su 
análisis.

Con remisión a su jurisprudencia anterior, la Sala recuerda que, cuando la realización de un pro-
yecto sometido a la Directiva EIA exige la obtención de una excepción a las medidas de protección 
de especies de la Directiva Hábitats concedida por una autoridad distinta de la competente para 
autorizar el proyecto, tal excepción debe adoptarse con carácter previo y confirma que forma 
parte del procedimiento de autorización principal de ese proyecto. No obstante, ni la evaluación 
parcial ni la excepción pueden prejuzgar la evaluación de conjunto de la autoridad competente, 
que conserva la facultad de apreciar las repercusiones medioambientales del proyecto de forma 
más estricta al valorar la interacción entre ellas.

La Sala confirma que tanto la decisión relativa a la excepción adoptada con arreglo al artículo 
16.1 de la Directiva Hábitats como la decisión de autorización principal conforme a la Directiva EIA 
deben poder ser objeto de recurso —la primera de conformidad con el artículo 9.3 del Convenio 
de Aarhus y la segunda con arreglo al artículo 11.1 de la Directiva EIA—, sin que el derecho de 
la Unión imponga que deban impugnarse de forma conjunta o separada, ni determine el plazo 
de recurso ni su dies a quo. En consecuencia, no se exige un plazo único ni que el cómputo para 
impugnar la excepción comience necesariamente tras la concesión de la autorización principal.

Corresponde al ordenamiento jurídico interno de cada Estado miembro configurar la regulación 
procesal de los recursos judiciales, con sujeción al principio de equivalencia —que exige que dicha 
regulación no sea menos favorable que la referente a recursos semejantes de naturaleza interna— 
y al principio de efectividad —que prohíbe que se haga imposible en la práctica o excesivamente 
difícil el ejercicio de los derechos conferidos por el ordenamiento de la Unión—. 

La Sala considera que un plazo de tres meses para recurrir, computado desde la adopción de la 
decisión de la excepción o, en su caso, desde que el recurrente tuvo o pudo razonablemente haber 
tenido conocimiento de ella, no vulnera el principio de efectividad. La circunstancia de que dicho 
plazo comience antes de que concluya el procedimiento de autorización del proyecto no priva de 
efectividad a los recursos, pues, aun cuando la excepción adquiera carácter definitivo al expirar el 
plazo, la autorización del proyecto puede seguir siendo impugnada en lo relativo a la interacción 
entre las distintas repercusiones medioambientales. 

No obstante, se precisa que, para que el plazo comience a correr, el conocimiento —o la posi-
bilidad razonable de conocimiento— debe abarcar no solo la parte dispositiva, sino también la 
motivación de la decisión, y que los demandantes deben haber podido prever razonablemente 
las vías de recurso y los plazos, aunque la falta de puesta a disposición del público de dicha in-
formación no basta, por sí sola, para concluir que se ha vulnerado el principio de efectividad. La 
Sala confirma que corresponde al órgano nacional apreciar si, en las circunstancias del caso, los 
demandantes podían razonablemente conocer la existencia de los recursos y su plazo.

En definitiva, la Sala declara que el artículo 11 de la Directiva EIA, en relación con el artículo 9 del 
Convenio de Aarhus y el artículo 47 de la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Euro-
pea, debe interpretarse en el sentido de que no se opone a una norma establecida por el derecho 
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de un Estado miembro según la cual un recurso de anulación contra una autorización excepcional, 
concedida conforme al artículo 16 de la Directiva Hábitats y que está comprendida en el proceso 
de autorización de un proyecto del artículo 1.2.a) de la Directiva EIA, debe ser interpuesto por el 
público interesado en un plazo de tres meses a partir del momento en que dicho público tuvo o 
pudo razonablemente haber tenido conocimiento de tal excepción, siempre que dicha norma 
respete los principios de equivalencia y de efectividad.

[España]

Declaración de impacto ambiental desfavorable

Sentencia del Tribunal Supremo, Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 6.ª, n.º 
152/2026, de 16 de febrero (recurso n.º 6728/2024)

El Tribunal Supremo (“TS”) examina el recurso de casación interpuesto por los promotores de 
un proyecto fotovoltaico contra la sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Madrid (“TSJ”) 
que inadmitió el recurso de contencioso-administrativo presentado contra la desestimación del 
recurso de alzada frente a una DIA desfavorable. La no obtención de una DIA favorable en plazo 
había conllevado la caducidad de los permisos de acceso y conexión a la red en virtud del Real 
Decreto-ley 23/2020, de 23 de junio, por el que se aprueban medidas en materia de energía y en 
otros ámbitos para la reactivación económica (“RDL 23/2020”). 

El TSJ confirmó la causa de inadmisión alegada por la Abogacía del Estado derivada de la impo-
sibilidad de impugnar la DIA de manera autónoma, en tanto que constituye un acto de trámite no 
cualificado.

La cuestión que presenta interés casacional objetivo es si son susceptibles de impugnación au-
tónoma las DIA desfavorables, emitidas en el procedimiento de autorización de un proyecto de 
instalaciones de generación de energía eléctrica comprendidos en el ámbito de aplicación del RDL 
23/2020. 

Según el promotor, el sentido desfavorable de la DIA supone la caducidad de los permisos de 
acceso y conexión, y la terminación anticipada del procedimiento. En consecuencia, es un acto de 
trámite cualificado del artículo 25 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción 
Contencioso-administrativa, con la posibilidad de impugnación autónoma. 

No obstante, para el TS la DIA regulada en el RDL 23/2020 no presenta especialidades respecto de 
la evaluación ambiental más general que regula la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación 
ambiental (“LEA”), y no hay motivos para conferirle en estos procedimientos especialidad alguna 
que debiera merecer una respuesta diferente a la del artículo 41 de la LEA —esto es, que no puede 
ser objeto de recurso, salvo los que procedan contra el acto que autoriza el proyecto—. 

Descartado que concurra especificidad alguna en materia energética, el TS valora si la DIA es un 
acto de trámite cualificado, en el sentido del artículo 25 LJCA. Según el TS, la DIA, favorable fuera 
de plazo o desfavorable, no pone fin al procedimiento, sino que solo provoca la caducidad de 
los permisos de acceso y conexión. Si bien admite que esta es una forma de finalización anormal 
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del procedimiento, considera que el carácter que le otorga la LEA a la DIA —informe preceptivo y 
determinante, no vinculante— no comporta necesariamente que el órgano sustantivo deba asumir 
sin más sus conclusiones, sino que puede discrepar del ambiental, en cuyo caso decidiría el Con-
sejo de Ministros o el Consejo de Gobierno. En consecuencia, no sería aplicable a las evaluaciones 
ambientales la doctrina que considera que los informes desfavorables vinculantes son actos de 
trámite cualificados. Asimismo, el TS sostiene que la caducidad no se produce por el hecho de 
que el informe sea desfavorable, sino por haber transcurrido el plazo fatal impuesto por el RDL 
23/2020 sin obtener una DIA favorable, hasta el punto de que una DIA favorable extemporánea 
determinaría la caducidad de los permisos.

Por todo lo anterior, el TS rechaza que la DIA desfavorable pueda ser impugnada de manera au-
tónoma y sostiene que debe impugnarse junto con la resolución definitiva sobre la aprobación del 
proyecto, incluida aquella que declara la caducidad de los permisos de acceso y conexión.

Evaluación de los posibles efectos sobre el medio ambiente de un proyecto ya rea-
lizado 

Sentencia de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Supremo, Sección 5.ª, n.º 
233/2026, de 27 de febrero (recurso n.º 6667/2024)

El Tribunal Supremo (“TS”) resuelve el recurso de casación interpuesto por tres asociaciones con-
tra la sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Madrid por la que se desestimó el recurso 
contencioso-administrativo presentado por estas contra la desestimación del recurso de alzada 
contra la autorización administrativa y aprobación del proyecto de ejecución de unas instalaciones 
(en funcionamiento) para la recepción, almacenamiento y regasificación de gas natural licuado en 
Mugardos, La Coruña (el “Proyecto” y la “Resolución recurrida”). 

La Resolución recurrida revocaba el Acuerdo del Consejo de Ministros de 27 de mayo de 2016 
que declaraba excluido el Proyecto del trámite de evaluación de impacto ambiental (“EIA”). El TS, 
en su sentencia n.º 1075/2019, de 16 de julio, estimó en parte el recurso contra esa resolución 
y lo anuló. En cumplimiento de la STS de 16 de julio de 2019, se llevaron a cabo las actuaciones 
pertinentes para regularizar la situación y la Administración dictó las autorizaciones sustantivas y 
la declaración de impacto ambiental favorable del Proyecto.

La cuestión que presenta interés casacional objetivo consiste en determinar, en los casos de sen-
tencia firme, cómo debe efectuarse la evaluación de los posibles efectos sobre el medio ambiente 
de un proyecto ya realizado, su alcance y contenido; y cuál es el régimen de distancias de estas 
instalaciones a los núcleos de población y actividades conexas. 

Respecto de la primera cuestión, el TS sostiene que la evaluación a posteriori debe realizarse con 
respeto a la doctrina del Tribunal de Justicia de la Unión Europea y a la DA 16.ª de la Ley 21/2013, 
de 9 de diciembre, de evaluación ambiental, esto es, que las normas nacionales que permitan la 
regularización no permitan a los interesados eludir las normas aplicables y que la EIA no abarque 
solo el impacto ambiental futuro, sino también el impacto generado desde su realización. 
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Para responder a la segunda cuestión, el TS parte de la inaplicabilidad del Decreto 2414/1961, de 
30 de noviembre, por el que se aprueba el Reglamento de Actividades Molestas, Insalubres, Noci-
vas y Peligrosas en Galicia (por derogación expresa en esta autonomía) y, en consecuencia, afirma 
que el régimen de distancias aplicable es el de la normativa SEVESO. Conforme a esta normativa, 
la determinación de la distancia a la que deben situarse los establecimientos en los que se en-
cuentren sustancias peligrosas debe atender en cada caso a las circunstancias concurrentes y a las 
medidas, técnicas y métodos de evaluación adoptados, a fin de garantizar que se mantengan las 
distancias adecuadas para prevenir accidentes graves y así limitar sus consecuencias sobre la salud 
humana, los bienes y el medio ambiente. Asimismo, el TS considera que el análisis y valoración de 
la prueba relativa a la determinación de si las distancias son adecuadas al fin indicado corresponde 
al tribunal de instancia, no a la casación.

A la luz de lo anterior, el TS desestima el recurso de casación y confirma que, en el caso concreto, 
la Sala de instancia se ha ajustado a su doctrina establecida en respuesta a la doble cuestión de 
interés casacional y, por consiguiente, la validez de la Resolución recurrida.
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1.	 Legislación

[Portugal]

Regulamentação das responsabilidades por pensões de reforma e sobrevivência

Aviso n.º 1/2026 (DR, Série II, de 3 de março de 2026) - BdP

O Aviso n.º 1/2026, de 3 de março (“Aviso 1/2026”) regulamenta as responsabilidades por pen-
sões de reforma e sobrevivência decorrentes de planos de benefício definido das instituições de 
crédito e das sociedades financeiras, procedendo à revogação e substituição do Aviso do Banco de 
Portugal n.º 12/2001, de 23 de novembro (“Aviso 12/2001”), e da Instrução do Banco de Portugal 
n.º 4/2002, de 15 de fevereiro (“Instrução 4/2002”).

O Aviso 12/2001 definia o quadro mínimo de referência para efeitos da cobertura das respon-
sabilidades por pensões de reforma e de sobrevivência a respeitar pelas instituições de crédito 
e sociedades financeiras, sendo complementado pela Instrução 4/2002. Estes diplomas foram 
objeto de várias alterações desde a sua emissão, no sentido de os adaptar à evolução dos quadros 
contabilístico e prudencial, bem como ao escopo de responsabilidades que integram a esfera das 
instituições de crédito e sociedades financeiras.

Na ótica de continuidade e estabilidade, a revisão em apreço visa preservar as regras basilares 
do quadro anterior, mantendo-se: (i) o âmbito do conjunto de responsabilidades a que se aplica;  
(ii) o requisito de financiamento das responsabilidades através de fundos de pensões; (iii) os re-
quisitos relativos aos níveis de financiamento das responsabilidades; (iv) a exigência de realização 
de uma avaliação atuarial e da elaboração de um relatório atuarial com referência ao final de cada 
exercício, para efeitos de verificação do cumprimento das normas aplicáveis, a submeter ao Banco 
de Portugal mediante solicitação; e (v) a exigência da divulgação de um conjunto de informações 
no anexo às contas anuais.

*  Esta sección ha sido elaborada por Ignacio Klingenberg y Rocío Ruiz-Gallardón, y en su elaboración han participado Hélder Frias, Maria Cordeiro, 
Rodrigo Gomes de Melo y Benedita Lemos e Amador, del Área de Mercantil de Uría Menéndez (Madrid y Lisboa).
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O Aviso 1/2026, aplicável às instituições de crédito e às sociedades financeiras, regulamenta as 
responsabilidades por pensões de reforma e sobrevivência, incluindo as responsabilidades por 
cuidados médicos pós-emprego e as responsabilidades relativas a subsídios por morte, desig-
nadamente: (i) a modalidade e os níveis mínimos de financiamento a respeitar; (ii) os requisitos 
de reporte de informação para efeitos do acompanhamento regular daquelas responsabilidades;  
(iii) as políticas de gestão do risco; e (iv) os requisitos de divulgação.

Em matéria de financiamento, as instituições devem assegurar o financiamento das suas respon-
sabilidades exclusivamente através de fundos de pensões. Quanto aos níveis de financiamento 
exigidos, o valor atual das responsabilidades por pensões em pagamento, incluindo a eventual 
responsabilidade por pensões de sobrevivência diferida, deve ser objeto de financiamento inte-
gral no final de cada exercício, enquanto o valor atual das responsabilidades por serviços passados 
de pessoal no ativo deve encontrar-se financiado a um nível mínimo de 95%.

O Aviso 1/2026 estabelece requisitos em matéria de políticas de gestão do risco, impondo às 
instituições a adoção de regras adequadas quanto à política contributiva e de financiamento, à 
estratégia de investimento e à gestão do risco de balanço do fundo de pensões, e consagra de-
veres de divulgação, exigindo que as instituições incluam nas notas às demonstrações financeiras 
anuais, em base individual e consolidada, um conjunto detalhado de informações, nomeadamen-
te a identificação da entidade gestora, o número de participantes, reformados e pensionistas por 
plano de benefício definido, o desdobramento do valor atual das responsabilidades por pensões 
de reforma e de sobrevivência, e a desagregação dos ativos do fundo por tipologia.

O Aviso 1/2026 foi sujeito a consulta pública, nos termos do artigo 101.º do Código do Procedi-
mento Administrativo, tendo sido consultada a Autoridade de Supervisão de Seguros e Fundos de 
Pensões (ASF).

O Aviso 1/2026 entrou em vigor no dia 4 de março de 2026.

Novo Regime Jurídico da Titularização de Créditos - Alteração ao DL n.º 453/99 

Decreto-Lei n.º 77/2026 (DR 1.ª Série, N.º 50, de 12 de março de 2026)

O Decreto-Lei n.º 77/2026 procede à décima alteração ao Decreto-Lei n.º 453/99, de 5 de no-
vembro, que estabelece o regime jurídico da titularização de créditos (RJTC), tendo entrado em 
vigor a 12 de março de 2026.

O diploma alarga o conceito de “titularização”, que passa a abranger expressamente as opera-
ções sem divisão de risco de crédito em tranches ou de tranche única, abandonando a anterior 
remissão exclusiva para a noção constante do Regulamento (UE) 2017/2402, que se limitava às 
operações com divisão do risco em tranches.

Admite-se expressamente a subscrição ou aquisição, para titularização — incluindo em mercado 
primário —, de obrigações ou outros valores mobiliários representativos de dívida, alargando 
assim a base de ativos subjacentes suscetíveis de integrar estruturas de titularização para além 
dos créditos na aceção clássica. Esta alteração potencia o acesso ao financiamento por parte das 
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empresas nacionais, em especial das PMEs, cujos instrumentos de dívida passam a ser elegíveis 
como ativos de titularização.

Flexibiliza-se ainda o RJTC no que respeita aos ativos suscetíveis de titularização: as operações en-
volvendo outros ativos que não sejam créditos ou riscos deixam de estar subordinadas à emissão 
de regulamento específico da CMVM, cabendo agora a esta entidade, por regulamento, a mera 
concretização do respetivo regime de aplicação.

Regulamentação do direito ao esquecimento no acesso ao crédito e aos seguros por 
pessoas que superaram ou mitigaram situações de risco agravado de saúde ou de 
deficiência

Decreto-Lei n.º 79/2026, de 17 de março (DR 53, Série I, de 17 de março de 2026)

O Decreto-Lei n.º 79/2026, de 17 de março (“DL 79/2026”) regulamenta a Lei n.º 75/2021, de 18 
de novembro (“Lei 75/2021”), que reforça o acesso ao crédito e a contratos de seguros por pes-
soas que tenham superado ou mitigado situações de risco agravado de saúde ou de deficiência, 
proibindo práticas discriminatórias e consagrando o direito ao esquecimento.

A Lei 75/2021 consagrou o chamado “direito ao esquecimento”, reforçando a igualdade no acesso 
ao crédito habitação, ao crédito aos consumidores e aos contratos de seguros àqueles associados 
por pessoas que tenham superado ou mitigado situações de risco agravado de saúde ou de defi-
ciência. Nos termos da referida lei, fixaram-se, designadamente, os prazos após os quais nenhuma 
informação de saúde relativa à situação de risco agravado de saúde ou de deficiência pode ser 
recolhida pelas instituições de crédito ou empresas de seguros em contexto pré-contratual.

Na sequência do trabalho de um grupo multidisciplinar constituído para o efeito, apurou-se a 
necessidade de alargar a aplicação do regime do direito ao esquecimento às instituições de paga-
mento, às instituições de moeda eletrónica e aos distribuidores de seguros, bem como de excluir 
do seu âmbito de aplicação as empresas de resseguros. Esta exclusão resulta do facto de as em-
presas de resseguros não terem uma relação direta com o consumidor no âmbito da comerciali-
zação de seguros associados ao crédito à habitação e ao crédito ao consumo.

O DL 79/2026 aplica-se à contratação de crédito à habitação e de crédito aos consumidores, bem 
como à contratação de seguros obrigatórios ou facultativos associados aos referidos créditos, por 
parte de pessoas que tenham direito ao esquecimento, sendo aplicável às seguintes entidades 
que exerçam atividade em território português: instituições de crédito, sociedades financeiras, 
sociedades mútuas, instituições de pagamento, instituições de moeda eletrónica, instituições de 
previdência, empresas de seguros e distribuidores de seguros.

O diploma proíbe expressamente as práticas discriminatórias em razão de risco agravado de saú-
de ou de deficiência durante as fases de negociação, celebração e vigência dos contratos de cré-
dito e de seguro, considerando como tal as ações ou omissões que impliquem para as pessoas 
naquela situação um tratamento menos favorável do que aquele que seja dado a outra pessoa 
em situação comparável, designadamente a recusa na negociação ou contratação, bem como a 
fixação de condições mais onerosas ou procedimentalmente mais complexas.
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Em matéria de deveres de informação, as entidades que comercializam crédito à habitação e cré-
dito aos consumidores ficam obrigadas a divulgar, nos respetivos sítios na Internet, informações 
relativas ao direito ao esquecimento.

O DL 79/2026 aprova, em anexo, uma grelha de referência que estabelece os termos e prazos 
mais favoráveis ao consumidor do que os previstos na Lei 75/2021 aplicáveis a determinadas pa-
tologias, após os quais as pessoas que tenham superado ou mitigado situações de risco agravado 
de saúde ou de deficiência têm direito ao esquecimento na contratação de crédito à habitação, 
crédito aos consumidores e seguros associados. 

O DL 79/2026 entrou em vigor no dia 16 de abril de 2026.

Garantia pessoal do estado a instituições de crédito

Despacho (do Ministro de Estado e das Finanças) n.º 5391/2026 de 24 de abril (DR 80, Série 
II, de 24 de abril de 2026)

Com a aprovação do Decreto-Lei n.º 44/2024, de 10 de julho, o Estado criou o enquadramento 
normativo que possibilita a sua posição de garante pessoal a instituições de crédito com vista à 
viabilização de concessão de crédito à habitação própria permanente a jovens até aos 35 anos.

Neste contexto, o Ministro de Estado e das Finanças regulamentou, em sucessivos Despachos, as 
condições em que a referida garantia é prestada, definindo, entre outros, o montante máximo de 
garantia pessoal a conceder pelo Estado.

Através do Despacho (do Ministro de Estado e das Finanças) n.º 5391/2026 de 24 de abril (“Des-
pacho 5391/2026”), esta garantia é reforçada em EUR 750.000.000,00, repartidos pelas institui-
ções aderiram a esta medida e que vieram, nesta sede, apresentar pedidos de reforço da garantia 
de carteira.

Direito ao esquecimento na contratação de seguros relacionados com créditos

Lei n.º 14/2026, de 27 de abril (DR 81, Série I, de 27 de abril de 2026)

A Lei n.º 14/2026, de 27 de abril (“Lei 14/2026”) reforça o direito ao esquecimento e as proteções 
ao consumidor na contratação de seguros relacionados com créditos, alterando a Lei n.º 75/2021, 
de 18 de novembro, o Decreto-Lei n.º 74-A/2017, de 23 de junho, e o Decreto-Lei n.º 384/2007, 
de 19 de novembro. 

Com a aprovação da Lei 14/2026, que se aplica exclusivamente a contratos de seguro de vida que 
estão associados ao crédito à habitação e ao crédito ao consumo, passam a incluir-se expressa-
mente nas situações de saúde abrangidas a doença oncológica, o VIH, a diabetes e a hepatite C, 
aplicando-se ainda este regime à contratação de créditos para fins comerciais ou profissionais 
celebrados por pessoas singulares, bem como aos seguros associados a esses créditos.
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No que diz respeito aos seguros de vida (nos créditos à habitação) exigidos pelo mutuante, apenas 
pode ser exigida cobertura de risco de morte (assim reduzindo as comissões e outros custos envol-
vidos), sem prejuízo de poderem ser propostas ao consumidor outras coberturas, como invalidez 
ou incapacidade. Adicionalmente, a constituição de seguro de vida para garantia de empréstimo 
pode ser substituída, por opção do mutuário, por hipoteca sobre outro imóvel, fiança, ou outra 
garantia prevista na lei.

No caso de mutuários casados ou em união de facto em que um dos membros do casal tenha 
grau de incapacidade superior a 60 %, o seguro de vida pode, por opção do mutuário, ser exigido 
apenas ao membro não portador de deficiência.

Finalmente, merece destaque o facto de as instituições de crédito, seguradoras e demais entidades 
ficarem obrigadas a prestar todos os esclarecimentos e informar o consumidor sobre as condições 
aplicáveis a pessoas que tenham superado situações de risco agravado de saúde ou deficiên-
cia. Neste âmbito, o Instituto dos Registos e do Notariado passará a comunicar oficiosamente à  
Autoridade de Supervisão de Seguros e Fundos de Pensões a emissão de certificados de óbito dos 
potenciais segurados.

Para melhor compreensão da realidade social subjacente a esta norma, urge notar que “supera-
ção da doença” se verifica quando uma pessoa já não está em situação de risco agravado, já não 
sofre da patologia ou realizou um protocolo terapêutico, comprovadamente capaz de limitar os 
seus efeitos, de forma significativa, a longo prazo como, por exemplo, cancro tratado e sem re-
cidiva após determinado período. Adicionalmente, “mitigação da doença” implica que a doença 
continua a existir, mas os seus efeitos estão significativamente reduzidos e controlados por trata-
mento contínuo e eficaz.

Do ponto de vista dos prazos que relevam para este efeito, consideram-se superadas as situações 
cujo tratamento tenha terminado há 10 anos, sendo que, caso o período de superação tenha ocor-
rido antes dos 21 anos, este prazo desce para os 5 anos. Em situações de período de mitigação, 
considera-se a doença mitigada quando decorrem 2 anos de tratamento contínuo e eficaz.

Critérios de identificação de empresas de serviços auxiliares (Ancillary Services Un-
dertaking)

Carta-Circular n.º CC/2026/00000014 de 30 de abril (BO n.º 4/2026 Suplemento) – Banco 
de Portugal

Através do presente diploma, o Banco de Portugal (“BdP”) dá corpo ao entendimento da Auto-
ridade Bancária Europeia (“EBA”) relativamente aos critérios para a identificação das atividades 
desenvolvidas por empresas de serviços auxiliares (“ASU”, ancillary services undertaking).

Estabelecendo critérios de identificação das ASU, as Orientações EBA/GL/2026/01 (“Orienta-
ções”) (e a presente Carta Circular) definem ASU como empresa cuja atividade principal consista 
numa extensão direta da atividade bancária, em locação operacional, detenção ou gestão de 
bens imóveis, prestação de serviços de tratamento de dados ou qualquer outra atividade auxiliar 
à atividade bancária.
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Por último, estabelece-se que uma atividade se considera a principal de uma empresa quando, 
na totalidade, represente pelo menos 50% dos ativos, receitas ou pessoal, embora, mesmo não 
se verificando esse limiar, tal possa ser determinado numa base casuística pela autoridade com-
petente.

O BdP sublinha a importância de as instituições de crédito menos significativas cumprirem as 
Orientações.

2.	 Jurisprudencia

[España]

Convocatoria registral ex artículo 171 LSC. Orden del día limitado a la provisión del 
órgano de administración

Resolución de 2 de diciembre de 2025 de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe 
Pública (BOE de 12 de marzo de 2026)

El objeto del presente recurso es la negativa del registrador mercantil a practicar la anotación pre-
ventiva prevista en el artículo 104 del Reglamento del Registro Mercantil, solicitada por un socio 
titular de más del 5 % del capital social que, tras la convocatoria de junta general acordada por 
el registrador al amparo del artículo 171 de la Ley de Sociedades de Capital, había requerido un 
complemento de la convocatoria para incluir en el orden del día la disolución de la sociedad por 
inactividad y el nombramiento de liquidador.

El registrador deniega la anotación porque la convocatoria se había realizado conforme al artículo 
171 de la Ley de Sociedades de Capital, que prevé un supuesto especial limitado a la provisión del 
órgano de administración, y porque el requerimiento se dirigió a la presidenta de la junta desig-
nada por el registrador, quien carecía de competencia para acordar el complemento de convoca-
toria, cuando debía haberse dirigido al propio registrador convocante. En todo caso, el registrador 
señala que la solicitud fue conocida fuera del plazo preclusivo de cinco días desde la publicación 
de la convocatoria previsto en el artículo 172 de la Ley de Sociedades de Capital.

La DGSJFP recuerda que, cuando la convocatoria no la realiza el órgano de administración, sino 
un sujeto distinto, su carácter especial condiciona tanto quién puede solicitarla como su conteni-
do. En el caso del artículo 171 de la Ley de Sociedades de Capital, el orden del día queda limitado a 
la provisión de los miembros del órgano de administración. Por ello, la junta convocada al amparo 
de ese precepto debe celebrarse con ese único objeto, sin perjuicio de que el nuevo órgano de 
administración, una vez designado, pueda convocar después otra junta con el orden del día que 
estime oportuno. En consecuencia, la DGSJFP entiende que no existe base legal para añadir a esa 
convocatoria la disolución de la sociedad y el nombramiento de liquidadores.
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En cuanto al destinatario del requerimiento, la DGSJFP matiza que el artículo 104.1 RRM solo exige 
que el requerimiento se dirija a los administradores cuando la anotación preventiva trae causa de 
la solicitud de celebración de junta con presencia notarial; para el complemento de convocatoria, 
la ley únicamente exige que la notificación se reciba en el domicilio social. La DGSJFP precisa, no 
obstante, que tal distinción es puramente formal, pues, siendo competencia del órgano de admi-
nistración convocar la junta y determinar el orden del día, la notificación fehaciente del artículo 
172 siempre está dirigida, en última instancia, a los administradores, órgano a quien corresponde 
igualmente llevar a cabo el complemento de la convocatoria.

Ahora bien, cuando la convocatoria ha sido realizada por el registrador al amparo del artículo 
171 LSC, la notificación fehaciente del complemento debe dirigirse al propio registrador, pues a él 
corresponde analizar la legitimación de quien lo promueve y la procedencia del complemento del 
orden del día. Esta conclusión es especialmente clara en un supuesto como el presente, en el que 
la ausencia de órgano de administración hace inviable que la notificación se dirija a la sociedad, al 
carecer esta de órgano que pueda decidir al respecto.

Por todo ello, la DGSJFP desestima el recurso y confirma la nota de calificación del registrador.

Liquidación societaria. Pago de la cuota de liquidación en especie. Requisito de una-
nimidad

Resolución de 17 de diciembre de 2025 de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe 
Pública (BOE de 24 de marzo de 2026)

El recurso tiene por objeto la negativa del registrador mercantil a inscribir la escritura de liquida-
ción y extinción de una sociedad de responsabilidad limitada, en la que los acuerdos de aproba-
ción del balance final, del informe de operaciones de liquidación y del proyecto de reparto del 
haber social —que preveía la adjudicación de inmuebles a algunos socios y metálico a otros— 
fueron adoptados con el voto favorable del 89,0365 % del capital social y el voto en contra del 
socio titular del resto. 

La DGSJFP recuerda que, conforme a los artículos 391 a 394 de la Ley de Sociedades de Capital, 
los socios tienen derecho a percibir su cuota de liquidación en dinero, salvo acuerdo unánime 
en contrario adoptado una vez determinado el haber líquido partible y la forma de su división y 
adjudicación. El liquidador está obligado a cobrar los créditos, pagar las deudas y enajenar los 
activos sociales antes de proceder al reparto; solo entonces cabe satisfacer la cuota en dinero. La 
unanimidad de los socios constituye el único título habilitante para sustituir el pago dinerario por 
la adjudicación de bienes en especie.

La DGSJFP acuerda desestimar el recurso y confirmar la nota de calificación del registrador.
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Inscripción de renuncia de administrador único. Notificación fehaciente a la socie-
dad. Convocatoria de junta general

Resolución de 18 de diciembre de 2025 de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe 
Pública (BOE de 24 de marzo de 2026)

La registradora denegó la inscripción de la renuncia del administrador único de una sociedad 
de responsabilidad limitada por tres motivos: porque la notificación fehaciente de la renuncia no 
se dirigió a la sociedad, sino a quien figuraba inscrito como administrador; porque el contenido 
de la comunicación no era propiamente la renuncia, sino la convocatoria de una junta general 
extraordinaria; y porque no constaba que la convocatoria de dicha junta hubiese sido remitida 
a todos los socios por correo electrónico con acuse de recibo, tal y como exigían los estatutos 
sociales.

La DGSJFP recuerda que el artículo 147.1.1.º del Reglamento del Registro Mercantil exige, para la 
inscripción de la dimisión de un administrador, que la renuncia haya sido comunicada fehacien-
temente a la sociedad. Asimismo, reitera su doctrina según la cual, cuando la renuncia pueda 
generar una situación de acefalia, los deberes de diligencia y lealtad del administrador saliente 
exigen, además, acreditar la convocatoria de una junta general con un orden del día que incluya 
el nombramiento de un nuevo órgano de administración. No obstante, la DGSJFP aclara que 
ambos requisitos son autónomos e independientes: la convocatoria de la junta no puede suplir la 
notificación de la renuncia, aunque en dicha convocatoria se incluya el cese del administrador por 
dimisión. Se trata de actos distintos, sometidos a requisitos y efectos también distintos.

La DGSJFP subraya, además, que el destinatario de la notificación de renuncia debe ser necesa-
riamente la sociedad y no el órgano de administración, pues corresponde a la propia sociedad 
adoptar las medidas oportunas tras tener conocimiento de la dimisión.

En el caso concreto, la DGSJFP concluye que no concurrían los requisitos exigidos por el artículo 
147 del Reglamento del Registro Mercantil, pues, aunque existió una comunicación escrita, esta se 
dirigió a un administrador ya cesado y no a la sociedad, y la convocatoria de junta no podía susti-
tuir la notificación de renuncia, ya que ambos requisitos son independientes entre sí y no pueden 
suplirse el uno con el otro.

En cuanto a la posibilidad de acreditar la renuncia por la vía alternativa del artículo 147.1 del Re-
glamento del Registro Mercantil —esto es, mediante certificación del acta de junta general—, la 
DGSJFP considera igualmente que esta vía no puede prosperar, pues no puede estimarse que la 
junta estuvo válidamente convocada, ya que las notificaciones de convocatoria no fueron objeto 
de acuse de recibo conforme exigían los estatutos sociales. La DGSJFP recuerda nuevamente 
que la junta general solo puede considerarse válidamente convocada cuando la convocatoria se 
lleva a cabo estrictamente en los términos previstos en los estatutos sociales o, en su defecto, 
en la ley.

Tampoco la comparecencia de los socios ante notario subsanaba el defecto. La DGSJFP señala que 
corresponde al presidente y al secretario de la junta verificar la condición de socio de los asistentes 
y declarar, en su caso, la válida constitución de la junta. Sin embargo, del acta notarial resultaba 
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que no se designaron presidente ni secretario, pese al requerimiento del notario; tampoco cons-
taba declaración de válida constitución ni adopción de acuerdo alguno. El propio notario advirtió 
expresamente que, en tales circunstancias, su actuación no tenía la consideración legal de acta 
notarial de junta ni él actuaba como su secretario. 

En consecuencia, la DGSJFP desestima el recurso y confirma la nota de calificación de la registra-
dora.
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1.	 Legislación

[Unión Europea]

Armonización de determinados aspectos del derecho en materia de insolvencia

Directiva (UE) 2026/799 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 30 de marzo de 2026, 
relativa a la armonización de determinados aspectos del Derecho en materia de insolvencia 
(DOUE de 1 de abril de 2026)

La Directiva (UE) 2026/799 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 30 de marzo de 2026 (la 
“Directiva”), tiene por objeto la armonización de determinados aspectos en materia de insolven-
cia.

El plazo máximo para transponer la Directiva es el 22 de enero de 2029. La Directiva establece 
normas comunes en seis ámbitos: (i) las acciones rescisorias; (ii) el rastreo de activos pertenecien-
tes a la masa del concurso; (iii) los procedimientos de venta prenegociada (prepack); (iv) el deber 
de los administradores de solicitar la apertura del procedimiento de insolvencia; (v) los comités de 
acreedores; y (vi) las fichas de información esencial (artículo 1.1 de la Directiva).

Es conveniente señalar que la Directiva no será de aplicación cuando los deudores sean empresas 
de seguros o reaseguros, entidades de crédito, empresas de servicios de inversión, entidades de 
contrapartida central, depositarios centrales de valores, organismos públicos con arreglo al de-
recho nacional, ni personas físicas que no tengan la condición de empresario (artículo 1.3 de la 
Directiva).

*  Esta sección ha sido coordinada por Miguel Ángel Cepero Aránguez y Linda Guerra Henríquez, y en su elaboración han participado Miguel Moratinos 
López, Mariana de la Rosa Riera, Jorge Izquierdo Fernández, Marcos Rodrigo Henfling, Antonio Mas Pérez, Antonio Marín Marín, Javier Alberite Carreño, 
Guillermo García Berdejo, Sonia Borges Fernández, Carlos Francés Bataller, Belén Adell Troncho, Sara Aquilue Borau, Alberto Bermejo Nieto, Ricardo Ruiz 
Gómez, Laia Climent Sanchís, María Teresa Villaverde Hernando, Andrea Andérez Valdepérez, Lara de Sousa Amorim, Alfonso Reimunde Macías, Julia 
Ramírez Simón, Rubén Ruiz Pérez, Juan Cianciardo Zambrano, María Valenzuela Montero, Carlos Carazo Domínguez, Adrián Vila Montoya, Juan de Dios 
Vílchez Fernández, Juan Pedro Candón Lasala, Alfredo Zúñiga Peña, Raquel Hazeu González y Patricia González San Martín (Madrid, Barcelona, Bilbao 
y Valencia).
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Las principales normas que establece la Directiva son las siguientes:

i.	 Acciones rescisorias (Título II): Los Estados miembros deben garantizar que los actos jurídi-
cos perfeccionados antes de la apertura del procedimiento de insolvencia en perjuicio del 
conjunto de los acreedores sean nulos, anulables o ineficaces en las condiciones previstas 
en la Directiva. Para ello, se regulan tres tipos de motivos de nulidad cuyos plazos varían 
entre sí, si bien son significativamente inferiores (a excepción del último) a los dos años 
que establece el artículo 226.1 del Real Decreto Legislativo 1/2020, de 5 de mayo, por el 
que se aprueba el texto refundido de la Ley Concursal:

•	 Preferencias: los actos perjudiciales que beneficien a un acreedor mediante la satis-
facción o constitución de garantías son rescindibles si se perfeccionaron en los tres 
meses anteriores a la solicitud de apertura del procedimiento, siempre que el deudor 
no pudiera pagar sus deudas a su vencimiento.

•	 Actos sin contraprestación o con contraprestación manifiestamente inadecuada: son 
rescindibles si se perfeccionaron en los doce meses anteriores a la solicitud de apertu-
ra del procedimiento de insolvencia.

•	 Actos intencionadamente perjudiciales: son rescindibles cuando se perfeccionaron en 
los dos años anteriores a dicha solicitud y la contraparte conocía la intención del deu-
dor de perjudicar al conjunto de los acreedores.

En los tres supuestos se presume el conocimiento de la contraparte cuando esta sea una 
persona especialmente relacionada con el deudor, presunción que admite prueba en con-
trario.

De acuerdo con la Directiva, el plazo extintivo de las acciones rescisorias no puede exceder 
de tres años a contar desde la apertura del procedimiento.

ii.	 Rastreo de activos (Título III): Los Estados miembros deben designar órganos jurisdiccio-
nales o autoridades administrativas facultadas para acceder, de forma directa e inmediata, 
a los registros de cuentas bancarias cuando el administrador concursal lo solicite en el 
marco de un procedimiento de insolvencia en curso y la información sea necesaria para 
identificar y rastrear activos de la masa del concurso.

Este acceso se extiende a los registros bancarios de otros Estados miembros a través del 
sistema de interconexión BARIS. Por otro lado, los administradores concursales tendrán 
acceso en tiempo oportuno a los registros centrales de titularidad real a efectos de identi-
ficar activos relevantes para el procedimiento.

Asimismo, los administradores concursales tendrán acceso directo y rápido a los registros 
y bases de datos nacionales (como registros catastrales o de la propiedad), independien-
temente del Estado miembro en que hayan sido nombrados, sin que puedan aplicárseles 
condiciones más gravosas que a los administradores nacionales.
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iii.	 Comités de acreedores (Título VI): Deberá constituirse un comité de acreedores tras la aper-
tura del procedimiento si la junta general de acreedores así lo decide o solicita, o, cuando 
el derecho nacional no prevea una junta general de acreedores, si los acreedores así lo 
solicitan de conformidad con el derecho nacional. La composición del comité debe reflejar 
los distintos intereses de los acreedores; cuando los trabajadores sean acreedores, sus 
representantes podrán ser nombrados miembros.

Los comités tendrán derecho a ser oídos sobre cuestiones de interés para el conjunto de 
los acreedores, a participar en el procedimiento y a obtener información pertinente de 
los administradores concursales. Los miembros de los comités estarán exentos de res-
ponsabilidad personal, salvo en caso de incumplimiento intencionado o manifiestamente 
negligente de sus obligaciones.

En definitiva, la Directiva persigue una mayor integración del mercado interior a través de una ho-
mogenización de la normativa de insolvencias, mejorando la seguridad, previsibilidad y eficiencia 
de la financiación empresarial. En cualquier caso, conviene señalar que la armonización se centra 
en aquellas materias más sensibles del derecho concursal y deja un margen deliberado a los Esta-
dos miembros para mantener o adoptar disposiciones más protectoras.

[España]

Utilización de sistemas de inteligencia artificial en el ejercicio de la actividad juris-
diccional

Acuerdo de 28 de enero de 2026, del Pleno del Consejo General del Poder Judicial, por el 
que se aprueba la Instrucción 2/2026, sobre la utilización de sistemas de inteligencia artifi-
cial en el ejercicio de la actividad jurisdiccional

Mediante Acuerdo de 28 de enero de 2026, el Pleno del Consejo General del Poder Judicial apro-
bó la Instrucción 2/2026, sobre la utilización de sistemas de inteligencia artificial en el ejercicio de 
la actividad jurisdiccional (la “Instrucción”). 

La Instrucción es de aplicación desde el 30 de enero de 2026, día de su publicación en el BOE, y 
tiene por objeto establecer criterios, pautas de uso y principios para la utilización de los sistemas 
de inteligencia artificial (“IA”) por jueces y magistrados en el ejercicio de la actividad jurisdiccional. 

Entre otros aspectos, la Instrucción establece que la utilización de los sistemas de IA deberá ajus-
tarse a los siguientes principios (punto 4.º):

i.	 Control humano efectivo: los sistemas de IA no podrán operar de forma autónoma para la 
toma de decisiones judiciales, la valoración de hechos o pruebas, o la interpretación del 
derecho.

ii.	 No sustitución: los sistemas de IA no podrán sustituir en ningún caso a jueces y magistrados 
en su función decisoria.
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iii.	 Responsabilidad judicial: la responsabilidad plena y exclusiva de las resoluciones corres-
ponde siempre al juez o magistrado, con independencia del uso de herramientas de IA.

iv.	 Independencia judicial: los resultados de los sistemas de IA no podrán condicionar, directa 
ni indirectamente, la libertad de criterio del órgano jurisdiccional.

v.	 Respeto a los derechos fundamentales: el uso de los sistemas de IA deberá garantizar, en 
particular, la tutela judicial efectiva, la igualdad, la no discriminación y la protección de 
datos.

vi.	 Confidencialidad y seguridad; prevención de sesgos algorítmicos; y proporcionalidad y uso 
limitado, de manera que el uso de IA quede restringido a aquellos supuestos en que resulte 
útil como instrumento de apoyo.

Además, solo podrán utilizarse aquellos sistemas de IA que sean facilitados por las Administra-
ciones competentes en materia de justicia o por el propio CGPJ. Dichos sistemas serán objeto de 
control de calidad y auditoría por parte del CGPJ (punto 5.º). No obstante, el punto 9.º permite 
la utilización de otros sistemas de IA para “finalidades de preparación o estudio” (resúmenes, tra-
ducciones, análisis de fuentes), siempre que la información proceda exclusivamente de fuentes 
abiertas. Queda absolutamente vedada la incorporación de datos judiciales a dichos sistemas.

Los usos permitidos comprenden la búsqueda y localización de información jurídica, el análisis, 
clasificación y estructuración de documentos o datos, la elaboración de esquemas, resúmenes o 
borradores de trabajo interno sin carácter decisorio, y el apoyo a tareas organizativas relacionadas 
con la gestión del conocimiento jurídico (punto 6.º).

Asimismo, cabe destacar que la Instrucción permite el uso de IA para la elaboración de borradores 
de resoluciones judiciales, si bien solo podrán emplearse para ello los sistemas facilitados por las 
Administraciones o el CGPJ. En todo caso, estos borradores requerirán una revisión y validación 
personal, completa y crítica por parte del juez o magistrado, quien mantendrá su exclusiva res-
ponsabilidad sobre la resolución. Dichos borradores no tendrán en ningún caso la consideración 
de decisiones automatizadas (punto 7.º).

Se prohíbe expresamente la sustitución o automatización de la toma de decisiones judiciales, el 
uso de resultados que condicionen la independencia judicial y la incorporación a resoluciones de 
contenidos generados por IA sin validación crítica y personal. Se prohíbe asimismo el tratamiento 
de datos personales especialmente protegidos fuera de los supuestos autorizados, así como el uso 
de IA para el perfilado de personas, la predicción de comportamientos o la evaluación de riesgos 
(punto 8.º).

El uso de IA deberá garantizar los principios de licitud, transparencia, minimización de datos y 
confidencialidad, y queda prohibido el tratamiento masivo o indiscriminado de datos judiciales 
(punto 10.º).

El incumplimiento de los criterios establecidos podrá dar lugar a las responsabilidades previstas 
en la Ley Orgánica del Poder Judicial, sin perjuicio de las medidas preventivas o correctoras de 
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carácter organizativo (punto 11.º). El CGPJ ejercerá las funciones de supervisión y control de la 
utilización de los sistemas de IA en todo aquello que afecte a operaciones de tratamiento de datos 
personales con fines jurisdiccionales (punto 12.º) y, además, ofrecerá a jueces y magistrados acti-
vidades formativas y de capacitación sobre el uso de sistemas de IA (punto 13.º).

2.	 Jurisprudencia

[Unión Europea]

Concursal. Cuestión prejudicial. El TJUE declara que el beneficiario de un acto per-
judicial para la masa no puede invocar la protección del artículo 13 del Reglamen-
to (CE) n.º 1346/2000 frente a una acción de reintegración cuyo objeto sea hacer 
respetar la graduación de créditos prevista por la ley del Estado de apertura del 
concurso

Sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea (Sala Séptima), de 19 de marzo de 
2026, asunto C-43/25

El procedimiento trae causa de la acción ejercitada ante los tribunales alemanes por la adminis-
tración concursal de una sociedad domiciliada en Alemania frente a otra sociedad del mismo 
grupo, domiciliada en Austria, en la que solicitaba la reintegración de los pagos efectuados por la 
concursada en los meses anteriores a la apertura del procedimiento de insolvencia en concepto 
de reembolso de préstamos intragrupo.

La sociedad austriaca solicitó la inclusión de sus créditos derivados de los préstamos intragrupo y 
reivindicó un derecho de prelación sobre créditos cedidos en garantía. El administrador concursal 
se opuso, instando la subordinación de dichos créditos conforme a la normativa de insolvencia 
alemana y, reconvencionalmente, la reintegración de las cantidades reembolsadas. La sociedad 
austriaca se opuso a la reintegración alegando que el derecho austriaco —ley aplicable a los con-
tratos de préstamo— no permitía la impugnación de tales pagos.

Los tribunales de instancia y apelación desestimaron las pretensiones de la sociedad austriaca y 
declararon procedente la reintegración a la masa activa de las cantidades reembolsadas.

En casación, el Tribunal Supremo alemán planteó al TJUE si el artículo 13 del Reglamento (CE) 
n.º 1346/2000 —que excluye la aplicación de la ley de apertura cuando el beneficiario del acto 
prueba que la ley rectora no permite su impugnación— puede ser invocado frente a una acción 
de reintegración que persigue hacer respetar la graduación de créditos prevista por la normativa 
del Estado de apertura.

El TJUE, partiendo de la interpretación restrictiva que corresponde a toda excepción, concluye que 
el ámbito de aplicación del artículo 13 se circunscribe al supuesto del artículo 4, apartado 2, letra 
m), del Reglamento —normas relativas a la nulidad, anulación o inoponibilidad de actos perjudi-
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ciales—, sin extenderse a las normas sobre graduación de créditos, contempladas en las letras g) 
e i) del mismo precepto.

En consecuencia, el TJUE declara que el artículo 13 del Reglamento no puede invocarse frente a 
una acción cuyo objeto no es la impugnación de actos perjudiciales, sino hacer respetar la gradua-
ción de créditos prevista por la ley del Estado de apertura del concurso.

[España]

Aplicación de la doctrina de la pérdida de oportunidad como criterio indemnizatorio 
ante la deficiente obtención del consentimiento informado del paciente

Sentencia del Tribunal Supremo, Sala de lo Civil, n.º 374/2026, de 10 de marzo

El procedimiento trae causa de la reclamación dirigida contra la aseguradora de un hospital por 
los daños ocasionados a una madre y a su hija como consecuencia de una supuesta deficiente asis-
tencia sanitaria durante el parto (infracción de la lex artis ad hoc) y la omisión del consentimiento 
informado. La madre había tenido un parto anterior mediante cesárea, circunstancia que incre-
menta el riesgo de hemorragia uterina en un parto natural posterior. Sin recabar consentimiento 
informado previo ni ofrecer a la madre la posibilidad de elegir entre parto natural y cesárea con 
información sobre los riesgos de cada alternativa, el equipo médico decidió intentar el parto 
de forma natural y, al producirse complicaciones, concluirlo por cesárea. La madre permaneció 
hospitalizada durante ocho días y la hija sufre una incapacidad del 78 % derivada de las compli-
caciones del parto.

En la demanda se reclamó por estos hechos una indemnización de 896.071,11 euros en favor de 
la madre y de 1.000.000 de euros en favor de la hija, más los intereses del artículo 20 de la Ley 
del Contrato de Seguro.

En primera y segunda instancia no se consideró acreditada mala praxis sanitaria por no estar con-
traindicado el parto natural en casos como el litigioso, si bien se apreció una infracción del deber 
de recabar el consentimiento informado, por lo que se reconoció un daño moral indemnizable 
por importe de 10.000 euros.

La demandante interpuso recurso de casación en el que, sin cuestionar la inexistencia de mala pra-
xis médica, impugnó la determinación de la indemnización como mero daño moral, sin atender 
al daño corporal efectivamente sufrido en relación con la omisión del consentimiento informado.

El Tribunal Supremo estimó parcialmente el recurso. Tras recordar que la normativa y jurispruden-
cia sobre la autonomía de la voluntad del paciente —en particular, de la madre en el parto— no 
permite desconocer su voluntad en la toma de decisiones médicas, aplica la doctrina de la pérdida 
de oportunidad. Conforme a esta doctrina: si existe total o muy elevada certeza moral de que el 
paciente, debidamente informado, habría rechazado la intervención, la indemnización se identifi-
ca con el daño corporal sufrido; si, por el contrario, se llega al convencimiento de que el paciente 
debidamente informado habría consentido la intervención, no procede indemnizar el daño cor-
poral; y, en los casos intermedios, debe realizarse un juicio prospectivo sobre la probabilidad de 
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que el paciente no hubiese aceptado el tratamiento de haber sido correctamente informado del 
riesgo y de las alternativas existentes.

Aplicando esta doctrina al caso, el Alto Tribunal estimó en un 20 % la probabilidad de que la ma-
dre, de haber sido debidamente informada, hubiera optado por la cesárea, y fijó la indemnización 
en 200.000 euros en favor de la hija y 1.077,96 euros en favor de la madre, más los intereses del 
artículo 20 de la Ley del Contrato de Seguro desde la fecha del siniestro (5 de mayo de 2015).

El Tribunal Supremo extiende a los préstamos personales al consumo el umbral de 
usura de los créditos revolving: con carácter general, serán usurarios si superan en 
más de 6 puntos porcentuales el tipo medio de referencia

Sentencia del Tribunal Supremo, Sala de lo Civil, n.º 366/2026, de 9 de marzo

La Sala establece que, si bien la doctrina fijada para las tarjetas revolving —conforme a la cual una 
TAE superior en más de 6 puntos porcentuales al tipo medio de referencia se considera notable-
mente superior al interés normal del dinero— no resulta directamente aplicable a los préstamos 
personales, “nada impide tenerla en consideración para valorar si el interés pactado es notablemen-
te superior al tipo medio de mercado”.

El procedimiento trae causa de un préstamo personal de 10.500 euros a cuatro años, formalizado 
en febrero de 2019 con una TAE del 16,61 %. La sentencia de primera instancia declaró la nulidad 
del contrato por usurario, si bien la Audiencia Provincial de Sevilla revocó dicha resolución y des-
estimó la demanda, al no apreciar usura.

El Tribunal Supremo reitera que el término de comparación relevante a efectos del juicio de usura 
(es decir, el interés normal del dinero) ha de ser el tipo medio de la categoría más específica apli-
cable a la operación. En este caso, el tipo de referencia no puede ser la tasa media de los créditos 
y préstamos al consumo para todos los plazos, sino el tipo medio para préstamos personales de 
entre uno y cinco años, que, según las estadísticas del Banco de España, se situaba en el 8,10 % 
en el momento de la contratación.

En el caso enjuiciado, la TAE pactada del 16,61 % supera en 8,51 puntos el tipo medio del 8,10 %. 
El Alto Tribunal considera que esta diferencia basta para apreciar usura, al exceder los 6 puntos 
porcentuales sobre el interés normal del dinero. Asimismo, descarta que la finalidad del préstamo 
—la unificación de créditos anteriores— justifique la proporcionalidad del tipo de interés. En con-
secuencia, casa la sentencia de apelación y confirma la nulidad por usura declarada en primera 
instancia, con el efecto de que el prestatario únicamente habrá de restituir el capital recibido.
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Inexistencia de interés legítimo en el ejercicio de una acción meramente declarativa 
de nulidad por abusividad cuando la entidad financiera ha aceptado extrajudicial-
mente dicha nulidad antes de la demanda

Sentencia del Tribunal Supremo, Sala de lo Civil, n.º 354/2026, de 5 de marzo

El Tribunal Supremo establece que carece de interés legítimo el ejercicio de una acción mera-
mente declarativa de nulidad por abusividad de cláusulas de un préstamo hipotecario cuando la 
entidad financiera demandada ya había aceptado extrajudicialmente dicha nulidad antes de la 
interposición de la demanda.

El prestatario ejercitó dicha acción frente a varias cláusulas de un préstamo hipotecario suscrito 
con Caja Rural de Zamora. El Juzgado de Primera Instancia estimó la demanda, pero la Audiencia 
Provincial revocó el pronunciamiento estimatorio al apreciar falta de interés legítimo, dado que 
la demandada había manifestado documentalmente y de forma fehaciente, con carácter previo a 
la demanda, que admitía la abusividad de las cláusulas controvertidas y su expulsión del contrato.

En su recurso extraordinario por infracción procesal y en el de casación, el demandante introdujo 
un argumento novedoso: que su interés legítimo residía en la necesidad de inscribir la nulidad de 
las cláusulas en el Registro de la Propiedad. El Alto Tribunal rechaza este argumento por vulnerar 
la prohibición de la mutatio libelli.

En cuanto al fondo, la Excma. Sala reitera —con apoyo en su propia jurisprudencia y en la doc-
trina del Tribunal Constitucional— que el ejercicio de una acción meramente declarativa exige  
(i) incertidumbre sobre la realidad o alcance de una relación jurídica, o temor de un futuro perjui-
cio; (ii) que dicha incertidumbre pueda ocasionar un perjuicio al demandante; y (iii) que no exista 
otra vía útil para poner fin a esa situación.

Al no existir controversia sobre la nulidad de las cláusulas —aceptada extrajudicialmente por la 
demandada—, el Tribunal Supremo concluye que no concurría ninguno de los presupuestos an-
teriores. Además, precisa que, si el demandante pretendía obtener un título inscribible en el Re-
gistro de la Propiedad, la acción procedente era la de condena a otorgar escritura pública, y no la 
meramente declarativa de nulidad. En virtud de lo anterior, se desestiman ambos recursos.

El Tribunal Supremo confirma la imperatividad del régimen de indemnización por 
clientela en el contrato de agencia: no cabe minoración judicial ni contractual de su 
importe

Sentencia del Tribunal Supremo, Sala de lo Civil, n.º 532/2026, de 9 de abril

El supuesto trae causa de una relación de agencia en exclusiva prolongada durante once años, 
articulada mediante sucesivos contratos trienales a través de los cuales el agente operó en Valen-
cia, Murcia y Baleares en representación de una empresa de telefonía. Extinguida la relación con-
tractual, el agente reclamó la indemnización por clientela del artículo 28 de la Ley de Contrato de 
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Agencia, cuantificándola conforme al promedio anual de sus remuneraciones durante los últimos 
cinco años.

Tanto el Juzgado de Primera Instancia como la Audiencia Provincial de Valencia reconocieron la 
procedencia de la indemnización, si bien la redujeron —en un 50 % en primera instancia y en 
algo más en segunda instancia— atendiendo a las actividades de publicidad, promoción y mar-
keting desarrolladas por la empresa de telefonía para la captación y fidelización de clientes, al 
liderazgo y prestigio de su marca y a la previsión contractual que así lo contemplaba.

El Alto Tribunal, sin embargo, niega que, acreditados los presupuestos legales del artículo 28 de 
la Ley de Contrato de Agencia, pueda moderarse judicialmente la indemnización por clientela en 
atención a criterios como los empleados en este caso, incluidos los pactados en el contrato.

La sentencia estima el recurso de casación, reiterando la consolidada jurisprudencia —recogida, 
entre otras, en las SSTS n.º 582/2010, 456/2013, 226/2020, 528/2020, 1209/2025, 1776/2025 y 
1777/2025— conforme a la cual las normas reguladoras de la indemnización por clientela tienen 
carácter imperativo (art. 3.1 de la Ley de Contrato de Agencia), en consonancia con el artículo 
19 de la Directiva 86/653/CEE. Acreditados los requisitos del artículo 28.1 de la Ley de Contrato 
de Agencia, el importe de la indemnización —determinado conforme al promedio anual de las 
remuneraciones del agente durante el período legalmente previsto (art. 28.3)— no puede ser 
minorado ni por pacto anticipado, al ser nula la cláusula que así lo preveía por contravenir una 
norma imperativa, ni por decisión judicial.

El Tribunal Supremo confirma la compatibilidad de los intereses de la Ley 3/2004, 
de lucha contra la morosidad, con los intereses anatocísticos del artículo 1109 del 
Código Civil

Sentencia del Tribunal Supremo, Sala de lo Civil, n.º 513/2026, de 7 de abril

El Alto Tribunal se pronuncia sobre la compatibilidad entre los intereses de demora del artículo 7.2 
de la Ley 3/2004, de 29 de diciembre, de lucha contra la morosidad en las operaciones comercia-
les, y la regla del anatocismo del artículo 1109 del Código Civil; esto es, si los intereses devengados 
al amparo de dicha ley especial pueden, a su vez, generar intereses legales conforme al régimen 
general del Código Civil.

En línea con la STS n.º 103/2021, de 25 de febrero, de la Sala 3.ª (Contencioso-Administrativo), la 
Sala 1.ª del Tribunal Supremo (Civil) declara que la Ley 3/2004 no contiene exclusión expresa del 
anatocismo civil ni resulta incompatible con el artículo 1109 del Código Civil, cuya referencia a los 
“intereses vencidos” comprende, a juicio de la Sala, tanto los remuneratorios como los moratorios.

La Sala precisa que la especialidad de la Ley 3/2004 frente al Código Civil se circunscribe al deven-
go automático de la mora sin necesidad de reclamación y a un tipo de interés agravado respecto 
del artículo 1108 del Código Civil, sin extenderse al régimen del anatocismo. A este respecto, re-
cuerda que la regla lex specialis derogat generali solo opera cuando ambas normas colisionan por 
regular el mismo objeto con mandatos contradictorios, colisión que considera inexistente, pues la 
Ley 3/2004 no regula el anatocismo ni proscribe su aplicación.
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Se descarta igualmente que la exclusión del anatocismo pueda sustentarse en una interpretación 
teleológica de la norma. La finalidad de la Ley 3/2004 —combatir la morosidad y disuadir los 
retrasos en el pago— se vería contrariada si se entendiera que elimina el anatocismo en perjuicio 
del acreedor al que pretende proteger, máxime cuando la propia Ley reconoce una indemnización 
por costes de cobro de la deuda. El Tribunal concluye que el anatocismo no solo no contradice 
dicha finalidad, sino que la refuerza.

El Tribunal Supremo reconoce legitimación activa para ejercitar el desahucio por 
precario frente a terceros al cotitular de una comunidad postganancial con uso ex-
clusivo pactado de la vivienda, incluso contra la voluntad del otro cotitular, y declara 
que la cesión verbal unilateral del uso efectuada por el cotitular no poseedor cons-
tituye abuso de derecho

Sentencia del Tribunal Supremo, Sala de lo Civil, n.º 272/2026, de 20 de febrero

En el supuesto analizado, tras el divorcio de los cónyuges, no llegó a liquidarse la comunidad ga-
nancial. Siendo titular la comunidad de dos viviendas, ambos excónyuges se habían repartido su 
posesión, de forma que cada uno tenía el uso exclusivo de una de ellas sin interferencias del otro.

Una de las hijas del matrimonio había estado residiendo, con el consentimiento de ambos excón-
yuges, en la vivienda cuyo uso correspondía al padre. Tras determinadas desavenencias, el padre 
revocó su consentimiento, pero la hija se negó a abandonar la vivienda invocando una cesión ver-
bal del uso efectuada por su madre, cotitular del inmueble en tanto que comunera de la sociedad 
postganancial.

En primera instancia se estimó íntegramente la demanda de desahucio por precario. Sin embargo, 
la Audiencia Provincial de Barcelona denegó la legitimación activa del demandante al considerar 
que, al no haberse atribuido judicialmente el uso de la vivienda en la sentencia de divorcio, su 
permanencia en el inmueble constituía una mera situación de hecho que exigía un acuerdo previo 
de la comunidad para actuar frente a terceros.

El Tribunal Supremo rechaza este planteamiento. Considera que el reparto de posesión responde 
a una decisión voluntaria de ambos excónyuges, mantenida durante más de cuatro años tras la 
sentencia de divorcio sin reclamación alguna, por lo que debe otorgarse plena validez al pacto de 
uso exclusivo alcanzado.

Sobre esta base, la Sala declara que cada cotitular de la comunidad postganancial está legitimado 
para ejercitar la acción de desahucio por precario frente a terceros, sin necesidad del acuerdo 
del otro cotitular e incluso con su oposición, siempre que actúe en beneficio de la comunidad o 
conforme al título resultante de la voluntad de ambos excónyuges. La sentencia refuerza así la le-
gitimación activa del demandante al entender que esta deriva no solo de la doctrina consolidada 
sobre la actuación del comunero en provecho de la comunidad, sino también de los derechos o 
situaciones de hecho que rigen el uso de los bienes por decisión de sus miembros.
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Finalmente, la Sala declara que el supuesto contrato verbal entre la cotitular no poseedora y su 
hija —cesión gratuita del uso de la vivienda por diez años— carece de validez. Por un lado, por-
que tal cesión, aun calificada como acto de administración —calificación que suscita serias dudas, 
dado su potencial para distorsionar la posesión de los demás comuneros durante un plazo muy di-
latado—, requeriría el acuerdo de la mayoría, que no concurría. Por otro, porque el uso exclusivo 
del esposo había sido asumido y consentido pacíficamente por ambos excónyuges durante varios 
años y había configurado una situación consolidada que no puede ser alterada unilateralmente 
por el cotitular no poseedor, lo que la Sala califica como abuso de derecho.

La colación del usufructo vitalicio donado debe efectuarse conforme al artículo 1045 
del Código Civil atendiendo al valor del bien usufructuado y a la edad del usufruc-
tuario en el momento de la partición

Sentencia del Tribunal Supremo, Sala de lo Civil, n.º 356/2026, de 5 de marzo

Los demandantes —tres hijos legitimarios del causante— impugnaron el cuaderno particional 
elaborado en 2010 y solicitaron que la valoración a efectos de colación de las donaciones de 
usufructo vitalicio sobre quinientas acciones de una sociedad mercantil familiar, efectuadas por el 
causante en los años 1985 y 1986, se realizase atendiendo a la edad de los usufructuarios en el 
momento de la partición y no en el de la donación.

La demanda fue íntegramente desestimada en primera instancia. La Audiencia Provincial de Viz-
caya estimó parcialmente el recurso de apelación, si bien mantuvo la valoración de los usufructos 
vitalicios conforme al cuaderno particional, que atendía a la edad de los donatarios en el momen-
to de la donación.

En sede casacional, la Sala estima el recurso y fija doctrina sobre la interpretación del artículo 
1045 del Código Civil en relación con la colación de derechos de usufructo vitalicio. Recuerda que 
lo que se colaciona no es la cosa donada in natura, sino su valor al tiempo de la partición, valorán-
dose tal como se recibió por el donatario, pero con arreglo a criterios actuales.

La Sala precisa que las variaciones de valor derivadas de causas independientes de la conducta del 
donatario deben tenerse en cuenta a efectos de colación. Aplicando este criterio, concluye que el 
paso del tiempo disminuye progresivamente el valor del usufructo e incrementa correlativamente 
el de la nuda propiedad, por lo que resulta coherente que el usufructo donado se valore aten-
diendo al valor del bien usufructuado y a la edad del usufructuario en el momento de la partición.

No obstante, la Sala rechaza que deba tomarse en consideración el tiempo transcurrido desde la 
elaboración del cuaderno particional como consecuencia del procedimiento judicial, al estimar 
que ello generaría una desigualdad respecto de otras valoraciones no revisadas.
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La responsabilidad derivada de la actuación ilícita de un administrador social no se 
extiende a la sociedad de gananciales cuando no consta provecho alguno para la 
comunidad ganancial

Sentencia del Tribunal Supremo, Sala de lo Civil, n.º 376/2026, de 10 de marzo

El Tribunal Supremo resuelve el recurso de casación interpuesto por una mercantil en liquidación 
concursal que pretendía extender la responsabilidad de su administrador a la sociedad de ganan-
ciales de este. La demanda solicitaba, en primer término, la inoponibilidad de las capitulaciones 
matrimoniales mediante las cuales el administrador y su esposa habían disuelto y liquidado su 
sociedad legal de gananciales y pactado un régimen de separación de bienes.

Asimismo, se solicitaba la condena solidaria de la esposa por la responsabilidad impuesta al admi-
nistrador en virtud de una acción social de responsabilidad, derivada del empleo de facturas falsas 
para reducir artificialmente las cuotas de IVA e Impuesto sobre Sociedades, conducta que fue 
objeto de sanciones tributarias y de enjuiciamiento penal por falsedad en documento mercantil.

Desestimada la demanda en ambas instancias, la mercantil interpuso recurso de casación. La Sala 
analiza la aplicación del artículo 1366 del Código Civil —que califica de precepto oscuro— y realiza 
un repaso de la jurisprudencia sobre la responsabilidad de la sociedad de gananciales por obliga-
ciones extracontractuales de un cónyuge, incluidas las derivadas de ilícitos penales y tributarios.

El Alto Tribunal desestima el recurso. Partiendo de que las sociedades de capital son personas 
jurídicas con personalidad y patrimonio propios, separados de los de sus socios, concluye que no 
consta que la actuación ilícita del administrador —empleo de facturas falsas para reducir la impo-
sición societaria— hubiera producido provecho alguno para la comunidad ganancial.

La Sala subraya que la propia mercantil, como sujeto pasivo de los impuestos defraudados y pro-
motora de la acción social de responsabilidad, se encontraba en una posición privilegiada para 
acreditar el beneficio que la conducta antijurídica hubiera generado para la sociedad de ganan-
ciales, extremo que no quedó acreditado.

Todo ello sin perjuicio de la posibilidad de que el administrador responda con sus bienes privativos 
—incluida su participación en los gananciales— y de la eventual aplicación del artículo 1317 del 
Código Civil, extremos sobre los que la Sala no se pronuncia al no haber sido objeto del recurso.
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La equiparación jurisprudencial entre compra a plazos y adquisición financiada me-
diante préstamo hipotecario —a efectos de los artículos 1354 y 1357.II del Código 
Civil— es extensible al préstamo personal destinado a pagar la vivienda familiar. 
Cuando los pagos se efectúan desde una cuenta con cotitulares ajenos al matrimo-
nio, la presunción de ganancialidad opera únicamente sobre la porción del saldo 
correspondiente al cónyuge

Sentencia del Tribunal Supremo, Sala de lo Civil (Pleno), n.º 377/2026, de 10 de marzo

El Tribunal Supremo resuelve el recurso de casación interpuesto contra la sentencia de la Audien-
cia Provincial de Madrid dictada en un procedimiento de liquidación de la sociedad de gananciales 
en el que se discutía la naturaleza privativa o ganancial de la vivienda familiar.

El inmueble fue adquirido exclusivamente por el esposo antes del matrimonio, que financió parte 
del precio mediante un préstamo personal suscrito días antes de la compra y con aplazamiento 
de otra parte. Las cuotas del préstamo y los pagos aplazados se abonaron durante la sociedad de 
gananciales desde una libreta bancaria de la que eran cotitulares el esposo y sus padres.

El juzgado declaró la vivienda íntegramente privativa al considerar acreditado que los fondos 
procedían de los padres del esposo. La Audiencia Provincial revocó parcialmente dicha resolución 
e incluyó en el activo ganancial el 56,35 % de la vivienda, para lo que aplicó la presunción de ga-
nancialidad del artículo 1361 del Código Civil sobre la totalidad del saldo de la libreta compartida.

El recurso de casación planteaba dos cuestiones: (i) si la equiparación de la compra a plazos es 
trasladable al préstamo personal; y (ii) si el artículo 1357.II del Código Civil resulta aplicable cuan-
do el inmueble no estaba destinado a vivienda familiar al tiempo de su adquisición.

Respecto de la segunda cuestión, la Sala reitera que el artículo 1357.II del Código Civil es aplicable 
aunque la vivienda hubiera sido adquirida antes del matrimonio, sin que sea exigible que el desti-
no familiar concurriera en el momento de la adquisición, pudiendo adquirirse con posterioridad. 
En el supuesto analizado, todos los plazos pagados constante la sociedad de gananciales se co-
rrespondían con períodos en los que el inmueble tenía destino de vivienda familiar.

La novedad más relevante de la sentencia reside en la extensión de la equiparación jurisprudencial 
al préstamo personal. La Sala ya había declarado aplicable la regla del artículo 1357.II del Código 
Civil cuando la vivienda familiar se adquiere antes de la sociedad de gananciales y el precio se 
satisface mediante un préstamo hipotecario cuyas cuotas se abonan con dinero ganancial, equi-
parándolo a la compra a plazos.

El Pleno extiende ahora expresamente esa equiparación al préstamo personal, al no existir razón 
para dispensar un tratamiento diferente cuando la financiación se instrumenta mediante un cré-
dito personal destinado a pagar la vivienda y cuyas cuotas se devuelven con dinero ganancial. Lo 
decisivo no es el instrumento de financiación ni su vinculación documental con el inmueble, sino 
el destino efectivo de los fondos y el pago de las cuotas con dinero ganancial.
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No obstante, el Pleno estima parcialmente el recurso en lo relativo a la presunción de gananciali-
dad sobre los pagos procedentes de la libreta compartida. La Sala declara que no puede presumir-
se la ganancialidad de la totalidad del saldo cuando el cónyuge no es titular exclusivo de la cuenta; 
a falta de prueba sobre la porción concreta que le corresponde, debe presumirse la copropiedad 
a partes iguales entre los cotitulares. Así, al existir tres cotitulares, la presunción de ganancialidad 
opera únicamente sobre un tercio del saldo, de manera que solo el 18,78 % de la vivienda tiene 
carácter ganancial.

El reconocimiento de complacencia de la paternidad es válido y puede inscribirse en 
el Registro Civil, aunque consten datos concluyentes de que no se corresponde con 
la verdad biológica 

Sentencia del Tribunal Supremo, Sala de lo Civil, n.º 436/2026, de 19 de marzo

La sentencia resuelve el recurso de casación interpuesto por la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública (“DGSJFP”) contra la sentencia de la Audiencia Provincial que había estimado 
la demanda de oposición a la resolución denegatoria de la inscripción registral de un reconoci-
miento de filiación por complacencia —aquel en el que el reconocedor sabe que no es el padre 
biológico del reconocido—.

El reconocedor y la madre de la menor otorgaron escritura pública de reconocimiento de filiación, 
en la que hacían constar expresamente que el reconocimiento “no se corresponde con la verdad 
biológica”. El Registro Civil denegó la inscripción al considerar que la filiación no biológica solo 
puede constituirse por adopción, y la DGSJFP confirmó dicha denegación por contravención del 
principio de veracidad biológica.

La demanda de oposición fue estimada en ambas instancias, al considerar aplicable la doctrina de 
la STS de Pleno n.º 494/2016, de 15 de julio, conforme a la cual el reconocimiento de complacen-
cia no es nulo por el mero hecho de serlo.

El Tribunal Supremo desestima el recurso de casación. Señala que, si bien la STS de Pleno  
n.º 494/2016 ya había declarado la validez del reconocimiento de complacencia, lo había hecho 
en el contexto de acciones de impugnación de filiaciones ya inscritas. La presente sentencia abor-
da por primera vez si dicho reconocimiento puede acceder al Registro Civil cuando la propia es-
critura revela la falta de correspondencia biológica, y la respuesta es afirmativa. La Sala fija como 
doctrina que el reconocimiento de complacencia únicamente será inválido si resulta contrario a 
la ley, al orden público o a la moral, si encubre un fraude de ley o si es perjudicial para el interés 
del menor reconocido.

El fundamento reside en que el principio de veracidad biológica (arts. 10.1 y 39.2 de la Constitu-
ción) no tiene carácter absoluto, sino que ha de cohonestarse con la seguridad jurídica y la esta-
bilidad de los estados civiles, especialmente en interés de los menores (arts. 9.3, 39.3 y 39.4 de la 
Constitución), como confirma el propio legislador al prescindir de dicho principio en materia de 
reproducción asistida.
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En el caso concreto, la prueba acredita una posesión de estado prolongada y que la convivencia 
resulta beneficiosa para la menor, habiéndose consolidado un vínculo filial y afectivo con el reco-
nocedor. En consecuencia, el Tribunal desestima el recurso sin imposición de costas, en atención 
al carácter novedoso del pronunciamiento.

Concursal. El Tribunal Supremo matiza la doctrina del principio de accesoriedad de 
las garantías reales de terceros no deudores en supuestos de concursos de acreedo-
res, sin que se vean afectadas en casos de exoneración del pasivo insatisfecho de un 
deudor

Sentencia del Tribunal Supremo, Sala de lo Civil (Pleno), n.º 321/2026, de 26 de febrero 

La sentencia analiza el alcance del principio de accesoriedad de las garantías reales otorgadas 
por terceros no deudores en el contexto del concurso de acreedores. En concreto, se examina si 
la exoneración del pasivo insatisfecho concedida al deudor conlleva la extinción de la hipoteca 
constituida por un tercero no deudor en garantía del crédito exonerado.

La sentencia aplica la antigua Ley Concursal, vigente en el momento en que se produjo la exone-
ración del pasivo insatisfecho, y recapitula las principales sentencias referidas a materias similares 
(entre otras, SSTS n.º 549/2021, de 20 de julio; n.º 586/2021, de 27 de julio; y n.º 1784/2025, de 
4 de diciembre).

En síntesis, el Tribunal Supremo razona que, en caso de concurso del deudor principal, cuando la 
deuda garantizada ha quedado minorada o exonerada sin consentimiento del acreedor que goza 
de una garantía prestada por un tercero, ya sea personal o real, dicha garantía permanece respec-
to de la deuda principal, sin verse afectada por las referidas quitas o exoneraciones.

El Alto Tribunal considera que la exoneración de la deuda garantizada no puede conllevar la pér-
dida de la garantía hipotecaria para el acreedor, por cuanto los terceros que hubieran prestado 
garantías no tienen por qué beneficiarse de las razones concursales que justifican la exoneración 
al concursado, al encontrarse fuera del concurso. En consecuencia, la hipoteca subsiste con base 
en las especialidades del concurso de acreedores y del régimen de la exoneración del pasivo in-
satisfecho.

La sentencia concluye recordando que esta solución es la recogida actualmente en el artículo 492.1 
del Texto Refundido de la Ley Concursal (“TRLC”), que —en línea con lo dispuesto en el artículo 
178 bis.5 de la antigua Ley Concursal— señala que “la exoneración no afectará a los derechos de 
los acreedores frente a los obligados solidariamente con el deudor y frente a sus fiadores, avalistas, 
aseguradores, hipotecante no deudor o quienes, por disposición legal o contractual, tengan obliga-
ción de satisfacer todo o parte de la deuda exonerada, quienes no podrán invocar la exoneración del 
pasivo insatisfecho obtenido por el deudor”.



150

Procesal Civil

Concursal. La tercería de mejor derecho ejercitada por la administración concursal 
conforme al artículo 144.2 TRLC se rige por lo previsto en los artículos 613 y ss. LEC 
y, por tanto, el plazo preclusivo para su interposición es cuando el ejecutante recibe 
la suma obtenida en la ejecución

Sentencia del Tribunal Supremo, Sala de lo Civil, n.º 449/2026, de 24 de marzo 

En el caso analizado, la administración concursal de una clínica declarada en concurso de acree-
dores interpuso una demanda incidental de tercería de mejor derecho contra la Agencia Estatal 
de la Administración Tributaria (“AEAT”). En ella alegaba que esta había trabado embargos sobre 
créditos de la concursada con posterioridad a la declaración de concurso y sin previa declaración 
de no necesidad de los bienes trabados, y solicitaba que se pusieran a disposición del concurso 
las cantidades así cobradas y que se modificara la lista definitiva de acreedores en los importes 
indebidamente percibidos. 

La AEAT se opuso alegando, entre otros motivos, la extemporaneidad de la acción conforme al ar-
tículo 615 de la Ley de Enjuiciamiento Civil (“LEC”), por haberse presentado una vez que ya había 
ingresado el importe obtenido con la ejecución. El Juzgado de lo Mercantil estimó la demanda, y 
la Audiencia Provincial confirmó la sentencia al considerar que el artículo 144.2 del TRLC constitu-
ye una norma especial que excluye el plazo preclusivo de la LEC, pues la administración concursal 
no puede hacer valer las preferencias concursales hasta que la lista definitiva de acreedores quede 
aprobada, y que admitir la tesis contraria permitiría a la Administración alterar el régimen de pre-
lación concursal mediante la simple celeridad en el cobro.

El Tribunal Supremo estima el recurso de casación interpuesto por la AEAT. Recuerda que el pro-
cedimiento aplicable a la tercería ejercitada al amparo del artículo 144.2 TRLC es el general pre-
visto en los artículos 613 y siguientes de la LEC, entre cuyas normas se encuentra el artículo 615 
LEC, que fija como momento preclusivo para su ejercicio aquel en que se entrega al ejecutante la 
suma obtenida mediante la ejecución, sin que dicha norma quede desplazada por el artículo 144.2 
TRLC. La dificultad de conocer las preferencias antes de la aprobación de la lista de acreedores 
tampoco justifica inaplicar el plazo, pues la solución es interponer la tercería en tiempo e instar 
la suspensión por prejudicialidad civil. El Tribunal advierte, además, que, al haberse trabado los 
embargos con posterioridad a la declaración de concurso, lo procedente habría sido solicitar su 
nulidad conforme al artículo 143 TRLC, pero el hecho de haber optado exclusivamente por la ter-
cería de mejor derecho impide acordarlo por razones de congruencia.

En consecuencia, el Tribunal Supremo desestima la demanda por extemporánea y casa las senten-
cias de instancia y de apelación sin imposición de costas.
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Concursal. La prohibición de compensación del artículo 58 LC no se aplica respecto 
de créditos no concursales ni tampoco respecto de créditos derivados de la misma 
relación contractual

Sentencia del Tribunal Supremo, Sala de lo Civil, n.º 535/2026, de 9 de abril 

El Tribunal Supremo estima el recurso de casación interpuesto por la titular de dos instalaciones 
fotovoltaicas y casa la sentencia de la Audiencia Provincial de Madrid (Sección 14.ª), que había 
revocado la resolución de primera instancia al considerar que los descuentos practicados sobre el 
crédito reclamado por la administración concursal de la empresa encargada del mantenimiento 
de dichas instalaciones infringían la prohibición de compensación del antiguo artículo 58 de la 
Ley Concursal (“LC”).

Las partes habían suscrito un contrato de mantenimiento y gestión de explotaciones solares. Tras 
la declaración de concurso de la prestadora del servicio, su administración concursal reclamó a 
la propietaria de las instalaciones el pago de la retribución correspondiente a los tres primeros 
trimestres de 2018. La propietaria se opuso alegando que procedía descontar diversas cantidades 
derivadas de la misma relación contractual.

El Juzgado de Primera Instancia estimó parcialmente la demanda y consideró procedentes los 
descuentos invocados por la propietaria. La Audiencia Provincial, sin embargo, revocó dicho pro-
nunciamiento al calificar las deducciones como una compensación prohibida por el artículo 58 
LC, al entender que su reclamación debía canalizarse a través del correspondiente incidente con-
cursal, sin que pudiera apreciarse un supuesto de liquidación contractual al no haberse resuelto 
el contrato.

El Tribunal Supremo casa la sentencia de apelación con un doble fundamento:

i.	 La prohibición de compensación del artículo 58 LC opera exclusivamente respecto de crédi-
tos concursales, anteriores a la declaración de concurso, y tanto el crédito de la prestadora 
como las cantidades cuyo descuento pretendía la propietaria nacieron con posterioridad a 
dicha declaración, en el marco de un contrato de tracto sucesivo.

ii.	 No se está propiamente ante una compensación, sino ante una liquidación de créditos y 
deudas surgidos de una misma relación contractual, mecanismo al que no resulta aplicable 
dicha prohibición.

El Tribunal Supremo precisa, además, que esta doctrina resulta aplicable aun cuando la relación 
contractual no se haya resuelto, especialmente en contratos de tracto sucesivo cuyas prestaciones 
son susceptibles de aprovechamiento independiente. 
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Concursal. La calificación de un crédito titularidad de un organismo autónomo de-
pende de su naturaleza y no constituye en todo caso un crédito público

Sentencia de la Audiencia Provincial de Barcelona (Sección 15.ª), n.º 143/2026, de 2 de 
febrero 

La Audiencia Provincial de Barcelona analiza la clasificación que debe atribuirse en un concurso 
de acreedores a un crédito titularidad de un organismo autónomo, derivado de la resolución de 
un contrato de suministro eléctrico ajeno al ejercicio de las potestades administrativas atribuidas 
al organismo para el cumplimiento de sus fines.

El organismo autónomo solicitaba el reconocimiento de un crédito público —un 50 % como cré-
dito con privilegio general y el 50 % restante como crédito ordinario—. Sin embargo, a la luz del 
artículo 280.4.º del TRLC, la Audiencia considera que, pese a tratarse de un organismo autónomo, 
el crédito no puede calificarse como público al no derivar del ejercicio de una potestad adminis-
trativa en sentido propio.

La Sala concluye que, para que un crédito sea público a efectos del artículo 280.4.º del TRLC, no 
basta con que sea titularidad de una Administración pública u organismo autónomo, sino que 
debe proceder del ejercicio de potestades administrativas vinculadas a los fines públicos del ente 
acreedor, circunstancia que no concurre en el caso analizado. En consecuencia, estima parcial-
mente el recurso, revoca la resolución de instancia y reconoce a favor del organismo autónomo 
un crédito concursal ordinario por la totalidad del importe.

Concursal. Los créditos frente al fiador solidario en concurso no deben calificarse 
como contingentes cuando la deuda principal es exigible, aunque no haya existido 
reclamación previa al deudor principal ni excusión de sus bienes, procediendo su 
reconocimiento como créditos ordinarios o subordinados, según corresponda

Sentencia de la Audiencia Provincial de Sevilla, n.º 586/2025, de 3 de noviembre

Una entidad financiera impugnó la lista de acreedores del concurso de Abengoa Engineering 
S.L.U. y solicitó la reclasificación como ordinarios y subordinados de diversos créditos derivados 
de instrumentos financieros en los que la concursada figuraba como deudora-avalista a primer 
requerimiento, inicialmente reconocidos como contingentes.

El Juzgado de lo Mercantil desestimó la demanda al considerar que la obligación de la concursada 
como avalista no había devenido exigible, al no haberse producido el incumplimiento del obliga-
do principal ni la consiguiente reclamación, sin que la mera declaración de concurso bastase para 
activar la garantía.

La Audiencia Provincial considera, por el contrario, que, si bien la fianza conserva siempre su ca-
rácter accesorio, cuando se configura como solidaria el acreedor puede dirigirse indistintamente 
contra el deudor y contra el fiador por el importe total del crédito, sin que nada impida su insinua-
ción en el concurso de ambos con cargo a la respectiva masa activa.
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La Sala parte de la distinción entre fianza ordinaria y fianza solidaria. Aunque ambas conservan 
su carácter accesorio respecto de la deuda principal, la fianza solidaria elimina la subsidiariedad, 
permitiendo al acreedor dirigirse directamente contra el fiador sin necesidad de previa reclama-
ción al deudor principal. En este sentido, recuerda la doctrina del Tribunal Supremo sobre la equi-
paración funcional del fiador solidario al deudor solidario en cuanto a la exigibilidad de la deuda.

Sobre esta base, la Sala interpreta los arts. 258 y 263 del TRLC en el sentido de que la calificación 
como crédito contingente solo procede cuando existe beneficio de excusión. Por el contrario, en 
las garantías solidarias —en las que no concurre ese beneficio— los créditos deben reconocerse 
como ordinarios (o subordinados, en su caso), siempre que la deuda sea exigible. No es necesario 
que el acreedor haya ejercitado previamente su derecho frente al deudor principal.

Asimismo, la Audiencia Provincial aprecia que todos los créditos controvertidos eran exigibles al 
tiempo de la declaración de concurso de la fiadora: algunos por vencimiento previo y otros por 
aplicación de cláusulas de vencimiento anticipado vinculadas a la insolvencia del deudor principal, 
circunstancia que determina la pérdida del plazo conforme al artículo 1129 del Código Civil.

Aplicando esta doctrina, la Audiencia Provincial estima el recurso de apelación, revoca parcial-
mente la sentencia de instancia y acuerda la modificación de la lista de acreedores, reconociendo 
a favor de la entidad financiera un crédito ordinario y un crédito subordinado, en sustitución de su 
previa calificación como créditos contingentes.
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1.	 Jurisprudencia

[España]

El Tribunal Supremo sostiene que es irregular acordar un sobreseimiento provisio-
nal con el único fin de interrumpir el transcurso del plazo máximo de instrucción, 
mientras materialmente se sigue investigando 

Sentencia del Tribunal Supremo, Sala de lo Penal, de 12 de febrero de 2026

La Sala Segunda del Tribunal Supremo (Pta. Marchena Gómez) desestima el recurso de casación 
contra la sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Madrid, que confirma una condena por 
delitos contra la salud pública. 

En la sentencia, el Tribunal Supremo resuelve sobre las alegaciones de uno de los acusados, cuya 
condena se había basado, entre otros aspectos, en la intervención de sus comunicaciones acorda-
da durante la instrucción. El recurrente alegaba que dicha intervención había sido prospectiva, al 
haberse acordado sin existir indicios previos de delito. Basaba esta alegación en el hecho de que, 
una vez acordada la intervención de las comunicaciones (y sin esperar a su resultado), el órgano 
instructor había dictado auto de sobreseimiento provisional por ausencia de indicios suficientes 
de criminalidad. Dicho sobreseimiento fue revocado un mes más tarde como consecuencia de la 
estimación de un recurso de reforma interpuesto por el Ministerio Fiscal, que había solicitado que 
el sobreseimiento se dejara sin efecto hasta que se conociera el resultado de la intervención de las 
comunicaciones acordada. Durante el mes en el que la causa estuvo provisionalmente sobreseída, 
se continuaron analizando las comunicaciones intervenidas, que luego se emplearon en el corres-
pondiente juicio como prueba de cargo. 

El Tribunal Supremo discrepa de que la intervención de las comunicaciones del recurrente fuera 
prospectiva, ya que se acordó ante la existencia de indicios de delito. La ausencia de indicios de 
delito declarada en el auto de sobreseimiento provisional era solo un pretexto para lo que real-
mente se pretendía con el sobreseimiento: interrumpir el transcurso del plazo máximo de instruc-

*  Esta sección ha sido coordinada por Patricia Leandro y Marta Pantaleón, y en su elaboración han participado Cristina Rodríguez, Alberto Schoch, Inés 
Pretus y Manuel Palacios, del Área de Derecho Penal de los Negocios e Investigaciones Internas de Uría Menéndez (Madrid).
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ción previsto en el artículo 324 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal. El Tribunal Supremo critica 
duramente esta práctica, “lamentablemente más extendida de lo deseable”, a la que califica como 
contraria al significado procesal del sobreseimiento provisional, que resulta estructuralmente in-
compatible con la continuación de la investigación. Sin embargo, considera que esta anomalía, 
en el caso concreto, no dio lugar a la indefensión material del recurrente, por lo que desestima el 
correspondiente motivo de casación. 

El Tribunal Constitucional otorga el amparo a un investigado cuya prisión provisio-
nal se acordó sobre la base de conversaciones telefónicas en una causa declarada 
secreta, por no haberse proporcionado a su defensa acceso a la transcripción de la 
conversación

Sentencia del Tribunal Constitucional de 23 de febrero de 2026

La Sala Primera del Tribunal Constitucional (Pte. Enríquez Sancho) otorga el amparo a un inves-
tigado cuya prisión provisional se había acordado sobre la base de una conversación telefónica 
intervenida. Al estar la causa declarada secreta, únicamente se proporcionó a la defensa del inves-
tigado, para la impugnación de dicha privación de libertad, un documento que hacía referencia 
a las comunicaciones intervenidas, pero sin detallar su contenido. Se le negó acceso a la trans-
cripción de las conversaciones, invocando de forma genérica el peligro para el buen curso de la 
investigación que derivaría de proporcionársela. 

El Tribunal Constitucional declara que, de este modo, se vulneraron los derechos del investigado a 
la libertad personal y a la defensa, por no habérsele proporcionado los elementos esenciales para 
poder impugnar la medida cautelar acordada. Señala que esta exigencia no se limita a informar 
al investigado de la “clase” o “naturaleza” de la fuente de prueba que justifica la medida, sino que 
requiere necesariamente individualizar su contenido en el caso concreto. En consecuencia, comu-
nicar al investigado que su privación de libertad se justifica en virtud de una grabación, sin detallar 
su contenido, no satisface en modo alguno esa exigencia. Cuando la prisión provisional se acuerda 
con base en conversaciones telefónicas o telemáticas intervenidas, el acceso a los elementos esen-
ciales para impugnar la medida cautelar incluyen las correspondientes transcripciones, así como 
información sobre los dispositivos o terminales concernidos. 

El Tribunal Supremo confirma que los delitos de defraudación tributaria relativos 
al IVA se consuman al término del año natural correspondiente, con independencia 
de la fecha en que se haya presentado la autoliquidación trimestral que evidenció el 
fraude. El cese del administrador social antes de la consumación del delito no gene-
ra un plazo prescriptivo subjetivo anticipado ni convierte al administrador en ajeno 
a la conducta defraudatoria hasta entonces ejecutada

Sentencia del Tribunal Supremo, Sala de lo Penal, de 25 de febrero de 2026

La Sala Segunda del Tribunal Supremo (Pte. Hernández García) estima el recurso de casación 
interpuesto por la Agencia Estatal de Administración Tributaria contra la sentencia de apelación 
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la Audiencia Provincial de Sevilla (Sección 7.ª), que había declarado extinguida la responsabilidad 
penal del acusado por prescripción del delito contra la Hacienda Pública (fraude de IVA). El Tri-
bunal Supremo casa y anula dicha sentencia y ordena la retroacción de actuaciones para que la 
Audiencia Provincial se pronuncie sobre todos los motivos del recurso de apelación interpuesto 
por el acusado contra la sentencia condenatoria de primera instancia.

La Audiencia Provincial había apreciado de oficio la prescripción del delito, al identificar el dies a 
quo del plazo prescriptivo con la fecha en la que se presentó la primera autoliquidación trimestral 
que evidenció el fraude. Se apartaba así del criterio legal y jurisprudencial conforme al que la 
consumación (y, por tanto, el dies a quo del plazo de prescripción) de los fraudes de IVA se pro-
duce al término del año natural correspondiente, con el argumento de que, en ese momento, el 
administrador societario autor de la autoliquidación fraudulenta ya había cesado como tal.

El Tribunal Supremo rechaza que este elemento puramente subjetivo sea irrelevante para la de-
terminación del plazo de prescripción, cuyo inicio debe coincidir con el de la consumación, fijada 
legalmente en este caso al término del año natural correspondiente. El hecho de que el adminis-
trador cesara con anterioridad a la consumación no es relevante ni desde el punto de vista de la 
prescripción (no hace surgir un plazo prescriptivo subjetivo anticipado) ni desde el punto de vista 
de su autoría. Y es que, si se admitiese lo contrario, razona el Tribunal, “se correría el riesgo de 
abrir una puerta de atrás, injustificada y fraudulenta, para eludir la intervención penal. Bastaría para 
ello que el administrador que incumplió los deberes tributarios cesara en cualquier momento previo 
a la finalización del periodo impositivo”.

El Tribunal Supremo sostiene que los derechos reconocidos en el artículo 118 de la 
Ley de Enjuiciamiento Criminal no son aplicables a las declaraciones que un emplea-
do presta ante los auditores internos de su empresa en el marco de una investigación 
interna. La ausencia de dichas formalidades no priva de valor probatorio a dichas 
declaraciones cuando se incorporan al proceso penal a través del correspondiente 
informe pericial

Sentencia del Tribunal Supremo, Sala de lo Penal, de 19 de marzo de 2026

La Sala Segunda del Tribunal Supremo (Pte. Hurtado Adrián) desestima el recurso de casación in-
terpuesto por el recurrente contra la sentencia de la Audiencia Provincial de Albacete (Sección 2.ª) 
que lo había condenado por administración desleal y falsedad en documento mercantil. La conde-
na se había basado, entre otros aspectos, en las declaraciones que el condenado había prestado 
ante los auditores internos de su empresa en el marco de la correspondiente investigación interna.

Entre otros motivos de casación, el recurrente alegaba la vulneración del derecho a un proceso 
con todas las garantías al haber sido valoradas como prueba dichas declaraciones, a pesar de 
haberlas prestado sin las garantías previstas en el artículo 118 de la Ley de Enjuiciamiento Crimi-
nal: sin haber sido informado de sus derechos, sin asistencia letrada y sin representante sindical. 
Pretendía con ello que dichas declaraciones fueran expulsadas del procedimiento.
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El Tribunal Supremo rechaza la queja señalando que los derechos previstos en el artículo 118 de 
la Ley de Enjuiciamiento Criminal se limitan a la persona que, habiendo sido objeto de detención, 
de cualquier otra medida cautelar o de procesamiento, se encuentra a disposición judicial. Por 
el contrario, las declaraciones impugnadas se prestaron para un informe de auditoría, cuando ni 
siquiera se había incoado procedimiento judicial ni se había dirigido contra el acusado investiga-
ción policial, de modo que, si no las hubiera querido prestar, nadie podría haberle obligado a ello. 

La Sala considera, por tanto, que las declaraciones se prestaron en el marco de un informe pericial 
y en un contexto de colaboración voluntaria. Destaca que el propio condenado, en la declaración 
prestada en instrucción, reconoció que había colaborado con la auditoría y que firmó una serie 
de documentos en los que asumía los hechos, y la sentencia de instancia dejó constancia de que, 
consciente de que su operativa iba a ser descubierta, decidió colaborar de forma voluntaria, sin 
que se hubiera probado en absoluto que sufriera presiones, coacciones o amenazas por parte de 
los auditores ni de otras personas de la entidad. 
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1.	 Legislación

[Portugal]

Ensaios clínicos de medicamentos para uso humano

Lei n.º 9/2026, de 6 de março (DR 46, Série I, de 6 de março de 2026)

A Lei n.º 9/2026, de 6 de março (“Lei 9/2016”), assegura a execução, na ordem jurídica interna, 
do Regulamento (UE) n.º 536/2014 do Parlamento Europeu e do Conselho, de 16 de abril de 2014 
(“Regulamento”), relativo aos ensaios clínicos de medicamentos para uso humano, o qual revoga 
a Diretiva 2001/20/CE. Procede igualmente à terceira alteração à lei da investigação clínica, apro-
vada pela Lei n.º 21/2014, de 16 de abril.

O Infarmed – Autoridade Nacional do Medicamento e Produtos de Saúde I.P. (“Infarmed”) é a en-
tidade responsável pela aplicação do Regulamento e ponto de contacto nacional, sendo a Comis-
são de Ética para a Investigação Clínica (“CEIC”) a comissão de ética prevista no Regulamento. Os 
ensaios clínicos estão sujeitos a autorização prévia pelo Infarmed, com fundamento nos resultados 
da avaliação técnico-científica e no parecer vinculativo da CEIC.

A Lei 9/2016 estabelece um regime detalhado de consentimento esclarecido, prevendo situações 
de emergência (i.e., quando o sujeito do ensaio se encontra em risco grave ou imediato para a 
vida ou integridade física), situações de participação de menores (sendo exigido o assentimento 
do menor com 16 ou mais anos) e de sujeitos maiores incapazes, para os quais o ensaio apenas 
pode ser realizado nos termos do artigo 31.º do Regulamento. Em qualquer caso, menores ou 
maiores incapazes sujeitos a acolhimento institucional não podem participar, salvo se da não par-
ticipação resultar potencial prejuízo para os próprios.

No que toca à responsabilização pelos danos causados pelo ensaio ao sujeito, a Lei 9/2016 de-
termina que o promotor e o investigador respondem solidariamente e independentemente de 
culpa, sendo o promotor obrigado a contratar seguro de responsabilidade civil adequado ao risco, 

*  Esta sección ha sido coordinada por Beatriz Cocina Arrieta y redactada por Rosa Cuesta Gómez, Telmo Vergara Etxeberria, Joana Mota, Filipa de Matos 
y Tiago Gomes, del Área de Derecho de la Salud de Uría Menéndez (Madrid, Lisboa).



164

Salud y Alimentación

podendo a CEIC dispensar desta obrigação o promotor de ensaio com intervenção mínima, desde 
que apresente declaração de seguro que cubra os danos previstos. Os danos que afetem a saú-
de do sujeito durante o ensaio e no ano seguinte à conclusão da sua participação presumem-se 
causados pelo ensaio. Particularmente relevante é o facto de os medicamentos experimentais, 
os auxiliares e os dispositivos médicos utilizados na sua administração serem fornecidos gratuita-
mente ao sujeito e essa obrigação se manter após a conclusão do ensaio enquanto não existirem 
alternativas terapêuticas equiparáveis e até à garantia de acesso nos estabelecimentos do Serviço 
Nacional de Saúde.

Em matéria contratual, o promotor celebra um contrato com o centro de ensaio clínico, do qual 
constam as disposições financeiras e outras previstas no Regulamento, podendo ser formalizado 
antes, durante ou imediatamente após a notificação da decisão de autorização do ensaio, mas só 
podendo produzir efeitos após essa notificação.

Os documentos que integram o dossiê do pedido de autorização são redigidos em língua portu-
guesa ou inglesa, mas os documentos destinados aos participantes e a sinopse do ensaio, bem 
como o resumo dos resultados para leigos, devem ser redigidos em língua portuguesa, salvo em 
casos excecionais devidamente justificados e com aprovação da CEIC.

Sem prejuízo da responsabilidade criminal, disciplinar e civil, constitui contraordenação a infração 
às disposições do Regulamento e da Lei 9/2016, punível com coima de EUR 500 a EUR 50 000, 
no caso de pessoas singulares, ou de EUR 5 000 a EUR 750 000, no caso de pessoas coletivas. A 
tentativa e a negligência são puníveis, com os montantes máximos e mínimos das coimas reduzi-
dos a metade. Pode ainda ser aplicada a sanção acessória de suspensão ou interdição de realiza-
ção de ensaios clínicos pelo período máximo de dois anos. 

A Lei 9/2016 entrou em vigor no passado dia 5 de abril de 2026.

2.	 Jurisprudencia

[Unión Europea]

Oponibilidad de las normas ISO sobre emisiones de cigarrillos a los particulares que 
han tenido acceso a su contenido

Sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea (Gran Sala) de 21 de abril de 2026 
(C-155/24)

La Stichting Rookpreventie Jeugd (Fundación para la Prevención del Tabaquismo entre la Juven-
tud, Países Bajos [la “Fundación”]) solicitó a la Nederlandse Voedsel en Warenautoriteit (“NVWA”) 
que adoptara medidas coercitivas contra los fabricantes de cigarrillos, basándose en un estudio 
del Instituto Nacional de Sanidad y Medio Ambiente que concluía que, aplicando el método de 
medición denominado Canadian Intense (en lugar del previsto en el artículo 4, apartado 1, de la 
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Directiva 2014/40/UE), todos los cigarrillos con filtro comercializados en los Países Bajos supe-
raban considerablemente los niveles máximos de emisión de alquitrán, nicotina y monóxido de 
carbono establecidos en el artículo 3, apartado 1, de dicha Directiva. 

La NVWA desestimó la solicitud y el Secretario de Estado confirmó dicha desestimación. El Tribu-
nal de Primera Instancia de Róterdam estimó el recurso de la Fundación y declaró que las normas 
NEN-ISO no eran oponibles a los particulares, en general, por no haber sido publicadas en el 
Diario Oficial de la Unión Europea, y ordenó a la NVWA adoptar medidas coercitivas. Esta sentencia 
fue recurrida ante el College van Beroep voor het bedrijfsleven (Tribunal de Apelación en materia 
económico-administrativa de los Países Bajos), que planteó siete cuestiones prejudiciales al Tribu-
nal de Justicia de la Unión Europea.

Las cuestiones trataban fundamentalmente sobre si las normas ISO son oponibles a un particular 
que ha tenido acceso a su contenido pagando un precio, la posibilidad de aplicar métodos de 
medición alternativos y las consecuencias en caso de inoponibilidad.

El TJUE resuelve que el artículo 4, apartado 1, de la Directiva 2014/40/UE del Parlamento Europeo 
y del Consejo, de 3 de abril de 2014, relativa a la aproximación de las disposiciones legales, re-
glamentarias y administrativas de los Estados miembros en materia de fabricación, presentación y 
venta de los productos del tabaco y los productos relacionados y por la que se deroga la Directiva 
2001/37/CE, debe interpretarse en el sentido de que los particulares que han tenido acceso al 
contenido de la versión oficial y auténtica de las normas ISO a las que se refiere esta disposición no 
pueden invocar la circunstancia de que esas normas no hayan sido publicadas en el Diario Oficial 
de la Unión Europea para obtener que los niveles de emisión de alquitrán, nicotina y monóxido de 
carbono se midan mediante métodos de medición distintos de los previstos por dichas normas. 
Los argumentos expuestos fueron los que se resumen a continuación:

i.	 El artículo 4, apartado 1, de la Directiva 2014/40/UE establece que las emisiones de alqui-
trán, nicotina y monóxido de carbono de los cigarrillos se medirán según las normas ISO 
4387, 10315 y 8454, respectivamente, y que la exactitud de dichas indicaciones se compro-
bará según la norma ISO 8243. En su sentencia de 22 de febrero de 2022 (C-160/20), el 
TJUE ya había declarado que estas normas son oponibles a las empresas que tienen acceso 
a su versión oficial y auténtica, pero había reservado la cuestión de si también lo son a los 
particulares en general. 

ii.	 El Tribunal recuerda que el principio del Estado de Derecho, consagrado en el artículo 2 
TUE, exige que todas las personas físicas y jurídicas de la Unión puedan acceder al derecho 
de la UE, con inclusión de quienes tienen un interés protegido por un acto de la Unión que 
hace obligatorias las normas en cuestión. 

iii.	 En el caso de autos, la Directiva 2014/40 persigue un doble objetivo: el buen funciona-
miento del mercado interior y un nivel elevado de protección de la salud humana, espe-
cialmente de los jóvenes. El Tribunal concluye que, para que el acceso a las normas ISO 
sea considerado libre, debe ser general, efectivo, gratuito y no discriminatorio, en cumpli-
miento del principio del Estado de Derecho. 
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iv.	 Queda acreditado en el procedimiento principal que todas las partes, incluida la Funda-
ción, tuvieron efectivamente acceso al contenido de la versión oficial y auténtica de las 
normas ISO a través de las normas nacionales NEN-ISO.

Competencia de los órganos jurisdiccionales nacionales para controlar la califica-
ción de un medicamento genérico obtenido por síntesis química cuyo medicamento 
de referencia es biológico

Sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea (Sala Segunda) de 23 de abril de 
2026 (C-118/24)

En 2003, la Comisión Europea concedió a Eli Lilly Nederland BV una autorización de comerciali-
zación (“AC”) para Forsteo, medicamento biológico para el tratamiento de la osteoporosis, cuya 
sustancia activa (la teriparatida) es producida a partir de una fuente biológica mediante tecnología 
de ADN recombinante. 

EG Labo Laboratoires Eurogenerics SAS (“Eurogenerics”) y Theramex France SAS (“Theramex”) 
son titulares de sendas AC de medicamentos biosimilares de Forsteo (Movymia y Livogiva, res-
pectivamente). En enero de 2019, Biogaran SAS presentó una solicitud de AC para Tériparatide 
Biogaran como medicamento genérico de Forsteo, con base en el artículo 10, apartado 1, de la Di-
rectiva 2001/83/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 6 de noviembre de 2001, por la que 
se establece un código comunitario sobre medicamentos para uso humano (i. e., procedimiento 
abreviado), si bien la teriparatida utilizada en este medicamento procede de una síntesis química 
de péptidos de fase sólida, y no de una fuente biológica. 

El procedimiento descentralizado previsto en el artículo 28 de la Directiva 2001/83 se tramitó 
con Alemania como Estado miembro de referencia y Francia como Estado miembro afectado. 
En septiembre de 2020, la ANSM francesa concedió la AC de Tériparatide Biogaran, lo identificó 
como medicamento genérico de Forsteo y creó el correspondiente grupo genérico. Eurogenerics 
y Theramex impugnaron estas resoluciones ante el Conseil d’État (Consejo de Estado francés): ale-
garon que no concurrían los requisitos del procedimiento abreviado y solicitaron que se verificara 
si la comercialización entrañaba un riesgo potencial grave para la salud pública. El Conseil d’État 
planteó dos cuestiones prejudiciales al TJUE.

El Tribunal de Justicia de la Unión Europea resuelve que la Directiva 2001/83/CE debe interpretar-
se en el sentido de que los Estados miembros tienen libertad para establecer que, en el marco de 
un recurso interpuesto por el titular de una AC de un medicamento biosimilar contra una decisión 
de concesión de una AC de un medicamento genérico del mismo medicamento biológico de refe-
rencia adoptada al término de un procedimiento descentralizado, un órgano jurisdiccional de un 
Estado miembro afectado sea competente para controlar si el medicamento cuya comercialización 
ha sido autorizada puede calificarse de medicamento genérico en el sentido del artículo 10, apar-
tado 2, letra b), de la citada Directiva. 

Asimismo, considera que el artículo 10 de la Directiva 2001/83/CE no se opone a que pueda con-
cederse una AC, mediante el procedimiento abreviado previsto en dicho artículo 10, apartado 1, 
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para un medicamento obtenido por síntesis química, cuando el medicamento de referencia sea 
un medicamento biológico, siempre que se cumplan los requisitos acumulativos establecidos en 
el artículo 10, apartado 2, letra b), de la citada Directiva.

Obligación de resultado en materia de lucha contra plagas para los operadores de 
empresa alimentaria en el marco del Reglamento (CE) n.º 852/2004

Sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea (Sala Tercera) de 13 de mayo de 2026 
(C-483/24)

Tras una serie de controles realizados entre septiembre de 2020 y julio de 2022 en seis tiendas y 
un almacén operados por Aldi SA (“Aldi”) en Bélgica, la autoridad competente levantó varias actas 
en las que se constató, en once ocasiones, la presencia de excrementos de roedores y, en tres oca-
siones, la presencia de artículos roídos y sucios, así como suciedad, riesgos de contaminación y la 
inexistencia de un sistema de control en la recepción de la entrega de productos. La fiscalía belga 
inició actuaciones penales contra Aldi por incumplimiento del artículo 4 del Reglamento (CE) n.º 
852/2004 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 29 de abril de 2004, relativo a la higiene de 
los productos alimenticios, en relación con determinadas disposiciones de su Anexo II. 

El Tribunal correctionnel (Tribunal Correccional) de Neufchâteau absolvió a Aldi de todos los car-
gos, y la Cour d’appel (Corte de Apelación) de Lieja confirmó dicha absolución, considerando que 
el Reglamento 852/2004 impone únicamente una obligación de medios (y no de resultado) en 
materia de lucha contra plagas, de modo que la mera presencia de restos de plagas no constituye 
per se un incumplimiento. El Fiscal General interpuso recurso de casación en el que alegaba que 
esta interpretación vaciaba de contenido el imperativo de higiene y seguridad alimentaria. La 
Cour de cassation (Corte de Casación belga) planteó cuestión prejudicial al Tribunal Superior de 
Justicia de la Unión Europea sobre si las obligaciones del Anexo II del Reglamento 852/2004 son 
de resultado o de medios en lo que respecta al control de plagas.

El TJUE resuelve que las disposiciones del Anexo II, capítulos V, punto 1, letra a), y IX, puntos 2 y 
3, del Reglamento 852/2004, en relación con los artículos 4, apartado 2, y 5, imponen obliga-
ciones de resultado. En particular, la constatación de restos y excrementos de plagas en tiendas y 
almacenes de una empresa alimentaria es suficiente para acreditar el incumplimiento, sin que sea 
necesario demostrar que el operador no utilizó todos los medios posibles para evitar su presencia. 

Además, la Sala considera que las disposiciones del Anexo II, capítulo IX, punto 4, imponen igual-
mente una obligación de resultado cualificada. La constatación reiterada de presencia de restos y 
excrementos de plagas es suficiente para acreditar que el operador no ha adoptado procedimien-
tos adecuados de lucha contra las plagas. 

En cambio, para el Anexo II, capítulo I, punto 2, letra c), referido a las características de los locales, 
el incumplimiento no se presume por la mera presencia de plagas, sino que exige acreditar que las 
características físicas de los locales no permiten unas prácticas de higiene correctas.
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[España]

Responsabilidad civil médica por falta de información sobre riesgos personalizados 
en una ablación de fibrilación auricular: pérdida de oportunidad derivada de una 
fístula atrioesofágica

Sentencia del Tribunal Supremo (Sala de lo Civil, Sección 1.ª) núm. 493/2026, de 6 de abril 
(rec. cas. núm. 4043/2021)

La sentencia resuelve los recursos extraordinario por infracción procesal y de casación interpues-
tos por la Clínica Universidad de Navarra (“CUN”) contra la sentencia n.º 330/2021, de 16 de abril, 
de la Sección 1.ª de la Audiencia Provincial de Álava. El litigio trae causa de la demanda formulada 
por la CUN en reclamación de los honorarios derivados de la asistencia médica prestada a un 
paciente fallecido, frente a la reconvención de sus herederos, que solicitaban una indemnización 
por los daños derivados de dicha asistencia. Las cuestiones jurídicas centrales son el alcance de la 
información personalizada exigible en el consentimiento informado y la aplicación de la doctrina 
de la pérdida de oportunidad cuando la omisión de un dato relevante priva al paciente de decidir 
libremente sobre la intervención.

Según los hechos que relata la sentencia, el paciente padecía una miocardiopatía dilatada, con 
grave deterioro de la función ventricular e insuficiencia cardiaca, agravada por una fibrilación 
auricular persistente pese al tratamiento farmacológico y a una cardioversión eléctrica previa. Tras 
un ingreso en el Hospital Txagorritxu de Vitoria por descompensación de la insuficiencia cardiaca, 
acudió el 31 de agosto de 2018 a la CUN, donde se le practicaron diversas pruebas diagnósticas 
y se valoraron las alternativas terapéuticas disponibles. Descartada la terapia de resincronización 
por razones técnicas, se optó por la ablación de venas pulmonares, intervención dirigida a tratar 
la fibrilación auricular mediante catéteres y cauterización de las zonas causantes de la arritmia.

El paciente suscribió los correspondientes consentimientos informados, incluido el específico para 
ablación de fibrilación auricular. En ese documento se hacía constar que la fístula atrioesofágica 
era una complicación descrita, aunque muy infrecuente (inferior al 1 %), y también se mencio-
naban el paro cardiaco y la muerte como riesgos de incidencia aún menor. El apartado relativo a 
los riesgos personalizados relacionados con el estado previo de salud del paciente figuraba, sin 
embargo, en blanco. La intervención se practicó el 6 de septiembre de 2018, con éxito técnico y 
sin incidencias, pero quince días después el paciente acudió al Hospital Txagorritxu con malestar 
general y se le diagnosticó una fístula atrioesofágica que provocó su fallecimiento el 29 de sep-
tiembre de 2018 en el quirófano del Hospital Cruces.

La CUN reclamó 15.414,47 euros por la asistencia médica dispensada. Los demandados se opu-
sieron y formularon reconvención por 135.840 euros. El Juzgado de Primera Instancia n.º 6 de 
Vitoria desestimó la demanda de la CUN y estimó parcialmente la reconvención, condenándola 
al pago de 60.000 euros por apreciar insuficiencia del consentimiento informado. La Audiencia 
Provincial desestimó el recurso de apelación de la CUN, estimó íntegramente la impugnación de 
los demandados y elevó la condena a 135.840 euros, al considerar que la ablación no estaba indi-
cada para el cuadro clínico del paciente y que la información suministrada había sido insuficiente.
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En el recurso extraordinario por infracción procesal, la CUN denunció un error patente en la valo-
ración del estudio Castle-AF. Según la recurrente, la Audiencia había confundido el hecho de que 
dicho estudio excluyera de su muestra a pacientes con aurícula izquierda superior a 6 cm (para 
preservar la homogeneidad del grupo analizado) con una contraindicación clínica de la ablación 
para esos pacientes. En casación, sostuvo además que el consentimiento informado no fue gené-
rico, que la ablación estaba indicada y que no hubo infracción de la lex artis en la indicación ni en 
la ejecución de la técnica.

El Tribunal Supremo estima el recurso extraordinario por infracción procesal. La Sala aprecia que 
la Audiencia incurrió en un error fáctico patente al identificar indebidamente un criterio de ex-
clusión de un estudio científico con una contraindicación médica del tratamiento. A partir de esa 
premisa, corrige el razonamiento de la sentencia recurrida y descarta que la ablación estuviera 
contraindicada para el paciente. Destaca que el propio Hospital Txagorritxu había contemplado 
la ablación como posible opción terapéutica en caso de recurrencia de la fibrilación auricular y 
que la valoración de la actuación médica debe efectuarse ex ante, en el momento de decidir el 
tratamiento, y no ex post, a la vista del resultado producido.

En cuanto al consentimiento informado, la Sala estima parcialmente el motivo de casación. Consi-
dera que el riesgo típico finalmente materializado (la fístula atrioesofágica) sí figuraba en el docu-
mento firmado por el paciente y que no era necesario describir por escrito, con detalle exhaustivo, 
la naturaleza de cada complicación posible. También rechaza que exista infracción por el hecho 
de que el consentimiento fuera recabado por una médica del equipo y no por el facultativo que 
realizó la intervención, pues la Ley 41/2002, de 14 de noviembre, básica reguladora de la autono-
mía del paciente y de derechos y obligaciones en materia de información y documentación clínica, 
permite que informen los profesionales que atienden al paciente durante el proceso asistencial. 

Sin embargo, el Tribunal Supremo aprecia una insuficiencia concreta: no se informó al paciente de 
que la severa dilatación de su aurícula izquierda, superior a 6 cm, podía reducir las posibilidades 
de éxito de la ablación respecto del porcentaje general del 70 % que constaba en el impreso. Esa 
circunstancia, vinculada a su situación clínica individual, debió figurar como riesgo o condicionan-
te personalizado.

La Sala rechaza, en todo caso, la tesis de una mala praxis médica. Declara que se trataba de me-
dicina necesaria o curativa, que la obligación del médico es de medios y no de resultado, que la 
ablación no estaba contraindicada y que la Audiencia había excluido la falta de diligencia en la 
ejecución de la técnica. 

Al asumir la instancia, el Tribunal Supremo aplica la doctrina de la pérdida de oportunidad. La 
relación causal entre la ablación y la fístula atrioesofágica no se discute, pero la reparación íntegra 
del daño se reserva para los supuestos de negligencia en la indicación o ejecución del acto médi-
co, que aquí no concurren. En cambio, cuando el déficit se limita a la información suministrada, 
procede indemnizar solo la oportunidad perdida de decidir de otro modo.

Para cuantificarla, la Sala pondera que la ablación no estaba contraindicada, que era potencial-
mente beneficiosa, que el riesgo materializado era muy infrecuente, que el paciente se encontraba 
en un estado de salud grave y deseaba mejorar su calidad de vida, y que acudió a la CUN como 
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centro de referencia y especialización en el tratamiento de arritmias. Sobre esa base, concluye 
que, aun con la información personalizada omitida, lo más probable es que el paciente hubiera 
aceptado la intervención en un 75 %, por lo que fija la pérdida de oportunidad en un 25 %.

En definitiva, el Tribunal Supremo casa la sentencia de la Audiencia Provincial, estima parcialmen-
te la demanda de la CUN y condena a la herencia yacente del paciente y a su viuda al pago de 
12.010,72 euros por los servicios médicos correctamente prestados, reduciendo solo en un 25 % la 
partida correspondiente a la ablación. Asimismo, estima parcialmente la reconvención y condena 
a la CUN a abonar 23.500 euros a la viuda y 5.000 euros a cada hijo, frente a los 135.840 euros 
fijados por la Audiencia Provincial. No se hace especial pronunciamiento sobre las costas de los 
recursos ni de ambas instancias, salvo las de la impugnación de la apelación, que se imponen a los 
demandados impugnantes, con pérdida del depósito correspondiente.

Responsabilidad por producto defectuoso. Prótesis de cadera metal-metal. Destruc-
ción de la prótesis explantada. Prueba indiciaria del defecto. Alcance de la retirada 
del producto del mercado

Sentencia del Tribunal Supremo (Sala de lo Civil, Sección 1.ª) núm. 678/2026, de 6 de mayo 
(rec. cas. núm. 8763/2024)

La sentencia resuelve el recurso de casación interpuesto por la paciente demandante contra la 
sentencia n.º 308/2024, de 4 de julio, de la Sección 4.ª de la Audiencia Provincial de Palma de 
Mallorca, en un procedimiento de responsabilidad civil por producto defectuoso seguido frente a 
Smith & NepheW, S.A. (“Smith & Nethew”), distribuidora en España de una prótesis de cadera de 
superficie con par de fricción metal-metal “Birmingham Hip Resurfacing” (“BHR”), y frente a los 
cirujanos que realizaron el implante.

La controversia se centra en determinar si la prótesis implantada a la paciente en 2007 y explan-
tada en 2014 era defectuosa, pese a haber sido destruida tras su extracción conforme al protocolo 
habitual del hospital, y en el valor probatorio de la posterior retirada del producto del mercado.

Según los hechos que relata la sentencia, la paciente padecía coxartrosis y fue intervenida el 26 
de enero de 2007 en la Policlínica Miramar, donde se le implantó una prótesis BHR con cabeza 
femoral de 42 mm y cotillo de 48 mm. El fabricante no aparecía identificado, aunque Smith & 
Nephew era su distribuidora en España. La prótesis fue explantada el 19 de diciembre de 2014, 
tras detectarse concentraciones elevadas de cromo y cobalto en sangre, y fue destruida sin análisis 
pericial directo, al no existir entonces recomendación ni alerta de la AEMPS que obligara a remi-
tirla al fabricante.

Con posterioridad, la paciente fue sometida a cuatro intervenciones adicionales, sufrió diversas 
luxaciones y precisó nuevas prótesis hasta la colocación de una artroplastia total convencional en 
septiembre de 2016. El 3 de junio de 2015, Smith & Nephew Orthopaedics Ltd. emitió un aviso 
urgente de seguridad en el que contraindicaba el sistema BHR para pacientes mujeres y anunciaba 
la retirada del mercado de las cabezas femorales de 46 mm o inferiores (entre ellas, la de 42 mm 
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implantada a la demandante) y de sus correspondientes cotillos acetabulares. La AEMPS recibió la 
comunicación formal de dicha retirada el 21 de septiembre de 2015.

El procedimiento tuvo un recorrido procesal complejo. El Juzgado de Primera Instancia n.º 11 de 
Palma de Mallorca desestimó íntegramente la demanda, apreció falta de legitimación pasiva de 
Smith & Nephew por no ser fabricante y declaró temeraria la acción dirigida contra los médicos 
codemandados. La Audiencia Provincial reconoció la legitimación pasiva de la distribuidora, pero 
rechazó la acción por entenderla extinguida por el plazo decenal del artículo 144 del Real Decreto 
Legislativo 1/2007, de 16 de noviembre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley Gene-
ral para la Defensa de los Consumidores y Usuarios y otras leyes complementarias (“TRLGDCU”). 
La STS n.º 161/2024, de 7 de febrero, casó esa resolución y devolvió las actuaciones para que la 
Audiencia se pronunciara sobre el fondo, partiendo de que la acción no estaba extinguida y de 
que Smith & Nephew respondía como proveedora por no haber identificado oportunamente al 
fabricante. En su segunda sentencia, la Audiencia volvió a desestimar la demanda, considerando 
que el examen directo de la prótesis era esencial para acreditar el defecto, y negó que la contrain-
dicación del sistema para mujeres o la retirada de determinadas tallas probaran la defectuosidad 
de la unidad implantada ni el nexo causal.

La paciente recurrente sostuvo que la Audiencia había rechazado indebidamente la posibilidad de 
apreciar el defecto mediante prueba indiciaria, sin aplicar correctamente el artículo 137 TRLGDCU 
ni otorgar relevancia al aviso urgente de seguridad y a la retirada del producto. También invocó 
que no se había acreditado que la paciente padeciera otras patologías determinantes del fracaso 
del implante ni que la prótesis hubiera sido colocada incorrectamente. Smith & Nephew, por el 
contrario, defendió que la unidad concreta no podía reputarse defectuosa al no haber sido exami-
nada y que la retirada voluntaria de determinadas tallas no equivalía a prueba del defecto.

El Tribunal Supremo estima el recurso. La Sala recuerda que la responsabilidad por producto de-
fectuoso es objetiva y que corresponde al perjudicado probar el defecto, el daño y el nexo causal 
conforme al artículo 139 TRLGDCU. Ahora bien, la imposibilidad de analizar la prótesis concreta, 
al haber sido destruida siguiendo el protocolo hospitalario, no impide apreciar su defectuosidad, 
entendida como falta de la seguridad que legítimamente cabe esperar conforme al artículo 137.1 
TRLGDCU.

Para ello se apoya en la doctrina del TJUE en el asunto Boston Scientific, según la cual la com-
probación de un posible defecto en productos del mismo modelo o serie puede permitir califi-
car como defectuoso el producto implantado sin necesidad de verificar el defecto en esa unidad 
concreta. Reitera, además, que el carácter defectuoso puede acreditarse mediante presunciones 
cuando no existan pruebas directas, bastando con convencer al juzgador de que el producto era 
inseguro, aunque no se determine con exactitud la clase de defecto.

En cuanto a la naturaleza del defecto, la Sala considera que la inferencia lógica apunta a un de-
fecto de fabricación (como es un defecto de fundición que incidiría en la porosidad de las prótesis 
BHR y favorecería la liberación de partículas de cromo y cobalto), sin descartar que también pu-
diera tratarse de un defecto de diseño, inferible del propio aviso de seguridad que contraindicó el 
sistema para mujeres y retiró los componentes de menor tamaño.
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Respecto de la retirada del mercado, el Tribunal Supremo precisa que no implica automáticamen-
te que el producto fuera defectuoso desde su puesta en circulación, pero sí puede evidenciar que 
ya entonces no cumplía las expectativas legítimas de seguridad, al presentar riesgos y efectos ad-
versos superiores a sus beneficios en comparación con otras prótesis de cadera. La retirada volun-
taria no neutraliza esa conclusión, pues respondía a una tasa de revisiones superior a la esperada. 
En tal contexto, correspondía a Smith & Nephew acreditar por qué no pudo advertir esos riesgos 
al comercializar el producto, carga que no satisfizo.

El nexo causal también se considera acreditado. La prótesis implantada a la demandante era una 
BHR de 42 mm, talla incluida en el aviso de retirada, y el perito propuesto por los médicos code-
mandados afirmó que el aumento de concentración sanguínea de metal detectado en enero de 
2014 motivó la explantación practicada en diciembre de ese mismo año. De hecho, no se probó 
que la paciente padeciera otras patologías determinantes del fracaso del implante ni que la pró-
tesis hubiera sido colocada de forma indebida. Por ello, la Sala concluye que la explantación no 
puede imputarse a la paciente ni considerarse un riesgo inevitable del uso normal de la prótesis.

En consecuencia, el Tribunal Supremo casa la sentencia de la Audiencia Provincial, declara el ca-
rácter defectuoso de la prótesis y el nexo causal con los daños sufridos y devuelve las actuaciones 
a la Sección 4.ª de la Audiencia Provincial de Palma de Mallorca para que determine y cuantifique 
el daño indemnizable. En materia de costas, no se imponen las del recurso de casación ni las de 
apelación; en cambio, se imponen a Smith & Nephew las costas de primera instancia derivadas 
de la demanda dirigida contra ella, y a la paciente demandante las correspondientes a la acción 
ejercitada frente a los médicos codemandados.
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1.	 Legislación

[Portugal]

IRS - declaração automática de rendimentos - alargamento ao IRS Jovem

Decreto Regulamentar n.º 5-A/2026, de 31 de março (DR 63, Suplemento, Série I, de 31 de 
março de 2026)

O Decreto Regulamentar n.º 5-A/2026, de 31 de março (o “Decreto Regulamentar”), procedeu à 
segunda alteração ao Decreto Regulamentar n.º 3/2024, de 21 de fevereiro, alterado pelo Decreto 
Regulamentar n.º 2/2025, de 6 de março, que procede à fixação do universo dos sujeitos passivos 
de imposto sobre o rendimento das pessoas singulares abrangidos pela declaração automática de 
rendimentos, nos termos do n.º 8 do artigo 58.º-A do Código do IRS.

O Decreto Regulamentar teve na sua génese a revisão do regime do IRS Jovem, previsto no artigo 
12.º-B do Código do IRS, introduzida pelo artigo 89.º da Lei n.º 45-A/2024, de 31 de dezembro 
(Lei do Orçamento do Estado para 2025), na sequência da qual se entendeu estarem reunidas as 
condições para alargar o regime da declaração automática de rendimentos às situações abrangi-
das pelo IRS Jovem, passando os respetivos sujeitos passivos a integrar o universo de contribuintes 
cujas liquidações podem ser efetuadas ao abrigo do artigo 58.º-A do Código do IRS.

Em concreto, o Decreto Regulamentar alterou a alínea f) do n.º 1 do artigo 2.º do Decreto Regu-
lamentar n.º 3/2024, de 21 de fevereiro, passando a prever que a exclusão da declaração auto-
mática por usufruto de benefícios fiscais não se aplica aos sujeitos passivos que beneficiem: (i) da 
dedução à coleta do IRS por valores aplicados em contas individuais geridas em regime público 
de capitalização, em planos de poupança-reforma e ao regime do mecenato; ou (ii) da isenção de 
rendimentos das categorias A e B prevista no artigo 12.º-B do Código do IRS (IRS Jovem).

O Decreto Regulamentar entrou em vigor no dia seguinte ao da sua publicação, sendo aplicável às 
declarações automáticas de rendimentos relativas aos anos de 2025 e seguintes.

*  Esta sección ha sido coordinada por Gloria Marín y Catarina Fernandes, y en su elaboración han participado Raquel Silva Alves, Ana Lia Mendo y 
Francisco Luis Gomes, del Área de Fiscal y Laboral de Uría Menéndez (Madrid y Lisboa).
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Autorização legislativa para medidas de desagravamento fiscal para o fomento de 
oferta de habitação

Lei n.º 9-A/2026, de 6 de março (DR 46, Suplemento, Série I, de 6 de março de 2026)

A Lei n.º 9-A/2026, de 6 de março (a “Lei”), concedeu ao Governo autorização legislativa para 
aprovar incentivos fiscais à construção, reabilitação, venda e arrendamento de imóveis habitacio-
nais, mediante alterações ao Código do IVA, ao Código do IRS, ao Estatuto dos Benefícios Fiscais 
e ao Código do IMT, bem como para criar o regime dos contratos de investimento para arrenda-
mento (CIA), o regime de restituição parcial do IVA suportado em empreitadas de construção para 
habitação própria e permanente e o regime simplificado de arrendamento acessível (RSAA).

Entre as principais medidas abrangidas pela autorização legislativa, destacam-se: (i) em sede de 
IRS, a exclusão da tributação das mais-valias resultantes da transmissão de imóveis habitacionais, 
em caso de reinvestimento na aquisição de imóveis para arrendamento habitacional, o aumento 
até € 1.000,00 do limite da dedução das rendas mensais, a aplicação de uma taxa de tributação 
autónoma reduzida de 10% aos rendimentos prediais de arrendamento habitacional, a considera-
ção em 50% desses rendimentos quando obtidos por sujeitos passivos de IRC ou de IRS com con-
tabilidade organizada (categoria B), a redução da retenção na fonte para 10% nos rendimentos 
da categoria F de entidades com contabilidade organizada, e a aplicação da isenção do n.º 5 do 
artigo 10.º do Código do IRS quando o reinvestimento em habitação própria e permanente não 
se concretize por facto não imputável ao sujeito passivo, podendo prever-se a suspensão ou pror-
rogação do prazo de reinvestimento; (ii) em matéria de organismos de investimento alternativo, 
a aplicação de uma taxa de 5% aos rendimentos dos participantes, na proporção correspondente 
a contratos de arrendamento ou subarrendamento habitacional celebrados ao abrigo do RSAA 
ou diplomas similares, e a extensão até 30% da percentagem de exclusão de tributação quando 
pelo menos 50% do ativo seja constituído por direitos sobre imóveis destinados a arrendamento 
habitacional a preços acessíveis; (iii) em sede de IMT e IS, a isenção de IMT na primeira aquisição 
de habitação própria e permanente de custos controlados, a dedução à coleta da verba 1.1 da TGIS 
nessa mesma aquisição, a aplicação de uma taxa de IMT de 7,5% na aquisição de imóveis habita-
cionais por não residentes e o agravamento de IMT em 10 pontos percentuais caso o adquirente 
não afete o imóvel a habitação própria e permanente ou não permaneça nele durante pelo menos 
12 meses (salvo circunstâncias excecionais); (iv) em sede de IVA, a aplicação da taxa reduzida às 
empreitadas de construção ou reabilitação de imóveis para habitação própria e permanente ou 
arrendamento habitacional, sem penalidades para o sujeito passivo desde que respeitado o limite 
de preço moderado de venda, salvo manifesta ausência de intenção de venda para habitação 
própria e permanente; (v) a criação do regime dos CIA, com isenções de IMT, IS, IMI (até 8 anos), 
adicional ao IMI, taxa reduzida de IVA, restituição de até 50% do IVA em serviços de arquitetura 
e engenharia, redução de até 50% da taxa da verba 29.2 da TGIS e direito a indemnização do 
investidor por alterações legislativas que afetem o equilíbrio económico-financeiro dos contratos; 
e (vi) a criação do RSAA, com isenção de IRS e IRC sobre rendimentos prediais de contratos de 
arrendamento que observem limites máximos de renda (baseados em 80% da mediana de preços 
por m² divulgada pelo INE) e prazos mínimos de três anos (ou três meses para residência tempo-
rária), incluindo a previsão de programas municipais de arrendamento acessível.
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A atribuição dos incentivos fiscais está sujeita a limites máximos de renda mensal moderada (até 
2,5 vezes a retribuição mínima mensal prevista para 2026) e de preço moderado de venda (limite 
superior do 2.º escalão do Código do IMT), atualizáveis por portaria segundo o coeficiente do ar-
tigo 24.º do NRAU. As medidas relativas à exclusão das mais-valias, à taxa reduzida de tributação 
autónoma e à consideração em 50% dos rendimentos prediais são aplicáveis até 31 de dezembro 
de 2029. A taxa reduzida de IVA e o regime de restituição parcial do IVA aplicam-se a empreitadas 
cuja iniciativa procedimental — entendida como a apresentação do pedido de licenciamento, da 
comunicação prévia, do parecer prévio do artigo 7.º, n.º 2, do RJUE, ou da informação sobre o 
início dos trabalhos — ocorra entre 25 de setembro de 2025 e 31 de dezembro de 2029, com IVA 
exigível até 31 de dezembro de 2032. O regime de restituição parcial do IVA deixa de se aplicar 
caso o imóvel não seja afeto a habitação própria e permanente ou o adquirente não permaneça 
nele durante pelo menos 12 meses, salvo circunstâncias excecionais. As referências ao Programa 
de Apoio ao Arrendamento, ao Decreto-Lei n.º 68/2019, de 22 de maio, ou a «arrendamento 
acessível» consideram-se reportadas ao RSAA, mantendo-se os efeitos fiscais dos programas mu-
nicipais e contratos anteriormente celebrados.

A autorização legislativa concedida pela Lei tem a duração de 180 dias.

2.	 Jurisprudencia

[Unión Europea]

La exclusión de la deducibilidad del IVA soportado vinculado a atenciones a clientes 
es compatible con el derecho de la Unión Europea

Sentencia del Tribunal de Justicia de 12 de marzo de 2026 (asunto C-515/24)

La sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea avala la validez del artículo 96. Uno.4.º 
y 5.º de la Ley del IVA, que, al amparo de la facultad concedida en el artículo 176 de la Directiva 
del IVA (cláusula standstill), restringe el derecho a la deducción del IVA soportado por empresas 
y profesionales en la adquisición de bienes y servicios destinados a atenciones a clientes aunque 
estuvieran plenamente vinculados con la actividad empresarial o profesional.

Desde su entrada en vigor el 1 de enero de 1986, la normativa española del IVA restringe de forma 
absoluta el derecho a la deducción del IVA soportado por empresas y profesionales en la adquisi-
ción de bienes y servicios destinados a atenciones a clientes. Esta restricción encuentra amparo en 
la cláusula standstill del artículo 176 de la Directiva del IVA, que permite a los Estados miembros 
mantener las limitaciones a la deducibilidad vigentes antes de la implantación del IVA hasta que el 
Consejo desarrolle una lista armonizada al respecto, que hasta la fecha no se ha aprobado.

El razonamiento del Tribunal de Justicia para validar la compatibilidad de la normativa española 
con el derecho de la Unión Europea se basa en que, antes del 1 de enero de 1986, no existía un 
impuesto equiparable al IVA en España, dado que ni el impuesto general sobre el tráfico de las 
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empresas ni el impuesto sobre el lujo contemplaban un mecanismo de deducción que salvaguar-
dase la neutralidad de estos tributos.

Para el Tribunal, el hecho de que la regulación de las exclusiones del derecho a deducir y la intro-
ducción del IVA en España fueran simultáneas no supone una ampliación posterior de las exclu-
siones existentes, sino la mera configuración inicial del impuesto en España. Por tanto, entiende 
que esta restricción está justificada por la aplicación de la cláusula standstill y es compatible con el 
derecho de la Unión Europea. Asimismo, señala que la exclusión de la deducción del IVA en este 
tipo de gastos es plenamente coherente con el derecho de la Unión Europea, teniendo en cuenta 
el estrecho vínculo de estos gastos con la satisfacción de necesidades privadas

La obligación legal de incurrir en un gasto no determina por sí sola su carácter de 
gasto general deducible a prorrata

Sentencia del Tribunal de Justicia de 19 de marzo de 2026 (asunto C-513/24)

El Tribunal de Justicia interpreta el artículo 173, apartado 1, de la Directiva IVA en el sentido de 
que los gastos efectuados para la adquisición de bienes o servicios impuestos por la normativa na-
cional como requisito para la prestación de servicios exentos no constituyen, por ese solo hecho, 
gastos generales que den derecho a una deducción prorrateada del IVA soportado.

El litigio tiene su origen en la reclamación de un centro hospitalario checo, que, además de pres-
tar servicios sanitarios exentos de IVA, realizaba otras operaciones sujetas al impuesto. La entidad 
solicitó la deducción prorrateada del IVA correspondiente al equipamiento técnico que la nor-
mativa nacional le exigía para operar como hospital, por entender que dicho equipamiento —al 
ser necesario también para las actividades gravadas— constituía un gasto general de su actividad 
económica.

El Tribunal recuerda que el derecho a deducción exige una relación directa e inmediata entre la 
operación que genera el IVA soportado y las operaciones gravadas o, subsidiariamente, con el 
conjunto de la actividad económica del sujeto pasivo. Esta relación debe apreciarse atendiendo al 
contenido objetivo de las operaciones y a su utilización efectiva, sin que la existencia de una obli-
gación legal de adquirir determinados bienes sea suficiente, por sí sola, para acreditarla. Corres-
ponde al órgano jurisdiccional nacional verificar si concurre ese vínculo en cada uno de los bienes 
adquiridos, aunque apunta que, prima facie, el equipamiento analizado parecía estar destinado 
exclusivamente a los servicios sanitarios exentos.

Un órgano jurisdiccional de última instancia no puede rechazar un recurso ni abste-
nerse de plantear cuestión prejudicial con una motivación meramente formularia o 
abreviada cuando en el litigio se suscita una cuestión de derecho de la Unión

Sentencia del Tribunal de Justicia de 24 de marzo de 2026 (asunto C-767/23)

El Tribunal de Justicia de la Unión Europea recuerda que los órganos jurisdiccionales de última 
instancia únicamente pueden quedar dispensados de su obligación de plantear una cuestión pre-
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judicial si concurre alguna de las tres excepciones Cilfit —falta de pertinencia de la cuestión, exis-
tencia de jurisprudencia previa del Tribunal de Justicia o ausencia de toda duda razonable sobre 
la interpretación—, y que, cuando decidan no plantearla, deben exponer de forma específica y 
concreta las razones por las que consideran aplicable alguna de dichas excepciones, obligación 
que se activa siempre que una parte invoque el derecho de la Unión.

El Tribunal de Justicia examina la compatibilidad con el derecho de la Unión de una normati-
va neerlandesa que permite al Consejo de Estado —órgano jurisdiccional de última instancia— 
resolver asuntos de extranjería mediante una motivación muy escueta, sin explicar por qué no 
considera necesario consultar previamente al Tribunal de Justicia cuando se suscita una cuestión 
de interpretación del derecho de la Unión. La controversia surgió a raíz de un litigio en el que el 
demandante sostenía que el Consejo de Estado aplicaba ese derecho de forma incorrecta y que 
esa práctica vulneraba su derecho a la tutela judicial efectiva.

El Tribunal recuerda que los órganos jurisdiccionales cuyas resoluciones no sean susceptibles de 
ulterior recurso están, en principio, obligados a plantear cuestión prejudicial cuando se suscite 
una cuestión de interpretación del derecho de la Unión, y que únicamente pueden quedar dispen-
sados de esa obligación si concurre alguna de las tres excepciones Cilfit: que la cuestión no sea 
pertinente, que ya exista jurisprudencia consolidada del Tribunal de Justicia o que la interpreta-
ción sea tan evidente que no deje lugar a duda razonable. Esta apreciación corresponde al propio 
órgano de última instancia, bajo su responsabilidad, y se activa siempre que una parte invoque el 
derecho de la Unión, sin que sea preciso que haya solicitado expresamente la remisión prejudicial.

El Tribunal declara que, cuando dicho órgano decide no plantear la cuestión, debe exponer de 
forma específica y concreta las razones por las que considera que concurre alguna de esas excep-
ciones. La obligación se entiende cumplida cuando el tribunal de última instancia hace suya expre-
samente la fundamentación del órgano inferior, siempre que este haya motivado debidamente la 
aplicabilidad de la excepción correspondiente. El alcance de esa motivación puede variar: puede 
ser más escueta cuando la cuestión carezca de relevancia para el litigio o exista jurisprudencia 
previa aplicable, pero debe ser más extensa cuando se invoque la excepción del acto claro.

En consecuencia, el Tribunal declara que el artículo 267 del Tratado de Funcionamiento de la 
Unión Europea, párrafo tercero, interpretado a la luz del artículo 47, párrafo segundo, de la Carta 
de Derechos Fundamentales de la UE, se opone a una normativa como la neerlandesa en la medi-
da en que permite al Consejo de Estado desestimar, con una motivación abreviada, los motivos de 
recurso que susciten una cuestión de derecho de la Unión sin identificar ni motivar la excepción 
Cilfit aplicable en el caso concreto. 
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[España]

Interpretación del requisito de empleado para que el arrendamiento de inmuebles 
revista el carácter de actividad económica

Sentencias del Tribunal Supremo, Sala de lo Contencioso, de 17 de febrero de 2026 (Rec. 
1208/2024) y de 20 de febrero de 2026 (Rec. 1143/2024)

El Tribunal Supremo entiende que el requisito del empleado a jornada completa —exigido por la 
normativa del IRPF para que el arrendamiento de inmuebles se califique como actividad econó-
mica— puede entenderse cumplido si existe una unidad económico-funcional a nivel de grupo y 
a la que sirve la sociedad arrendadora.

Como es sabido, la reducción del 95 % en la base imponible del Impuesto sobre Sucesiones y 
Donaciones por la transmisión de participaciones en empresas familiares está sujeta a una serie de 
requisitos. Entre ellos, que la sociedad tenga más de la mitad de su activo afecto a una actividad 
económica. Para determinar si existe actividad económica y si los activos están o no afectos a ella, 
resultan aplicables los criterios establecidos en el IRPF y, a estos efectos, cuando la actividad es el 
arrendamiento de inmuebles, el artículo 27 de la Ley del IRPF entiende que solo reviste carácter 
empresarial cuando para su ordenación “se utilice, al menos, una persona empleada con contrato 
laboral y a jornada completa”.

En los casos que han dado lugar a los pronunciamientos comentados, se había negado la apli-
cación de la reducción a los donatarios de participaciones de una sociedad dedicada al arrenda-
miento de fincas, por entenderse que no se cumplía con este requisito.

El Tribunal Supremo, rechazando una interpretación puramente formalista del artículo 27 de la 
Ley del IRPF, señala que lo esencial no es si en la concreta empresa dedicada al arrendamiento de 
inmuebles hay un empleado contratado, sino si “existe una real actividad económica”, para lo cual 
deberá tenerse en cuenta si “la entidad dedicada al arrendamiento de inmuebles participa en un 
grupo cuyos medios humanos y materiales se centralizan para operar de manera eficiente”.

La doctrina que sienta el pronunciamiento es la siguiente:

“Cuando la entidad arrendadora pertenece a un grupo de entidades con actividad económica en los 
términos del art. 42 CCom y art. 5.1 LIS, y la ordenación del arrendamiento se realiza con medios 
personales y materiales del grupo, aunque estén centralizados en otras compañías del grupo, debe 
considerarse cumplido el requisito del empleado a jornada completa del art. 27.2 LIRPF, siempre y 
cuando se cumpla el criterio decisivo de que la realidad económico funcional del grupo de empresas 
permita constatar que existe una unidad de medios y de actividad a nivel de grupo”.

Este criterio permite concluir que los grupos de sociedades siguen obligados a acreditar la contra-
tación de un empleado a jornada completa en cada empresa familiar dedicada al arrendamiento 
de inmuebles, salvo que, en un análisis caso por caso, se demuestre la existencia de una verdadera 
unidad económico-funcional a nivel de grupo.
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Las sentencias se remiten expresamente al criterio ya fijado por el Tribunal Supremo en su senten-
cia de 14 de julio de 2025 (Rec. 2197/2023).

La constitucionalidad del sistema de pagos fraccionados mínimos introducido por la 
Ley 6/2018 no suscita dudas

Sentencia del Tribunal Supremo, Sala de lo Contencioso-Administrativo, de 20 de febrero de 
2026 (Rec. 5754/2023)

El Tribunal Supremo avala la constitucionalidad del sistema de pagos fraccionados mínimos del 
Impuesto sobre Sociedades introducido por la Ley 6/2018, al considerar que no vulnera ni el ar-
tículo 134.7 CE ni el principio de capacidad económica. No obstante, declara indebido el primer 
pago fraccionado de 2018 por haberse realizado conforme al RDL 2/2016, declarado inconstitu-
cional.

En cuanto a la capacidad económica, el Tribunal se remite a la sentencia del Tribunal Constitu-
cional 175/2025, que descartó que la disposición adicional 14.ª de la Ley del Impuesto sobre So-
ciedades vulnerase el principio de capacidad económica, por entenderse que tal principio opera 
con menor intensidad en el ámbito de los pagos fraccionados, dado su carácter provisional y su 
posterior ajuste en la liquidación definitiva del impuesto.

El Tribunal Supremo concluye que las alteraciones introducidas en el sistema de cálculo de los 
pagos fraccionados del Impuesto sobre Sociedades no resultan contrarias al artículo 134.7 de la 
Constitución, porque constituyen una obligación autónoma que no integra el contenido de la obli-
gación tributaria principal y porque el artículo 40 y la disposición final novena de la LIS avalan la 
actuación del legislador presupuestario.

En relación con la retroactividad introducida en el artículo 71 de la Ley 6/2018, no resulta contraria 
al artículo 9.3 de la Constitución, siempre que la nueva regulación, con efectos desde el 1 de enero 
de 2018, no afecte al primer pago fraccionado ya realizado cuando se publicó la ley, que debe 
regirse por el Real Decreto-Ley 2/2016. Al haber sido este declarado inconstitucional, se concluye 
que dicho ingreso tiene la consideración de indebido, al igual que los realizados en los ejercicios 
2016 y 2017.

Asimismo, el Tribunal Supremo reitera su jurisprudencia sobre el cómputo de los intereses de 
demora en estos casos, contenida en las sentencias de 13 de mayo de 2024 (Rec. 8429/2022).
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Las entidades de nueva creación de un grupo empresarial no pueden aplicar el tipo 
reducido del Impuesto sobre Sociedades

Sentencia del Tribunal Supremo, Sala de lo Contencioso, de 9 de marzo de 2026 (Rec. 
7182/2023)

El Tribunal Supremo excluye la posibilidad de que las entidades de nueva creación integradas en 
grupos de sociedades puedan aplicar el tipo reducido del 15 % en el Impuesto sobre Sociedades, 
incluso cuando su objeto social es distinto del de la sociedad dominante.

Partiendo de lo dispuesto en el artículo 29.1 de la Ley del Impuesto sobre Sociedades objeto de 
interpretación, el Tribunal Supremo razona que el legislador excluye la aplicación del tipo redu-
cido de tres formas distintas: (i) delimitando cuándo no ha de entenderse iniciada una actividad 
económica —a saber, cuando la actividad hubiera sido realizada antes por otras personas vincu-
ladas y después transmitida, o realizada por una persona física que participe en más de un 50 % y 
directa o indirectamente en el capital o en los fondos propios de la entidad de nueva creación—, 
(ii) negando la consideración de entidades de nueva creación a aquellas que formen parte de un 
grupo en los términos del artículo 42 del Código de Comercio y (iii) excluyendo a las entidades 
que tengan la consideración de patrimonial según el artículo 5.2 de la Ley.

Para el Tribunal Supremo, la previsión relativa a los grupos societarios constituye una exclusión 
autónoma e independiente, no una mera aclaración o extensión de la regla prevista para las 
personas físicas que controlan la entidad. Para el Tribunal, el legislador “ha querido excluir ex-
presamente de dicha consideración a las entidades que forman parte de un grupo de empresas, 
impidiendo de esta manera que los grupos de empresas fragmenten su actividad o sus actividades, 
iguales o diferentes, creando nuevas sociedades para tributar a un tipo reducido, cuya finalidad es 
incentivar empresas de nueva creación independientes”. En este sentido, también recuerda que el 
tipo reducido es un beneficio o incentivo fiscal sujeto a los límites interpretativos del artículo 14 de 
la Ley General Tributaria.

La transmisión de participaciones realizada por una sociedad holding mixta consti-
tuye una actividad financiera funcionalmente independiente que forma sector dife-
renciado a efectos del IVA

Sentencia del Tribunal Supremo, Sala de lo Contencioso, de 11 de marzo de 2026 (Rec. 
4660/2023)

Según el Tribunal Supremo, la venta de participaciones por una holding mixta forma un sector 
diferenciado a efectos del régimen de deducción del IVA soportado. Considera, no obstante, que 
la transmisión podría quedar no sujeta al IVA, sin impacto en la prorrata, cuando indirectamente 
supongan la transmisión de una unidad económica autónoma capaz de desarrollar la actividad 
empresarial por sus propios medios.

Tomando como punto de partida la distinción en una sociedad holding mixta entre la actividad 
financiera y la prestación de servicios de apoyo y gestión, el Tribunal Supremo entiende que la 
transmisión de participaciones debe encuadrarse en el ámbito de la primera y rechaza que pueda 
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calificarse como accesoria de la principal, puesto que forma parte de la estrategia corporativa del 
grupo, se lleva a cabo de forma continuada y recurrente, y supone la utilización de recursos orga-
nizativos propios y la toma de decisiones autónomas. Concluye por ello que las operaciones deben 
incluirse en el sector diferenciado “actividad financiera” a los efectos de determinar el derecho a 
deducir las cuotas de IVA soportado.

Por otro lado, el Tribunal Supremo reconoce que la transmisión de las participaciones podría 
quedar no sujeta al Impuesto cuando, a través de ellas, se transmita indirectamente una unidad 
económica autónoma con capacidad para desarrollar por sí misma una actividad empresarial, lo 
que también determinaría su exclusión del cómputo de la prorrata. Entendiendo que esta circuns-
tancia debe apreciarse en el caso concreto, el Tribunal concluye que no concurren los requisitos 
necesarios para que se produzca tal no sujeción, ya que la entidad adquirente ya era titular del 
know-how y de los medios necesarios para gestionar el negocio antes de la operación, sin que se 
hubieran transferido los recursos humanos ni materiales vinculados a su desarrollo.

Una autoliquidación no puede ser objeto del procedimiento especial de revisión de 
actos nulos de pleno derecho, por no tener la consideración de acto administrativo

Sentencia del Tribunal Supremo, Sala de lo Contencioso, de 20 de marzo de 2026 (Rec. 
422/2024)

Las autoliquidaciones no son actos administrativos, sino actos de colaboración de los obligados 
tributarios, por lo que cabe solicitar su rectificación al amparo de lo previsto en el artículo 120 de 
la Ley General Tributaria, pero no pueden ser objeto del procedimiento especial de revisión de 
actos nulos de pleno derecho recogido en el artículo 217 de dicha norma.

En el caso, el recurrente, contribuyente por obligación personal del Impuesto sobre Sucesiones 
y Donaciones por su condición de causahabiente en la herencia recibida de su madre, residente 
fiscal en el extranjero, interesa la declaración de nulidad de pleno derecho de su autoliquidación 
de tal impuesto al amparo de lo previsto en el artículo 217.1.a) de la Ley General Tributaria. Lo hace 
más de siete años después de haberla presentado y con invocación de la Sentencia del Tribunal de 
Justicia de la Unión Europea de 3 de septiembre de 2014 (asunto C-127/12, Comisión v. España), 
que declaró contrarias al derecho de la Unión Europea las normas de la Ley del ISD que preveían 
un tratamiento tributario distinto para los causahabientes en función de si el causante era residen-
te fiscal en España o en el extranjero.

El Tribunal Supremo, sin entrar a valorar el fondo de la cuestión suscitada, rechaza que las auto-
liquidaciones puedan ser objeto del procedimiento especial de revisión de actos nulos de pleno 
derecho previsto en el artículo 217 de la LGT, con el argumento de que este procedimiento está 
reservado a los actos administrativos. En este sentido, el Tribunal subraya que las autoliquidacio-
nes son actos de colaboración de los contribuyentes, por lo que no proceden de la Administración 
tributaria y, por tanto, no tienen la consideración de actos administrativos. Además, concluye que 
no cabe considerar que una autoliquidación dé lugar a un acto administrativo presunto por el solo 
hecho de que la Administración tributaria no la compruebe, ya que solo existe acto administrativo 
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presunto cuando opera el silencio administrativo, y este solo se produce cuando la Administración 
tributaria tiene el deber de pronunciarse, lo que no sucede en este caso.

Además, el Tribunal considera que el hecho de que, en el caso, el recurrente no pueda acudir al 
procedimiento especial de revisión con el fin de pretender la devolución de los ingresos que con-
sidera indebidos no vulnera el principio de efectividad del derecho de la Unión Europea, ya que 
podría haber solicitado en plazo la rectificación de su autoliquidación al amparo de lo dispuesto 
en el artículo 120 de la LGT.

Por último, se concluye que tampoco es contrario al principio de igualdad consagrado en el artícu-
lo 14 de la Constitución el hecho de que, de haberse aplicado en el caso un sistema de liquidación 
en lugar de un sistema de autoliquidación, sí podría acudirse al procedimiento especial de revi-
sión, ya que, según aclaró en su momento el Tribunal Constitucional (ATC n.º 116/2019, de 15 de 
octubre ), se trata de dos situaciones distintas que no admiten comparación, pues en una existe un 
acto administrativo y en otra, en cambio, no.

La Sala de lo Penal del Tribunal Supremo se pronuncia sobre la presunción de vali-
dez de los certificados de residencia fiscal en el ámbito penal

Sentencia del Tribunal Supremo, Sala de lo Penal, de 9 de abril de 2026 (Rec. 4481/2023)

La Sala de lo Penal del Tribunal Supremo concluye que la sola presentación de los certificados de 
residencia fiscal es insuficiente, por sí sola, a los efectos de dar por acreditada la residencia real 
en un país extranjero, cuando hay prueba que acredita la residencia real y material en España 
durante más de 183 días en un año. Se descarta en el ámbito penal la doctrina de la Sala de lo 
Contencioso sobre la presunción de validez de este tipo de certificados, en la medida que no ha 
de asumirse de manera acrítica, por tratarse de una presunción iuris tantum, que admite prueba 
en contrario, y se reitera la doctrina sobre la autonomía de cada proceso en lo que concierne a su 
propia prueba y objeto.

En el caso, el recurrente argumentaba que los tribunales en instancias inferiores del proceso in-
currieron en un error al negar la validez de los certificados de residencia fiscal emitidos por la Ad-
ministración tributaria venezolana, que acreditaban la residencia fiscal en Venezuela a los efectos 
del Convenio para evitar la doble imposición suscrito entre ese país y España durante los ejercicios 
abiertos a inspección. Sin embargo, el Tribunal Supremo es contundente al afirmar que “el funda-
mento de la condena no está en esa negación, sino en que el recurrente fue residente fiscal en Espa-
ña desde los años 2010 a 2013 por más de 183 días y no tributó en nuestro país como debió haberlo 
hecho, que es lo que, en resumida síntesis, se declara probado, y esto se hace tras un exhaustivo y 
metódico examen de la prueba practicada”.

Aun considerando válidos los referidos certificados, el Alto Tribunal entiende que se trata de un 
medio de prueba que debe valorarse de forma conjunta con el resto de los medios aportados en 
el proceso. Reproduciendo el contenido de la sentencia de instancia, niega que “tales certificados 
por sí, aislados de cualquier otra consideración o valoración, hagan prueba plena o indubitada de 
tal residencia fiscal en otro país”, por cuanto “tal certificado no era reflejo de la auténtica realidad 
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material”. Esto es, la información contenida en el certificado, si bien puede presumirse cierta, es 
susceptible de ser desvirtuada mediante cualquier otro medio de prueba aportado en el proceso.

La sentencia de referencia cita la de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Supre-
mo de 12 de junio de 2023 (Rec. 915/2022), para afirmar que, si bien existe una presunción de 
validez de los certificados de residencia fiscal, se trata de una presunción iuris tantum que, como 
en el caso enjuiciado, puede ser desvirtuada con base en la contundencia de la prueba de cargo 
practicada. No obstante, y en relación con la cita de esa sentencia, el Tribunal recuerda su doctrina 
sobre la independencia del proceso penal respecto de cualquier otro procedimiento.

El Tribunal Supremo confirma que la sanción del artículo 171.Uno.4.º de la Ley del 
IVA vulnera el principio de proporcionalidad y puede dejar de aplicarse sin plantear 
cuestión prejudicial ni de inconstitucionalidad

Sentencia del Tribunal Supremo, Sala de lo Contencioso, de 30 de marzo de 2026 (Rec. 
4256/2024)

El Tribunal Supremo concluye que las sanciones que vulneren el principio de proporcionalidad, 
entre ellas la prevista en el artículo 170.Dos.4.ª de la Ley del IVA, correspondiente a la infracción 
que consiste en no incluir en la autoliquidación del IVA las cuotas correspondientes a operacio-
nes en las que el obligado tributario actúa como destinatario (supuestos de inversión del sujeto 
pasivo), pueden ser anuladas por los tribunales sin necesidad de plantear cuestión de inconstitu-
cionalidad.

El Tribunal Supremo reitera su jurisprudencia y concluye que la sanción del artículo 171.Uno.4.º de 
la Ley del IVA vulnera el principio de proporcionalidad del derecho de la Unión Europea, porque 
consiste en un porcentaje fijo sin tener en cuenta que el incumplimiento es puramente formal, no 
genera perjuicio económico para la Hacienda Pública y no está vinculado a conducta defraudato-
ria alguna. Los órganos jurisdiccionales pueden dejarla sin efecto directamente, sin necesidad de 
plantear cuestión prejudicial ante el Tribunal de Justicia de la Unión Europea, dado que este ya se 
pronunció sobre la incompatibilidad de sanciones de esta naturaleza con el principio de propor-
cionalidad en los asuntos Farkas (C-564/2015 ) y Grupa Warzywna (C-935/19 ).

Por otro lado, se concluye que tampoco es necesario plantear cuestión de inconstitucionalidad 
cuando un tribunal que conoce del asunto no aprecie que los artículos 170 y 171 de la Ley del 
IVA vulneren la Constitución. Finalmente, si dicho tribunal albergara esas dudas, pero al mismo 
tiempo considerara que la norma es contraria al derecho de la Unión Europea, lo que procede 
es anular la sanción directamente con base en la jurisprudencia del TJUE, sin necesidad de acudir 
previamente al Tribunal Constitucional.
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Anulada la tasa municipal de basuras de Madrid por defectos sustanciales en su tra-
mitación

Comunicado del Consejo General del Poder Judicial de 23 de marzo de 2026

Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Madrid, Sala de lo Contencioso, de 20 de 
marzo de 2026 (Rec. 245/2025)

El Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad de Madrid concluye que la ausencia de publica-
ción de uno de los anexos que debían acompañar al informe técnico económico vinculado a la 
Ordenanza 8/2024, reguladora de la tasa de basuras en el municipio de Madrid, impide conocer 
las variables que justifican la cuantificación de la tasa, viciando de nulidad el procedimiento de 
aprobación de la norma.

El Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad de Madrid, en su reciente sentencia de 20 de 
marzo de 2026, ha declarado nulo de pleno derecho el Acuerdo del Pleno del Ayuntamiento de 
Madrid de 23 de diciembre de 2024, por el que se aprueba la Ordenanza Fiscal 8/2024, de 23 de 
diciembre, reguladora de la Tasa por prestación del servicio de gestión de residuos de competen-
cia municipal, con base en irregularidades acaecidas durante el procedimiento de tramitación y 
aprobación de la norma.

En concreto, considera que debió ser objeto de publicación íntegra el informe técnico económico, 
con inclusión del anexo comprensivo del “estudio de la generación de las fracciones de residuos 
urbanos por parte de las actividades económicas de la ciudad de Madrid”. El Ayuntamiento de Ma-
drid, sin negar la omisión de dicho documento en la publicación del informe, sostenía su carácter 
meramente auxiliar.

El Tribunal recuerda que la “exposición pública de las ordenanzas fiscales constituye un requisito 
de la legalidad del procedimiento y es una expresión del derecho de participación ciudadana en los 
asuntos públicos que deriva directamente del artículo 23 CE y del principio de audiencia del artículo 
105.a CE”, y concluye que, sin el anexo, el informe técnico económico es “excesivamente genérico 
en el que no se justifica la metodología, la forma de identificación de zonas homogéneas en función 
de las variables previamente registradas y que determinan el nivel de generación de residuos, las 
técnicas empleadas, así como el análisis y los datos obtenidos”. Estas circunstancias debían haber 
sido puestas en conocimiento de los obligados tributarios, pues determinan directamente el im-
porte de la tasa a abonar, sin que dicha obligación de información pública pueda entenderse sa-
tisfecha por la mera posibilidad de que los contribuyentes accedieran al documento no publicado 
mediante requerimiento previo al Ayuntamiento.

Por tanto, en la medida en que las cuestiones tratadas por el anexo omitido —que no podían co-
nocerse mediante la revisión del cuerpo del informe técnico económico— representan el núcleo 
fundamental para determinar el importe de la tasa y las razones subyacentes a su cuantificación, 
el Tribunal declara procedente la anulación de la Ordenanza referida y, con ello, la de la tasa de 
basuras en el municipio de Madrid.
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La naturaleza sancionadora de los artículos 42.1 a) y 43.1 a) de la Ley General Tribu-
taria prohíbe el non bis in idem procedimental en la declaración de responsabilidad 
de un administrador social por las deudas sociales

Resolución del Tribunal Económico-Administrativo Central de 17 de febrero de 2026 (RG 
428/2023)

Partiendo de su naturaleza sancionadora, el Tribunal Económico-Administrativo Central considera 
que infringe el principio non bis in idem iniciar un procedimiento de derivación de responsabilidad 
subsidiaria basado en el artículo 43.1 a) de la Ley General Tributaria, tras la anulación por motivos 
de fondo del acuerdo previo de responsabilidad solidaria basado en el artículo 42.1 a), frente al 
mismo responsable y por las mismas deudas.

En el caso, tras la anulación del acto de declaración de responsabilidad solidaria ex artículo 42.1.a) 
de la Ley General Tributaria frente a un administrador social al que se consideraba causante o co-
laborador en la comisión de una infracción tributaria, la Administración tributaria inició un nuevo 
procedimiento de derivación de responsabilidad, esta vez de carácter subsidiario, al amparo del 
artículo 43.1.a).

Como la jurisprudencia del Tribunal Supremo ya ha reconocido la naturaleza sancionadora de es-
tos dos preceptos de responsabilidad, el Tribunal Económico-Administrativo Central concluye que 
iniciar un nuevo procedimiento de declaración de responsabilidad por las mismas deudas sobre el 
mismo sujeto supondría vulnerar el principio non bis in idem.

Entiende, además, como ya han sostenido otros tribunales económico-administrativos —v. gr., el 
TEAR de Cataluña, al que cita expresamente—, que no cabe aplicar la doctrina del “doble tiro” 
propia de los actos de aplicación de los tributos cuando se trata de dos procedimientos sucesivos 
de declaración de responsabilidad con naturaleza sancionadora, con independencia de que el 
precepto invocado en cada uno sea distinto.

El precio contingente en la venta de participaciones (earn-out) que se imputa en un 
ejercicio posterior al de la transmisión también tiene derecho a la exención de la 
plusvalía

Consulta de la DGT V0062-26, de 15 de enero

La Dirección General de Tributos confirma que la renta asociada al precio contingente pactado 
en la transmisión de participaciones y abonado en un ejercicio posterior al de la transmisión de 
la participación puede acogerse, cumplidos los requisitos, a la exención del artículo 21.3 de la Ley 
del Impuesto sobre Sociedades.

La Dirección General de Tributos confirma que resulta posible aplicar la exención prevista en el 
artículo 21.3 de la Ley del Impuesto sobre Sociedades sobre la parte del precio que, por estar con-
dicionada al cumplimiento de requisitos futuros e inciertos, tiene carácter contingente.



188

Tributario

La entidad transmitente aplicó la exención sobre la parte fija del precio en el ejercicio de la venta, 
planteándose la cuestión de si dicha exención resultaba igualmente aplicable a la parte contingen-
te del precio, teniendo en cuenta que su cobro se produciría en un período impositivo posterior 
y que, según la doctrina administrativa, no cabe en estos casos aplicar las reglas sobre pagos 
fraccionados.

La Dirección General de Tributos, en línea con lo que ya ha señalado en anteriores pronuncia-
mientos (v. gr., consulta n.º V2200-23), concluye que, cuando en el momento de la transmisión 
no resulta posible determinar el importe del precio contingente mediante la mejor estimación 
disponible, la renta derivada de dicho precio deberá imputarse al período impositivo en que se 
materialicen los hechos futuros e inciertos que condicionan su pago, y no al período en que tuvo 
lugar la transmisión, y que la exención del artículo 21.3 de la Ley podrá aplicarse sobre dicha renta, 
siempre que, en el período en que se cumplan las condiciones que determinan el pago del precio 
variable, se mantenga el cumplimiento de los requisitos exigidos en la ley.

A efectos de la exención de empresa familiar, las retribuciones percibidas de socie-
dades en las que deja de participarse a resultas de una operación de reestructura-
ción societaria deben excluirse del cómputo del requisito de remuneración

Consulta de la DGT V0145-26, de 27 de enero

La Dirección General de Tributos realiza una interpretación extensiva de la regla (art. 5.2 RD 
1704/1999) que excluye del cómputo de la retribución las remuneraciones percibidas en otras 
entidades sobre las que también se aplica esta exención, para abarcar los supuestos de ejercicio 
sucesivo y sin solución de continuidad en sociedades transmitidas y adquirentes como resultado 
de una operación de reestructuración.

El consultante era titular del 50 % del capital de cuatro sociedades en las que ejercía funciones 
de dirección remuneradas con una retribución que representaba más del 50 % de la totalidad de 
sus rendimientos, lo que permitía aplicar la exención de empresa familiar. En agosto de 2025, el 
consultante y su socio constituyen una sociedad holding común a la que aportan la totalidad de 
sus participaciones en las cuatro sociedades, pasando a ejercer las funciones de dirección remu-
neradas exclusivamente en la holding. La remuneración percibida de esta última en ese ejercicio 
no representa más del 50 % de la totalidad de sus rendimientos si, en el cómputo, se incluyen las 
remuneraciones previamente percibidas de las después filiales.

En respuesta a la consulta planteada, la Dirección General de Tributos permite excluir del cómputo 
esas rentas, siempre que en el propio ejercicio en que se realiza la operación se perciba ya una 
retribución de la sociedad adquirente en la que se termina participando de forma directa.

El razonamiento se apoya en el artículo 5.2 del Real Decreto 1704/1999, conforme al cual, para 
determinar el porcentaje que representan las remuneraciones percibidas por el ejercicio de fun-
ciones de dirección en una entidad respecto de la totalidad de los rendimientos del sujeto pasivo, 
no se incluirán los rendimientos derivados de las funciones directivas ejercidas en otras entidades 
en las que también se aplique la exención de empresa familiar. Aunque este precepto está previsto 
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para supuestos de ejercicio simultáneo de funciones directivas en distintas entidades, el centro 
directivo considera que el criterio debe aplicarse también al caso en el que ese desempeño de 
funciones directivas se produce de forma sucesiva y sin solución de continuidad entre entidades 
afectadas por un proceso de reestructuración, en atención al objetivo de neutralidad fiscal que 
debe inspirarlas.

La compensación por pacto de no competencia percibida desde el país de la fuente 
tras el desplazamiento a España bajo el régimen de impatriados (régimen Beckham) 
no tributa en territorio español

Consulta de la DGT V2560-25, de 18 de diciembre

La Dirección General de Tributos confirma que los rendimientos derivados del trabajo desarrolla-
do antes del desplazamiento a territorio español no estarán sujetos a tributación en España en la 
medida en que no deriven, directa o indirectamente, de una actividad personal desarrollada en 
territorio español.

El consultante trabajó para dos entidades alemanas entre 2019 y 2024 y suscribió con la segunda, 
a finales de 2024 y en el marco de la terminación de su relación laboral, un pacto de no compe-
tencia a cambio de una compensación económica que cobraría mensualmente durante 2025. En 
febrero de 2025 se trasladó a España para iniciar una nueva relación laboral con una mercantil 
española y comunicó su opción por el régimen especial de impatriados.

En un análisis conjunto de los artículos 93.2.b) de la Ley del IRPF y 114.2.a) de su Reglamento, 
se concluye que, dado que la compensación percibida por el consultante deriva de la actividad 
laboral desarrollada en Alemania antes de su desplazamiento a España, dichos rendimientos no 
estarán sujetos a tributación en España en la medida en que no deriven, directa o indirectamente, 
de una actividad personal desarrollada en territorio español. Recordamos que el primer precepto 
citado dispone que la totalidad de los rendimientos del trabajo obtenidos durante la aplicación 
del régimen especial se entenderán obtenidos en territorio español y que el segundo excluye de 
dicha regla los rendimientos que deriven de una actividad desarrollada antes de la fecha de des-
plazamiento a territorio español.

Una operación de escisión total para facilitar el relevo generacional puede acogerse 
al régimen de neutralidad fiscal

Consulta de la DGT V0127-26, de 27 de enero

La Dirección General de Tributos aprecia la existencia de motivos económicos válidos en una ope-
ración de escisión total en varias sociedades de una entidad dedicada a la gestión y arrendamiento 
de inmuebles destinada a simplificar la sucesión futura y facilitar el relevo generacional.

El consultante, titular del 100 % de las participaciones de una sociedad dedicada al arrendamiento 
de inmuebles, planteaba la posibilidad de llevar a cabo una escisión total para segregar el negocio 
en tres sociedades de nueva constitución. En la solicitud de consulta, esgrimía como justificación 
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de esta operación la facilitación de la futura sucesión y la evitación de conflictos entre los tres he-
rederos, quienes en un futuro serían beneficiarios, respectivamente, del 100 % del capital de una 
de las tres sociedades beneficiarias de la escisión.

En cuanto al encaje objetivo de la operación, la Dirección General de Tributos comienza recor-
dando que, de acuerdo con el artículo 76.2.2.º de la Ley del Impuesto sobre Sociedades, no es 
necesario que los patrimonios escindidos constituyan ramas de actividad, a condición de que el 
socio reciba participaciones en cada una de las entidades beneficiarias de la escisión de manera 
proporcional a su participación en la sociedad escindida.

El centro directivo, con apoyo en la jurisprudencia del Tribunal Supremo y del Tribunal de Justicia 
de la Unión Europea, entiende que la cláusula antiabuso del artículo 89.2 de la Ley del Impuesto 
sobre Sociedades no autoriza a entender que los motivos económicos válidos deben concurrir 
como un requisito o condición sine qua non para la aplicación del régimen de neutralidad fiscal. 
En particular, dado que la existencia de una ventaja fiscal está ínsita en el propio régimen, esta 
ausencia de motivos económicos válidos únicamente puede operar como presunción iuris tantum 
de que la operación tiene como principal objetivo el fraude o la evasión fiscal

En el caso concreto, la consulta concluye que la simplificación de la sucesión futura y la facilitación 
del relevo generacional para evitar conflictos entre los eventuales herederos deben considerarse 
como motivos económicos válidos.

3.	 Doctrina

[Portugal]

IRS – Taxa de câmbio aplicável à conversão do valor de aquisição de títulos de dívida 
denominados em moeda estrangeira (Anexo j)

Ficha Doutrinária n.º 29553, de 23 de abril de 2026 - AT

A Autoridade Tributária e Aduaneira (“AT”) emitiu informação vinculativa, a requerimento de um 
contribuinte, residente fiscal em Portugal, que procede à realização de aplicações financeiras no 
estrangeiro em dólares, sendo que, no final do prazo da aplicação, ocorrerá o reembolso pelo 
mesmo montante investido. O contribuinte questionou, em concreto, se no Anexo J, quadro 9.2 
(Incrementos Patrimoniais), a taxa de câmbio a utilizar para converter o valor de aquisição deve 
ser a da data da aquisição ou a mesma taxa de câmbio utilizada para o valor de realização.

Pela primeira vez, a AT veio pronunciar-se sobre o enquadramento fiscal, em sede de IRS, da taxa 
de câmbio aplicável à conversão do valor de aquisição de títulos de dívida denominados em moe-
da sem curso legal em Portugal.

A AT concluiu que a taxa de câmbio de compra a utilizar é a da data em que os montantes foram 
pagos ou colocados à disposição do sujeito passivo, seja em Portugal, seja no estrangeiro, aplican-
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do-se a mesma regra tanto ao valor de aquisição como ao valor de realização. Considerando-se 
o facto gerador do imposto verificado na data do pagamento ou da colocação dos rendimentos 
à disposição do respetivo titular, a taxa de câmbio a atender deverá corresponder à taxa vigente 
nesse mesmo momento, sendo idêntica para os dois valores relevantes: o de aquisição e o de 
realização.

O efeito prático desta decisão é a neutralização de quaisquer ganhos ou perdas puramente cam-
biais embebidos na mais-valia: ao aplicar a mesma taxa de câmbio tanto ao valor de aquisição 
como ao valor de realização, apenas a variação do preço do título em dólares releva para efeitos 
de apuramento do ganho tributável.
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1.	 Legislación

[Unión Europea]

La CE presenta la propuesta EU Inc. para facilitar la creación y expansión de empre-
sas en el mercado interior 

Propuesta de Reglamento del Parlamento y el Consejo sobre el marco de legislación societa-
ria del 28º Régimen: “EU Inc.”, COM(2026) 321 final, de 18 de marzo de 2026

El 18 de marzo de 2026, la Comisión Europea (“CE”) presentó su propuesta EU Inc., destinada a 
introducir el “28º Régimen” de la UE, un nuevo régimen societario europeo opcional que permi-
tirá a las empresas constituirse y operar en la UE con arreglo a un conjunto único de normas (la 
“Propuesta”). La iniciativa forma parte de los esfuerzos de la CE para reducir la fragmentación 
del mercado interior y facilitar que las empresas europeas, en particular las startups y scaleups, 
puedan crecer dentro de la UE.

La Propuesta responde a la fragmentación actual del derecho de sociedades en la UE, donde las 
empresas que desean expandirse transfronterizamente deben enfrentarse a 27 ordenamientos 
nacionales y a más de 60 formas societarias. Según la CE, esta complejidad incrementa costes, 
retrasa la constitución de sociedades y dificulta que las empresas europeas puedan escalar dentro 
de la UE.

En virtud de la Propuesta, los emprendedores y las empresas podrán constituir una sociedad EU 
Inc. en un plazo de 48 horas, por menos de 100 euros y sin requisitos de capital social mínimo. El 
procedimiento será plenamente digital y las empresas solo deberán presentar su información una 
vez a través de una interfaz europea que conectará los registros mercantiles nacionales. En una 
fase posterior, la CE prevé crear un registro central europeo.

El nuevo régimen también pretende simplificar la vida societaria de estas empresas, mediante 
procedimientos digitales para operaciones de financiación, transmisión de participaciones y li-

*  Esta sección ha sido coordinada por Edurne Navarro, y en su elaboración han participado Isabel Fernández, Sabrina Morales, Rocío Juanes y Naia 
Mena.
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quidación. Asimismo, las startups innovadoras podrán acceder a procedimientos simplificados de 
insolvencia, con el objetivo de facilitar el cierre ordenado de proyectos fallidos y permitir que los 
fundadores puedan iniciar nuevas iniciativas con mayor rapidez.

La Propuesta incluye, además, medidas para favorecer la inversión y captación de capital. Entre 
ellas, prevé eliminar determinadas formalidades presenciales, simplificar la transmisión de partici-
paciones y permitir distintas clases de acciones con derechos económicos o de voto diferenciados.

La CE subraya que el nuevo régimen no sustituirá a los marcos societarios nacionales y que las 
normas laborales y sociales nacionales seguirán aplicándose a las sociedades EU Inc. en los mis-
mos términos que a cualquier otra empresa constituida bajo derecho nacional.

Junto con la Propuesta, la CE adoptó una Comunicación sobre futuras iniciativas para completar 
el 28º Régimen, con la inclusión de medidas de digitalización, acceso a capital, fiscalidad y posible 
especialización judicial en materia de EU Inc. La Propuesta será ahora examinada por el Parla-
mento Europeo y el Consejo, con el objetivo de alcanzar un acuerdo antes de finales de 2026.

Acuerdo del Consejo y el Parlamento Europeo para la reforma de la Unión Aduanera 

Propuesta de Reglamento del Parlamento Europeo y del Consejo por el que se establecen el 
Código Aduanero de la Unión y la Autoridad Aduanera de la Unión Europea y por el que se 
deroga el Reglamento (UE) 952/2013

El Consejo y el Parlamento Europeo alcanzaron el 26 de marzo de 2026 un acuerdo para la re-
forma del marco aduanero de la UE, vigente desde 1968. El nuevo Código Aduanero de la Unión 
pretende dotar a la UE de un conjunto de instrumentos más moderno que permita dar respuesta 
al extraordinario aumento del volumen de transacciones (especialmente en el comercio electróni-
co), al número creciente de normas de la UE que deben verificarse en las fronteras y a las comple-
jas realidades geopolíticas. El objetivo de estos instrumentos es facilitar el comercio internacional, 
recaudar derechos aduaneros de forma más eficiente y reforzar los controles de mercancías no 
conformes, peligrosas o inseguras; y, en definitiva, efectuar controles más solventes, sin que ello 
suponga una carga excesiva para autoridades y operadores.

A falta de que el Consejo y el Parlamento Europeo finalicen los elementos técnicos del paquete 
antes de su adopción definitiva, la reforma se articula sobre la base de las siguientes medidas:

i.	 Creación de un Centro Aduanero de Datos de la UE único y de última generación: una plata-
forma centralizada para que los importadores y exportadores interactúen con las aduanas 
de la UE, reforzando la integridad de los datos, la trazabilidad y los controles aduaneros; 

ii.	 mejora en la simplificación aduanera para los “operadores de confianza por control”: las 
empresas que faciliten información exhaustiva sobre la circulación de las mercancías y la 
conformidad de estas, entre otros requisitos, se beneficiarán de obligaciones aduaneras 
más racionalizadas (como procedimientos simplificados para el depósito temporal y el 
tránsito) y podrán poner sus mercancías en circulación dentro de la UE sin intervención 
activa de las aduanas; 
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iii.	 aplicación, a más tardar el 1 de noviembre de 2026, de una nueva tasa de tramitación a 
escala de la UE para los artículos contenidos en paquetes pequeños que entren en la UE, 
para contribuir a sufragar el aumento de los costes derivados del seguimiento del número 
creciente de estos paquetes debido al comercio electrónico; 

iv.	 nuevo sistema de sanciones financieras para los operadores de comercio electrónico que 
incumplan sistemáticamente sus obligaciones aduaneras; y

v.	 creación de una nueva agencia descentralizada para las aduanas —la Autoridad Aduanera 
de la UE, con sede en Lille (Francia)—, que supervisará el Centro Aduanero de Datos de 
la UE y apoyará la labor de gestión de riesgos de las autoridades aduaneras nacionales.

2.	 Jurisprudencia

[Unión Europea]

El TJUE concluye que la negativa de un Estado miembro a hacerse cargo de solici-
tantes de asilo de los que es responsable en virtud del Reglamento Dublín III puede 
suponer, en última instancia, que el Estado requirente deba examinar una solicitud 
de asilo

Sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea de 5 de marzo de 2026, asunto 
C-458/24, DO/Bundesrepublik Deutschland [Daraa]

A finales de 2022, Italia comunicó a los demás Estados miembros que, con carácter provisional, 
ya no aceptaría traslados de solicitantes de protección internacional con arreglo al Reglamento 
Dublín III, negándose así a hacerse cargo de cualquier solicitante del que fuera responsable. En 
mayo de 2024, un tribunal alemán remitió una cuestión prejudicial al TJUE en relación con las 
consecuencias de esta negativa en el reparto de responsabilidades del Reglamento Dublín III, en 
el marco de un litigio en el que Alemania había declarado inadmisible la solicitud de asilo de un 
nacional sirio y ordenado su expulsión a Italia. 

El tribunal remitente planteó al TJUE tres cuestiones: (i) si la negativa unilateral de Italia, como 
Estado responsable, a asumir solicitantes implica que Alemania debe continuar el examen de los 
criterios del Capítulo III del Reglamento Dublín III o asumir ella misma la responsabilidad; (ii) si, 
en ese contexto, Alemania puede declarar la solicitud inadmisible; y (iii) si la negativa del Estado 
responsable vulnera los derechos subjetivos del solicitante.

El TJUE considera que el Estado miembro designado responsable no puede liberarse, mediante 
un simple anuncio unilateral, de las responsabilidades que le incumben en virtud del Reglamento 
Dublín III, pues ello pondría en peligro el buen funcionamiento del sistema y podría incentivar 
movimientos secundarios de solicitantes. Este Estado sigue siendo, en un primer momento, el 
Estado responsable.
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No obstante, cuando el Estado responsable haya aceptado la petición de hacerse cargo de la 
persona afectada —o se considere que ha aceptado por no haber respondido—, el traslado debe 
realizarse, en principio, en un plazo máximo de seis meses. Cuando se haya concedido efecto 
suspensivo al recurso interpuesto contra la decisión de traslado, dicho plazo comienza a correr a 
partir de la resolución definitiva de ese recurso, de modo que el traslado debe ejecutarse a más 
tardar seis meses después de dicha resolución definitiva. Si el traslado no tiene lugar en ese plazo 
de seis meses, la responsabilidad se transfiere automáticamente al Estado miembro requirente, 
con independencia de las causas de inejecución —incluso cuando la demora sea imputable a la 
suspensión unilateral de los procedimientos por parte del Estado inicialmente responsable—. Este 
automatismo garantiza el acceso efectivo de la persona afectada al procedimiento de asilo y la 
efectividad de su derecho fundamental a solicitarlo.

A la vista de lo anterior, el TJUE estima que no es necesario responder a la cuestión (iii).

Por último, el TJUE concluye que el artículo 33(1) de la Directiva 2013/32 no permite declarar in-
admisible una solicitud de protección internacional por el mero hecho de que el Estado miembro 
responsable no esté dispuesto a hacerse cargo del solicitante.

El TJUE concluye que un tribunal nacional que resuelve en última instancia siempre 
debe motivar su negativa a plantear una cuestión prejudicial ante el TJUE

Sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea de 24 de marzo de 2026, asunto 
C-767/23, A.M. c. Staatssecretaris van Justitie en Veiligheid [Remling]

La sentencia del TJUE trae causa de un litigio en el que un nacional marroquí, cuya esposa e hijos 
residen en los Países Bajos y tienen nacionalidad neerlandesa, solicitó en ese Estado miembro un 
permiso de residencia válido en todo el territorio de la UE. La solicitud fue denegada porque el 
interesado ya disponía de un permiso de residencia en España. 

Tras la desestimación de su recurso en primera instancia, el asunto llegó en apelación ante el 
Consejo de Estado neerlandés, que, considerando que la respuesta a la cuestión de interpretación 
del derecho de la Unión planteada se deducía claramente de la jurisprudencia del TJUE, decidió 
resolver el litigio mediante una motivación abreviada, facultad prevista en la legislación nacional 
de extranjería. En este contexto, el Consejo de Estado planteó al TJUE si estaba obligado a motivar 
de manera detallada las razones por las cuales no se consideraba obligado a remitir una cuestión 
prejudicial.

En su fallo, el TJUE recuerda que los órganos jurisdiccionales cuyas decisiones no son susceptibles 
de ulterior recurso están sujetos a la obligación de plantear una petición de decisión prejudicial. 
No obstante, se admiten tres excepciones: (i) la falta de pertinencia de la cuestión, (ii) la existencia 
de una resolución del TJUE que ya haya interpretado la disposición en cuestión, o (iii) la conside-
ración de la norma como un acto claro.

Cuando un tribunal de última instancia decide no plantear una cuestión prejudicial al amparo de 
una de estas excepciones, su resolución debe estar motivada y exponer, de manera específica y 
concreta, en función de las circunstancias fácticas y jurídicas del asunto, las razones por las que 
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resulta aplicable una de ellas. El que un Estado miembro autorice a sus tribunales a formular 
una motivación abreviada no altera esa obligación. No obstante, un tribunal de última instancia 
puede hacer suya la fundamentación expuesta por el tribunal inferior, siempre que este último 
haya explicado las razones por las que consideró que concurría alguna de las tres excepciones 
mencionadas supra.

El TJUE declara, por primera vez en un recurso contra un Estado miembro, una in-
fracción autónoma del artículo 2 TUE, que enuncia los valores fundacionales de la 
UE

Sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea de 21 de abril de 2026, asunto 
C-769/22, CE c. Hungría (Valores de la Unión Europea)

Mediante la “Ley LXXIX de 2021, por la que se adoptan medidas más estrictas contra los delincuen-
tes pedófilos y se modifican determinadas leyes para proteger a los menores”, Hungría modificó 
diversos actos legislativos nacionales que prohíben o restringen el acceso a contenidos que repre-
senten o popularicen la desviación de la identidad de género, el cambio de sexo o la homosexua-
lidad, y limitó la educación sexual en las escuelas.

La CE interpuso un recurso por incumplimiento ante el TJUE, en el que solicitaba que se declarara 
la infracción del derecho primario y derivado de la Unión relativo a los servicios en el mercado 
interior, la vulneración de varios derechos garantizados por la Carta de los Derechos Fundamenta-
les de la UE (la “Carta”), la infracción del artículo 2 del Tratado de la Unión Europea (“TUE”) y del 
Reglamento General de Protección de Datos (el “RGPD”). El TJUE, constituido en Pleno, consideró 
que el recurso estaba fundado respecto de todos los motivos.

En primer lugar, el TJUE considera que las modificaciones normativas vulneran la libertad de 
prestar y recibir servicios, consagrada en el derecho primario de la Unión y en diversas disposi-
ciones de la Directiva 2000/31/CE sobre el comercio electrónico, la Directiva 2006/123/CE sobre 
servicios y la Directiva 2010/13/UE de servicios de comunicación audiovisual, en su versión mo-
dificada por la Directiva (UE) 2018/1808. Aunque los Estados miembros disponen de un margen 
de apreciación para proteger a los menores frente a contenidos perjudiciales, este debe ejercerse 
respetando la prohibición de discriminación por razón de sexo y orientación sexual impuesta por 
el artículo 21(1) de la Carta. La ley húngara parte de la premisa de que toda representación de 
la homosexualidad o de la transexualidad puede perjudicar el interés superior del menor, lo que 
revela una preferencia por determinadas identidades y orientaciones sexuales en detrimento de 
otras, incompatible con el pluralismo.

En segundo lugar, estas modificaciones constituyen una injerencia especialmente grave en varios 
derechos fundamentales garantizados por la Carta: el derecho a la dignidad humana (artículo 1), 
el respeto de la vida privada y familiar (artículo 7), la libertad de expresión e información (artí-
culo 11) y la prohibición de discriminación (artículo 21). En particular, estigmatiza y margina a las 
personas no cisgénero o no heterosexuales, asociándolas mediante el propio título de la ley con 
la delincuencia pedófila. El TJUE declara asimismo que Hungría ha vulnerado el derecho a la dig-
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nidad humana, al tratar a un grupo de personas como una amenaza para la sociedad merecedora 
de un trato legal particular por la sola razón de su identidad u orientación sexual.

En tercer lugar, y por primera vez en un recurso por incumplimiento, el TJUE declara una infrac-
ción autónoma del artículo 2 TUE, que enuncia los valores fundacionales de la Unión comunes 
a todos los Estados miembros, al considerar que las medidas adoptadas por Hungría constituyen 
un conjunto coordinado de disposiciones discriminatorias que vulneran, de manera manifiesta y 
especialmente grave, los derechos de las personas no cisgénero o no heterosexuales, así como 
los valores de dignidad humana, igualdad y respeto de los derechos humanos, incluidos los de las 
personas pertenecientes a minorías. Hungría no puede invocar su identidad nacional para justifi-
car la adopción de una ley que vulnera dichos valores.

Por último, el TJUE señala que la legislación húngara infringe el artículo 10 del RGPD al ampliar 
el acceso a los registros de antecedentes penales relativos a delitos contra menores sin definir con 
suficiente precisión las personas autorizadas a acceder a dichos datos ni las condiciones materia-
les de acceso, basándose en gran medida en una mera autodeclaración del solicitante, lo que no 
limita la injerencia en el derecho a la protección de datos a lo estrictamente necesario.

3.	 Otros

La CE presenta un paquete de medidas sociales para luchar contra la pobreza (in-
cluida la pobreza infantil) y la exclusión en materia de vivienda, y para reforzar los 
derechos de las personas con discapacidad

La CE presentó el 6 de mayo de 2026 un paquete de medidas sociales que abarca cuatro instru-
mentos con los objetivos de luchar contra la pobreza y la exclusión en materia de vivienda, romper 
el ciclo de la pobreza infantil y reforzar los derechos de las personas con discapacidad.

El primero de estos instrumentos es la Estrategia de la UE contra la Pobreza, cuyo objetivo es 
reducir el número de personas en riesgo de pobreza o exclusión social en al menos 15 millones 
para 2030 y avanzar hacia la erradicación de la pobreza para 2050. Este instrumento se sustenta 
en tres prioridades: empleo de calidad para todos, acceso efectivo a servicios de calidad y ayuda 
adecuada a la renta, y acción coordinada contra la pobreza.

El segundo instrumento es una propuesta de Recomendación del Consejo sobre la lucha contra 
la exclusión en materia de vivienda, basada en soluciones y medidas preventivas a largo plazo. 
Este instrumento, centrado en las personas y en la estabilidad de la vivienda a largo plazo, inclu-
ye medidas destinadas a intervenciones tempranas para identificar a los hogares en situación de 
riesgo; a proporcionar soluciones de vivienda estable para las personas sin hogar; y a incrementar 
la oferta de vivienda social y asequible a través de la inversión pública, la vivienda sin ánimo de 
lucro y la financiación específica.
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El tercer instrumento es la Comunicación sobre cómo romper el ciclo de la pobreza infantil y re-
forzar la Garantía Infantil Europea. Los objetivos de este instrumento son los siguientes: garantizar 
el acceso de las familias a empleos de calidad, al cuidado infantil y a redes de seguridad sólidas; 
garantizar el acceso de los niños vulnerables a los servicios básicos; e impulsar la inversión en la 
infancia.

El cuarto instrumento es una Comunicación para reforzar la Estrategia sobre los Derechos de 
las Personas con Discapacidad hasta 2030. Este instrumento contiene, entre otras, las siguientes 
medidas: la implantación de la Tarjeta Europea de Discapacidad y la Tarjeta Europea de Apar-
camiento; la mejora de la accesibilidad en todos los medios de transporte y el apoyo a procesos 
democráticos más accesibles e inclusivos, incluidas las elecciones europeas de 2029; la puesta en 
marcha de una Alianza de la UE para ayudar a la creación de centros de vida independiente con 
financiación de la UE; acciones sobre educación y empleo inclusivos; y el refuerzo de la inclusión 
de la discapacidad en la acción exterior y la financiación, incluida la reconstrucción de Ucrania.

En lo que respecta a los próximos pasos, la CE apoyará la aplicación de la Estrategia contra la Po-
breza y el refuerzo de la Garantía Infantil Europea. Por su parte, los Estados miembros debatirán 
la propuesta de Recomendación del Consejo sobre la exclusión en materia de vivienda para su 
adopción por parte del Consejo. Por último, la CE publicará un marco de seguimiento actualizado 
de la Estrategia sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad a fin de reflejar las nuevas 
iniciativas.

La UE y Australia refuerzan sus relaciones con una Asociación de Seguridad y Defen-
sa y un Acuerdo de Libre Comercio

En marzo de 2026, la UE y Australia anunciaron la adopción de una Asociación de Seguridad y 
Defensa (“ASD”) y la conclusión de las negociaciones de un Acuerdo de Libre Comercio (“ALC”). 
Además, acordaron el inicio de negociaciones formales para la asociación de Australia al progra-
ma Horizonte Europa.

La ASD se construye sobre la base de una alianza consolidada y una visión compartida en defensa 
del multilateralismo y el orden internacional basado en normas, ante la creciente interconexión 
entre la seguridad en Europa y la región del Indo-Pacífico. Sus pilares son los siguientes: el esta-
blecimiento de Diálogos de Seguridad y Defensa; la cooperación en gestión de crisis y misiones de 
la Política Común de Seguridad y Defensa; el refuerzo de la cooperación en seguridad marítima, 
ciberseguridad y lucha contra amenazas híbridas; y la coordinación en tecnologías emergentes, 
incluida la inteligencia artificial, así como en seguridad espacial y no proliferación.

Por su parte, el ALC abre el mercado de una de las economías desarrolladas de mayor crecimiento 
del mundo a las empresas de la UE, con lo que se generan oportunidades económicas significati-
vas para empresas, consumidores y agricultores europeos. Sus principales elementos son:

i.	 eliminación de más del 99 % de los aranceles sobre las exportaciones de bienes de la UE 
a Australia, con un ahorro aproximado de 1000 millones de euros anuales en derechos 
aduaneros;
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ii.	 protección de 165 indicaciones geográficas agroalimentarias y 231 de bebidas espirituosas, 
entre ellas el comté, el whisky irlandés o el queso manchego;

iii.	 garantía de acceso a materias primas críticas australianas —aluminio, litio y manganeso, 
entre otras— esenciales para la seguridad económica y la competitividad de la UE, con 
disposiciones medioambientales y de seguridad que aseguren su extracción sostenible;

iv.	 integración plena de los estándares de la UE en materia de comercio y desarrollo sosteni-
ble, con compromisos vinculantes sobre derechos laborales, igualdad de género, medio 
ambiente y el Acuerdo de París sobre el Clima, exigibles mediante el mecanismo general 
de resolución de diferencias.

En lo que respecta a los próximos pasos, los textos negociados se publicarán próximamente y 
deberán superar los procedimientos internos antes de que la Comisión proponga al Consejo la 
firma y conclusión del acuerdo, que requerirá asimismo la aprobación del Parlamento Europeo y 
la ratificación por parte de Australia para su entrada en vigor.



www.uria.com


	Sumario
	Administrativo
	Arbitraje y Mediación
	Competencia
	Comercio Electrónico, Protección de Datos y Privacidad
	Energía
	Inmobiliario y Urbanismo
	Laboral y Seguridad Social
	Marítimo, Transporte y Logística
	Medio Ambiente
	Mercantil
	Procesal Civil
	Procesal Penal
	Salud y Alimentación
	Tributario
	Unión Europea

